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Presentación

L a configuración de nuestro país como Estado Social arranca 
del mismo Preámbulo de la Constitución al garantizar un 

orden económico y social justo como uno de los fundamentos 
de la convivencia democrática; y por ello, en el primero de sus 
artículos, se recogen, como dos de los valores superiores de 
nuestro ordenamiento jurídico, los de la justicia y la igualdad junto 
a los de la libertad y el pluralismo político que perfilan el Estado 
Democrático de Derecho.

Pero no es un reconocimiento formal, pues el artículo 9.2 de 
la Constitución determina, que corresponde a todos los poderes 
público «promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean 
reales y efectivas», impeliéndoles, para ello, a que «remuevan los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud», siendo así que 
ninguna «condición o circunstancia personal o social» puede ser 
fuente de desigualdad o discriminación entre los ciudadanos, como 
nos recuerda el artículo 14 del Texto Constitucional.

Asimismo, cabe recordar aquí que todos los poderes públicos 
deben asegurar la protección social y económica de la familia 
(artículo 39.1), la distribución más equitativa de la renta regional 
y personal (artículo 40.1) y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo 
(artículo 40.1).

Tales previsiones normativas configuran el Estado de Bienestar 
en nuestro País, modelo que aparece a partir de la segunda guerra 
mundial en Europa y que basa sus cimientos en el compromiso 
de las políticas públicas de atención a las necesidades de los 
ciudadanos y ciudadanas mediante el reconocimiento de derechos.
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Los principios anteriormente aludidos, son recogidos en el 
Estatuto de Autonomía para Andalucía que en su artículo 10 
incluye, además, los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma 
entre los que se señalan algunos que refuerzan la obligatoriedad 
de la puesta en marcha de políticas de solidaridad entre los 
andaluces.

Una de ellas, quizá la más representativa, es la que se 
desarrolla a partir del Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, por 
el que se crea el Programa de Solidaridad de los Andaluces para 
la erradicación de la marginación y la desigualdad, posteriormente 
modificado por el Decreto 2/1999, de 12 de enero, actualmente 
vigente, del que nos hemos venido ocupando en todos y cada uno 
de nuestros Informes Anuales al Parlamento, sin excepción, desde 
el primer año de su vigencia.

Las medidas de lucha contra la marginación y la desigualdad 
que recoge el citado Decreto hay que enmarcarlas en el desarrollo 
de las competencias de Asistencia y Servicios Sociales que, como 
exclusivas, se prevén en el artículo 61 del Estatuto de Autonomía, 
a través de las cuales se viene a dar respuesta a determinadas 
situaciones de necesidad no cubiertas por la Ley de Pensiones no 
Contributivas, de 20 de diciembre de 1990.

Traemos aquí a colación las pensiones no contributivas para 
recordar que, las mismas, sólo se prevén para supuestos muy 
concretos que afectan a personas que ya alcanzaron una avanzada 
edad -los 65 años de la edad de jubilación- o que se ven afectadas 
por dolencias incapacitantes. No contempla, por lo tanto, ese nivel 
de cobertura social estatal, los casos de simple pobreza coyuntural 
o las amplias capas de personas marginadas que ya rebasan 
ese nivel de pobreza -nada menos que situaciones de verdadera 
indigencia para satisfacer las elementales necesidades alimenticias 
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de la familia- para entrar en el circuito de las personas excluidas, es 
decir, de aquellas que han manifestado ya, de forma permanente, 
imposibilidad o incapacidad para el ejercicio de derechos sociales, no 
sólo el derecho al trabajo sino, también, el mero acceso a la cultura, 
a la formación, a la salud o a una vivienda digna.

Precisamente el concepto clásico de exclusión social, 
entendiéndose por tal y con diversos grados, aquella situación 
consecuencia de un proceso dinámico de acumulación o 
combinación de diversos déficits o carencias personales, 
relacionales, laborales, sociales o ambientales, que persisten en el 
tiempo y que impiden o limitan el ejercicio y disfrute efectivo de 
los derechos ciudadanos- es el que ha sido el inicialmente tomado 
en consideración para la puesta en marcha de las diversas normas 
aprobadas en nuestro país por las Comunidades Autónomas a 
fin de garantizar unos mínimos de subsistencia a las personas y 
familias que se encuentren en esta situación.

Ahora bien, es preciso tener muy en cuenta que, además, 
el incremento de los niveles de pobreza, como consecuencia de 
la crisis económica, no sólo ha empeorado la situación de los 
colectivos que ya estaban situados en la exclusión social, sino que 
además ha colocado en una situación de “en riesgo de estarlo” 
a innumerables personas que antes integraban las ratios de la 
normalidad social y económica, por lo que es necesario garantizar 
unos niveles mínimos de subsistencia a todas aquellas familias en 
esta situación. A ello obliga también la conciencia acerca del coste 
que supone revertir situaciones de exclusión y volver a integrar 
socialmente a personas y familias que han perdido los asideros de 
una vida normalizada.
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Del informe sobre el Estado de la Pobreza en Andalucía 
20161 elaborado por la Red de Lucha contra la Pobreza (EAPN), 
extraemos que en 2015, la población andaluza alcanzaba las 
8.399.043 personas censadas, con una población inmigrante de 
636.205 personas, lo que corresponde a un 7,6% de la población 
total. Asimismo, 1.075.000 andaluces se encuentran en pobreza 
extrema, lo que supone un 12,8% de la población total.

El 43,2% de las personas en Andalucía vive en el círculo de 
la pobreza (3.620.684 personas), aumentando cerca de un punto 
(0.9) con respecto a los datos de 2014, según el índice AROPE. 
Andalucía es la primera Comunidad Autónoma con el índice más 
alto de pobreza, seguida de Ceuta (41,7%) y Murcia (38,8%); la 
tasa nacional se sitúa en un 28,6%.

Por otra parte, la situación de las familias reflejan los datos más 
sensibles: el 24,9% de la población se encuentra en hogares con 
baja intensidad de empleo, el 55,1% de los andaluces no tienen 
capacidad para afrontar gastos imprevistos, el 13,3% ha tenido 
retrasos en el pago de gastos relacionados con la vivienda; y el 
12,2% no puede permitirse mantener su casa a una temperatura 
adecuada.

La situación es más grave en la población infantil andaluza: 
pese a descender tres puntos con respecto al año anterior aún 
se encuentra en riesgo de pobreza y exclusión social el 48,1% 
de la población menor de 18 años y si bien en gran parte de las 
Comunidades un aumento del PIB ha supuesto una disminución 
de la tasa de pobreza, en Andalucía no ha sido el caso. La 
relación existente entre el crecimiento económico y la reducción 
de la pobreza se ve afectada por la redistribución económica 
1.  http://eapn-andalucia.org/wp-content/uploads/2016/03/161013_Estado-de-la-Pobreza-
en-Andaluci%CC%81a-2016.pdf
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y también por otras variables como el papel de las políticas 
e intervenciones públicas en Servicios Sociales, Educación y 
Vivienda, entre otros.

Pues bien, la situación de todas estas personas y familias, 
muchas de ellas, sin protección social, evidencian la carencia de 
respuestas de las políticas públicas a sus actuales necesidades 
que, en muchas ocasiones, están siendo cubiertas desde las 
organizaciones del Tercer Sector de Acción Social, siendo este 
un rasgo más propio de modelos asistenciales y de la clásica 
beneficencia, que de modelos basados en el reconocimiento de 
derechos que constituyen la esencia del Estado de Bienestar.

La respuesta que desde los años ochenta han dado a estas 
situaciones las Comunidades Autónomas ha sido establecer 
algún tipo de renta mínima, esté o no la misma supeditada 
al cumplimiento de determinadas condiciones e itinerarios de 
inserción y sea considerada o no como un verdadero derecho 
subjetivo, siendo patentes las diferencias entre unas y otras. Es 
en este, en el que se incardina el Programa de Solidaridad de los 
Andaluces para la erradicación de la marginación y la desigualdad, 
del que hoy nos ocupamos. 

Las numerosas quejas recibidas en estos veinticinco años desde 
su puesta en marcha nos han obligado a ello, y como Institución 
garante de los derechos de la ciudadanía, especialmente de los 
de contenido social, a profundizar en el contenido técnico-jurídico 
de las normas que han regulado este Programa, tanto a partir 
de los casos concretos que se nos han venido planteando por las 
personas afectadas, como a través de actuaciones de oficio que 
han puesto de manifiesto, una y otra vez, las patentes deficiencias 
del Programa que han hecho naufragar una gran parte de las 
virtudes que, en principio, este albergaba.
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No nos hemos limitado a criticar sus deficiencias sino que, 
también, hemos señalado los resultados positivos de su aplicación, 
formulando en distintos momentos recomendaciones sobre 
la asunción de criterios para la aplicación del mismo o bien, 
sugiriendo la completa reforma normativa, como ocurrió con 
su primer Decreto regulador, que tuvimos ocasión de recoger 
íntegramente en nuestro Informe Anual de 1997.

Por ese motivo -abundancia de quejas centradas en el 
Programa- nuestra Institución ha llevado a cabo a lo largo de 
estos veinticinco años un seguimiento del mismo, en el nos hemos 
tenido que ocupar preferentemente de las patologías que le 
afectan, puesto que a ello nos han obligado, como decíamos, las 
numerosas quejas recibidas que se han centrando lógicamente en 
sus carencias a la luz de los expedientes concretos que afectaron a 
sus respectivos remitentes.

Quiere ello decir, que si bien gracias al Programa de Solidaridad 
muchos miles de familias andaluzas han visto paliadas sus 
circunstancias de pobreza y quizás, incluso, algunas o muchas de 
ellas, hayan podido escapar de su marginación, esta Defensoría 
ha estimado oportuno recopilar en este Informe Especial al 
Parlamento de Andalucía, estos veinticinco años de actuaciones, 
teniendo como fuente principal, el pormenorizado relato de las 
mismas en los sucesivos Informes Anuales presentados ante la 
Cámara Andaluza desde el de 1990 hasta el del año 2015, y en 
las que no nos hemos centrado en estos aspectos claramente 
positivos, sino que en este documento que presentamos, vamos 
a señalar y poner de manifiesto la situación en que actualmente 
se encuentra dicho Programa hasta el punto de que estamos 
convencidos de lo inaplazable de su derogación y su sustitución por 
una nueva regulación.
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Como decíamos anteriormente, para todas esas personas, 
pobres y excluidas, el Programa de Solidaridad supone una auténtica 
esperanza y un eficaz paliativo cuando han tenido ocasión de 
acceder al mismo, pero, también, verdadera frustración cuando 
vieron transcurrir meses y en ocasiones, incluso años, sin obtener 
una respuesta eficaz en forma de ser beneficiarias de alguna de 
las medidas que dicho Programa en su día contempló y contempla 
(Ingreso Mínimo de Solidaridad-salario social, formación profesional, 
acceso a la educación de adultos, empleo temporal o vivienda).

El problema más reiteradamente detectado a través de 
las quejas analizadas, ha sido la extemporánea respuesta a 
las urgentes peticiones de ayuda que conlleva toda solicitud 
de acogida al Programa de Solidaridad; en varios de nuestros 
Informes Anuales se han recogido cuadros explicativos de los 
retrasos producidos a este respecto en todas y cada una de las 
provincias andaluzas. Algunas de ellas, como podremos ver a 
lo largo de este documento, han sido históricamente las más 
afectadas por los retrasos en la resolución, si bien, es verdad, que 
son en las que suelen presentarse un mayor número de solicitudes.

El Programa, en la práctica, no ha podido dar respuesta a 
situaciones de emergencia social que tiene que atender, al no 
haber sido capaz de poner a disposición de las personas y familias 
a que va destinado, medidas urgentes que palíen a muy corto plazo 
las situaciones de extrema necesidad por las que acuden al mismo. 
Este Programa por su propia naturaleza y personas destinatarias, 
es incompatible con retrasos o dilaciones, por lo que no puede 
pretenderse que sus medidas sean válidas, en muchas ocasiones, 
bien pasado el año de ser formuladas las solicitudes de acogida.

Por otra parte, el déficit presupuestario endémico con que nació 
este Programa no sólo ha impedido cumplir con los objetivos que 
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tenía asignados, en el sentido de poder atender con celeridad y 
eficacia situaciones de urgencia social, sino que supone un lastre 
añadido que ha hecho peligrar definitivamente la virtualidad y 
utilidad de las positivas medidas que contempla, hasta el punto de 
que, en la actualidad, las medidas de empleo, educación o vivienda 
han sido suprimidas por la vía de hecho, perviviendo únicamente la 
ayuda económica, el Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Para concluir, la existencia en Andalucía de un Programa 
público destinado específicamente a hacer frente, a combatir, 
las situaciones de pobreza y marginación era y sigue siendo una 
NECESIDAD INELUDIBLE no solamente por la presencia en nuestra 
Comunidad de importantes sectores afectados sino también para 
asumir las obligaciones constitucionales y estatutarias impuestas a 
nuestra Comunidad Autónoma.

En el sentido expuesto, la implantación en 1990 del Programa 
de Solidaridad supuso -y sus efectos beneficiosos todavía 
continúan- un gran avance en nuestra Comunidad, aunque 
a la vista de las conclusiones a las que nos ha llevado este 
recorrido histórico por nuestras actuaciones, hemos alcanzado 
el convencimiento de que reforzar y armonizar la cobertura y 
la calidad de las prestaciones de Renta Mínima de Inserción 
o de Renta de garantía de Ingresos, así como extender el 
reconocimiento de derechos vinculados a ella constituye un 
importante avance en la lucha contra la pobreza y la exclusión en 
Andalucía.

En este Informe hemos intentado recoger, en definitiva, los 
argumentos que avalan la nueva regulación que proponemos, 
sin pretender con nuestras Recomendaciones y Sugerencias, 
erigirnos en redactores de ningún Decreto ni norma, tarea que 
no corresponde a esta Defensoría, sino a la Administración 
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competente, que deberá, en el objetivo que nos ocupa, como 
en todos a los que le corresponde servir, aplicar los principios 
informadores que la Constitución establece en su artículo 103.1, 
cita de obligado recuerdo por esta Institución conforme al artículo 
10.1 de nuestra Ley reguladora.

Jesús Maeztu Gregorio de Tejada
Defensor del Pueblo Andaluz
Diciembre de 2016
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Marco jurídico
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1. Marco jurídico

A la hora de abordar en nuestro país el marco jurídico, 
organizativo y de prestaciones, en relación con las ayudas que 

en un determinado momento de sus trayectorias vitales, pueden 
necesitar las personas y familias para cubrir sus necesidades más 
primarias y básicas al carecer de recursos económicos suficientes 
para ello, debemos partir de los Acuerdos y Tratados en materia 
social, tanto los de carácter internacional, como más concretamente 
los adoptados en el ámbito de la Unión Europea al ser este 
nuestro ámbito territorial de referencia; de nuestra Constitución, 
en lo que afecta a los derechos sociales y al marco competencial 
en las distintas Administraciones; así como en lo que respecta a 
la protección de éstos en el ámbito de la Comunidad Autónoma 
Andaluza, aunque el objeto de nuestro trabajo en este momento, 
no sea otro que hacer un rastreo, no exhaustivo, por las diferentes 
legislaciones para intentar centrar o delimitar cual es el marco de 
referencia en el que nos vamos a mover con respecto a las ayudas 
existentes para este tipo de situaciones.

1.1. Ámbito Internacional

La necesidad de que el ser humano cuente con unos ingresos 
mínimos que le permitan satisfacer sus necesidades más primarias 
y básicas, se considera como un derecho humano fundamental, por 
cuanto que en ello está comprometida la dignidad de la persona y 
su propia vida.

Esta afirmación tuvo su punto de partida en la Declaración de 
Derechos Humanos, aprobada y proclamada el 10 de diciembre 
de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en cuyo 
apartado primero del artículo 25, se contiene la siguiente mención: 
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«Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial 
la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros 
en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros 
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad».

Con posterioridad, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, mediante resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre 
de 1966, adoptó y abrió a la firma, ratificación y adhesión, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, ratificado por España en abril de 1977, en cuyo 
artículo 9 prevé el reconocimiento «del derecho de toda persona a 
un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 
condiciones de existencia».

Asimismo, se recoge en dicho precepto el deber de los Estados 
Partes de tomar medidas apropiadas para asegurar la efectividad 
de este derecho, reconociendo a tal efecto la importancia esencial 
de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

Este derecho a un nivel de vida adecuado es el fundamento 
de la protección social, de la provisión de bienestar y asistencia, 
especialmente en los casos de vulnerabilidad o exclusión social 
o de en riesgo de estarlo y, en consecuencia, comporta la 
responsabilidad de los poderes públicos, ante las personas que 
por circunstancias diversas se encuentran en tales situaciones, a 
través de medidas para ofrecer protección, a través de retribución 
de dinero en efectivo o en especie, que permita a las personas 
y familias acceder a la educación, la sanidad, la alimentación, el 
vestido, a la vivienda, los servicios sociales, protección frente al 
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desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos 
de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad.

Es importante también destacar que en el contexto de las 
grandes Cumbres y Conferencias de Naciones Unidas,  en la 
Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas del año 2000, 189 
países se comprometieron a trabajar unidos para erradicar la 
pobreza extrema y convertir el derecho al desarrollo en una 
realidad para todos. En nombre de sus pueblos, los gobernantes 
firmaron la Declaración del Milenio, que fijaba el año 2015 como 
plazo para hacer efectivas estas promesas. Los ocho Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM) acordados en la cumbre abarcan 
problemáticas clave como la pobreza, el hambre, la salud, el medio 
ambiente y la educación, y ofrecían una hoja de ruta para cumplir 
con estos compromisos. 

Los Objetivos de Desarrollo del Milenio tenían 21 metas 
medibles con plazos claramente establecidos destinados a 
mejorar las vidas de las personas más pobres del mundo, siendo 
uno de esos objetivos Erradicar la pobreza extrema y el hambre 
y reconocen explícitamente la dependencia recíproca entre el 
crecimiento económico, la reducción de la pobreza y el desarrollo 
sostenible. Además, consideran que el desarrollo se sustenta en la 
gobernabilidad democrática, el Estado de Derecho, el respeto de 
los derechos humanos, la paz y la seguridad. 

Cabe resaltar igualmente que mediante la Resolución 70/1, 
de 25 de septiembre de 2015, de la Asamblea General de 
Naciones Unidas, por la que se aprueba la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, se fija, entre otros objetivos y metas, el 
de reducir la desigualdad dentro de los países y entre ellos, y en 
particular que desde 2015 a 2030 se debe lograr progresivamente 
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y mantener el crecimiento de los ingresos del 40% más pobre de 
la población a una tasa superior a la media nacional de cada país 
y que se debe potenciar y promover la inclusión social, económica 
y política de todas las personas, independientemente de su 
edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, religión o situación 
económica u otra condición.

Esta Agenda se ha basado en la evaluación y análisis de los 
resultados de los Objetivos del Milenio a 2015, pero, en palabras 
del Secretario general de Naciones Unidas, para lograr mayores 
progresos necesitaremos una voluntad política inquebrantable y un 
esfuerzo colectivo a largo plazo. Hay que enfrentar las raíces de 
las causas y hacer más por integrar las dimensiones económicas, 
sociales y ambientales del desarrollo sostenible.

1.2. Ámbito de la Unión Europea

Como quiera que nuestro ámbito territorial es el europeo, 
habría que considerar el Marco de la Unión Europea, desde 
la Declaración de Roma, hasta las cumbres de Niza, Lisboa y 
Barcelona, pasando por el Libro Verde y Blanco sobre política social 
europea, el Comité de las Regiones, el Parlamento Europeo, como 
los diferentes Comités y sobre todo el Tratado de Ámsterdam 
donde se pone de manifiesto el compromiso y adhesión de 
las políticas europeas con los derechos sociales, así como los 
procedimientos que garanticen su consecución.

En este sentido, obligada referencia merecen determinados 
preceptos del Tratado Constitutivo de la Unión Europea, como 
el artículo 2, en el que se establece que tendrá entre sus objetivos 
«el fortalecimiento de la cohesión económica y social».



Defensor del Pueblo Andaluz • 21 

Marco jurídico

En el artículo 136 se concretan los objetivos de la Comunidad y 
de los Estados Miembros en materia social, que serán «el fomento 
del empleo, la mejora de las condiciones de vida y de trabajo, 
a fin de conseguir su equiparación por la vía del progreso, una 
protección social adecuada, el diálogo social, el desarrollo de los 
recursos humanos para conseguir un nivel de empleo elevado y 
duradero y la lucha contra las exclusiones».

En el artículo 137, se contempla que para la consecución de los 
objetivos anteriores, la Comunidad apoyará y completará la acción 
de los estados miembros, entre otros, en los ámbitos de la lucha 
contra la exclusión social y la modernización de los sistemas de 
protección social.

Por el artículo 144, se dispone que el Consejo, previa Consulta 
al Parlamento Europeo, cree un Comité de Protección Social, de 
carácter Consultivo, para fomentar la cooperación en materia de 
protección social entre los Estados Miembros y la Comisión.

Por lo que se refiere al artículo 145, prevé que la Comisión 
dedique un capítulo especial de su informe anual al Parlamento 
Europeo, a la evolución de la situación social de la Comunidad.

Por otra parte, Carta Social Europea de 1961 (revisada 
en 1996), recoge los derechos a la “asistencia social” (artículo 
13) mediante el que los Estados parte se comprometen a «velar 
por que toda persona que no disponga de recursos suficientes 
y no esté en condiciones de conseguir estos por sus propios 
medios o de recibirlos de otras fuentes, especialmente por vía de 
prestaciones de un régimen de seguridad social, pueda obtener 
una asistencia adecuada”. y a los “beneficios de los servicios 
sociales» (artículo 14).
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 No es sino hasta un momento muy posterior, en el Consejo 
Europeo de Lisboa, de marzo de 2000, en el que se pide a los 
Estados Miembros y a la Comisión Europea que dieran un golpe 
decisivo para la erradicación de la pobreza en 2010. Así el objetivo 
estratégico de la Unión se centraba en: crecimiento económico 
sostenible, más y mejores empleos y mayor cohesión social. Esta 
Estrategia, entre otros objetivos, se planteaba la modernización del 
modelo social europeo mediante la inversión capital humano y la 
lucha contra la exclusión social.

También en este año, la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE, proclamada por el Consejo de Niza 
a final del año 2000 y vinculante para los estados de la UE desde 
2009, recopila los derechos políticos, económicos, civiles y sociales 
anteriores que sirven de base para el impulso de medidas para 
la Inclusión y Cohesión Social apoyado en el mismo Consejo 
como Agenda Social Europea que, en el caso que nos ocupa, 
se desarrollaría en el bloque de la Estrategia Europea contra 
la Exclusión Social, cuyo objetivo básico era el impulso y 
modernización de los sistemas de protección social. Corroborados 
por los Consejos de Barcelona y Copenhague, se exigía a los 
Estados Miembros la elaboración de Planes Nacionales de Acción 
para la Inclusión Social.

Por su especial relevancia, transcribimos el artículo 34.3 
de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE, según el 
cual «Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la 
Unión reconoce y respeta el derecho a una ayuda social y a una 
ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a 
todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, 
según las modalidades establecidas por el derecho Comunitario y 
prácticas nacionales».
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En esta Estrategia Europea de Inclusión Social, se ponían en 
marcha una serie de mecanismos que intentaban coordinar la 
acción de los Estados Miembros, así como las distintas acciones 
para luchar contra la Exclusión Social. Orientado a ello, fue 
aprobado, en el Consejo Europeo celebrado en Laeken 
en diciembre de 2001, un primer informe conjunto sobre la 
inclusión social en el ámbito de la UE; aprobándose también los 
10 indicadores primarios y 8 secundarios para medir la pobreza 
y evaluar la eficacia de las acciones desarrolladas. Se aprobaron 
asimismo una serie de medidas para potenciar y definir la 
estrategia europea de lucha contra la exclusión, (2001/C 82/02).

Mediante Decisión Nº 50/2002/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 7 de diciembre de 2001 (DOCE de 12.1.2002), se puso 
en marcha el Programa de Acción Comunitario tendente a 
fomentar la cooperación entre los Estados Miembros en la lucha 
contra la exclusión social. 

En febrero de 2005 la Comisión lanzó su Agenda Social, 
período 2007-2010, para modernizar el modelo social europeo 
conforme a la Estrategia de Lisboa para el crecimiento y el empleo. 
La nueva agenda social, tenía dos prioridades, empleo y lucha contra 
la pobreza y promoción de la igualdad de oportunidades, que iban 
a dar apoyo a dos de los objetivos estratégicos de la Comisión para 
los cinco años de su vigencia, prosperidad y solidaridad. Esta Agenda 
estaba enfocada hacía el empleo y la igualdad de oportunidades 
para todos y también para asegurar que el beneficio del crecimiento 
y el empleo de la UE enriquecieran a todos los miembros de la 
sociedad. La modernización del mercado laboral y de los sistemas 
de protección social ayudarían a las personas a aprovechar las 
oportunidades que se derivaban de la competencia internacional, los 
avances tecnológicos y los cambios de la estructura de la población, 
sin dejar de proteger a los más vulnerables de la sociedad.
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A su vez el Consejo de Empleo, Política Social, Sanidad y 
Consumidores indicaba en su informe conjunto el 13 de marzo 
de 2006, que los Estados Miembros debían elaborar estrategias 
integradas y coordinadas para responder a las necesidades y luchar 
contra las numerosas desventajas de los grupos que presentan 
un riesgo particular; debía mejorarse el acceso al sistema general 
de prestaciones y, en caso necesario, debería haber medidas 
específicas.

La estrategia europea para la protección y la inclusión social 
(Estrategia Europa 2020) propone un enfoque global de la 
promoción de la integración de las personas más desfavorecidas 
a través del desarrollo de una estrategia integrada compuesta 
por tres pilares: (a) unos mercados laborales que favorezcan la 
inserción, (b) un complemento de recursos adecuado y (c) 
el acceso a servicios de calidad. Así la Comisión Europea apoya y 
complementa las políticas de los Estados miembros en los ámbitos 
de la protección social y la inclusión social.

La Estrategia Europa 2020 para un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador establece metas para sacar por lo menos 
a veinte millones de personas de la pobreza y la exclusión social 
y aumentar al 75% la tasa de empleo del grupo de personas 
con edades comprendidas entre 20 y 64 años. Las iniciativas 
emblemáticas de la Estrategia Europa 2020, y en especial la 
Plataforma Europea contra la Pobreza y la Exclusión Social y 
la Agenda de Nuevas Cualificaciones y Empleos, favorecen los 
esfuerzos para alcanzar esas metas.

A través del Paquete de la Inversión Social la Comisión ofrece 
orientaciones a los Estados miembros para la modernización de sus 
sistemas de protección social con el objetivo de la inversión social a 
lo largo de la vida.
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La Plataforma Europea contra la Pobreza y la Exclusión 
Social es una de las siete iniciativas emblemáticas de la estrategia 
Europa 2020 para un crecimiento sostenible, inteligente e 
integrador. La Plataforma se creó en 2010 y permanecerá activa 
hasta 2020 y se basa en cinco campos de actuación:

Tomar medidas en todo el espectro de políticas: mercado de 
trabajo, renta mínima, sanidad, educación,vivienda y acceso a 
cuentas bancarias básicas.

Utilizar mejor los fondos de la UE para apoyar la inclusión social: 
la Comisión ha propuesto que el 20% del Fondo Social Europeo se 
destine a la lucha contra la pobreza y la exclusión social.

Abogar por pruebas sólidas de lo que funciona y lo que no 
en cuanto a innovaciones de política social antes de aplicarlas en 
general.

Trabajar en colaboración con la sociedad civil para contribuir 
con mayor eficacia a que se apliquen las reformas de política social. 
Hoy en día nadie pone en duda la importancia de la participación 
de las personas en situación de pobreza como catalizador de las 
estrategias de inclusión.

Mayor coordinación entre las políticas de los países miembros: 
ya establecida gracias al método abierto de coordinación en el 
ámbito de la protección social y la inclusión social (MAC social) y, 
más concretamente, al Comité de Protección Social.

Todas estas medidas se basan en el enfoque de inversión 
social2.

2.  http://ec.europa.eu/social/main.jsp?langId=es&catId=750
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1.3. Ámbito Estatal

En el ámbito nacional, La configuración de nuestro País como 
Estado Social arranca del mismo Preámbulo de la Constitución 
al garantizar el orden económico y social justo como uno de 
los fundamentos de la convivencia democrática; y por ello, en 
el primero de sus artículos, se recogen, como dos de los valores 
superiores de nuestro ordenamiento jurídico, los de la justicia y 
la igualdad junto a los de la libertad y el pluralismo político 
que perfilan el Estado Social y Democrático de Derecho.

El artículo 9.2 de la Constitución determina, que a todos los 
poderes públicos corresponde «promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se 
integran sean reales y efectivas», impeliéndoles, para ello, a que 
«remuevan los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud», 
sin que ninguna «condición o circunstancia personal o 
social» puede ser fuente de desigualdad o discriminación entre 
los ciudadanos, como nos recuerda el artículo 14 del Texto 
Constitucional.

La plasmación del carácter social del Estado Español, se 
contempla en la Constitución en el Capítulo Tercero del Título 
primero como Principios rectores de la política social y 
económica, tratándose de los derechos de contenido social, 
que comprometen y exigen de los poderes públicos medidas 
efectivas para su materialización y entre los que cabe destacar el 
deber de asegurar la protección social, económica y jurídica de la 
familia (artículo 39.1); el de promover las condiciones favorables 
para el progreso social y económico y para una distribución de 
la renta regional y personal más equitativa en el marco de una 
política de estabilidad económica (artículo 40.1); el de mantener 
un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, 



Defensor del Pueblo Andaluz • 27 

Marco jurídico

que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo 
(artículo 41); el de promover las condiciones necesarias y 
establecer las normas pertinentes para hacer efectivo el derecho a 
una vivienda digna y adecuada (artículo 47); y el de promover el 
bienestar de los ciudadanos durante la tercera edad mediante un 
sistema de servicios sociales que atienda sus problemas específicos 
de salud, vivienda, cultura y ocio (artículo 50); por lo demás, el 
artículo 13.1 establece que los extranjeros gozarán en España de 
las libertades públicas que garantiza el Título I de la CE en los 
términos que establezcan los tratados y la ley.

De igual modo y siguiendo las directrices de la UE cabe 
destacar los Planes Nacionales de Acción para la Inclusión 
Social, elaborados por España a partir de los acuerdos alcanzados 
en el Consejo de Europa celebrado en Lisboa en el año 2000, 
habiéndose elaborado cinco Planes para los periodos 2001-2003, 
2003-2005, 2005-2006, 2006-2008 y 2008-2010. Posteriormente, 
aprobada la nueva Estrategia Europa 2020, España aprobó un 
nuevo Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016, 
en el que se recogen las políticas sociales de las Comunidades 
Autónomas y del Estado, y cuyo eje segundo contempla 
la articulación de un mejor Sistema de Renta Mínima 
Garantizada, que incluye a las Rentas Mínimas para los grupos 
más vulnerables.

1.4. La distribución de competencias entre Estado y 
Comunidades Autónomas

En cuanto al reparto competencial, entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 148.1. 20º de la Constitución, las Comunidades Autónomas 
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podrán asumir competencias en materia de asistencia social, 
habiéndose asumido por las  mismas en sus respectivos Estatutos 
esta materia como competencia exclusiva. No obstante, en nuestro 
ordenamiento positivo vigente no existe un bloque normativo 
construido en torno a este concepto de Asistencia Social.

Tanto la Constitución como los Estatutos de Autonomía, utilizan 
este concepto para definir una materia competencial, sin embargo 
ha sido el Tribunal Constitucional el que ha intervenido en varias 
ocasiones para precisar su alcance y para resolver conflictos 
de competencias que se han planteado entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas (STC 239/2002, STC 146/1986, de 25 de 
noviembre STC 13/1992 y STC 239/2002, de 11 de noviembre).

Es en base a los Títulos competenciales relacionados en 
el artículo 149.1.CE, en los que el Estado puede regular la 
denominada Asistencia Social, bien de manera exclusiva, bien con 
reserva de las potestades normativas o ejecutivas, o mediante 
legislación básica o parcial, entendida en el sentido amplio que 
contemplan los Estatutos de Autonomía.

Como decíamos, es de la jurisprudencia constitucional de 
donde podemos extraer el concepto de Asistencia Social, que la 
entiende como técnica de protección fuera del sistema de 
Seguridad social distinta de la clásica beneficencia, en 
la que históricamente halla sus raíces y con caracteres propios 
que la separan de otras afines o próximas a ella dispensada 
por entes públicos o también por entidades privadas, 
siendo sus notas características el que opera con técnicas 
distintas a las del sistema de la Seguridad Social y con un 
sostenimiento al margen de toda obligación contributiva 
o previa de colaboración económica de los destinatarios o 
beneficiarios.
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Corresponde al Estado, en exclusiva, la regulación de 
las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos 
los españoles en el ejercicio de los derechos básicos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales, en virtud del artículo 
149.1.1ª, íntimamente ligado a lo previsto en el artículo 139.1 
según el cual todos los españoles tienen los mismos derechos y 
obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

Así, al amparo de esta competencia exclusiva y con la finalidad 
de garantizar la igualdad del Sistema básico de protección social, 
se reserva el Estado la materia relativa a la Seguridad Social, 
correspondiéndole la legislación básica y régimen económico 
de la Seguridad Social (artículo 149.1.17), sin perjuicio de que 
se atribuyan competencias de ejecución a las Comunidades 
Autónomas, lo cual va a tener como consecuencia que la 
intervención estatal en esta materia, incida cada vez más en 
aspectos que antes estaban reservados a la asistencia social, 
conectando con el mandato del artículo 41 de la CE. mediante 
el que los poderes públicos, mantendrán un régimen público de 
Seguridad Social que garantice a todos los ciudadanos, la asistencia 
y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, 
especialmente en caso de desempleo.

Muestra de ello, ha sido toda la profusa normativa estatal en 
el ámbito de la Seguridad Social; prestaciones no contributivas; el 
Programa de Renta Activa de inserción, así como las demás normas 
por las que se ha ido extendiendo el sistema prestacional para 
diversas y variadas situaciones de desempleo.

No obstante, también hay otras competencias exclusivas del 
Estado directamente relacionadas con la garantía de aspectos 
que inciden en el derecho humano a un nivel de vida adecuado, 
como es el derecho a la asistencia sanitaria a las personas sin 
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recursos económicos suficientes (Bases de la sanidad), el derecho 
a la gratuidad de la enseñanza obligatoria, a la asistencia jurídica 
gratuita para personas que carezcan de recursos económicos 
suficientes para litigar, etc.

También cabe citar, las competencias del Estado para regular 
determinados colectivos de personas, como es el caso de la Ley de 
promoción de la Autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia, o también de los extranjeros en España, 
que contemplan derechos encuadrables en la Asistencia Social.

No podemos concluir este apartado, sin hacer referencia a las 
competencias estatales en materia de vivienda y de Empleo, según 
lo previsto en el artículo 149.1, 7ª y 13ª, por cuanto que aún 
cuando las Comunidades Autónomas hayan asumido competencia 
exclusiva en materia de vivienda en virtud del artículo 148.1.3ª, y 
de que corresponda al Estado la legislación laboral, sin perjuicio 
de su ejecución por las CCAA, le compete a aquel dictar las 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, al amparo de la que se ponen en marcha los planes 
estatales plurianuales en materia de vivienda y suelo. Finalmente, 
hay disposiciones estatales para hacer frente a situaciones de 
necesidad de determinados grupos de ciudadanos, que se inspiran 
en un principio de solidaridad a nivel nacional y que no están 
basadas en títulos competenciales expresos del artículo 149.1 
de la CE, como son las ayudas que se han establecido a favor de 
las personas que han sido víctimas de acciones violentas y, en 
particular de acciones terroristas y las ayudas y asistencias a las 
víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.

Finalmente entre la normativa estatal cabe traer a colación la 
normativa en materia de administración local, Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, que encomienda 
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a los ayuntamientos determinadas competencias en materia de 
servicios sociales, dictada al amparo de la competencia exclusiva 
del artículo 149.1.18.

1.5. Ámbito Autonómico

Podemos afirmar que los Estatutos de Autonomía han recogido 
en su articulado la atribución de competencias exclusivas en 
este ámbito. Por lo que respecta al Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, aprobado a través de la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de 
diciembre, éste preveía, en el apartado 22 del artículo 13, que la 
Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competencia exclusiva en 
materia de asistencia y servicios sociales.

Tras la modificación operada por la Ley Orgánica 2/2007, de 
19 de marzo, se ha introducido un nuevo Título, el I dedicado a 
los Derechos Sociales, Deberes y Políticas Públicas.

En relación con su articulado, vamos a referirnos, por tener 
especial interés en la materia que nos ocupa, al artículo 9 que, en 
cuanto a los Derechos, declara que todas las personas en Andalucía 
gozan como mínimo de los derechos reconocidos en la Declaración 
universal de los Derechos Humanos y demás instrumentos 
europeos e internacionales de protección de los mismos ratificados 
por España, en particular en los Pactos Internacionales de 
Derechos Civiles y Políticos y de los Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales; en el Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y en la 
Carta Social Europea.

Entre los Objetivos básicos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, previstos en el artículo 10 con carácter imperativo, 
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están el de promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten 
su plenitud y fomentar la calidad de la democracia facilitando la 
participación de todos los andaluces en la vida política, económica, 
cultural y social, para lo que adoptará todas las medidas de acción 
positiva que resulten necesarias.

Asimismo, la cohesión social mediante un eficaz sistema de 
Bienestar público, con especial atención a los colectivos y zonas 
más desfavorecidos social y económicamente, para favorecer 
su integración plena en la sociedad andaluza, propiciando así la 
superación de la exclusión social, se constituye en este precepto, 
como otro de los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma 
Andaluza.

Como novedad de la reforma estatutaria operada por la Ley 
Orgánica 2/2007, hemos de mencionar la creación de un nuevo 
Título I dedicado a los Derechos Sociales, Deberes y Políticas 
Públicas, en cuyo Capítulo II (artículo 15 a 36) se establecen 
y regulan los Derechos Sociales y los Deberes, en el Capítulo 
III (art.37), los Principios Rectores de las Políticas Públicas y el 
Capítulo IV, que se dedica a las garantías (art.38 a 41).

En el apartado dedicado en este título a las Disposiciones 
Generales, nos encontramos con que en el artículo 12 circunscribe 
la titularidad de los derechos y deberes de contenido social, así 
como los destinatarios de las políticas públicas a la tenencia de 
vecindad administrativa en Andalucía.

De entre los nuevos derechos de contenido social, unos de los 
que pudiera considerarse íntimamente conectados y ligados a su 
esencia, a este apelativo de social, los encontramos en el artículo 
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23, en el que en relación a las Prestaciones Sociales, garantiza 
el derecho de todos a acceder en condiciones de igualdad a las 
prestaciones de un sistema público de servicios sociales, así como 
el derecho a una renta básica que garantice unas condiciones 
de vida digna y a recibirla, en caso de necesidad, de los poderes 
públicos con arreglo a lo dispuesto en la ley.

Artículo 37.1. Principios rectores de las políticas públicas.

7º. La atención social a personas que sufran marginación, 
pobreza o exclusión y discriminación social.

37.2. Los anteriores principios se orientarán además a 
superar las situaciones de desigualdad y discriminación de las 
personas y grupos que puedan derivarse de sus circunstancias 
personales o sociales o de cualquier otra forma de marginación 
o exclusión.

Para ello su desarrollo facilitará el acceso a los servicios 
y prestaciones correspondientes para los mismos, y 
establecerá los supuestos de gratuidad ante las situaciones 
económicamente más desfavorables.

En cuanto a las competencias estatutarias, según el artículo 
61, con el epígrafe de servicios sociales, voluntariado menores y 
familia, corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la 
competencia exclusiva en materia de servicios sociales, que en 
todo caso incluye:

a)  La regulación, ordenación y gestión de servicios sociales, 
las prestaciones técnicas y las prestaciones económicas con 
finalidad asistencial o complementarias de otros sistemas de 
protección pública.
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b)  La regulación y la aprobación de planes y programas 
específicos dirigidos a personas y colectivos en situación de 
necesidad social.

c)  Instituciones públicas de protección y tutela de personas 
necesitadas de protección especial, incluida la creación de 
centros de ayuda, reinserción y rehabilitación.

Como desarrollo de las asunción de la competencia exclusiva 
que preveía el Estatuto de Autonomía de 1981, se encuentra la Ley 
2/1988, de 4 de abril, de Servicios Sociales de Andalucía, 
hoy ya derogada y sustituida por la nueva Ley de Servicios Sociales 
de Andalucía de recientísima aprobación, que establecía en su 
artículo 14 que «sin perjuicio de la gestión de las prestaciones 
económicas de carácter periódico que han sido transferidas a esta 
Comunidad Autónoma, el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía, podrá establecer otras prestaciones de igual naturaleza, 
para aquellas personas que, por su situación socio-económica, no 
puedan atender a sus necesidades básicas de subsistencia».

En la actualidad, la nueva Ley de Servicios Sociales de 
Andalucía, contempla como prestación garantizada, las 
prestaciones económicas específicas y directas orientadas a 
la erradicación de la marginación y la desigualdad y a la lucha 
contra la exclusión social, la cual habrá de ser incluida en el futuro 
Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales, 
que se será el que describirá de forma clara las prestaciones 
garantizadas del Sistema.

Es en todo este este contexto normativo, internacional y 
nacional, en el que se incardina el denominado con carácter 
general, Sistema de Rentas Mínimas de Inserción (RMI), 
de competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, 
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emanando de la legislación de estas y dirigido a personas y familias 
que carecen de recursos económicos suficientes para cubrir sus 
necesidades básicas y creado, por tanto, para proporcionar unos 
ingresos económicos que palíen, en lo posible, esa carencia, con 
un carácter temporal y limitado en el tiempo, a lo que se une, en 
muchos casos, procesos de intervención social vinculados en la 
mayoría de ocasiones a otras actuaciones, fundamentalmente en 
materia de empleo.

A efectuar una breve referencia y análisis del Sistema de Rentas 
Mínimas de Inserción en nuestro país, dedicamos el siguiente 
epígrafe.
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El sistema de Rentas 
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(RMI)
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2. El sistema de Rentas Mínimas de Inserción 
(RMI)

T odos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones 
en cualquier parte del territorio del Estado, es decir, sin 

importar su lugar de residencia, esto afirma el artículo 139.1 de la 
Constitución, si bien esto no es así en cuanto al derecho humano a 
contar con unos ingresos mínimos de subsistencia, por cuanto que 
las condiciones de acceso, requisitos, cuantía, duración, etc. varían 
de una Comunidad Autónoma a otra.

No es la primera vez que esta Defensoría se ha pronunciado 
sobre la necesidad de que el derecho a percibir una renta mínima 
garantizada debería formularse como un auténtico derecho 
subjetivo igual para todos los ciudadanos y ciudadanas de todo 
el territorio nacional, correspondiendo por tanto al Estado, en 
virtud del artículo 149.1.1ª, regular las condiciones básicas 
que garanticen ese derecho, articular el sistema y dotarlo de 
presupuestos suficientes.

A hacer una breve descripción de este Sistema en nuestro 
país, puesto que no es objetivo de este Informe Especial efectuar 
un análisis en profundidad de las RMI en España, dedicamos los 
siguientes apartados, basándonos en las investigaciones que al 
respecto han efectuado personas expertas, como la Doctora en 
Sociología por la Universidad Autónoma de Madrid, Ana Arriba, 
además investigadora Ramón y Cajal en la Universidad de Alcalá 
de Henares, cuya investigación se inscribe en el estudio de las 
reformas de los Estados de Bienestar europeos, particularmente en 
las políticas de lucha contra la pobreza y exclusión social.



38 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

Así, describe Arriba3 a los programas de renta mínima o de 
garantía de ingresos mínimos diciendo que son prestaciones 
económicas concebidas para que ningún ciudadano se quede 
sin nada para vivir. Tienen como rasgo común, aunque no único, 
ofrecer un ingreso mínimo garantizado de forma complementaria o 
subsidiaria a otros sistemas de protección social y son prestaciones 
de asistencia social, es decir, para acceder a ellas se ha de demostrar 
la insuficiencia de recursos. Además, suelen incluir otros requisitos 
relativos a residencia o a edad, destinados a limitar el acceso de 
determinados sectores de la población (extranjeros, jóvenes...) y 
exigir ciertas condiciones como la participación en actividades de 
apoyo o de acceso al empleo (Euzeby, 1991). Su finalidad es cubrir 
un nivel básico mientras dure la situación de necesidad o pobreza 
por lo que constituyen una “última red” de protección social.

Su origen lo cifra la autora en los Estados de Bienestar 
europeos, en los que el incremento de las cifras de desempleo en 
los años ochenta impulsó el protagonismo de estas políticas que 
han seguido desde entonces una filosofía de doble derecho -a la 
garantía de ingresos y a la inserción social- siguiendo el ejemplo 
del programa francés de Revenú Minimum d’Insertion. Desde esta 
perspectiva, se conciben como mecanismos de la lucha contra la 
exclusión social o instrumentos de recomposición del vínculo social, 
lo que se materializa en la introducción de mecanismos o incentivos 
para la participación social y laboral, en sintonía con la orientación 
hacia la activación, predominante en las políticas sociales europeas 
(Aust y Arriba, 2005; Arriba y Pérez-Eransus, 2007; Moreno y 
Serrano, 2007).

Para la descripción del sistema en España, Arriba refiere que 
este tipo de políticas ha sido impulsado por las Comunidades 
3.  http://revistasonline.inap.es/index.php?journal=GAPP&page=article&op=view&path%5B
%5D=422&path%5B%5D=445).
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Autónomas que, a finales de los años ochenta y comienzos de los 
noventa, pusieron en marcha una serie de programas destinados 
a personas potencialmente activas y sus familias, conocidas como 
Rentas Mínimas de Inserción (RMI). En general, éstas ofrecen una 
protección de baja intensidad, condicionada al cumplimiento de 
una serie de requisitos y marcada por la discrecionalidad en su 
aplicación. Siguen, con serias restricciones, la filosofía del doble 
derecho y constituyen el último mecanismo de la protección social 
española. Los programas autonómicos de RMI son uno de los 
mecanismos de un conjunto de prestaciones asistenciales dispersas 
en los diversos sistemas de protección -pensiones, desempleo 
o servicios sociales- y niveles de la administración pública. Las 
prestaciones asistenciales españolas ofrecen en conjunto una 
protección de baja intensidad protectora jerarquizada según la 
relación pasada y presente con el mercado de trabajo (Arriba y 
Guinea, 2008).

La política autonómica de RMI tiene su origen a finales de 
los años ochenta en un contexto de expansión de las políticas de 
asistencia social en España. En aquel momento las Comunidades 
Autónomas elaboraron e implementaron una serie de programas de 
garantía mínima de ingresos dirigidos a la lucha contra la pobreza y 
la exclusión social. Las Comunidades Autónomas habían generado 
ya un espacio propio de acción frente a la pobreza a través de 
sus Estatutos de Autonomía y de sus Leyes de Servicios Sociales. 
La Constitución Española de 1978 había establecido la asistencia 
social como una competencia de las 17 Comunidades Autónomas 
(artículo 148), mientras reservó la responsabilidad sobre legislación 
y el régimen económico de la Seguridad Social al Gobierno Central.

Como ya vimos, la Constitución no definió cuáles eran los 
contenidos de la asistencia social, cuyo concepto se acuñó por vía 
jurisprudencial, incluyendo las Comunidades Autónomas en sus 
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Estatutos de Autonomía un gran número de servicios y funciones 
de asistencia social, servicios sociales, bienestar social, desarrollo 
comunitario y promoción social.

Entre 1989-1993, el proceso de implantación de estos 
programas tuvo lugar de forma concatenada entre las 
Comunidades Autónomas, una vez que el Gobierno vasco anunció 
su Plan de Lucha contra la Pobreza en 1988, recordemos que en 
Andalucía el primer Decreto regulador del programa de Solidaridad, 
vio la luz en 1990 y todos los programas de esta época eran 
bastante parecidos.

Es en este período inicial de las RMI en España, cuando 
aparecen la primeras normas reguladoras de la RMI en Andalucía, 
con la denominación de Ingreso Mínimo de Solidaridad, 
Decreto 142/1990, de 15 de Mayo, que fue la primera 
norma del Programa que tenía como objetivo la erradicación 
de la marginación y la desigualdad en Andalucía, de escasísima 
vigencia, como después veremos, siendo sustituido por el Decreto 
400/1990, de 27 de noviembre, que estuvo en vigor hasta 
el Decreto 2/1999, de 12 de enero, actualmente vigente hasta 
nuestros días.

Siguiendo con nuestro relato, señala también Arriba que 
en esta dinámica, los sindicatos, algunas organizaciones no 
gubernamentales y en algunos casos, los expertos académicos y 
profesionales del área fueron especialmente activos en la difusión 
de la medida y en la presión sobre los gobiernos autónomos 
(Arriba, 2002). A mediados de la década de los noventa, una serie 
de investigaciones mostró que, dada la heterogeneidad de estos 
programas, hablar de la política de RMI española era forzar la 
realidad (Aguilar, Gaviria, y Laparra, 1995; Ayala, 2000; Estévez, 
1998).
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En cuanto a las características comunes de todos ellos, 
refiere Arriba, era ofrecer un ingreso mínimo garantizado para 
individuos entre los 25 y los 65 años, al que se accede mediante 
demostración de recursos insuficientes de la unidad de convivencia 
(means-tested) y para el cual se requiere la residencia legal de 
los solicitantes (u otros mecanismos orientados a restringir la 
movilidad entre Comunidades Autónomas). Eran prestaciones de 
cuantía diferencial (de la cuantía a percibir se restan los ingresos 
ya existentes en el hogar), por un periodo de tiempo determinado 
con diferentes posibilidades de prórroga. Se financiaban por las 
propias Comunidades Autónomas y gestionaban en el marco de sus 
sistemas de servicios sociales, principalmente la atención primaria, 
bajo la responsabilidad del nivel local de la Administración. También 
compartían una orientación programática hacia la inserción social 
de sus beneficiarios, al estilo del programa francés de RMI.

Por lo que se refiere a la consideración del de las RMI como 
derecho subjetivo y su nivel de garantía, expone Arriba que las 
investigaciones referidas mostraron la diversidad de normativas 
reguladoras (leyes, decretos, órdenes), de niveles de intensidad 
y cobertura, de duraciones de la prestación y disponibilidad 
presupuestaria que daban lugar a distintos niveles de garantía 
de este derecho social. Únicamente el grado de desarrollo del 
programa del País Vasco permitía considerarlo RMI en sentido 
pleno, es decir como una prestación de derecho no limitada 
por discrecionalidad técnica o política ni por disponibilidades 
financieras. Un grupo de programas contenía elementos restrictivos 
en su acceso y uso por lo que sólo podría calificarse RMI en 
sentido limitado. Un tercer grupo tenía fuertes restricciones en su 
carácter de derecho por lo que no cabía considerarlo como RMI. 
Esta diversidad también se materializaba en las formas en las que 
se planteaba el vínculo entre los objetivos de protección frente a 
la pobreza y de inserción social, que distinguía entre programas de 
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RMI, de empleo social protegido y de prestaciones de asistencia 
social.

La evolución de estos programa en los años 90, según Arriba, 
se orientó a un período caracterizado por la preocupación por 
la racionalización, el mantenimiento y la viabilidad del sistema 
de protección social, en especial en el aseguramiento de su 
financiación (Rodríguez-Cabrero, 2004). En este nuevo contexto, 
las RMI autonómicas han seguido un itinerario desigual de 
reformas, calificado como “travesía del desierto” (Laparra, 2004). 
Desde 1995 algunas Comunidades Autónomas han llevado a cabo 
importantes reformas, reestructuraciones e incluso refundaciones 
de sus programas de RMI, al tiempo que otras los han mantenido 
prácticamente inalterados. La evolución posterior a 1995 muestra 
que la actividad de reforma o reestructuración de los programas 
RMI ha sido constante pero, a diferencia del periodo de puesta en 
marcha no tiene carácter unitario ni concatenado como denotan 
su desigual aparición en el calendario y la diversidad de sus 
contenidos.

En lo que se refiere a las pautas comunes de las reformas 
de las RMI en las últimas décadas, Arriba cita entre ellas, su 
inserción en marcos programáticos, como los Planes transversales 
o multisectoriales para la inclusión social que se refieren a amplios 
sectores de la política autonómica. La mejora de las normativas 
reguladoras de muchas de las RMI constituye otra de las pautas 
comunes del último periodo. Las RMI han sido reconocidas como 
derecho en las reformas de los Estatutos de Autonomía de seis 
Comunidades Autónomas (Andalucía, Aragón, Baleares, Castilla y 
León, Cataluña, y Comunidad Valenciana). Aún más importante y 
significativa ha sido su regulación a través de una Ley de muchas 
de las RMI autonómicas, como es el caso de Asturias, Cataluña, 
Galicia, Madrid o Navarra, Canarias, Cantabria y Murcia.
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Más difícil resulta extraer conclusiones válidas sobre si estas 
reformas han supuesto una ampliación de los requisitos y/o una 
flexibilización de las condiciones de estos programas a mediados 
de la década de los noventa. Sin embargo, sí es posible observar 
una tendencia general, convergente con la Estrategia Europea de 
Lisboa, como es la del uso del término exclusión social no sólo 
referido a la concepción del problema (objeto de la intervención) 
sino también a las estrategias de acción, orientadas a la inclusión 
social. Por una parte, esto conlleva la puesta en marcha de 
programas más allá de la garantía de ingresos en sectores de 
políticas de empleo, vivienda, salud o educación, a través de los ya 
referidos Planes transversales.

Por otra, significa la coherencia de estas reformas con una 
de las tendencias de transformación de la política social europea 
(Taylor-Gooby, 2004): la tendencia a la activación, en especial 
de la población capaz de acceder a un empleo. A pesar de que 
la influencia en las RMI españolas de la tendencia activadora es 
creciente, se encuentra aún más en un plano discursivo que real, 
con un gasto considerablemente menor que el dedicado a las 
prestaciones (Arriba, 2004). La forma de concebirlo y llevarlo a la 
práctica es divergente: desde la filosofía del doble derecho (País 
Vasco, Madrid o Navarra) hasta la idea de la contraprestación en 
pago de la deuda que se contrae con la sociedad. Los mecanismos 
empleados han estado sobre todo destinados a favorecer la 
inserción laboral de los perceptores RMI a través servicios de 
formación y orientación para el empleo, programas de empleo 
social protegido, empresas de inserción o incentivos al empleo. La 
limitada intervención pública se ha basado en buena medida en la 
actuación de entidades de iniciativa social (Pérez-Eransus, 2005).

En las décadas de los años 2000, especialmente a partir de 
2008, año en el que comenzó a mostrase con fuerza los efectos 
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de la crisis económico-financiera que hemos venido padeciendo 
en nuestro país, se ha ido produciendo un incremento constante 
de los recursos económicos dedicados a las Rentas Mínimas de 
Inserción (RMI), aunque en opinión de Cáritas4, oculta una pérdida 
de extensión e intensidad, sobre todo a partir del año 2011.

Según este Informe, las Comunidades Autónomas han 
desarrollado un conjunto de estrategias combinadas desde el 
año 2008 para el sostenimiento de las RMI, entre ellas, el mayor 
endurecimiento de los requisitos de acceso, sobre todo a partir 
del año 2011. Uno de los cambios que más ha influido es el de la 
prueba de rentas, aquél por el que los solicitantes justifican los 
ingresos que perciben individualmente o como unidad familiar o de 
convivencia.

A lo largo de la crisis los dos elementos que han sido 
modificados en mayor medida han sido la duración de la 
prestación, en el sentido de ampliarla, y la prueba de rentas, 
en el sentido de endurecerla. En la actualidad predominan los 
cambios restrictivos en las condiciones de acceso y en la limitación 
de la protección. El incremento de los perceptores de RMI se 
viene moderando, en gran medida, por el endurecimiento de los 
requisitos. Las diferencias territoriales en las RMI no permiten 
hablar de un sistema territorialmente equitativo, y además 
está necesitado de una amplia mejora en la cobertura de las 
necesidades de pobreza.

Finalmente, nos remitimos a los Informes Anuales de Rentas 
Mínimas de Inserción que el Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, publica cada año, en los que recopila los 
principales datos de la gestión de las prestaciones de Rentas 
4.  Informe sobre la evolución de las Rentas Mínimas de Inserción desde el comienzo de la 
crisis (2008-2011).
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Mínimas de Inserción (RMI) de las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla, en el marco de la línea de trabajo 
de cooperación técnica impulsada desde la Dirección General de 
Servicios para la Familia y la Infancia. Su principal objetivo es el 
de conocer y divulgar los resultados anuales de estas prestaciones 
sociales del Sistema Público de Servicios Sociales, presentando 
el panorama existente a nivel estatal, siendo imprescindible para 
su elaboración la colaboración de las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla, que han facilitado los datos relativos a 
las rentas mínimas de inserción, habiéndose extraído del mismo, el 
siguiente cuadro en el que se reseñan las diferentes normativas de 
las Comunidades Autónomas reguladoras de la RMI5.

5.  http://www.msssi.gob.es/ssi/familiasInfancia/ServiciosSociales/docs/InformeRMI2014.
pdf. El cuadro lo hemos actualizado con la inclusión de la Ley Foral 15/2016, de 11 de 
noviembre, por la que se regulan los derechos a la inclusión social y a la renta garantizada, 
de Navarra.

COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

ANDALUCÍA 1. Ley Orgánica 2/2007, de 
19 de marzo, de Reforma 
del Estatuto de Autonomía. 
Art. 23.2. Prestaciones 
Sociales: Renta Básica6

Ingreso Mínimo 
de Solidaridad

Garantizada. 
Decreto 
2/1999. Artículo 
24.-Dotación 
presupuestaria.

1. Acciones y 
medidas: itinerarios 
profesionales, 
medidas 
educativas, acceso 
a la vivienda.

2. Compromiso 
de Inserción: 
personal y familiar, 
socioeconómico y 
laboral.

6. Este precepto de nuestro Estatuto de Autonomía relativo al derecho a una renta básica, aún está por 
desarrollar normativamente en nuestra Comunidad, no correspondiendo el actual sistema de RMI en 
Andalucía a esta concepción, al ser su normativa reguladora muy anterior a la reforma estatutaria por la que 
se incluyó este derecho, Ley Orgánica 2/2007 de 19 de marzo.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

Aragón 1. Ley Orgánica 5/2007, 
de 20 de abril, de reforma 
del Estatuto de Autonomía. 
Art.23.- Bienestar 
y cohesión social: 
garantizando una Renta 
Básica.

2. Ley 1/1993, de 19 de 
febrero, de Medidas Básicas 
de Inserción y Normalización 
Social.

3. Decreto 57/1994, de 23 
de marzo, de la Diputación 
General de Aragón, por el 
que se regula el Ingreso 
Aragonés de Inserción en 
desarrollo de la Ley 1/1993.

4. Decreto 179/1994, de 8 
de agosto, de la Diputación 
General de Aragón, por 
el que se modifican 
determinados artículos del 
Decreto 57/1994.

5. Decreto 117/1997, de 
8 de julio, del Gobierno 
de Aragón, por el que 
se regula la Comisión de 
Reclamaciones del Ingreso 
Aragonés de Inserción.

6. Decreto 125/2009, de 
7 de julio, del Gobierno 
de Aragón, por el que se 
modifica parcialmente el 
Decreto 57/1994.

7. Ley anual de 
presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de 
Aragón.

Ingreso 
Aragonés de 
Inserción

Garantizada. 
Decreto 57/1994. 
Artículo 39.- 
Financiación.

1. Plan 
Individualizado de 
Inserción.

2. Acciones de 
Inserción.

3. Proyectos de 
Inserción.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

ASTURIAS 1. Ley 4/2005, de 28 de 
octubre, de Salario Social 
Básico.

2. Decreto 29/2011, de 
13 de abril, por el que se 
aprueba el Reglamento 
General de la Ley 4/2005.

3. Ley anual de 
presupuestos del Principado 
de Asturias.

Salario Social 
Básico

Garantizada. 
Ley 4/2005. 
Artículo 1.- Objeto.

Medidas de 
Incorporación 
Social:

1. Programas 
personalizados 
de incorporación 
social.

2. Proyectos de 
integración social.

3. Plan autonómico 
de Inclusión Social.

4. Proyectos 
locales de inclusión 
social.

BALEARES 1. Ley Orgánica 1/2007, de 
28 de febrero, de reforma 
del Estatuto de Autonomía.

Art.21.- Pobreza e 
Inserción Social: Ley 
de Renta Mínima de 
Inserción.

2. Decreto 117/2001, de 28 
de septiembre, por el que 
se regula la renta mínima de 
inserción.

Renta Mínima 
de Inserción

No Garantizada. 
Ley 15/2012.

Planes y programas 
de inserción:

1. Plan de 
Inserción y 
Reinserción Social 
y Laboral.

2. Programa de 
Inserción Social y 
Laboral.

CANARIAS 1. Ley 1/2007, de 17 de 
enero, por la que se regula 
la Prestación Canaria de 
Inserción.

2. Decreto 136/2007, de 
24 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento de la 
Ley 1/2007.

Prestación 
Canaria de 
Inserción

No Garantizada. 
Ley 1/2007.

Actividades 
de Inserción: 
programas 
específicos de 
actividades de 
inserción.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

CANTABRIA 1. Ley de Cantabria 
2/2007, de 27 de marzo, 
de Derechos y Servicios 
Sociales. (Capítulo IV, 
sección Ley 2°).

2. Ley de Cantabria 6/2009, 
de 28 dic. 2009, de Medidas 
fiscales y de contenido 
financiero (art. 13). Modifica 
algunos aspectos de la Ley 
2/2007.

3. Ley de Cantabria 8/2010, 
de 23 diciembre de garantía 
de derechos y atención a la 
infancia (Disposición final 
tercera). Modifica algunos 
aspectos de la Ley 2/2007.

4. Ley de Cantabria 2/2012, 
de 30 mayo de Medidas 
administrativas económicas y 
financieras para la ejecución 
del Plan de sostenibilidad 
de los Servicios Públicos 
de la Comunidad (BOC 
extraordinario n° 20 de 
1/6/12) Título III “Medidas 
en el ámbito de los servicios 
Sociales”, en su artículo 18, 
modifica diversos artículos de 
la Ley de Cantabria 2/2007, 
de 27 de marzo, de Derechos 
y Servicios Sociales.

5. Ley de Cantabria 
10/2013, de 27 de 
diciembre, de Medidas 
Fiscales y Administrativas 
(BOC Extraordinario n° 62, 
DE 30/12/2013). El artículo 
29 de dicha norma modifica 
diversos artículos de la Ley 
de Cantabria 2/2007, de 27 
de marzo, de derechos y 
servicios sociales.

Renta Social 
Básica

Garantizada. 
Ley 2/2007. 
Artículo 28.- 
Definición, 
naturaleza y 
caracteres.

Prestación 
Económica de 
Emergencia 
Social. Convenio 
Incorporación 
Social.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

CASTILLA LA 
MANCHA

1. Ley 5/1995, de 23 de 
marzo, de Solidaridad.

2. Decreto 179/2002, de 17 
de diciembre, de Desarrollo 
del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad y de las Ayudas 
de Emergencia Social.

3. Orden de 29/12/2009, 
por el que se desarrolla el 
Decreto 179/2002, en lo 
referente al Ingreso Mínimo 
de Solidaridad. (Esta orden 
se convoca anualmente).

Ingreso Mínimo 
de Solidaridad

No Garantizada. 
Decreto 179/2002.

1. Planes de 
Inserción: Plan 
Individual de 
Inserción.

2. Acuerdos de 
Inserción.

CASTILLA Y 
LEÓN

1. Ley Orgánica 14/2007, 
de 30 de noviembre, de 
reforma del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y 
León. Art.13.9.- Derechos 
sociales: derecho a una 
renta garantizada de 
ciudadanía.

2. Decreto Legislativo 
1/2014, de 27 de febrero, 
por el que se aprueba 
el texto refundido de las 
normas legales vigentes 
en materia de condiciones 
de acceso y disfrute de 
la prestación esencial de 
la renta garantizada de 
ciudadanía.

3. Decreto 61/2010, de 16 
de diciembre, por la que se 
aprueba el Reglamento de 
desarrollo y aplicación de la 
Ley 7/2010.

Renta 
Garantizada de 
Ciudadanía

Garantizada. 
Decreto Legislativo 
1/2014. Artículo 1 
del texto refundido 
contenido en el 
Decreto Legislativo 
1/2014.

Proyecto 
individualizado de 
inserción.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

CATALUÑA 1. Ley Orgánica 6/2006, 
de 19 de julio, de reforma 
del Estatuto de Autonomía. 
Art.24.3.- Derechos en el 
ámbito de los servicios 
sociales: Derecho a una 
Renta Garantizada de 
Ciudadanía.

2. Ley 10/1997, de 3 de 
julio, de la Renta Mínima de 
Inserción.

3. Ley 7/2011, de 27 de 
julio, de medidas fiscales 
y financieras (DOGC 
núm. 5931 publicado el 
29/07/2011)

4. Decreto 384/2011, de 30 
de agosto, de Desarrollo de 
la Ley 10/1997.

5. Resolución 
EMO/496/2011, de 21 de 
enero, por la cual se fijan 
los importes de la prestación 
económica básica de la 
renta mínima de inserción 
para el año 2011, así como 
el de los complementos por 
miembro adicional de la 
unidad familiar y el de las 
ayudas complementarias 
(DOGC núm. 5827 publicado 
el 28/02/2011).

6. Ley 5/2012, de 20 de 
marzo, de medidas fiscales, 
financieras y administrativas 
y de creación del impuesto 
sobre las estancias en 
establecimientos turísticos.

Renta Mínima 
de Inserción

1. Plan individual 
de inserción y 
reinserción social y 
laboral (PIR).

2. Actuaciones 
y prestaciones: 
prestaciones 
de urgencia y 
resarcimiento, 
apoyo a la 
integración 
social, acciones 
de formación de 
adultos, apoyo 
a la inserción 
laboral, prestación 
económica y otras 
prestaciones 
complementarias.



Defensor del Pueblo Andaluz • 51 

El sistema de Rentas Mínimas de Inserción (RMI)

COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

CEUTA 1. Reglamento de Ingreso 
Mínimo de Inserción Social 
(IMIS), 21 de noviembre de 
2008. BOCCE 4.793.

a. Modificación del 
Reglamento del Ingreso 
Mínimo de Inserción Social, 
2 de noviembre de 2010. 
BOCCE 4.996.

Ingreso Mínimo 
de Inserción 
Social

Garantizada. 
Modificación del 
Reglamento, 2-11-
2010.

Artículo 1.- Objeto, 
definición, 
naturaleza y 
caracteres.

Programa 
Individual de 
Inserción.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

EXTREMADURA 1. Ley Orgánica 1/2011, de 
28 de enero, de reforma del 
Estatuto de Autonomía de 
Extremadura. Art. 9.1 La 
Comunidad Autónoma 
tiene competencias 
exclusivas sobre: acción 
social. Prevención, 
atención e inserción 
social de los colectivos 
afectados de exclusión 
social. Prestaciones 
económicas de asistencia 
social.

2. Decreto 281/2011, de 
18 de noviembre, por el 
que se establecen las bases 
reguladoras de las ayudas 
para la Integración en 
Situaciones de Emergencia 
Social (AISES), y se aprueba 
la convocatoria de dichas 
ayudas para 2011-2012.

3. Orden, de 11 de 
diciembre de 2012, por la 
que se convocan ayudas 
para la integración en 
situaciones de emergencia 
social (AISES) para 2012- 
2013.

4. Ley 3/2013, de 21 de 
mayo, de renta básica de 
inserción.

5. Decreto 142/2013, de 
30 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la 
Renta Básica de Inserción.

 
Ayudas para 
la Integración 
en situaciones 
de Emergencia 
Social (AISES).

 
Renta Básica de 
Inserción.

 
Garantizada. 
Decreto 281/2011. 
Artículo 13.- 
Financiación.

 

 
Garantizada. 
Decreto 281/2011. 
Artículo 1.- Derecho 
subjetivo.

 
Ayudas de 
Inserción Social: 
Programas de 
Inserción Social de 
carácter laboral, 
social y personal.

Proyecto 
Individualizado de 
Inserción.

Desarrolla 
el Proyecto 
Individualizado de 
Inserción.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

GALICIA 1. Ley 9/1991, de 2 de 
octubre, gallega de medidas 
básicas para la inserción 
social, de 3 de octubre de 
1991. DOG n° 191.

2. Decreto 374/1991, de 24 
de octubre, por el que se 
desarrolla la Ley 9/1991. 
DOG n° 214.

3. Decreto 375/1991, de 
24 de octubre, por el que 
se desarrolla la ley 9/1991. 
DOG n° 215.

4. Ley 1/1999, de 5 de 
febrero, por la que se 
modifica parcialmente la Ley 
9/1991. DOG n° 36.

5. Ley 16/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se 
modifica la Ley 9/1991. DOG 
n° 254.

Renta de 
Integración 
Social (RISGA).

Garantizada. Ley 
9/1991. Artículo 
3.- Derecho 
reconocible.

Proyecto de 
Inserción: 
1. Acciones 
que procuren 
la rehabilitación 
personal y familiar. 
2. Acciones 
que procuren la 
integración en el 
medio social. 
3. Acciones de 
motivación laboral, 
orientación  
profesional 
y formación 
ocupacional. 
4. Actividades de 
interés colectivo y 
social en entidades 
públicas o 
privadas. 
5. Actividades 
orientadas al 
trabajo autónomo 
o de economía 
social. 
6. Acciones de 
incorporación 
al trabajo con 
contrato laboral.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

GALICIA 6. Ley 10/2013, de 27 de 
noviembre, de inclusión 
social. DOG n° 249

Renta de 
Inclusión Social 
(RISGA): Tramo 
personal y 
familiar. Tramo 
de inserción. 
Tramo de 
transición al 
empleo.

Garantizada. Ley 
10/2013. Artículo 
6.2. Derecho 
subjetivo

Recursos y 
medidas vinculados 
a la RISGA:

1. Instrumentos 
vinculados a os 
itinerarios sociales 
y laborales de la 
RISGA. 
2. Plan de 
inclusión social y 
Red de equipos 
de inclusión 
sociolaboral.

Medidas de 
incorporación 
laboral de 
las personas 
beneficiarias de la 
RISGA:

1. Coordinación 
entre los sistemas 
de servicios 
sociales y empleo. 
2. Empresas de 
inserción.

3. Medidas de 
apoyo en el 
acceso al empleo 
para personas en 
situación o riesgo 
de exclusión.

4. Reconocimiento 
a las empresas 
inclusivas.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

MADRID 1. Ley 15/2001 de 27 de 
diciembre de Renta Mínima 
de Inserción.

2. Decreto 147/2002, de 
1 de agosto, por el que se 
aprueba el Reglamento de la 
Renta Mínima de Inserción.

3. Ley 11/2003 de Servicios 
Sociales. Art. 17.2.b sobre 
ayudas de emergencia 
social.

4. Ley 7/2012, de 26 
de diciembre sobre 
Presupuestos Generales 
para el año 2013.

5. Ley 8/2012, de 28 de 
diciembre, de Medidas 
Fiscales y Administrativas 
(Art. 5 de modificación 
parcial de la Ley 15/2001).

Renta Mínima 
de Inserción

Garantizada. 
Ley 15/2001.
Artículo 1.- Objeto 
de la ley.

Medidas de 
Inserción:

1. Programa 
Individual de 
Inserción: Apoyos 
personalizados 
para la inserción 
laboral y social, 
colaboración con 
los servicios de 
empleo.

2. Proyectos 
de Integración: 
actividades 
orientadas a 
la promoción 
personal y social 
de personas 
en situación de 
exclusión, que 
se desarrollan 
en cooperación 
con entidades de 
iniciativa social.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

MELILLA 1. Reglamento regulador de 
Medidas para la Inclusión 
Social (IMI), BOME de 27 de 
agosto de 2002.

2. Decreto n° 2772, de 18 
de mayo de 2009, por el que 
se modifica el Reglamento 
Regulador de medidas para 
la Inclusión Social. BOME de 
29 de mayo de 2009.

3. Decreto n.° 5637 de 
fecha 20 de septiembre de 
2012, relativo a aprobación 
definitiva de modificación 
de los artículos básicos 
7,35, 41 y 44 e inclusión 
del título V al articulado 
básico del programa de 
alojamiento alternativo y 
de una disposición adicional 
segunda del reglamento 
regulador de medidas para 
la inclusión social.

1. Ingreso 
Melillense de 
Integración 
(IMI).

2. Prestación 
Básica Familiar 
(PBF).

No garantizada. 
Decreto n° 2772, 
de 18 de mayo de 
2009.

No garantizada. 
Decreto n° 2772, 
de 18 de mayo de 
2009.

1. Acciones 
de apoyo a la 
Integración Social.

2. Itinerarios de 
Inserción Social.

3. Plan de 
Intervención para 
la Integración 
Social.

MURCIA 1. Orden de 16/09/94, de 
la Consejería de Sanidad 
y Asuntos Sociales, 
sobre Ingreso Mínimo de 
Inserción del Plan Regional 
de Inserción y Protección 
Social.

2. Orden de 20 de octubre 
de 2006, sobre actualización 
del importe de la prestación 
del ingreso mínimo de 
inserción.

3. Ley 3/2007 de 16 de 
marzo, de Renta Básica de 
Inserción.

Ingreso Mínimo 
de Inserción.

 
Renta Básica de 
Inserción.

Garantizada. Ley 
3/2007. Artículo 1.- 
Objeto de la ley.

Compromiso 
de Inserción: 
actuaciones de 
autonomía social 
y económica, 
contraprestaciones 
de servicios o 
trabajos de utilidad 
social.

Medidas para 
la Inserción: 
proyectos 
individuales 
de inserción, 
programas de 
integración social, 
planes para la 
Inclusión Social, 
etc.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

NAVARRA 1. Ley Foral 9/1999, de 6 
de abril, para una Carta de 
Derechos Sociales.

2. Ley Foral 13/2008, de 2 
de junio, de modificación 
de la Ley Foral 9/1999, de 6 
de abril, para una Carta de 
derechos Sociales.

3. Ley Foral 1/2012, de 23 
de enero, por el que se 
regula la renta de inclusión 
social.

4. Orden Foral 58/2012, 
de 9 de febrero, de la 
Consejera de Política 
Social, Igualdad, Deporte 
y Juventud, por la que 
se regulan los supuestos 
excepcionales y de 
renovación extraordinaria de 
la renta de inclusión social.

5. Ley Foral 36/2013, 
de 26 de noviembre, de 
modificación de la ley foral 
1/2012, de 23 de enero, por 
la que se regula la renta de 
inclusión social.

6. Ley Foral 15/2016, de 11 
de noviembre, por la que 
se regulan los derechos a la 
inclusión social y a la renta 
garantizada.

Renta de 
Inclusión 
Social.

El derecho 
a una Renta 
Garantizada, 
como prestación 
económica 
destinada a cubrir 
las necesidades 
básicas de 
las personas 
que carezcan 
de capacidad 
económica para 
ello.

Garantizada. Ley 
1/2012. Artículo 1.- 
Objeto y definición 
de la prestación.

Proceso de 
inclusión social, 
libremente 
aceptado por las 
personas.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

PAÍS VASCO 1. Ley 18/2008, de 23 de 
diciembre, para la Garantía 
de Ingresos y para la 
Inclusión Social.

2. Decreto 147/2010, de 
25 de mayo, de la Renta de 
Garantía de Ingresos.

3. Decreto 2/2010, de 12 
de enero, de la prestación 
complementaria de vivienda.

4. Ley 4/2011, de 24 de 
noviembre, de modificación 
de la Ley para la Garantía de 
Ingresos y para la Inclusión 
Social.

5. Orden de 3 de febrero 
de 2010 por la que se 
establecen los estímulos al 
empleo.

Renta de 
Garantía de 
Ingresos:

a) Renta básica 
para la inclusión y 
protección social

b) Renta 
complementaria 
de ingresos de 
trabajo

c) Prestación 
complementaria 
de Vivienda PCV 
(para gastos de 
alojamiento de 
beneficiarios RGI)

Garantizada. Ley 
4/2011. Artículo 4.- 
Definición.

Instrumentos 
orientados a la 
inclusión social 
y laboral: a) el 
Convenio de 
Inclusión Activa, 
y b) Las medidas 
específicas de 
intervención.
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El sistema de Rentas Mínimas de Inserción (RMI)

COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

LA RIOJA 1. Decreto 24/2001, de 
20 de abril, por el que se 
regulan las prestaciones de 
inserción social.

2. Decreto 3/2005, de 28 
de enero, por el que se 
adapta el Decreto 24/2001, 
a las previsiones de la Ley 
7/2003.

3. Ley 7/2009, de 22 de 
diciembre, de Servicios 
Sociales.

4. Decreto 31/2011, de 
29 de abril, por el que 
se aprueba la Cartera de 
Servicios y Prestaciones del 
Sistema Público de Servicios 
Sociales

5. Decreto 16/2012, de 11 
de mayo, que se modifica el 
Decreto 24/2001, de 20 de 
abril, por el que se regulan 
las prestaciones de inserción 
social.

1. Ingreso 
Mínimo de 
Inserción (IMI)

2. Ayudas de 
Inclusión Social 
(AIS)

Garantizada. 
Decreto 24/2001. 
Artículo 1.- Objeto.

Garantizada. 
Decreto 24/2001. 
Artículo 1.- Objeto.

Proyecto 
Individualizado 
de Inserción: 
Actividades 
de formación 
destinadas a la 
inserción socio-
laboral.

Proyecto de 
Inserción de 
la Unidad de 
Convivencia: 
Estrategias de 
Inserción por 
medio de un 
itinerario individual 
de los miembros 
de la unidad de 
convivencia.
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COMUNIDAD 
AUTÓNOMA NORMATIVA PRESTACIÓN/

RECURSO
GARANTÍA DE 

LA PRESTACIÓN
MEDIDAS 

COMPLEMENT.

COMUNIDAD 
VALENCIANA

1. Ley Orgánica 1/2006, 
de 10 de abril, de Reforma 
de la Ley Orgánica 5/1982, 
de 1 julio, de Estatuto de 
Autonomía. Art.18-. Se 
garantiza una Renta de 
Ciudadanía.

2. Ley 9/2007, de 12 de 
marzo, de Renta Garantizada 
de Ciudadanía. (DOCV 5475 
de 22/03/2007).

3. Decreto 93/2008, de 
4 de julio, por el que 
se desarrolla la Ley 
9/2007. (DOCV 5801 de 
08/07/2008).

4. Orden de 31 de julio 
de 2008, por la que se 
regulan las bases de la Ley 
9/2007. (DOCV 5823 de 
07/08/2008).

5. Orden 7/2012, de 20 
de febrero, por la que se 
modifica la Orden de 31 de 
julio de 2008 (DOCV 5752 
de 23/02/2012).

Renta 
Garantizada de 
Ciudadanía

No garantizada. 
Ley 9/2007.

Plan familiar de 
Inserción.

Inserción 
sociolaboral:

1. Plan Familiar de 
Inserción.

2. Programas 
y acciones de 
inserción.
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El régimen jurídico del 
Programa de Solidaridad 
de los Andaluces para 
la erradicación de 
la marginación y la 
desigualdad
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3. El régimen jurídico del Programa 
de Solidaridad de los Andaluces para 
la erradicación de la marginación y la 
desigualdad

E l Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía 

tiene sus antecedentes en el «Diálogo Social en Andalucía. 
Acuerdos 1990/1991», suscrito entre la Junta de Andalucía y las 
Centrales Sindicales mayoritarias con fecha 26 de febrero de 1990, 
concretamente en el punto nº 13 de dichos Acuerdos, publicado a 
través de Resolución de la Viceconsejería de la Presidencia, de 21 
de marzo de dicho año, en el B.O.J.A. de 27 del mismo mes y año.

El referido Acuerdo se plasma en el Decreto 142/1990, de 
15 de Mayo, siendo la norma creadora del Programa que tenía 
como objetivo la erradicación de la marginación y la desigualdad 
en Andalucía, dando forma a un conjunto de acuerdos que tenían 
por denominador común la lucha por la integración social de los 
andaluces, marginados por situaciones de pobreza y desarraigo, 
que implicaban, en definitiva, situaciones de desigualdad real 
y efectiva, que casaban mal con el objetivo marcado para los 
poderes públicos en el artículo 9.2 de la Constitución, por lo que 
ese objetivo de integración social se convertía así en prioritario.

En nuestra Comunidad, desde un principio, es decir, desde 
la propia redacción de este acuerdo de concertación con los 
Sindicatos, la lucha contra la marginación se concibe desde un 
ambicioso programa que contemplaba toda una serie de medidas 
tendentes a socavar los cimientos de la marginación y la pobreza: 
el desempleo; la falta de cualificación profesional, la incultura 
y el analfabetismo, la carencia de una vivienda adecuada, las 
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adicciones patológicas, etc. El denominado como Ingreso Mínimo 
de Solidaridad (el Salario Social, en acepción coloquial) se concibe 
como un último instrumento de integración allí donde no sea 
posible un empleo, siquiera provisional y precario; o actuaciones de 
formación profesional, con las ayudas económicas consiguientes; 
ayudas de educación permanente o, como instrumento de más 
difícil consecución, ayudas para la obtención de viviendas públicas 
en régimen de alquiler.

Es decir, la lucha contra la pobreza no se concibió, en nuestra 
normativa, a través, tan sólo, de la garantía de renta mínima (al 
estilo de la regulada en la Ley vasca nº 2/1990, de 3 de mayo, que 
se denominaba Ingreso Mínimo de Inserción y que había servido de 
antecedente en otros aspectos, de esta norma que comentamos), 
sino de todas las acciones antes comentadas, a la que servía de 
complemento, o subsidiariedad, el Salario Social.

Esta primera regulación, como puso de manifiesto su escasa 
vigencia, entendemos que fue precipitada y defectuosa, como lo 
prueba el hecho de que no llegase a tener virtualidad práctica 
en sus cinco meses de vigencia y fue derogada expresamente 
el día 30 de noviembre de aquel mismo año, por el Decreto 
400/1990, de 27 de noviembre (BOJA nº 99, de 30 de 
noviembre).

La nueva norma era de todo punto necesaria para definir 
mejor las unidades familiares y sus contornos de parentesco; para 
acoger la posibilidad de beneficiarios individuales del Programa 
(no integrados en unidades familiares); para regular unos 
trámites mínimos que garantizasen la seriedad en la evaluación 
de las solicitudes, sin crear falsas expectativas en los eventuales 
beneficiarios.
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También parecía acertada la inclusión, en la inicial norma 
reglamentaria, de la composición y funcionamiento de las 
Comisiones de Valoración de Solicitudes, así como una mayor 
precisión en las características, duración y otros aspectos 
del ingreso mínimo de solidaridad, y las obligaciones de los 
beneficiarios y causa de extinción de las acciones concedidas a los 
mismos. En definitiva, pues, este Decreto se configuró ya como 
un instrumento jurídico, más adecuado, para poder llevar a cabo 
tan ambicioso Programa, sin perjuicio de un más detenido análisis 
técnico-jurídico, sobre todo en posibles aspectos de imbricación 
con los de la Ley de Pensiones no contributivas.

Dicho Decreto provocó la creación como norma complementaria 
al mismo de la Orden de 14 de diciembre de 1990 (BOJA nº 
104, de 18 de diciembre), por la que se convocó a Corporaciones 
Locales y Entidades públicas y privadas sin ánimo de lucro para 
la colaboración y cooperación en las medidas previstas en aquél, 
mediante la firma de los correspondientes convenios.

Esta primera norma reguladora del Programa de Solidaridad 
no preveía plazo para la resolución de las solicitudes, Finalmente, 
como norma reglamentaria más próxima a nuestro ámbito 
autonómico, el Decreto 138/1993, de 7 de septiembre, 
(BOJA nº 114, de 21 de octubre de 1993), estableció el plazo de 
resolución de los procedimientos acogidos al Decreto 400/1990, en 
seis meses.

El Decreto 400/1990 estuvo vigente hasta su derogación 
expresa por el nuevo Decreto 2/1999, aunque fue suspendida 
temporalmente su aplicación desde la entrada en vigor del 
Decreto 113/1998, de 2 de junio, y según disponía esta 
norma hasta el 15 de octubre de 1998, periodo que se consideró 
necesario para proceder a la reforma del Programa tras siete 
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ejercicios de gestión, habiéndose considerado conveniente revisar 
algunos de sus contenidos, especialmente lo relativo a medidas, en 
la línea de mantener una atención de lo que podemos conceptuar 
como los niveles asistenciales y procurar desarrollar todo tipo de 
acciones formativas y de inserción social y laboral que facilitase que 
las personas en estas circunstancias pudieran desembocar en una 
adecuada y digna integración social, adecuando además el sistema 
español a la senda europea de las Rentas Mínimas.

La futura regulación debería prever una realidad 
interdepartamental y pluricompetencial, el esfuerzo era, por tanto, 
de varios departamentos autonómicos, siendo especialmente 
destacado el papel globalizador y coordinador, de la Consejería 
de Asuntos Sociales en la visión global e integral de todo lo 
concerniente a la lucha contra la exclusión social.

Para llevar a cabo este proceso, se estimó conveniente, crear 
una Comisión con estructura interdepartamental que redactase el 
proyecto de nuevo Decreto regulador y coetáneamente concluir 
los expedientes que había en trámite. La futura regulación 
también tendría en cuenta a los agentes sociales y nacería bajo los 
principios fundamentadores antes enunciados. El nuevo programa 
sería finalmente evaluado según las directrices que emanasen de la 
Consejería de Asuntos Sociales.

La Comisión que se creó, la componía como presidente, 
el Viceconsejero de la Consejería de Asuntos Sociales, como 
vicepresidente el Director General de Acción e Inserción Social y 
como vocales, un representante, con rango de Director General, de 
las Consejerías de Gobernación y Justicia, Trabajo e Industria, Obras 
Públicas y Transportes, Educación y Ciencia, a su vez cualquiera 
otra que resultase competencialmente afectada, actuando como 
secretario un funcionario de la Consejería de Asuntos Sociales.
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Durante la suspensión temporal del Decreto 400/1990, no 
se tramitaría ninguna nueva solicitud del citado Programa, ni de 
prórroga de Ingreso Mínimo de Solidaridad y las solicitudes y los 
recursos administrativos presentados antes de la entrada en vigor 
del Decreto 113/1998, serían tramitados conforme a lo dispuesto 
en el Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo, si bien se disponía que la resolución estimatoria de los 
mismos concedería, como medida preferente, el Ingreso Mínimo de 
Solidaridad.

No fue sino hasta el 12 de enero de 1999, cuando se aprueba 
la nueva norma reguladora del Programa, mediante el Decreto 
2/1999, de 12 de enero, por el que se regula el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía.

Su Exposición de Motivos argumentaba la reforma en que, 
después de varios ejercicios de gestión de un Programa de esta 
naturaleza se consideraba conveniente revisar algunos de sus 
contenidos, especialmente en lo relativo a medidas, agilidad 
administrativa y seguimiento. Este deseo tenía su apoyo en la 
necesidad de ir adecuando, como objetivo a cumplir en todo el 
Estado español, el concepto de Rentas Mínimas de Inserción 
como una de las metas a conseguir en los niveles de protección 
asistencial donde la marginación y la desigualdad se hacían más 
patentes; permitiendo que existiera realmente una primera fase 
de inserción social, donde se arbitrasen medidas o acciones que 
facilitasen una adecuada y digna integración en la sociedad.

Continuaba su Exposición de Motivos diciendo que es obvio que 
los argumentos fundamentadores antes expuestos están dentro 
de una óptica integradora, no ya de las acciones que desarrolla la 
Junta de Andalucía sino de las que, en el presente o en el futuro, 
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desarrollarán otras Administraciones Públicas. En este sentido la 
Administración Local tiene en la acción social un papel destacado 
y fundamental; también el conjunto de acciones o programas 
que la Unión Europea contempla, todo ello entendido en la lucha 
contra la exclusión social. Desde esta perspectiva la reforma que 
se realiza de la normativa del hasta ahora vigente Programa de 
Solidaridad se concreta en la existencia de una medida inicial: El 
Ingreso Mínimo de Solidaridad, junto a ella se podrán arbitrar otro 
tipo de acciones o medidas insertivas que desarrollen y capaciten 
a la unidad familiar beneficiaria. Es importante la orientación y 
función integradora de medidas como el empleo frente a medidas 
meramente asistenciales, así como la existencia de la medida de 
vivienda y educación que refuerza esa integralidad.

Se reforman ahora algunos conceptos y requisitos que son 
fruto de las experiencias acumuladas de cara a mejorar la 
tramitación y resolución de las solicitudes presentadas por las 
unidades familiares andaluzas. Se destaca el establecer en 25 
años la edad de acceso para unidades familiares unipersonales, 
exceptuando de dicha exigencia a los menores tutelados de la 
Junta de Andalucía a los que bastará la mayoría de edad legal; 
mayor concreción de los ingresos económicos a tener en cuenta 
y, especialmente, el concepto de unidad convivencial como 
fundamentador de la unidad familiar beneficiaria, procurando 
así evitar situaciones injustas y posibles casos de fraude. 
Las unidades familiares deben residir en Andalucía y llevar 
constituidas un año como mínimo.

Los deseos de una mayor agilidad administrativa también 
estaban patentes en la reforma planteada, especialmente en lo 
referente a la comprobación de los datos de la unidad familiar 
solicitante, así como el la reducción del plazo de resolución a tres 
meses.
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Quedaba prevista la posibilidad de colaboración con otras 
Administraciones Públicas, especialmente con la Administración 
Local, en el caso de ésta por su cercanía al ciudadano y la 
radicación en ella de los Servicios Sociales Comunitarios, en esta 
línea se deseaba una mayor implicación y participación de los 
mismos en la gestión y seguimiento del Programa de Solidaridad.

Se recogían pues los compromisos adquiridos en el Decreto 
113/1998, de 2 de junio, de creación de la Comisión para la 
reforma del Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, por el que 
se regula el Programa de Solidaridad para la Erradicación de la 
Marginación y la Desigualdad en Andalucía.

Dentro de este marco, la regulación definitiva de todas las 
medidas sociales del Gobierno Andaluz, y las incluidas en el 
Programa de Solidaridad estaba prevista realizarla en la futura 
Ley contra la Exclusión Social, cumpliéndose de esta forma el 
compromiso adquirido y previsto en el calendario legislativo de la 
Consejería de Asuntos Sociales, norma que, como a lo largo de 
este informe veremos, nunca llegó a probarse. 

Por último, resaltar que un Programa de esta naturaleza debía 
contar con unos instrumentos de Control, Seguimiento y Evaluación 
que sirvieran eficazmente al conocimiento de la realidad social en 
la que debía actuar, estos instrumentos ya existían en la normativa 
que se reformaba dándoles ahora un carácter más habitual.

Con posterioridad la Orden de 8 de octubre de 1999, ha sido 
la única norma de desarrollo del Decreto 2/1999, que se ha dictado 
hasta la fecha y por ella se reguló el pago del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad establecido en el Decreto 2/1999, de 12 de enero. Según 
esta norma, el Ingreso Mínimo de Solidaridad se devengará a partir 
del día siguiente al de la fecha de la Resolución por la que se efectúe 
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su reconocimiento y la misma indicará el miembro de la unidad 
familiar a quien, en representación de aquélla, se le efectuarán 
los pagos, la cuantía mensual de la prestación, el número de 
mensualidades concedidas, que en ningún caso podrá ser superior a 
seis, y forma de pago de las mismas.

Por otra parte, el pago se realizará por meses vencidos, 
aunque no o obstante, podrá procederse al pago anticipado de 
todas o de algunas mensualidades en atención a las circunstancias 
concurrentes en las unidades familiares, apreciadas por la Dirección 
General de Acción e Inserción Social, a propuesta de la Delegación 
Provincial de Asuntos Sociales correspondiente

En caso de que se inicie el procedimiento para la extinción del 
derecho al Ingreso Mínimo de Solidaridad, podrá acordarse como 
medida cautelar la suspensión de su pago hasta el momento de 
dictar la Resolución definitiva.

El Decreto 2/1999, aún vigente en la actualidad, ha sufrido 
una única y casi reciente modificación mediante el Decreto-
Ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas extraordinarias y 
urgentes para la lucha contra la exclusión social en Andalucía, cuya 
Disposición final segunda modifica el apartado 1 del artículo 19 de 
esta norma que queda con el siguiente tenor literal: «A la vista de 
las propuestas formuladas, los órganos competentes procederán 
a resolver motivadamente las solicitudes presentadas en el plazo 
máximo de dos meses desde la fecha de su presentación, añadiendo 
con carácter imperativo que, hasta tanto se apruebe la normativa 
que regule la Renta Básica en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
se adoptarán las medidas necesarias para dotar de mayor agilidad 
administrativa al procedimiento para la concesión del Ingreso Mínimo 
de Solidaridad al objeto de dar cumplimiento efectivo a este nuevo 
plazo de resolución de dos meses».
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Este plazo de dos meses para la resolución de las solicitudes 
del Programa de Solidaridad, continúa vigente, a pesar de que el 
Decreto-Ley 8/2014, de 10 de junio, de medidas extraordinarias 
y urgentes para la inclusión social a través del empleo y el fomento 
de la solidaridad en Andalucía, derogara el Decreto-Ley 7/2013, 
por cuanto que su Disposición Derogatoria 1, expresamente así lo 
declara y se mantendrá en vigor durante el periodo de vigencia de 
esta última norma.
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4. 25 años del Programa de Solidaridad en la 
actuación del Defensor del Pueblo Andaluz

D esde que a finales de 1990 se implantase en nuestra 
Comunidad Autónoma, siguiendo al respecto modelos ya 

conocidos en otros puntos del Estado Español e incluso en otros 
países europeos, el “Programa de Solidaridad de los Andaluces”, ha 
sido una de las materias objeto de atención preferente por parte de 
esta Institución.

El especial interés del Defensor del Pueblo Andaluz por esta 
temática ha derivado, de una parte, del objeto mismo del programa 
que persigue la erradicación de la marginación y la desigualdad 
en Andalucía, ante la persistencia de estas situaciones que chocan 
frontalmente con las obligaciones que imponen a los poderes 
públicos los artículos 9.2, 39.1 y 41 de la Constitución Española 
y, de otra, de las propias quejas presentadas por los ciudadanos 
desde su inicio, a través de las cuales se empezaron a detectar 
con prontitud las carencias que tanto desde un punto de vista 
normativo, como del de su aplicación práctica y de gestión, 
entrañaba este programa.

Por ese motivo -abundancia de quejas centradas en el 
Programa- nuestra Institución ha llevado a cabo a lo largo de los 
últimos veinticinco años, en unos casos, un seguimiento parcial del 
mismo, en el sentido de tenernos que ocupar preferentemente de 
las patologías que le afectan puesto que a ello nos han obligado 
las numerosas quejas recibidas que, por su propia esencia, no 
se centran en sus virtudes sino en sus carencias a la luz de los 
expedientes concretos que afectan a sus respectivos remitentes. 
Quiere ello decir que si bien gracias al Programa de Solidaridad del 
que nos ocupamos, muchas miles de familias andaluzas han visto 
paliadas sus circunstancias de pobreza y quizás, incluso, algunas 
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o muchas de ellas, hayan podido escapar de su marginación, no 
nos vamos a centrar en este esencial aspecto positivo nuestra 
exposición sino que en la misma vamos a señalar la dificilísima 
situación en que actualmente se encuentra dicho Programa hasta 
el punto de que estamos convencidos de lo inaplazable de su 
derogación y reforma.

Es a partir de ese año 1990, cuando TODOS nuestros 
Informes Anuales recogen extensas páginas sobre el Programa 
de Solidaridad, inicialmente dentro del apartado del Área de 
Trabajo puesto que, como veremos, la adscripción de la gestión 
esencial del mismo y su coordinación correspondieron en su 
inicio a la Consejería de Trabajo, y posteriormente en el Área de 
Servicios Sociales, a partir de la adscripción del programa a la hoy 
denominada Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, en sus 
diferentes denominaciones a lo largo de estos años.

De entre todos los Informes Anuales aludidos llamamos la 
atención sobre nuestra exposición contenida en los de los años 
1992 y 1993 porque en ellos se contempla, respectivamente, 
nuestra posición sobre la aplicación de su primera norma 
reguladora, el Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, -expresada 
en una amplia SUGERENCIA remitida en su día al Consejero de 
Trabajo, precedida de un estudio normativo- y la respuesta de éste, 
que a continuación veremos.

Sobre el balance de los cinco primeros años de vigencia del 
Programa de Solidaridad a través de las quejas recibidas en esta 
Institución, nos remitimos a nuestro Informe Anual de 1994, en el 
que nos vimos obligados a utilizar calificativos ciertamente duros 
para epigrafiar algunos apartados, por ejemplo “Un Programa 
de Solidaridad no tan solidario” o este otro “La deficiente gestión 
presupuestaria del Programa causa de la paralización de expedientes”.
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Sobre el mismo tema, un epígrafe completo dentro del Área 
de Trabajo se dedica a ello en el Informe Anual de 1995 “2.1.3. 
La necesidad ineludible de revisar el Programa y perfeccionar, 
al mismo tiempo, su marco jurídico”. Del mismo modo, idéntico 
epígrafe 2.1.3 se recoge en el Informe Anual de 1996, con la 
siguiente denominación “Algunos aspectos del Programa exigen 
reformas normativas”.

Como puede observarse, muchos años ya tras las huellas del 
asunto que nos ocupa en virtud de la insistencia de los ciudadanos 
de esta Comunidad Autónoma -de una parte quizá pequeña del 
mismo, pero expresiva y persistente- que nunca ha dejado de hacer 
destinataria de sus quejas al Defensor del Pueblo Andaluz.

Pues bien, a raíz de las quejas se iniciaban las oportunas 
investigaciones, incluso se abrieron en diversos años expediente 
de queja de oficio, todo lo cual nos permitió detectar las primeras 
disfunciones administrativas en la ejecución del Programa, desde 
los inicios de su puesta en marcha con el Decreto 400/1990, de 
27 de noviembre, lo que nos llevó, como ya hemos dicho y en 
los párrafos siguientes veremos, a emitir diversas Sugerencias de 
flexibilización, a través de una necesaria modificación o reforma 
de algunos de sus aspectos.

Es a partir de 1993 cuando, desde algunos de los Órganos 
Gestores del Programa y con ocasión de los expedientes de queja 
en trámite, se nos comienza a informar sobre las dificultades 
presupuestarias a las que se enfrentaban para desarrollar el 
Programa de Solidaridad. Durante todos los años siguientes se 
han sucedido noticias sobre la carencia de créditos para hacer 
frente a las ayudas, si bien, la situación no era idéntica para todas 
las Delegaciones Territoriales, que gestionan el Programa, como 
tampoco eran idénticas las soluciones intentadas desde cada una.
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Pensamos que las dificultades presupuestarias pueden ser una 
de las causa de gran parte de las disfunciones administrativas que 
venimos denunciando con insistencia durante un año tras otro.

Durante todos estos años de actuación de la Defensoría en esta 
materia hemos tramitado numerosos expedientes de queja donde 
se ponían de manifiesto estas y otras irregularidades, muchas 
de las cuales afectaban a solicitudes que como hemos dicho, su 
tiempo de tramitación excedía muy mucho de los plazos legales y 
en los que las personas promotoras exponían su desesperación por 
llevar demasiado tiempo esperando una resolución administrativa, 
al tiempo que manifestaban su desconcierto cuando el propio 
personal del órgano gestor les comunicaba que, aunque se les 
había informado favorablemente la concesión de la ayuda, ésta 
no se podía hacer efectiva hasta que se resolviera el problema 
derivado de la carencia de crédito.

No es necesario recordar la trascendencia de este Programa 
como instrumento de lucha contra la marginación económica, sobre 
todo teniendo en cuenta la situación de crisis general que, durante 
todos estos años, especialmente en los ocho últimos ha venido 
afectando a un gran número de familias.

Lo que hemos dado en llamar problemas o dificultades 
presupuestarias, durante algunos años motivaron una situación 
de paralización generalizada de expedientes, muchos de ellos 
informados favorablemente o incluso con resolución estimatoria 
notificada a los interesados. Pero además, los retrasos acumulados 
iban produciendo otros efectos perversos, como los derivados 
del cambio de circunstancias en las unidades familiares por el 
transcurso del tiempo o los efectos de la cronicidad de las mismas 
en las situaciones de necesidad, con la acumulación continua de 
solicitudes de acogida al Programa.
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Por otra parte, los sucesivos colapsos presupuestarios exigía 
también la urgente revisión del Programa y cambios normativos 
consecuentes: no podía continuar por más tiempo un panorama 
que incluía todos los años miles de solicitudes pendientes de 
contestar, cuyos peticionarios no tenían más noticias que los 
rumores que les llegaban o las comunicaciones verbales de los 
respectivos servicios territoriales de información.

Así, desde el primer año de vigencia del Programa, hasta la 
actualidad con el aún vigente Decreto regulador, 2/1999, de 12 
de enero, venimos insistiendo en la necesidad de proceder a 
una revisión seria y profunda del Programa que nos ocupa a la 
vista de las numerosas disfuncionalidades y lagunas que hemos 
venido observando en su aplicación y en su escasa normativa de 
desarrollo.

En ese sentido, como decíamos, hemos realizado varias 
actuaciones de oficio en las que formulamos recomendaciones y 
sugerencias en dicho sentido, hasta llegar a los tiempos presentes, 
llegando esta Defensoría, a raíz de nuestra última actuación de 
oficio, a una sería conclusión y es que lo que procedería es la 
derogación de la actual norma y la aprobación de una nueva 
que, a nuestro juicio, no podría ser otra que la Ley de Renta 
Básica para Andalucía, en desarrollo del artículo 23.2 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, si bien hasta tanto la misma 
se apruebe, la reforma del Programa de Solidaridad no puede 
aplazarse por más tiempo, como ciertamente se deduce del 
contenido de los siguientes apartados. 

A relatar someramente las actuaciones más relevantes de esta 
Defensoría en relación al Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad, en base 
al contenido de nuestros Informes Anuales al Parlamento de 
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Andalucía, hasta llegar a la actualidad, dedicamos los apartados 
siguientes. 

4.1. El Decreto 400/1990, de 27 noviembre. De 1990 a 
1998.

Como ya dijimos, el Decreto 142/1990, de 15 de Mayo, fue 
la norma creadora del Programa que tenía como objetivo la 
erradicación de la marginación y la desigualdad en Andalucía, dando 
forma a un conjunto de acuerdos que tenían por denominador 
común la lucha por la integración social de los andaluces, 
marginados por situaciones de pobreza y desarraigo, que como 
sabemos tuvo escasa vigencia y fue derogada expresamente el día 
30 de noviembre de aquel mismo año, por el Decreto 400/1990, de 
27 de noviembre (BOJA nº 99, de 30 de noviembre).

Pues bien, en nuestro Informe Anual 1990, dábamos cuenta de 
la llegada de las primeras quejas centradas en el Programa. Eran 
escritos que más tenían de solicitud de información que de quejas 
en sentido estricto. Debe tenerse en cuenta que la ejecución 
y desarrollo del Programa corresponde a 1991, por cuanto su 
Decreto regulador aparece a finales del año precedente.

A diferencia de esos escritos recibidos en 1990, en los que, se 
solicitaba únicamente información, en el año 1991 sus contenidos 
constituían auténticas quejas ante resoluciones administrativas 
denegatorias, o ante la tardanza de las correspondientes 
Delegaciones Provinciales en responder a las peticiones 
formuladas.

En algunos casos, de la documentación aportada se deducía, 
sin género de dudas, la corrección de la resolución denegatoria 
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adoptada. Sin embargo, en general, nuestra actitud fue siempre la 
de iniciar actuaciones ante la correspondiente Delegación Provincial 
de Trabajo, con objeto de conocer mejor los trámites efectuados, 
la aplicación concreta del Decreto en cuanto a sus causas de 
exclusión y los criterios con los que éste se estaba llevando a la 
práctica.

El estudio de los expedientes de queja fue llevando al ánimo de 
esta Institución a la necesidad de iniciar un expediente de oficio 
que abordase con mayor amplitud el análisis de la ejecución del 
Programa de Solidaridad en su primer año completo de vigencia, 
concretamente, lo que el Programa hubiera dado de sí en 1991 y, 
en consecuencia, las posibles disfunciones normativas que pudieran 
derivarse de dicho balance.

En comparecencia ante el Pleno del Parlamento de Andalucía, 
del día 20 de noviembre de 1991, el Defensor del Pueblo Andaluz 
anunció la iniciación de dicho expediente, queja 91/1797, que se 
justificaba en la importancia que para la erradicación en Andalucía 
de la marginación y la desigualdad había de tener la aplicación 
práctica del Programa y que, para dicho fin, concertaron en su día 
la Junta de Andalucía y las Centrales Sindicales mayoritarias.

La iniciación del mencionado expediente de oficio fue 
oportunamente comunicada al Sr. Consejero de Trabajo de la Junta 
de Andalucía, exponiéndole los motivos que habían propiciado su 
iniciación, refiriéndole el contenido más frecuente de las quejas 
recibidas -denegaciones de peticiones basadas en los artículos 
6 y 1 del Decreto regulador, y se le solicitaba información sobre 
los antecedentes, estudios técnicos y material estadístico que se 
tuvieron en cuenta para la formulación del Programa, así como 
sobre la evaluación de los resultados del mismo, toda vez que la 
Disposición Adicional Tercera de su Decreto regulador -Decreto 
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400/1990, de 27 de noviembre- establecía que «al 1 de enero 
de 1992 se procederá a la revisión del Programa a la vista de la 
evaluación de sus resultados».

El Sr. Consejero de Trabajo en su contestación, nos advirtió 
que el Programa de Solidaridad de los Andaluces partía de unos 
postulados diferentes de los existentes en otras Comunidades 
Autónomas del Estado Español -País Vasco y Cataluña- buscando 
una integración social plena de los colectivos marginados, 
liberándolos así de una asistencia social permanente.

En relación con nuestra petición sobre la existencia de estudios 
técnicos y material estadístico previo -nos indicaba- se realizó un 
modelo de simulación, por el carácter experimental del programa, 
así como estimaciones presupuestarias respecto a las medidas de 
empleos temporales, cursos de Formación Profesional Ocupacional 
e Ingreso Mínimo de Solidaridad, tomando como criterio de 
distribución presupuestaria el total de población existente a nivel 
provincial.

Respecto al resto de los datos solicitados, nos remitía a la 
Memoria del Ejercicio 1991, que nos enviaba. Terminaba el escrito 
al que nos venimos refiriendo, respondiendo a la mención que se le 
hacía en el nuestro sobre la rigidez del Programa, detectada en una 
primera impresión que sobre el mismo nos indicaban los contenidos 
de las quejas recibidas, en el sentido de que aquél no estaba 
llamado a resolver la totalidad de los problemas de los andaluces, 
puesto que la compatibilización de las ayudas con cualquier 
otro sistema de pensión o prestación llevaría a situaciones 
presupuestarias incalculables; finalmente, ensalzaba lo avanzado y 
costoso del Programa, pues el mismo originaba, por la aplicación 
como medida preferente la del empleo temporal, una real inserción 
profesional.



80 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

Una vez recibimos esta primera información, se hizo necesario 
elaborar un estudio de la norma reguladora del Programa, de 
sus antecedentes europeos, de los de las Comunidades Autónomas 
del Estado que tenían implantados con anterioridad Programas de 
similares características y de las diferencias existentes entre dichos 
Programas y el andaluz, estudio que nos permitiría valorar con 
mejor conocimiento nuestra primera impresión de posibles efectos 
distorsionantes detectados, a la vista de las quejas que habían 
sido presentadas los ejercicios anteriores, y de las que se seguían 
produciendo.

Los datos básicos de nuestro estudio fueron los siguientes:

A) Análisis del Decreto 400/1990

Para una mejor comprensión de nuestras conclusiones sobre 
el mismo, conviene que nos detengamos en algunos de los 
contenidos sobre los que realizamos un detenido estudio.

La Exposición de Motivos hacía referencia a los antecedentes 
que motivaban la creación del Decreto -el Acuerdo suscrito por 
la Junta de Andalucía y las Centrales Sindicales- pasando a 
continuación a exponer la filosofía del mismo: la integración en 
la sociedad de las capas marginadas de la misma con acciones 
tendentes a la Educación Permanente de Adultos y de Formación 
Profesional Ocupacional y reciclaje para los mayores de 25 años, 
Formación Profesional Ocupacional y Educación Permanente 
para jóvenes comprendidos entre 16 y 25 años, participación en 
empleos temporales de las diferentes Administraciones Públicas 
de interés social y acceso a viviendas de titularidad pública en 
régimen de alquiler de forma gratuita durante los dos primeros 
años.
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Como última medida, y en el caso de que no pudieran llevarse a 
cabo cualquiera de las anteriormente mencionadas, se contempla, 
en último término, el Ingreso Mínimo de Solidaridad, popularmente 
llamado Salario Social.

Los dos primeros artículos del Decreto definían a los 
destinatarios del Programa, que serían aquellas unidades familiares 
cuyos ingresos máximos, por todos los conceptos, y por todos sus 
miembros, no alcance el 62% del Salario Mínimo Interprofesional, 
incrementado en un 8% del mismo por cada ascendiente o 
descendiente miembro de la unidad familiar. Esta quedaba definida 
como unidad convivencial constituida por una o más personas 
relacionadas por vínculo de matrimonio o análogo y/o por lazos de 
consanguinidad hasta el segundo grado o adopción, contándose a 
partir del representante de la unidad familiar.

La unidad convivencial requería dos requisitos más para 
considerarse destinataria del Programa: estar constituida de forma 
estable con un año de antelación a la petición y estar censados y 
ser residentes en la Comunidad Autónoma de Andalucía antes del 1 
de junio de 1989.

Por último establecía, como excepción, la unidad familiar 
constituida por un solo miembro, siempre que éste fuera mayor de 
35 años.

El artículo 6, quizá el más conflictivo, pues era causa principal de 
las denegaciones, establecía las incompatibilidades de las acciones 
o medidas del programa: 1) No era compatible con la percepción 
de cualquier pensión o prestación contributiva o no contributiva de 
cualquiera de los miembros de la unidad familiar. 2) No podían ser 
beneficiarios las personas que reunieran las condiciones precisas 
para poder percibir cualquier pensión o prestación económica o las 
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que trabajasen habitualmente en actividad económica protegida 
por programas especiales de empleo. 3) Los mayores de 65 años 
(evidentemente por la posibilidad de los mismos de percibir pensión 
no contributiva de jubilación, por lo que podría estar subsumida en 
la causa de exclusión anterior).

Por fin, el artículo 8 establecía las acciones o medidas a aplicar, 
que eran las que expusimos en el párrafo correspondiente a la 
Exposición de Motivos, regulando específicamente el artículo 
10 la última pero más llamativa medida: el Ingreso Mínimo de 
Solidaridad.

Para llegar a ser aplicado, ningún miembro de la unidad 
familiar había podido ser incluido en ninguna de las otras medidas 
contempladas por el Programa, estableciéndose, en ese caso, una 
ayuda económica a la familia en su conjunto, cuya cuantía máxima 
será del 62% del Salario Mínimo Interprofesional, incrementada 
en un 8% del mismo por cada ascendiente o descendiente hasta 
el segundo grado de consanguinidad o adopción. De la cuantía 
que resultase se deducirán los ingresos y recursos económicos de 
cualquier tipo con que contase la unidad familiar. 

La duración de la ayuda se establecía en seis meses como 
máximo período, pudiendo proponer las Comisiones Provinciales de 
Valoración una prórroga no superior a seis meses, caso de persistir 
las causas que motivasen la concesión.

La Consejería de Trabajo resolvería la aplicación de esta 
medida, devengándose desde el primer día del mes siguiente a la 
fecha de presentación de la solicitud.

Por último, el artículo 13 imponía el seguimiento continuado 
para comprobar si persistían las condiciones y la elaboración de 
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un informe periódico de las Comisiones de Valoración Provinciales 
evaluando el grado de eficacia del Programa, y el 14 establecía que 
la dotación presupuestaria del Programa, revisable anualmente, 
será la habilitada al efecto por la Consejería de Economía y 
Hacienda, para el año 1990, y para 1991 procedería de las 
correspondientes partidas del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

En cuanto a las Disposiciones Adicionales, era necesario 
destacar la Tercera, muy importante, al señalar que al 1 de enero 
de 1992 se procedería a la revisión del Programa a la vista de la 
evaluación de sus resultados.

Finalmente, la Cuarta facultaba a los Consejeros implicados en 
el Programa para dictar cuantas disposiciones fueran necesarias 
para el desarrollo del Decreto.

B) Marco comparativo europeo del Ingreso Mínimo 
Garantizado.

Debido en gran medida al desempleo creciente registrado 
desde mediados de los años setenta y a la ineficacia de los 
sistemas de protección social para combatir la pobreza, no sólo 
no había desaparecido sino que se había recrudecido la situación 
de pobreza en que se encontraban determinados sectores de 
la población pertenecientes a países industrializados integrados 
en la Comunidad Económica Europea, que según constaba en 
documentos oficiales del Parlamento Europeo ascendía a mediados 
de los años ochenta a casi cuarenta y cinco millones de personas.

Los sistemas de protección social existentes en los países 
miembros de la Comunidad estaban normalmente basados en el 
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trabajo previo, cubriendo, pues, el seguro de desempleo sólo a los 
que ya habían cotizado, lo que igualmente ocurría con respecto a 
las prestaciones de la Seguridad Social.

La persistencia, pues, de la pobreza, era incompatible con 
varios objetivos fundamentales de los Tratados Europeos, los 
cuales pretendían promover un desarrollo armónico de la actividad 
económica en la Comunidad, una mayor estabilidad y una mejora 
acelerada de los niveles de vida.

La implantación de los ingresos mínimos garantizados, mínimo 
social o salario social constituyeron una medida adoptada por 
muchos países europeos para paliar de alguna forma la situación 
anteriormente descrita, nacida con vocación de provisionalidad, 
pero permanente prorrogada por la crisis económica.

El ingreso mínimo garantizado, implantado en todos los países 
comunitarios, a excepción de España, Portugal y Grecia, bajo 
diferentes nombres -Mínimex, Bélgica; Minimum social, Dinamarca; 
Renta mínima, Holanda; Subsidio complementario, Reino Unido, etc.- 
se configuraba bajo las siguientes características:

yy En un subsidio diferencial, es decir, tenían derecho a él quienes 
carecieran de recursos o éstos fueran inferiores a la cuantía 
fijada para el Ingreso Mínimo Garantizado (en adelante IMG), 
recibiendo la diferencia.

yy Era un derecho al que se accedía automáticamente, si se 
reunían los requisitos necesarios, y no discrecionalmente, 
aunque de hecho estaba sometido al poder de decisión de las 
administraciones gestoras del mismo, así pues, la prestación 
podía ser denegada, interrumpida, aplazada o suspendida en 
determinadas circunstancias.
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yy Era una prestación de carácter universal, aunque en la práctica 
podían quedar excluidos determinados colectivos, como 
jóvenes (con variables límites de edad en los distintos países) o 
extranjeros.

yy Su cuantía normalmente tomaba como referencia el salario 
mínimo legal, relacionándolo con el número de miembros de la 
familia afectada, y, en ocasiones, con la edad de los mismos. 
Su duración estaba constreñida a un período determinado, 
renovándose por nuevos períodos si persistían las circunstancias 
que motivaron la prestación, tras la oportuna investigación.

yy Estaba financiado por el Estado, pero se gestionaba a nivel 
territorial.

En aquella fecha, se podía hacer una clasificación en tres 
grupos de entre los países que disfrutan del IMG en relación al 
nivel de calidad de sus prestaciones: 1) Países que aseguraban 
una buena protección, a través del IMG, de alta cuantía, y del 
conjunto de la cobertura social, entre los que se incluían Holanda, 
Dinamarca y Alemania. 2) Países con un IMG modesto, pero con 
una protección social desarrollada y diversificada, como Francia, 
Luxemburgo y Bélgica, sobre todo este último, que compatibiliza el 
IMG con otras ayudas. 3) Países con IMG modesto y una protección 
media o poco desarrollada, como Reino Unido.

Por último, reseñamos las deficiencias detectadas en el sistema 
de IMG, comunes a todos los países que lo tenían implantado: su 
bajo nivel, lo que obedecía, en parte, a una política de estimular 
el trabajo manteniendo una diferencia suficiente entre el umbral 
de pobreza que servía para la fijación del IMG y el Salario mínimo 
legal; la dejación del derecho al IMG, debido a las molestias 
que ocasionaba el control y verificación de los recursos del 
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interesado, al complejo entramado burocrático de las disposiciones 
administrativas que lo regulaban, a la falta de coordinación entre 
los organismos competente de asistencia social, e incluso, a la falta 
de información sobre la existencia de este tipo de prestaciones; y 
el carácter exclusivamente monetario de la prestación, soslayando 
la mayor parte de los países, excepto Francia, Luxemburgo y 
Noruega, la articulación de un sistema de asistencia-inserción social 
y profesional del beneficiario a través de sistemas de formación 
educacional y profesional.

C) El Ingreso Mínimo Garantizado en el Estado Español.

Como antes referimos, de entre los países comunitarios, en 
Grecia, Portugal y España no existía, ni existe, a nivel estatal, el 
IMG.

Sin embargo, en España, distintas Comunidades Autónomas 
-País Vasco, Cataluña y Andalucía- sí lo implantaron y otras 
proyectaban, tras un estudio de su viabilidad, su implantación.

Pionera en la cuestión fue la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, que ya en el año 1989, y como consecuencia de los 
postulados establecidos en el Acuerdo Marco «Euskadi en la Europa 
del 93», formalizado por el Lehendakari del Gobierno Vasco y 
las Diputaciones Forales de los respectivos territorios Históricos, 
reguló, mediante Decreto 64/1989, de 21 de marzo, las llamadas 
Ayudas Económicas a Situaciones de Emergencia Social.

Dichas ayudas estaban destinadas a aquellas personas 
residentes en la Comunidad Autónoma cuyos recursos resultasen 
insuficientes para hacer frente a gastos específicos de carácter 
básico, entendiéndose por ellos los necesarios para el disfrute y 
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mantenimiento de la vivienda habitual, para su habitabilidad y 
equipamiento básico, los relativos a necesidades primarias del 
beneficiario y las de endeudamiento previo originado por alguno 
de los conceptos anteriores.

Dicho Decreto establecía los criterios de reparto, distribución 
presupuestaria, etc., y definía los conceptos de unidad familiar y 
perfil del beneficiario de las ayudas, así como los gestores de las 
mismas, y fue desarrollado por Orden de 22 de marzo del mismo 
año. Posteriormente, modificado y perfeccionado por el Decreto 
178/1990 de 26 de junio, y desarrollado por Orden de 30 de julio 
de 1991.

Al mismo tiempo, e igualmente como consecuencia del 
Acuerdo Marco antes referido, la Comunidad Autónoma de la que 
venimos hablando reguló, mediante Decreto 39/1989, de 28 de 
febrero, lo que en principio se llamó Ingreso Mínimo Familiar, que 
posteriormente se convirtió, por Ley 2/1990, de 3 de marzo, en 
Ingreso Mínimo de Inserción (en adelante IMI).

Dicha Ley fue desarrollada por Decreto 193/1990, de 17 de julio 
y complementado por Orden de 18 de julio de 1990 y Orden de 30 
de julio de 1991.

Como datos más relevantes del contenido de dichas 
disposiciones, resaltamos, a título de ejemplo, los siguientes: a) 
Los beneficiarios habían de constituir hogar independiente con 
un año de antelación a la fecha de presentación de la solicitud 
(excepto quienes tengan a su cargo menores o minusválidos) 
y estar empadronados en la Comunidad Autónoma tres años 
antes a dicha fecha; b) Habían de disponer de unos recursos 
inferiores al IMI; c) Habían de tener más de 25 años (excepto 
los que tuvieran a su cargo menores o minusválidos) y menos 
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de la edad necesaria para causar pensión pública de jubilación; 
d) La cuantía sería la diferencia entre la establecida para el IMI 
y los recursos de que dispusiera el beneficiario; e) Dicha cuantía 
se fijaría anualmente en la Ley de Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco y se vería incrementada 
por cada miembro de más que conviva con el beneficiario; f) 
La cuantía para el año 91 quedó fijada en 33.000 ptas. por el 
primer miembro, 9.000 por el segundo y 6.000 por el tercero 
y sucesivos; g) La duración del IMI sería de un año, renovable 
mientras subsistieran las causas que motivaron su concesión. 
A la finalización del período establecido en la resolución de 
concesión, se evaluaría el caso y se emitiría un informe que 
había de incluir propuesta sobre la procedencia o improcedencia 
del mantenimiento del Ingreso, entendiéndose éste renovado 
tácitamente mientras no recayera resolución expresa en uno u 
otro sentido.

Así pues, y para finalizar, el País Vasco compatibilizaba dos 
tipos de Ayudas, reguladas exhaustivamente en las disposiciones 
anteriormente reseñadas: por un lado las llamadas Ayudas 
Económicas a Situaciones de Emergencia Social, destinadas 
fundamentalmente a vivienda y equipamiento de las mismas, y por 
otro, el llamado IMI concretado en la manifiesta insuficiencia de 
recursos económicos.

Cataluña, por su parte, regulaba el llamado Programa de Renta 
Mínima de Inserción (en adelante RMI), por Decreto de 28 de mayo 
de 1990. Dicho programa establecía, por un lado, actuaciones de 
apoyo personal para la integración social y a la inserción laboral, y, 
por otro, una prestación económica asistencial: la RMI.

El dato más relevante del programa era que la modificación, 
suspensión o extinción del pago de la subvención económica no 
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implicaba necesariamente los mismos efectos respecto a las otras 
prestaciones previstas en el programa, de lo que podíamos deducir 
que las distintas prestaciones podrían ser compatibles.

La definición y contenido de la RMI era muy similar al IMI del 
País Vasco, debiéndose resaltar que era igualmente prorrogable si 
persistía la situación que motivó su concesión. En el año 1990 la 
cuantía se establecía en 33.000 ptas. mensuales incrementadas en 
5.000 por el primer miembro adicional, 4.000 por el segundo y el 
tercero y 3.000 por cada uno de los sucesivos miembros.

D) Diferencias relevantes entre el Programa de Solidaridad 
de los Andaluces y los demás programas.

El origen de los Programas que en aquella fecha funcionaban 
en las tres Comunidades Autónomas que lo tenían ya implantado, 
se basan en idénticas premisas: siguiendo el mandato establecido 
en el artículo 9.2 de la Constitución, se trataba de lograr la plena 
integración social de todos los ciudadanos, terminando con las 
situaciones de marginación y desigualdad que aún persistían en 
determinados sectores de la población.

La principal diferencia, en líneas generales, que se detectaba 
entre el Programa de Solidaridad de los Andaluces y los otros dos 
programas existentes en el territorio del Estado, era la vocación del 
que nos afecta de lograr una integración social plena, aplicando 
medidas al efecto, mientras que en los otros se asumía en cierta 
forma la dificultad de erradicar dichas situaciones y se ofrecía una 
asistencia social con carácter cuasi permanente para tratar de 
paliar las mismas, medida que en el Programa andaluz se relegaba 
como última posibilidad cuando el resto de las medidas eran de 
imposible aplicación.
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Por otro lado, es cierto que existía dicha vocación en el 
Programa andaluz, pero no tenemos tan claro que la misma 
tuviera una aplicación efectiva, pues exceptuando las acciones 
dirigidas a la Formación Profesional Ocupacional y a la participación 
en empleos temporales de interés social de las diferentes 
Administraciones Públicas, perfectamente desarrolladas por la 
Orden de 14 de diciembre de 1990, que se estaban llevando a 
cabo, al parecer, con gran eficacia, el resto de las medidas, como 
la Educación Permanente de Adultos y el acceso a viviendas de 
titularidad pública, no se estaban aplicando en modo alguno, según 
se desprendía de la propia Memoria del ejercicio 91 elaborada por 
la Dirección General de Formación e Inserción Profesional, que no 
hacía siquiera alusión alguna a las mismas.

Ciñéndonos a la medida más llamativa para el posible 
beneficiario, debido a su carácter estrictamente monetario, aunque 
se la quiera calificar como postrera, el IMS ofrecía, respecto al 
IMI del País Vasco y a la RMI de Cataluña, los siguientes datos 
comparativos de mayor interés:

yy Respecto al concepto de unidad familiar, aunque la definición 
de la unidad convivencial era prácticamente la misma en los 
tres sistemas existentes en el territorio del Estado español, se 
diferenciaba nuestro sistema en la calificación efectuada de los 
«demás miembros de la unidad familiar», lo que se traducía en 
una penalización a la pareja -matrimonial o análoga- frente a 
solteros o viudos, pues el aumento sólo se producía a partir de 
padres o hijos, sin contabilizar como miembro extra al cónyuge 
o conviviente. En la redacción de los otros sistemas, no ocurría 
lo mismo porque al hablarse de incremento por los demás 
miembros de la unidad familiar a partir del beneficiario, se 
dejaba claro que el cónyuge o pareja era otro miembro por el 
que se aplicaba el incremento, mientras que el sistema andaluz 
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lo que dejaba claro era que el incremento operaba sólo frente 
a los ascendientes o descendientes, llegándose a la absurda 
situación de que un soltero percibiera la misma cantidad que 
una unidad convivencial compuesta por dos personas: marido y 
mujer.

yy En cuanto a la edad del beneficiario, el sistema andaluz no 
limitaba la edad del mismo por abajo (por arriba la limitan 
los tres sistemas en 65 años, edad a la que se puede cobrar 
pensión de jubilación no contributiva) mientras que los otros 
la establecían a partir de los 25 años, con la excepción de que 
los menores de dicha edad tuvieran menores o discapacitados 
a su cargo. Por contra, el sistema andaluz contemplaba la 
unidad familiar compuesta por un solo miembro sólo si el mismo 
sobrepasa la edad de 35 años, requisito que no se exigía en los 
otros sistemas.

yy Quizá lo más llamativo en perjuicio del modelo andaluz fuera 
la duración de la medida de la que venimos hablando. Tanto 
el vasco como el catalán establecían como duración de la 
prestación el período de 12 meses; pero, concluido dicho 
período, se evaluaba la medida y se decidía mediante resolución 
o acuerdo fundamentado expreso sobre la continuación o 
extinción de la medida, procediendo la prórroga si persistía la 
situación que motivó su aplicación. 
 
Por el contrario, nada decía el Decreto andaluz sobre una 
posible prórroga del pago de la prestación económica, pues 
determinaba que se establecerá la medida por un máximo de 
seis meses, prorrogable por tiempo no superior a seis meses, 
sin que se contemplase en absoluto la posibilidad de que la 
prestación se prorrogase aunque persistieran las circunstancias 
que motivaron su concesión.
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Efectuado el estudio al que nos hemos venido refiriendo en 
los párrafos anteriores, volvimos a dirigirnos al Sr. Consejero 
de Trabajo, en nueva petición de información. Los documentos 
solicitados nos fueron oportunamente enviados, consistiendo 
los mismos, en cuanto a los llamados instrumentos jurídicos 
del Programa, en la Circular 1/90, de 14 de febrero, sobre 
instrucciones del procedimiento, con sus correspondientes 
anexos con modelos de resolución, unas nuevas instrucciones 
de cierre de ejercicio, en desarrollo de la Circular anteriormente 
reseñada y dictadas a la vista de las nuevas experiencias aportadas 
por la ya conocida gestión del Programa, y la Circular nº 2/91, 
de 11 de febrero, de la Intervención General de la Junta de 
Andalucía, sobre fiscalización de los expedientes relativos al 
Programa.

Respecto al primer documento, éste nos permitió conocer 
la tramitación de los expedientes afectados por el Programa. 
Para su gestión, se crearon en los Servicios Centrales y en 
las Delegaciones Provinciales unas Unidades Técnico-
Administrativas, con funciones de apoyo administrativo 
y asesoramiento técnico a las Comisiones Provinciales de 
Valoración, integradas por un Equipo Administrativo, que realizan 
el seguimiento documental del expediente y por un Equipo Socio-
profesional compuesto por trabajadores sociales y psicólogos 
que valoran, previo estudio, la medida idónea de inserción a 
aplicar en cada caso. Instruido el expediente, se daba traslado del 
mismo a la Comisión Provincial de Valoración que, según la 
medida adoptada, levantaba Acta con Propuesta de Resolución, 
que finalmente emitía el Delegado Provincial de Trabajo de 
la Consejería de Trabajo, contra la cual se podía interponer 
Recurso de Alzada ante el Director General de Formación e 
Inserción Profesional.
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Finalmente, una vez producida la Resolución, la Intervención 
General de la Junta de Andalucía había de fiscalizar 
el expediente para proceder al pago de la ayuda que 
correspondiera, de todo lo cual pudimos colegir el arduo proceso 
administrativo al que se sometía cualquier petición de inclusión 
en el Programa, entendiéndose el largo tiempo que había de 
transcurrir entre petición y ayuda.

En cuanto al resto de la información solicitada, sobre las demás 
medidas contempladas en el Programa, como las de Educación 
Permanente de Adultos y Vivienda, a la que no se aludía en la 
Memoria remitida, nos decía la Consejería de Trabajo que eran 
competencia de la de Educación y Ciencia y Obras Públicas, 
respectivamente, realizando aquélla solamente labores de 
coordinación.

Y respecto a lo dispuesto en la Disposición Adicional Cuarta 
del Decreto regulador del Programa («Se faculta a los Consejeros 
de Trabajo, Obras Públicas, Asuntos Sociales y Educación para 
dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo 
del presente Decreto»), nos indicaba que sólo había tenido lugar 
la Disposición Adicional Segunda del Decreto 413/1990, 
de 26 de diciembre, sobre adjudicación de Viviendas 
de Promoción Pública. Efectivamente, en dicha Disposición 
Adicional se recogía lo siguiente:

«En su caso, las propuestas de adjudicación de vivienda 
que se tramiten de acuerdo con lo establecido en el Decreto 
400/1990, serán remitidas por las Comisiones Provinciales de 
Valoración a las Delegaciones Provinciales de la Consejería de 
Obras Públicas y Transportes que correspondan a los ámbitos 
donde residan los beneficiarios.
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Las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Obras 
Públicas recibirán estas propuestas, que tendrán carácter 
de solicitud de oficio, a los Ayuntamientos respectivos, para 
que sean consideradas en el proceso de adjudicación que se 
establece en este Decreto.

Los Ayuntamientos podrán solicitar de los interesados la 
aportación de los documentos justificativos necesarios que no 
le hubieran sido remitidos a través de la Comisión Provincial 
de Valoración, o que requieran actualización o aclaración, 
otorgándole para ello un plazo de 45 días. En este supuesto 
los Ayuntamientos pondrán en conocimiento de la indicada 
Comisión la solicitud reseñada.

Transcurrido dicho plazo sin presentar la documentación 
requerida, o bien de la misma se dedujera falsedad o 
incumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 7, los 
Ayuntamientos archivarán la solicitud, poniéndolo previamente 
en conocimiento de la Comisión Provincial de Valoración».

El último punto de la información que habíamos solicitado, 
como se recordará, se refería a si se había procedido a la 
revisión del Programa, a la vista de la evaluación de sus primeros 
resultados, tal como preveía su Decreto regulador. El informe 
remitido por la Consejería de Trabajo nos indicaba que en 
los Acuerdos de concertación social suscritos el 17 de 
septiembre de 1992, entre la Junta de Andalucía y las 
Centrales Sindicales, se habían propuesto diversas medidas 
para la revisión del Programa, tales como simplificación de los 
trámites administrativos, centralizando las peticiones en ventanilla 
única, perfeccionamiento de la aplicación de la medida de 
Formación Profesional Ocupacional, difusión del conocimiento 
general del Programa con campañas de divulgación del mismo y 
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análisis de las propuestas que pudieran presentarse dirigidas a 
seguir profundizando en la mejora de la norma, estudiando las 
posibilidades de extensión del Programa y su incardinación con 
otros ya en funcionamiento.

La larga investigación realizada durante la tramitación de 
la queja de oficio que nos ocupa, a través del estudio de la 
documentación que nos había sido facilitada por la Consejería 
de Trabajo, del análisis de la normativa en que el Programa se 
sustentaba, de su comparación con los demás Programas que 
con la misma finalidad venían funcionando en el resto del Estado 
español, y todo ello puesto en relación con las distintas quejas 
que se habían ido recibiendo en esta Institución al respecto, nos 
permitía, establecer unas primeras conclusiones sobre algunas 
deficiencias detectadas tanto en el soporte normativo como en 
la aplicación efectiva del Programa, deficiencias perfectamente 
superables por la propia vocación experimental de aquél expresada 
en su norma reguladora -Decreto 400/1990- que preveía su 
revisión.

Por todo ello, nos dirigimos al Sr. Consejero de Trabajo, cuya 
Consejería tenía encomendadas las labores de coordinación del 
Programa, formulando Sugerencia de modificaciones normativas 
que recogieran las conclusiones elaboradas.

1) De forma:

Determinadas por el largo y complicado proceso administrativo 
al que se sometía al peticionario, así como la complejidad del 
propio impreso de solicitud sugiriendo, por tanto, la simplificación 
de la tramitación administrativa y el acortamiento del plazo que 
mediase entre la solicitud de inclusión y la consiguiente resolución.
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2) De fondo:

Que afectaban fundamentalmente al contenido de 
determinados artículos de la normativa reguladora y, en concreto, a 
los siguientes aspectos:

yy Régimen de incompatibilidades previsto en el artículo 6, que 
sólo debiera aplicarse para las medidas de carácter económico y 
no a las demás que tenían carácter monetario directo.

yy Modificación del concepto de unidad familiar o convivencial, 
definida en el artículo 2, en relación con las incompatibilidades 
previstas en el artículo 6, lo que las hacía extensivas hasta el 
segundo grado de consanguinidad o adopción, impidiendo, en 
casos concretos, que, al quedar excluidos los mayores de 65 
años, por ser beneficiarios de pensión y pertenecer a la unidad 
familiar, no se pudiera conceder a la misma no sólo la ayuda 
económica sino cualquiera de las otras previstas.

yy Desigual situación propiciada al considerar la norma como 
miembro “extra” a partir del beneficiario sólo a los ascendientes o 
descendientes y no al cónyuge.

yy En cuanto a la unidad convivencial compuesta por una sola 
persona, condicionada a que la misma tuviera más de 35 años, 
ni el sistema vasco ni el catalán tenían tan alto el listón de la 
edad, estableciéndolo en 25 años.

yy En lo relativo al período máximo de prestación de la ayuda 
económica, fijado en seis meses, no se preveía plazo alguno 
de prórroga automática, en caso de persistir las condiciones 
originarias, en tanto que la legislación de las Comunidades 
Autónomas antedichas establecían la ayuda por un plazo de 12 
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meses y además era prorrogable en caso de persistencia de las 
condiciones originarias.

La respuesta a esta resolución no se recibió hasta el mes 
de marzo de 1994. La Consejería de Trabajo respondió 
dividiéndola, asimismo, en cuestiones formales y de fondo.

1) Cuestiones formales

a)  Tramitación procedimental:

Se manifestaba que era preocupación de la Consejería que 
la sujeción a los trámites reglamentarios no determinase 
retrasos o dilaciones innecesarias, por lo que se habían 
impartido y se seguirían impartiendo instrucciones a las 
unidades y servicios competentes para que la resolución de 
las solicitudes se ultimasen en el menor tiempo posible.

b)  Formatos y aportación de documentos:

Se reconocía que el impreso de solicitud era complejo y que 
la documentación exigida era prolija, por lo que la solución 
había de buscarse tanto en la ayuda personalizada a prestar 
para la formalización de la solicitud inicial como a través 
de medios ágiles y sistemáticos que liberasen al posible 
beneficiario, de la búsqueda y gestión de los documentos 
precisos.

En cuanto a la integración documental, con posterioridad a 
la recepción del escrito de Sugerencias remitido, se habían 
tomado medidas para la simplificación de los documentos, 
al menos, los provinientes de las Administraciones Estatal y 
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Autonómica. Con ello se había avanzado considerablemente 
en la implantación de una “ventanilla única”.

En este sentido, se manifestaba, que el 13 de abril de 1993, 
se formalizó un acuerdo con la Delegación del Gobierno en 
Andalucía, que permitió centralizar y sintetizar la obtención 
de las certificaciones referentes a los organismos de la 
Administración Central e Institucional del Estado, ampliándose 
dicho acuerdo, el 2 de septiembre del mismo año, a la 
Tesorería Territorial de la Seguridad Social, avanzando, 
así, hasta conseguir el mayor grado posible de integración 
burocrática, considerando, por tanto, que se había dado un 
paso decisivo en la dirección apuntada por esta Institución.

2) Cuestiones de fondo

Se recuerda que afectaban, sustancialmente, al régimen 
de incompatibilidades, problemática de la unidad familiar o 
convivencial y su incidencia en el alcance de las medidas, y 
mantenimiento del Ingreso Mínimo de Solidaridad.

En primer lugar, el Sr. Consejero reiteraba su mejor disposición 
para colaborar con la Institución y, preveía dar traslado al Gobierno 
Andaluz, a los efectos pertinentes.

No obstante lo anterior, manifestaba que el mencionado 
Decreto 400/1990, fue firmado por la Consejería de Presidencia, 
al afectar a varios departamentos, según establecía el artículo 
44.2 inciso 2º de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad Autónoma, por lo que cualquier 
iniciativa formal de modificación, en su caso, habría de efectuarse a 
través de dicha Consejería.
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Al margen de ello, se reconocía que a la Consejería de Trabajo 
correspondía la Presidencia de las Comisiones de Valoración, la 
recepción y tramitación de las solicitudes y la resolución de la 
mayor parte de los expedientes.

a)  Régimen de incompatibilidades.

La Consejería, por lo que se refiere la posible compatibilización 
entre la percepción de prestaciones, reiteraba la limitación 
presupuestaria que, en sintonía con la consecución de los objetivos 
pretendidos, demarcaba y delimitaba el ámbito del Programa. 
Cierto que las medidas “no monetarias” no determinaban la 
concesión a los beneficiarios de asignaciones líquidas, pero era 
innegable su incidencia sobre el gasto público. Esta perspectiva 
habría de tenerse en cuenta en la evaluación de la Sugerencia 
formulada al respecto. 

Por otra parte, también debía tomarse en consideración el 
hecho de que el acceso a la Formación Profesional Ocupacional, 
no ya como medida de solidaridad, sino a través de sus específicos 
canales, legalmente establecidos, siempre estaba abierto sin 
condicionantes ni incompatibilidades, a cuantas personas 
se integrasen en los correspondientes programas de dicho 
Departamento.

Por otra parte, el Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, 
que no explicitaba al respecto un sistema de incompatibilidades, 
sí evidenciaba en su articulado, el criterio selectivo en que había 
de fundamentarse la adopción de las medidas, eligiéndose en 
cada caso la «medida idónea» (artículo 5), según los «datos 
socio-profesionales» del peticionario, poniendo así de manifiesto 
el propósito de actuar contra la marginación social mediante 
remedios sustantivos, superadores de lo puramente asistencial, por 
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lo que la articulación o concurrencia de medidas no se planteaba 
en los términos de compatibilidad o incompatibilidad entre 
«prestaciones», sino en un sentido instrumental, por el que se 
procuraba dar a cada caso la solución adecuada.

Por eso, el propio Decreto establecía, no como compatibilidad, 
sino como articulación de unas acciones con otras, el complemento 
económico a las de carácter esencialmente formativo, hasta 
alcanzar el importe del Ingreso Mínimo de Solidaridad (artículo 
9.2).

b)  Unidad familiar o convivencial

El Decreto la regulaba (artículo 2), sobre la base de considerarla 
centro o núcleo de imputación de una situación, en la que se 
sustentaba la procedencia o no de aplicarle alguna de las medidas 
establecidas. 

Es bien significativ a a este respecto, la circunstancia de 
que las Unidades se configuraban como directos «destinatarios 
del programa» (artículo 1, párrafo 1), fundamentándose así la 
interrelación entre las posibilidades económicas de todos sus 
miembros, a efecto de acreditar, en su caso, el derecho a ser 
incluidas en su ámbito. 

Desde este punto de vista habían de ser enjuiciados, tanto 
los efectos limitativos que, de ello, se deducían (incompatibilidad 
de medidas con percepción de prestaciones por cualquiera de 
sus miembros), como los de mejora de la medida en su caso 
(incremento del Ingreso Mínimo de Solidaridad), evidenciando 
los aspectos negativos y positivos de una misma realidad, con 
virtualidad para producir efectos en derecho.
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Cierto que ello suponía la posibilidad de que, se produjeran 
situaciones de mayor o menor incidencia económica, pero ello 
era un “aleas” inevitable consustancial a la propia diversidad de 
hipotéticas cargas familiares.

El fundamento del sistema de incrementos del Ingreso 
Mínimo de Solidaridad, que solo contemplaba a tal efecto a 
los ascendientes o descendientes, se centraba en el núcleo o 
Unidad familiar, generalmente dual, como punto de partida para 
el cómputo del parentesco, sin perjuicio de que pudieran existir 
también núcleos unipersonales. 

Había que recordar que, en nuestro sistema, a diferencia de 
lo que sucedía en el catalán y vasco, las medidas se destinarían 
a la Unidad familiar y no a sus miembros individualmente 
considerados, por lo que no operaba el concepto de 
«beneficiario», que podría ser la explicación de otras reglas de 
cómputo. El incremento pues afectaría a la familia unitariamente, 
sin perjuicio de que, por las razones expuestas, pudiera resultar 
aleatoriamente, un beneficio económico para las familias sin 
vínculo de pareja.

c) Duración y prórroga del Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Finalmente por lo que respecta al período mínimo de 
mantenimiento de esta medida, su limitación independientemente 
de las obvias razones presupuestarias, varias veces repetidas, 
que harían prácticamente imposible su prolongación indefinida 
o a largo plazo con respecto a un amplio número de personas, 
descansaba igualmente en el propio concepto esencial que se había 
venido indicando, es decir, en su condición de instrumento contra 
la marginación, en base al cual, atendiéndose en un momento 
determinado a una situación de necesidad extrema, se posibilitaba 
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una evolución hacia otras formas de integración social, y en 
concreto al acceso a un puesto de trabajo. 

De no alcanzarse este objetivo, la cuestión quedaba situada 
fuera del ámbito del Programa, adquiriendo un carácter de 
asistencia social o beneficencia que, en todo caso, sería de la 
competencia de otras instancias o unidades administrativas. 
Precisamente por eso el propio Programa contemplaba el Ingreso 
Mínimo como una medida subordinada a otras soluciones, de 
carácter sustantivo, como el acceso a un puesto de trabajo o a la 
medida de Formación Profesional, a las que se dedicaba la mayor 
parte de las asignaciones establecidas. Ello era un indicativo más 
de su filosofía de integración y de la política seguida para la más 
eficaz administración y gestión de sus recursos.

Acerca de la revisión global del Programa se nos manifestaba 
haberse iniciado a comienzos de 1992, según lo dispuesto en 
la Disposición Adicional tercera del Decreto 400/1990, de 27 
de noviembre, en estrecha colaboración con las organizaciones 
sindicales interesadas en su aplicación, estándose a la espera 
de mayores especificaciones, por parte de las mismas, para el 
perfeccionamiento de la aplicación de las medidas de Formación 
Profesional Ocupacional.

A nuestro criterio, la Administración aceptaba gran parte 
de las Sugerencias formuladas, aunque, por un lado razones 
presupuestarias y, por otro, el carácter interdepartamental de 
la normativa, impedían, en aquella fecha, las modificaciones 
sugeridas.

En los años siguientes, un numerosísimo grupo de quejas 
se centraban en los retrasos que se venían produciendo desde 
hacía años, aunque cada vez con mayor intensidad, en la ejecución 
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del Programa de Solidaridad. Estas dilaciones se manifestaban 
de diverso modo: con silencios administrativos cada vez más 
prolongados; lentitudes exasperantes en la fase de instrucción 
de los expedientes; informaciones verbales desalentadoras en 
los servicios de información al público -que no podían ocultar a 
los afectados la situación de retraso generalizado-; resoluciones 
extemporáneas; alargamiento innecesario de los tiempos de 
notificación de las mismas y, finalmente, falta de ejecución de las 
ayudas concedidas.

Abundando aún más en el asunto, la Administración había 
incumplido su obligación de revisar el Programa en la fecha en la 
que estaba prevista (1 de enero de 1992), impidiendo que pudieran 
ser reformado algunos aspectos, que ya casi desde el principio de 
la aplicación del Programa se había puesto de manifiesto como 
necesarios de reformar.

Un breve repaso por nuestros Informes Anuales de este período 
pone de manifiesto que el tema de las dilaciones en la tramitación 
de los expedientes ha sido el “punto negro” del Programa de 
Solidaridad desde que éste empezara a ser aplicado hacía ya casi 
nueve años.

Excepto en contadísimas ocasiones, los dos o tres años de 
duración en la tramitación continuaba siendo lo “normal”, habiéndose 
comprobado que durante 1997 se habían concluido los expedientes 
que fueron iniciados, en su mayoría, en los años 1994 y 1995. 
Igualmente se había comprobado que, excepto en dos de los casos 
por nosotros conocidos, las solicitudes presentadas con posterioridad 
a los años señalados, aún seguían en tramitación; bien porque no 
se habían hecho efectivas las medidas de las que los interesados 
habían sido beneficiarios, bien porque todavía estaban en la fase de 
propuesta y valoración por las respectivas Comisiones Provinciales.
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Como puede apreciarse nos referíamos a dilaciones 
procedimentales muy graves, aunque hubieran sido resueltas 
favorablemente mucho tiempo después la correspondiente 
solicitud. También cabía destacar que aparecían quejas de todas las 
provincias,aunque en mayor número y con más graves retrasos en 
las de Sevilla y Cádiz.

Aunque casi desde el principio de la aplicación del Programa 
desde esta Institución se puso de manifiesto la necesidad de 
reformarlo, extremo que el propio Decreto contemplaba en su 
articulado, hasta el mes de junio de 1997, no se inició el proceso 
reformador, mediante la creación de una Comisión formada por 
Sindicatos y Consejería que analizaría y propondría la Reforma del 
Decreto regulador. Asimismo, se nos informaba que la Dirección 
General de Acción e Inserción Social realizaría una valoración 
interna del mismo.

Consecuencia de ello fue que en el mes de julio de 1997 
elaboráramos un informe dirigido a la Consejería de Asuntos 
Sociales, en el que, desde nuestra experiencia, reiterábamos la 
necesidad urgente de la reforma y concretábamos en qué sentido 
habría que abordarla, desde nuestra perspectiva.

Cuestiones de Régimen Jurídico. Dos cuestiones 
señalábamos a este respecto:

En primer lugar, el propio Decreto regulador preveía en 
su artículo 13.2 que las Comisiones Provinciales de Valoración 
realicen periódicamente un informe que permita evaluar el grado 
de eficacia del Programa, de acuerdo con lo que se determine en 
las disposiciones de desarrollo, por lo que sorprendía que no se 
hubiera revisado el mismo tal y como previno el propio Decreto 
en su Disposición Adicional Tercera. Sabíamos que habían existido 
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valoraciones globales de orden interno y que en las mismas se habían 
señalado algunos defectos detectados, pero nada había servido 
-ni nuestras llamadas de atención tampoco- para que la requerida 
Revisión del Programa se concretase en una nueva normativa o en 
una Revisión de Objetivos. Por supuesto que sí se habían producido 
“operaciones quirúrgicas por vía de urgencia” y “decisiones de 
hecho”, que configuraban en un Programa de Solidaridad que nada 
tenía que ver con las previsiones reglamentarias recogidas en las 
normas publicadas en los Boletines Oficiales.

En segundo lugar, la escasa normativa existente, sus 
defectos, la falta de control sobre la adecuación de las dotaciones 
presupuestarias existentes y sobre las vías de hecho iniciadas, a 
que antes hemos aludido, nos sugerían la oportunidad de elaborar 
-como otras Comunidades Autónomas ya habían hecho- una 
norma con rango de Ley que regulase tan importante 
instrumento de lucha contra la marginación y la pobreza.

Respecto a la situación del Programa de Solidaridad en 
el período 1990 a 1997, decíamos en este Informe, que en 
líneas generales, podía afirmarse que hasta 1993 el Programa 
de Solidaridad, aplicado con los rígidos criterios de su Decreto 
regulador, se desarrollaba de un modo previsible: peticiones 
crecientes que eran atendidas en un plazo razonable, con un 
alto porcentaje de resoluciones desestimatorias por las causas 
de incompatibilidad recogidas en el artículo 6 o por ingresos de 
la unidad familiar superiores al importe del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, conforme a lo previsto en los artículo 1 y 10 del propio 
Decreto. Las provincias de las que ya en esos años nos llegan más 
quejas eran Cádiz y Sevilla.

Posteriormente, a partir de 1993, comenzamos a detectar 
retrasos cada vez más acentuados en la tramitación de las 
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solicitudes acogidas al Programa, como consecuencia del número 
creciente de más personas que se dirigen a nosotros contándonos 
que hace doce, dieciocho o veinte meses solicitaron su inclusión 
y no sabían nada de su solicitud. Los primeros informes recibidos 
de las correspondientes Delegaciones Provinciales ponían de 
manifiesto la veracidad de los retrasos, que achacaban a la propia 
complejidad del proceso de instrucción de los expedientes, al 
aumento muy considerable de las peticiones y a la imposibilidad 
de atender con los medios personales existentes tantas 
solicitudes.

Continuaron aumentando las quejas -siempre en un mayor 
porcentaje las procedentes de Sevilla y Cádiz, aunque los retrasos 
fueran también denunciados en otras provincias, prácticamente en 
todas- y también las dilaciones detectadas: pudimos comprobar 
cómo en muchas de las quejas se estaban produciendo retrasos 
superiores a los dos años, que llegaban, como en algunos 
expedientes de Sevilla y Cádiz, a los tres años.

Los informes recibidos ponían de manifiesto con toda 
claridad, que el agotamiento de las dotaciones presupuestarias 
era el verdadero origen de las dilaciones, de modo que las 
peticiones se iban acumulando y todavía en 1996, con dotaciones 
presupuestarias de ese año, se estaban pagando contratos 
-empleos temporales- concedidos a peticionarios de 1993 o bien se 
estaban abonando Ingresos Mínimos correspondientes a solicitudes 
deducidas tres años antes.

Como puede comprenderse, la mayoría de las quejas no eran 
ya por la exclusión expresa del Programa sino por la exclusión 
de hecho ante el silencio de la Administración. Sin embargo, 
muchas de las resoluciones denegatorias tenían como base la 
extemporaneidad de la misma porque, por ejemplo, la unidad 
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familiar hubiese llegado a “mejor fortuna” aunque antes hubieran 
sus miembros podido estar en situación de absoluta indigencia. 

Estos retrasos distorsionaban, además, toda la tramitación del 
Programa: las familias se cambiaban de domicilio; los informes 
sociales emitidos en un principio perdían vigencia; había que 
volver a comprobar las circunstancias económicas y los ingresos; 
llegaban las confusiones entre los efectos iniciales económicos y 
las prórrogas que algunos peticionarios previsores hacían cada 
seis meses; pagos de una vez de los Ingresos de Solidaridad 
concedidos desvirtuando con ello el sentido de la medida; 
había que cambiar unas medidas por otras, y algún otro efecto 
distorsionante que podríamos señalar, si pretendiéramos ser más 
exhaustivos.

Junto a estos problemas de retrasos seguían persistiendo 
también las quejas por exclusiones que ponían de manifiesto 
situaciones de auténtica injusticia social.

Otro de los aspectos a destacar en esta situación del Programa 
era la adscripción del mismo, su coordinación general y atribución 
de medidas a la nueva Consejería de Asuntos Sociales, creada 
por el Decreto del Presidente nº 382/1996, de 1 de agosto. A la 
espera de su creación, el Decreto 316/1996, de 2 de julio, que 
estableció la estructura orgánica de la Consejería de Trabajo e 
Industria, continuó atribuyendo a ésta «la gestión y apoyo al 
Programa de Solidaridad». Sin embargo, solo un mes después, el 
citado Decreto de creación de la Consejería de Asuntos Sociales le 
atribuye -artículo 1.2.c)- la competencia de «gestión del Programa 
de Solidaridad de los Andaluces». El artículo 7.3 de este Decreto 
atribuía a la Dirección General de Acción e Inserción Social la 
coordinación de las medidas relativas al Programa y la ejecución de 
aquéllas cuya competencia no correspondiera a otras Consejerías.
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A ello, se hubo de sumar la supresión de hecho de toda 
medida que no fuera la del Ingreso Mínimo de Solidaridad en el 
año 1996. Supresión de hecho, insistimos, porque la vigencia del 
Decreto y su cuadro de medidas aplicables seguía intacto. Cuando 
preguntamos a las Delegaciones Provinciales competentes o a la 
propia Dirección General coordinadora por las otras medidas, se 
nos había respondido de manera confusa e incluso contradictoria: 
unas veces diciéndonos que el cambio se produce en la Ley 
presupuestaria para 1997 que tan solo dotaba las medidas de 
Ingreso Mínimo de Solidaridad y otras veces señalándonos como 
fuente de información para todo lo relativo -dentro del Programa 
de Solidaridad- a las medidas de empleos temporales y formación 
profesional ocupacional a la Consejería de Trabajo e Industria. 
Ésta, por su parte, rechazaba su responsabilidad en la coordinación 
de medidas del Programa.

De la exposición realizada, sacamos una serie de conclusiones 
que nos permitieron efectuar una serie de Sugerencias que 
trasladamos al Presidente de la Junta de Andalucía, al Consejero 
de Trabajo e Industria, al Consejero de Asuntos Sociales y a 
las organizaciones sindicales más representativas en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Volviendo al contenido de nuestras propuestas, recogidas en 
este Documento “Informe del Defensor del Pueblo Andaluz sobre 
la situación del Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
Erradicación de la Marginación y la Desigualdad”, formulábamos 
diversas sugerencias, en varias direcciones.

En primer lugar, señalábamos la necesidad de fortalecer el 
carácter de derecho subjetivo para los ciudadanos solicitantes, 
respecto de las medidas del Programa, al menos sobre alguna de 
ellas, siempre y cuando reuniesen los requisitos exigidos para ser 
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beneficiarios de las mismas, terminando con la indefinición de una 
normativa que no condicionaba sus prestaciones a la existencia de 
dotaciones presupuestarias pero que, sin embargo, sometía a los 
interesados a una “desesperante espera” mientras se sucedían dos 
y hasta tres ejercicios presupuestarios.

Con el objetivo indicado proponíamos dos medidas; de un 
lado la regulación con rango de Ley para el nuevo Programa 
contra la pobreza y exclusión social; y, por otro lado, el 
respeto a los derechos adquiridos por los solicitantes de años 
anteriores, sometidos a la espera comentada.

En segundo lugar, sugeríamos que la nueva regulación 
configurase un Programa mucho más flexible que el actual, 
condicionado por tal sistema de incompatibilidades que lo habían 
hecho inviable, en muchos casos en los que las familias solicitantes 
estaban sumidas en la mayor de las pobrezas. En este sentido 
propusimos hasta seis modificaciones concretas de otros tantos 
preceptos reguladores, alguno de los cuales tan obsoleto como 
el que aún exigía el censo y residencia en nuestra Comunidad 
Autónoma, con anterioridad al 1 de junio de 1989, para poder ser 
beneficiario del mismo.

En tercer lugar, formulábamos propuestas de agilización 
administrativa tendentes a evitar que un exceso de burocracia 
impidiese atender con prontitud las situaciones de pobreza más 
lacerantes y, con el mismo objetivo, la inversión del orden de 
prioridad de las nuevas medidas que se contemplasen, situando en 
primer lugar la concesión de ayudas económicas urgentes.

Finalmente, sugerimos la naturaleza de créditos 
ampliables para las previsiones presupuestarias destinadas en 
cada anualidad para este Programa como la mejor manera de 
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inyectarle liquidez suficiente para hacer frente a las solicitudes que 
fueran presentándose y evitar en el futuro una situación similar a la 
que se había dado en los últimos años en los que se habían llegado 
a acumular más de doce mil expedientes, cuyos titulares reunían 
todos los requisitos para convertirse en beneficiarios.

Pues bien, sin haber recibido ninguna nueva comunicación 
por parte de las autoridades citadas, entró en vigor el nuevo 
Decreto 2/1999, de 12 de enero, que regula el Programa que nos 
ocupa al que identifica con la misma denominación con la que 
se venía conociendo, el cual entró en vigor el día 7 de febrero, 
tras su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, 
derogando expresamente el hasta entonces vigente -Decreto 
400/1990, de 27 de noviembre- así como el Decreto 113/1998, 
de 2 de junio, por el que se había creado una Comisión para 
la Reforma del Programa de Solidaridad, proceso de reforma y 
Comisión a la que ya nos hemos referido en páginas precedentes.

4.2. El Decreto 2/1999, de 12 de enero. 
De 1999 a 2014

Este Decreto, configura al Ingreso Mínimo de Solidaridad como 
medida inicial, a partir de la cual, se podrán arbitrar otro tipo de 
acciones y medidas insertivas que desarrollen y capaciten a la 
unidad familiar beneficiaria, en materia de empleo, educación y 
vivienda, sin perder el carácter de medida de protección asistencial 
para aquellos sectores en los que la marginación y la desigualdad 
sean más patentes.

Así, el Ingreso Mínimo de Solidaridad, comúnmente llamado 
“salario social”, consiste en una prestación económica mensual 
que se devengará a partir del día siguiente al de la fecha de la 
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resolución por la que se efectúe su reconocimiento y su duración 
máxima será de seis meses.

Este Decreto, como ya vimos, fue posteriormente desarrollado 
en alguno de sus contenidos por la Orden de 8 de octubre de 1999, 
en lo que atañe al pago. Esta normativa ha venido cubriendo una 
importante demanda de la ciudadanía con carencias económicas y 
sociales.

Nos parecieron los más destacables y novedosos de la 
nueva regulación, los siguientes aspectos:

yy Se seguía manteniendo un cuadro prestacional que comprendía, 
junto a la medida inicial del Ingreso Mínimo de Solidaridad, 
otro tipo de medidas insertivas que permitían capacitar a la 
unidad familiar beneficiaria para su integración social. Las 
novedades que introducía el nuevo Decreto, con respecto al 
anterior, en este sentido se concretaban en la consideración del 
Ingreso Mínimo de Solidaridad como medida prioritaria (en el 
antiguo Decreto su aplicación se preveía como residual) y en la 
compatibilidad en la aplicación de las medidas entre sí.

yy La aplicación de diversas medidas a una misma unidad familiar 
se materializaba a través de la aceptación expresa y previa por 
parte de los miembros mayores de edad de la unidad familiar 
destinataria de lo que se denomina “Compromiso de Inserción”, 
cuyo contenido afectará a aspectos personales, familiares, 
socioeconómicos y laborales.

yy Otra novedad importante del nuevo Decreto, y que afectaba 
a los requisitos de acceso al Programa, era que desaparecía el 
régimen de incompatibilidades establecido en el anterior artículo 
6 y que negaba el acceso a aquellas unidades familiares en las 
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que alguno de sus miembros fueran perceptores o reunieran 
los requisitos para poder percibir cualquier tipo de prestación o 
pensión de carácter público.

yy Igualmente, desaparecía la necesidad de censo y residencia 
en un municipio de la Comunidad Autónoma andaluza con 
anterioridad a una fecha concreta (antes 1 de junio de 1989), 
estableciéndose ahora el límite temporal de un año con 
anterioridad a la presentación de la solicitud.

yy También novedoso y conforme a nuestras sugerencias, resultó 
la disminución de la edad máxima establecida para que una 
persona sola pueda admitirse como unidad familiar susceptible 
de ser beneficiaria. Antes dicha edad era la de treinta y cinco 
años, mientras que ahora se establecía en veinticinco.

yy La prestación del subsidio -Ingreso Mínimo de Solidaridad- 
se establecía por seis meses y se devengaría a partir del día 
siguiente al de la fecha de resolución estimatoria.

yy En cuanto al aspecto procedimental, la novedad más importante 
era la que se establecía en el artículo 20 del nuevo Decreto, 
y que suponía la posibilidad de la concesión de la medida 
de Ingreso Mínimo de Solidaridad con carácter provisional 
si se apreciaba que en la solicitud concurrían situaciones de 
emergencia social, continuándose posteriormente la tramitación 
conforme al procedimiento ordinario. Medida adoptada también 
en consonancia con nuestras sugerencias.

yy También referido al aspecto procedimental, era importante 
señalar que desaparecía la necesidad de elaborar con carácter 
preceptivo los informes socioeconómicos y socio-profesionales, 
elaborándose estos ahora, solo en el caso de que las respectivas 
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Delegaciones Territoriales de Igualdad y Políticas Sociales lo 
estimasen necesario.

yy Por último, se reforzaban los instrumento de Control, 
Seguimiento y Evaluación que ya existían, dándoles a estos un 
carácter de mayor habitualidad.

Como puede apreciarse, un conjunto de modificaciones -cuyo 
definitivo análisis lo realizaríamos en sucesivos informes- que 
parecían mejorar sustancialmente la normativa preexistente tanto 
en aspectos sustantivos -haciendo más solidario y abierto el 
Programa- como procedimentales, agilizando los trámites.

La gravísima situación anterior, había provocado que, como 
mecanismo de reajuste, en el ejercicio de 1998, la Administración 
Autonómica hubiera recurrido a la suspensión del Programa 
mientras se redactaba el Decreto antes comentado que, por cierto, 
vio la luz con años de retraso.

La suspensión conllevó que no se atendieran nuevas 
solicitudes de acogida con lo que para las familias afectadas, 
durante muchos meses, al menos medio año, no existió en 
nuestra comunidad tan importante iniciativa de solidaridad ante la 
pobreza y la exclusión.

Bien es cierto que este “parón” en el Programa de Solidaridad 
había permitido, hacer frente a gran parte de los expedientes 
acumulados, muchos de ellos pendientes desde hacía tres 
años, pero también es cierto que tal decisión suspensiva, había 
significado llegar a tales cotas de discrecionalidad administrativa 
que incluso se habían superado las alcanzadas en los dos últimos 
años en los que, se suprimieron de hecho las medidas formativas 
y de empleo temporal, quedando como única alternativa para los 
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solicitantes el llamado “salario social”, con lo que el pregonado 
objetivo de reinserción laboral quedó en mera declaración de 
principios, en una simple muestra de buenas intenciones.

Tal como señalábamos, la nueva norma incorporaba algunas de 
nuestras propuestas e ignoraba otras.

Entre las recomendaciones que veníamos formulando, la 
relativa a fortalecer el carácter de derecho subjetivo de las medidas 
que contenga el Programa de Solidaridad para los solicitantes 
en quienes concurran los requisitos exigidos, fortalecimiento 
del derecho a través de una regulación legal, y no meramente 
reglamentaria, todavía no se había hecho realidad, si bien se 
conocían los trabajos de realización de un anteproyecto de ley 
contra la Exclusión Social que vendría a amparar tal fortalecimiento 
de derechos por encima de las coyunturas presupuestarias que en 
cada momento planeen sobre el programa.

A la espera de que tal norma legal fuera debatida y, en su caso, 
aprobada en el Parlamento Andaluz, cosa que nunca llegó a ocurrir, 
el vigente Programa de Solidaridad, tras su puesta en marcha, 
continuó dando origen a quejas de los ciudadanos, si bien en 
número mucho más reducido al de años anteriores en que, como 
es conocido, el programa atravesó una situación de profunda crisis, 
consecuencia de la acumulación de miles de expedientes tanto 
por la existencia de deficiencias burocráticas y contradicciones en 
la norma como por manifiesta insuficiencia de las consignaciones 
presupuestarias cada año previstas.

Esta conclusión podemos extraerla tras ver el resultado de la 
investigación que llevamos a cabo mediante la iniciación de oficio 
de la queja 99/2756, con la idea de conocer en su primer año 
de vigencia los principales aspectos que presentaba la aplicación 
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del nuevo Programa y poder efectuar de manera permanente el 
seguimiento del mismo.

Así pudimos conocer que los expedientes (solicitudes) 
iniciados en años anteriores al año 2000, a treinta y uno de 
diciembre de ese mismo año, en seis provincias no quedaba 
ninguno, mientras que en la de Sevilla quedaban sin terminar 165 
y en la de Cádiz 315, provincias que por otra parte, recogían el 
mayor número de solicitudes. Se trataba, de un número muy bajo 
de expedientes sin resolver, si se tenía en cuenta que durante 
los años 1998 y 1999 se formularon 30.865 solicitudes en todo el 
territorio andaluz.

Sin embargo, en lo que respecta a la provincia de Cádiz, el 
nivel de acumulación, o sea, el nivel de retraso, había sido muy 
importante, habiendo sido durante el segundo semestre cuando 
la situación se había ido normalizando y siendo atendidas la casi 
totalidad de solicitudes atrasadas, excepto las 315 indicadas.

Tras los difíciles años que atravesó la aplicación del Programa 
-especialmente duros fueron los cinco que van de 1993 a 1997- 
que culminaron en 1998 con la suspensión del mismo, la entrada 
en vigor del nuevo Decreto regulador, 2/1999, de 12 de enero, 
trajo consigo una indudable puesta al día, no solamente del 
importante volumen de expedientes retrasados, sino también de 
los viejos criterios restrictivos que impusiera el impreciso Decreto 
400/90 durante sus casi ocho años de vigencia.

Esa evolución positiva tuvo su lógico reflejo en una apreciable 
disminución de las quejas referidas al mismo, disminución que 
comenzó a evidenciarse en 1998, que se mantuvo en los dos años 
siguientes y que conoció un mayor descenso en el año 2001.
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No obstante, se siguieron presentando quejas sobre el nuevo 
Programa de Solidaridad, durante todos los años siguientes a su 
entrada en vigor. Veremos a continuación, los nuevos aspectos que 
lo provocaron.

4.2.1. Nuevos aspectos que provocaron quejas tras la 
entrada en vigor de la reforma del Programa

Una de las cuestiones que más problema suscitó a la entrada 
en vigor del nuevo Decreto, fue la de la adaptación de los 
expedientes en los que ya se había dictado resolución 
estimatoria conforme a la anterior normativa otorgándose 
al peticionario una medida de formación profesional, con ayuda 
económica complementaria, o una medida de empleo, aunque en 
ambos casos, sin que se hubiese llegado a ejecutar la resolución 
estimatoria, bien por falta de consignación presupuestaria, bien por 
las discrepancias surgidas entre las Delegaciones Territoriales de 
Trabajo y las de Asuntos Sociales en cuanto a la competencia de 
ejecución de tales medidas.

Durante la espera de una decisión ejecutiva -en algunos casos 
más de tres años- llegó el nuevo Decreto que, como es sabido, 
priorizaba las medidas a aplicar convirtiendo el Ingreso Mínimo 
de Solidaridad en medida de primer nivel en el sentido de que 
las resoluciones habrían de pronunciarse sobre la concesión o no 
del Ingreso Mínimo y sólo en caso de concederse éste podrían 
sugerirse -en la resolución- la aplicación de alguna de las otras 
medidas. Es decir, si no había concesión del “salario social” no era 
posible contemplar la aplicación de ninguna otra medida.

La inclusión-exclusión de ciudadanos extranjeros no 
comunitarios en el Programa que analizamos se planteó de forma 
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nueva -a efectos prácticos ya lo había sido mucho antes- con la 
aparición del Decreto 2/1999, de 2 de enero en cuyo artículo 3.3.b) 
se afirma:

«(...) sin perjuicio de su consideración como miembros de 
sus respectivas unidades familiares, no podrán conformar 
unidades unipersonales, ni ser destinatarios de las acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad (...)

b) Las personas que no sean ciudadanos de la Unión 
Europea”»

Es decir, basta con que uno de los miembros de la unidad 
familiar sea español o ciudadano de la Unión Europea para que le 
pueda ser aplicada la medida de Ingreso Mínimo de Solidaridad 
(por ejemplo: padre extranjero casado con española o ciudadana 
europea; padres extranjeros con hijos españoles o ciudadanos 
europeos).

Quedan, pues, excluidos, tanto los extranjeros no comunitarios 
que vivan solos (unidades unipersonales), como las unidades 
familiares constituidas íntegramente por miembros extranjeros no 
comunitarios, independientemente de su residencia legal o ilegal 
en España.

Así pues, en los años 2000 y 2001 diversas organizaciones 
sociales de inmigrantes y de apoyo a inmigrantes comenzaron 
a promover reclamaciones y recursos contra dicho precepto y 
se dirigieron, además, a esta Institución a través de quejas en 
las que solicitaban nuestra intervención para la defensa de los 
derechos de los extranjeros no comunitarios que encontrándose 
en situación de exclusión social y precariedad económica 
solicitasen su acogida al Programa.
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En un primer momento apoyábamos la inclusión de este 
colectivo con base, ciertamente ambigua, en la Ley de Servicios 
Sociales de Andalucía de cuyos artículos 3 y 14 no se deduce una 
exclusión nítida de este colectivo en el disfrute de los servicios 
sociales andaluces. Sin embargo, había sido la promulgación de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, 
tanto en su redacción original como tras la reformada por la Ley 
Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, la que vino a clarificar 
la cuestión en su artículo 14.

Según este precepto «los extranjeros, cualquiera que sea 
su situación administrativa, tienen derecho a los servicios y 
prestaciones sociales básicas». O sea, estén o no regularizados, 
tienen derecho, al menos, a información y orientación; a ayudas de 
emergencia y alguna otra prestación básica.

Pero si son “residentes”, continúa indicando el citado precepto, 
tienen derecho a cualquier prestación social, básica o específica, en 
igualdad de condiciones que los españoles.

En base a ello, la primera cuestión que se planteaba era si 
debían considerarse las prestaciones derivadas del Programa de 
Solidaridad como básicas o como especializadas o específicas.

La cuestión se nos aparecía confusa, sobre todo por el 
carácter complejo del Programa, que contiene tanto medidas 
de emergencia, como medidas de integración a más largo plazo 
(itinerarios profesionales, medidas educativas o acceso a la 
vivienda).

Nos parecía, sin embargo, que, puesto que los extranjeros 
residentes tienen derecho a todo tipo de prestaciones “en las 
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mismas condiciones que los españoles”, no debían ser excluidos del 
Programa.

Producido el desarrollo reglamentario de la Ley de Extranjería 
a través del Real Decreto 864/2001, de 20 de julio, en 
vigor desde el uno de agosto siguiente, en ningún momento se 
pronunciaba sobre las determinaciones de la Ley en relación con el 
disfrute de los extranjeros de los servicios sociales, considerando, 
sin duda que ya estaba todo claro en aquélla.

Dado que la hoy denominada Consejería de Igualdad y 
Políticas Sociales, -la entonces llamada Dirección General de 
Acción e Inserción Social- se posicionaba de un modo evasivo 
ante nuestras primeras actuaciones, (“(...) se ha de recordar 
que las competencias en materia de extranjería son competencia 
exclusiva del Estado, artículo 149.2. de la Constitución Española 
de 1978, por tanto entendemos que extender el nivel de 
asistencia, incluyendo las Rentas Mínimas de Inserción, a este 
colectivo requeriría al menos cierta responsabilidad administrativa 
y presupuestaria por parte de la Administración General del 
Estado, cuestión ésta de la que hasta la fecha no tenemos 
noticia. Hoy por hoy la situación reglamentaria está regulada en 
el Decreto 2/1999, artículo. 3.3.b. ya citado; no obstante esta 
Consejería no descarta ninguna posibilidad de desarrollo futuro, 
en colaboración con las Administraciones Estatal y Local en el 
sentido de ampliar el concepto de Rentas Mínimas de Inserción 
también a este colectivo”), en noviembre de 2001 formulamos 
Resolución a la citada Dirección General expresándole que 
la Administración Autonómica no podía diferir la adopción de 
una postura definitiva en cuanto a extender el ámbito personal 
de aplicación del Programa de Solidaridad a los extranjeros 
no comunitarios, ni al desarrollo reglamentario de la Ley de 
Extranjería -que ya se había producido sin que hubiera supuesto 
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ningún cambio en cuanto a los derechos y libertades reconocidos 
a los extranjeros en la propia Ley, como era lógico-, ni a la 
adopción de acuerdos presupuestarios con la Administración 
Central argumentando que ésta, al tener en exclusiva las 
competencias en materia de extranjería, tenía, al menos, cierta 
corresponsabilidad presupuestaria.

En definitiva, teniendo en cuenta las conclusiones expuestas, 
efectuamos la siguiente Recomendación y Sugerencia:

“Que desde esa Consejería de Asuntos Sociales se eleve 
una propuesta al Consejo de Gobierno para que proceda a 
aprobar la modificación del artículo 3.3.b) del Decreto 
2/1999, de 2 de enero, que regula el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la erradicación de 
la marginación y la desigualdad en Andalucía, en el 
sentido de hacer posible la aplicación del Decreto a los 
extranjeros no comunitarios residentes en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía”.

Como respuesta a esta Recomendación y Sugerencia la 
Dirección General, insistió en la necesidad de afrontar la 
cuestión debatida “dentro del marco de la colaboración 
con las demás Administraciones Públicas, en especial con 
la Administración General del Estado, y con los agentes sociales 
y sancionarse por la futura Ley para la Inclusión Social en 
Andalucía así como en el esquema presupuestario que 
soporte la misma”.

Como puede observarse el Departamento competente 
aplazaba una solución definitiva a la espera de acuerdos con la 
Administración Central y confiando en que futuras leyes estatales 
(una eventual “Ley de Homogeneización de Rentas Mínimas”) o 



Defensor del Pueblo Andaluz • 121 

25 años del Programa de Solidaridad

Autonómicas (la ya indicada de “Inclusión Social”) delimitasen 
un marco legal que, en nuestra opinión, estaba suficientemente 
predeterminado en las previsiones de la vigente “Ley de 
Extranjería.

En los años sucesivos, especialmente en 2004, fueron muy 
numerosas las quejas por la exclusión de ciudadanos extranjeros 
pertenecientes a países no comunitarios por aplicación del Decreto 
2/1999, de 12 de enero, regulador del Programa que en su artículo 
3.3, apartado b), antes comentado. Más de medio centenar de 
quejas procedían de la provincia de Granada, unas enviadas por 
inmigrantes que habían visto denegadas sus solicitudes; otras, 
remitidas por técnicos municipales que trabajaban en los servicios 
sociales y algunas que procedían de Asociaciones solidarias y de 
inmigrantes.

En principio, las referidas quejas se fundamentaban en 
años sucesivos de incumplimiento, por parte de la Comunidad 
Autónoma, del artículo 14.2 de la Ley de Orgánica 4/2000 de 
Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y de su 
Integración Social, en lo referido «al reconocimiento del derecho 
a los inmigrantes residentes a los servicios y a las prestaciones 
sociales, tanto generales y básicos como a los específicos, en las 
mismas condiciones que los españoles» y también al apartado 3 
del mismo artículo que indicaba que los extranjeros cualquiera que 
sea su situación administrativa, tienen derecho a los servicios y 
prestaciones sociales básicas.

Existía el convencimiento, por parte de los reclamantes, 
de que dicha Ley vino a derogar tal Decreto en aplicación del 
principio general derogatorio de normas anteriores contradictorias, 
formulado por el artículo 2 del Código Civil, ya recogido en la 
disposición derogatoria única de la Ley Orgánica 4/2000.
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Por otro lado, la aplicación de este Decreto fue materia tratada 
en quejas anteriores, durante los años 1999, 2000 y 2001. En ellas 
veníamos a manifestar que la aplicación del carácter restrictivo del 
mismo, para extranjeros no comunitarios que vivan solos (unidades 
unipersonales) y para las unidades familiares constituidas 
íntegramente por miembros nacionales no comunitarios, no tenía 
justificación alguna en los preceptos normativos que argüía la 
Consejería de Asuntos Sociales (Igualdad y Políticas Sociales), 
en lo referente a lo recogido en la Ley de Servicios Sociales de 
Andalucía.

Entendimos que cuando la Ley autonómica, en su artículo 14 
habla de Titulares del Derecho, decía que son éstos «1. Tendrán 
derecho a los Servicios Sociales todos los residentes en Andalucía 
y los transeúntes extranjeros; y 2.- Los extranjeros, refugiados y 
apátridas residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma 
podrán igualmente beneficiarse de este derecho, siempre de 
conformidad con lo dispuesto en las normas, tratados y convenios 
internacionales vigentes, para quienes se encuentren en reconocido 
estado de necesidad».

Y por ello concluíamos que los extranjeros residentes 
legalmente en Andalucía, no debían tener obstáculo legal que les 
impidiera ser beneficiarios de prestaciones sociales, cumpliendo las 
base recogidas en el Decreto.

Pasados tres años desde nuestra Recomendación veíamos 
como la situación se venía manteniendo y en vista de lo 
acontecido, decidimos volver a dirigirnos a la Dirección General 
de Servicios Sociales e Inclusión, de la Consejería para la 
Igualdad y Bienestar Social, ahora competente en cuanto a la 
coordinación del Programa de Solidaridad, refiriendo la situación 
que seguían reclamando determinados colectivos sociales y 



Defensor del Pueblo Andaluz • 123 

25 años del Programa de Solidaridad

autoridades administrativas, con relación a la aplicación del 
Decreto que regula el Programa de Solidaridad en Andalucía.

Por su parte, gran parte de las quejas enfatizaban en que con 
la persistente aplicación del Decreto andaluz se estaba incurriendo 
en un acto de discriminación de los referidos y catalogados en 
el artículo 23 de la Ley de “extranjería”. Concretamente de los 
aludidos en el apartado 2.c), definidos del siguiente modo: «Todos 
los que impongan ilegítimamente condiciones más gravosas que 
a los españoles o restrinjan o limiten el acceso al trabajo, a la 
vivienda, a la educación, a la formación profesional y a los servicios 
sociales y socioasistenciales, así como a cualquier otro derecho 
reconocido en la presente Ley Orgánica, al extranjero que se 
encuentre regularmente en España sólo por su condición de tal...».

En respuesta a tales quejas, la Dirección General seguía 
sosteniendo la prevalencia en el ámbito andaluz del 
Programa de Solidaridad tal y como estaba diseñado en 
este punto y se amparaba en recientes acuerdos parlamentarios, 
del Parlamento Andaluz, en materia de inmigración, en los que 
no se incluyó la propuesta, que alguien formuló, en el sentido de 
hacer posible la aplicación del Decreto regulador del Programa 
de Solidaridad a los extranjeros no comunitarios residentes en 
Andalucía.

Se reiteraba además en la respuesta a la Resolución ya citada y 
concluía afirmando que:

En cualquier caso, esta Dirección General, ante la posibilidad 
de exclusión del colectivo mencionado, viene estudiando la 
Reforma del Decreto 2/1999, tal y como le expresábamos 
en el Informe remitido por este Centro Directivo de fecha 
14/06/2004, reforma que esperamos se encuentre realizada 
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en el último trimestre del presente ejercicio o primer trimestre 
del futuro, a más tardar, y que incluirá como beneficiarios 
del Programa de Solidaridad, a los extranjeros que no siendo 
ciudadanos de la Unión Europea se encuentren en posesión 
de la tarjeta de residencia”.

Se trataría, según lo anterior, de extender el Programa a los 
extranjeros con residencia regularizada, con lo que seguirían 
excluidos los extranjeros en otras situaciones administrativas. 
Pero hay que decir que tal proyecto de reforma se venía 
barajando desde hacía años, sin que terminado el año 2004 y 
los sucesivos, hasta llegar a nuestros días, se haya hecho nada a 
este respecto.

La duración de los trámites tras la solicitud. En los 
años a los que nos referimos en este período, disminuyeron 
las quejas que en años anteriores se basaban en la inejecución 
de resoluciones estimatorias, durante meses y meses e incluso 
años; o las motivadas por resoluciones denegatorias basadas 
en las rigurosas incompatibilidades antes establecidas y, 
además, pudimos comprobar cómo a la mayoría de las familias 
reclamantes les eran concedidos y abonados los ingresos mínimos 
correspondientes; al menos eso fue así hasta el año 2008.

La desaparición de quejas que denunciaban retrasos originados 
en peticiones de años anteriores denotaba que el problema había 
sido, en gran parte, superado y que la “montaña” de expedientes 
retrasados había dejado de existir.

No obstante, poco a poco las quejas que se referían a 
dilaciones se acercaban al año o lo superaban con creces, un 
retraso que sin ser comparable a la situación descrita en años 
anteriores, comenzaron a ser preocupante sobre todo en algunas 
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provincias que recogían la mayor parte de las solicitudes a nivel 
andaluz.

Es momento de recordar al respecto que el nuevo Decreto 
establece (artículo 19.3) en tres meses el plazo de resolución y de 
silencio administrativo para que pueda entenderse desestimada 
una solicitud. Por consiguiente, los plazos de resolución completa 
como los que se empezaron a detectar en las quejas presentadas, 
superaban con mucho las previsiones normativas aunque 
ciertamente implicaban una mejora respecto de la situación 
pasada.

4.2.2. Los años de la crisis económica.

Durante el año 2008 se comenzaron a recibir quejas remitidas 
por familias andaluzas que afirmaban carecer de medios económicos 
suficientes para satisfacer sus necesidades más básicas. En la 
mayoría de los casos estas familias eran usuarias de los Servicios 
Sociales Comunitarios, se encontraban inscritas en los distintos 
programas de intervención familiar, o de fomento del empleo, y 
por tanto se beneficiaban de las ayudas sociales dispuestas para 
situaciones de necesidad, y en especial las ayudas económicas de 
emergencia social, una de las más demandadas por estas familias.

Las situaciones más dramáticas, generadas como 
consecuencia de la crisis económica y financiera, se describen 
en otra parte de nuestros Informes Anuales de estos años, 
aquí tan sólo queremos dejar testimonio de una tipología de 
quejas que con el transcurso de los años se iban haciendo 
cada vez más habituales en esta Institución, sobre las que de 
momento únicamente cabían actuaciones puntuales, dada la 
heterogeneidad de situaciones que presentaban.
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Durante estos años, hemos venido realizando un tratamiento 
especial del Programa de Solidaridad de los Andaluces para 
la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad, debido al 
impacto que éste tiene en las situaciones producidas por la crisis 
económica. A medida que esta fue afectando y calando en nuestro 
tejido social, eran cada vez más las personas que acudían a él 
como único recurso para contar con unos ingresos mínimos de 
subsistencia.

Como quiera que la crisis ha seguido castigando de forma 
severa a los sectores sociales más vulnerables de nuestra 
sociedad, este Programa se convirtió en una herramienta muy 
importante, capaz de llegar a muchas personas y familias 
afectadas por las situaciones generadas por aquella y para las 
que esta ayuda sirve para subsistir en espera de que un cambio 
de las circunstancias, les haga salir de la situación de exclusión 
en la que se encuentran inmersas.

Esta situación de crisis económica ha supuesto un importante 
crecimiento de peticiones, así como que la Administración se haya 
visto obligada a aumentar los recursos para atenderlas sin que, en 
todos los casos, se haya percibido que la situación haya cambiado 
o mejorado para las personas demandantes.

En este sentido, casi sin excepción, en todas las consultas y 
quejas recibidas se ha planteado el tiempo excesivo de espera para 
el reconocimiento y/o la percepción de la ayuda.

Todo ello nos llevó en 2010 a incoar de oficio la queja 
10/2419, con la finalidad de investigar el funcionamiento del citado 
Programa de Solidaridad en este período, dirigiéndonos en demanda 
de información a la Administración competente, la entonces 
denominada Consejería para la Igualdad y Bienestar Social.
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En este año, casi sin excepción, en todas las consultas y 
quejas recibidas se planteaba el tiempo excesivo de espera para 
el reconocimiento y/o pago de la ayuda y es que, el excesivo 
lapso de tiempo entre la solicitud de la prestación y la resolución 
de la misma con el cobro pertinente, hacía que se desvirtuase 
su finalidad, que no es otra, al menos en el aspecto económico, 
sin olvidar las otras medidas dirigidas a la inserción social que su 
normativa reguladora prevé, que la de contribuir a la cobertura de 
las necesidades más esenciales de las personas que la solicitan, 
contemplándose para ello un Ingreso Mínimo de Solidaridad.

En el curso de tramitación de la queja citada, recibimos un 
informe de actualización de los datos correspondientes a 2010 
y 2011, siendo nuestra intención realizar un breve informe 
comparativo de un programa que contaba con bastantee demanda 
por parte los sectores sociales que peor lo estaban pasando en 
estos momentos.

Contábamos con un informe de 2009, en que se recogía datos 
de los años 2008 y 2009. Con los datos aportados en esta ocasión, 
pensamos que tendríamos un conocimiento bastante aproximado 
sobre su funcionamiento y sus carencias.

En referencia al presupuesto ejecutado en estos años, 
observamos que en el año 2008, en los inicios de la crisis 
económica, el crédito consolidado fue de 38.970.400 euros; en el 
año 2009 de 62.382.308 euros; en el 2010 de 64.009.838 euros, 
pasando en el 2011 a 77.947.770 euros.

Con esta información constatamos un crecimiento cuantitativo 
importante en el año 2009 con respecto a 2008, y en el año 2011 
con respecto al 2010, siendo el porcentaje de crecimiento de este 
último del 21,77%. Coincidía este periodo con el momento en que 



128 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

la crisis se manifestaba de forma más virulenta, con un fuerte 
crecimiento en las cifras de paro en el país. Por ello, resultaba 
previsible que se produjera un aumento significativo en las 
peticiones de acceso al Programa. Esto se sostenía en base a que 
el crecimiento presupuestario del 2008 sobre el año 2011, había 
sido del 100%.

Con respecto a la utilización de anualidades futuras, en 
el año 2011, se venía a decir que “desde el mes de julio se ha 
procedido a hacer uso de la “anualidad futura”. Esto se debía a que 
el fraccionamiento de la medida de Ingreso Mínimo de Solidaridad 
en seis pagos, tal y como se reflejaba en su Decreto regulador, 
obligaba a que los expedientes aprobados en las Comisiones de 
ese mes y en adelante, debieran realizar pagos en el ejercicio 
siguiente, con la consiguiente carga en el presupuesto del ejercicio 
2012.

Por las quejas recibidas en el 2011 sobre esta materia, 
deducimos que en el último trimestre se paralizaron las 
resoluciones de propuestas nuevas en base a las restricciones 
presupuestarias y al nivel de compromiso adquirido.

En relación al número de solicitudes, se había pasado de 
las 29.133 de 2008 a 43.953 de 2010, lo que suponía casi un 
incremento del 50%. Al mismo tiempo, se observaba que esta 
tendencia lejos de disminuir se incrementaba, por lo que los 
datos a 30 de septiembre de 2011 recogían el número de 36.678 
solicitudes presentadas, que realizando una estimación para el año 
completo superarían las 45.000 peticiones.

Con estos datos, veíamos que no solo era necesario el 
incremento de la cuantía económica destinada al programa, sino 
una mejor dotación de recursos humanos que viniera a paliar 



Defensor del Pueblo Andaluz • 129 

25 años del Programa de Solidaridad

los desequilibrios entre las distintas provincias a la hora de 
gestionarlo.

Otro indicador importante a tener en cuenta, era el tiempo 
medio de espera desde la presentación de la solicitud hasta su 
resolución y resoluciones resueltas en base al artículo 20 del 
Decreto. Otro factor a tener en cuenta eran las ayudas concedidas, 
las desestimadas y las que se archivaban por no completar datos 
después de su requerimiento.

En los datos aportados, vimos que existían 169 días de media 
para la tramitación de los expedientes en el año 2009, y se había 
pasado a 116 en el 2011. Suponía que se había producido un 
incremento en los refuerzos dirigidos a la gestión del programa, 
a pesar de las solicitudes presentadas, se había producido una 
reducción de 44 días.

Entre las provincias con mayor retraso que superaba la media 
de 2011 (116 días), se encontraban Cádiz con 239 y Sevilla con 
171 días. Al contrario, las que registraban los mejores datos en la 
gestión del programa estaban Jaén con 47 y Almería con 62 días.

El propio informe reconocía que existían atrasos importantes 
en algunas provincias, lo que había motivado un estancamiento en 
dicho plazo, que estaba en vías de solución.

Otro de los indicadores solicitados, fue el número de 
situaciones previstas de emergencia social y recogidas en el 
artículo 20, del Decreto 2/1999, en el que se contempla que «en 
situación de emergencia el Delegado/a Provincial podrá conceder 
el Ingreso Mínimo de Solidaridad con carácter provisional, y 
prosiguiendo el procedimiento previsto en la norma»: Se utilizó en 
35 ocasiones en el año 2010 y 66 en el 2011. Llama la atención 
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que las tres únicas provincias que lo utilizaron en el 2011 fueron 
Málaga (33), Granada (19) y Sevilla (13), que eran, junto con 
Cádiz, las que presentaban un mayor retraso en la resolución de 
los expedientes.

De nuestra investigación dedujimos que las posibles causas que 
llevaban a la utilización del trámite de urgencia de forma desigual 
en unas provincias y en otras, se debían a la aplicación de criterios 
distintos en éstas, la falta de información sobre el trámite desde los 
Servicios Sociales Comunitarios y en la valoración que del mismo 
hacían las Delegaciones Territoriales.

Aunque en opinión de la entonces Dirección General de 
Servicios Sociales y Atención a las Drogodependencias, las 
diferencias de gestión entre provincias, desde un punto de vista 
cualitativo, se explicaban por la gran variedad de matices, cuantía y 
circunstancias de índole demográfica y socioeconómicas existentes 
en cada provincia y que a consecuencias de la crisis económica 
habían venido desarrollándose de forma notable e imprevista.

Por otra parte, uno de los aspectos más importante para 
la inserción social eran las medidas dirigidas a la promoción 
del empleo y la integración laboral de los perceptores. Por 
ello, solicitamos información a este respecto, contestándonos 
el mentado Centro Directivo que esta vertiente o estaba aún 
desarrollada satisfactoriamente, aunque encontraba su actuación 
más lograda en el Programa SURGE, herramienta de desarrollo 
local que tenía como objetivo dinamizar, impulsar y coordinar 
actuaciones en materia de desarrollo y promoción socioeconómica 
de las Zonas con Necesidades de Transformación social. Desde 
el programa se aplicaban las medidas dentro de los planes de 
desarrollo local, ajustando éstas al territorio donde habitan 
personas en situaciones sociales difíciles. Por otro lado, debemos 
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tener en cuenta que las Zonas de Transformación Social se 
ampliaron en toda la Comunidad Autónoma hace unos años, 
para así concentrar todas las intervenciones de las distintas 
Administraciones. El programa se gestiona a través de Entidades 
Sociales y Federaciones creadas para esta finalidad.

A la vista de la información recibida, y reconociendo los 
buenos resultados del proyecto, consideramos que el número 
de beneficiarios, siendo importante, no llegaba al 20% de los 
demandantes del programa de solidaridad, no siendo por otra 
parte, todos los participantes de SURGE preceptores del IMS.

Por importante, no podemos dejar de remitirnos a la Resolución 
que emitimos en este expediente de queja de Oficio, en la que 
además de efectuar Recordatorio del deber legal de observar 
determinados deberes legales contenidos en los artículos 103.1 
de la Constitución; artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 
de marzo, del Estatuto de Autonomía para Andalucía; artículo 
5.1.d) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la 
Junta de Andalucía; art.19.3 del Decreto 2/1999, de 12 de enero 
y artículos 42.1 y 2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, esta 
Defensoría Recomendó formalmente y por primera vez que se 
implantase una renta básica que garantizase unas condiciones 
de vida digna y a recibirla, en caso de necesidad, conforme a la 
Ley que la regule, en desarrollo de lo previsto en el artículo 23, 
apartado 2 de nuestro estatuto de Autonomía.

Asimismo, Recomendamos que hasta tanto se ponga en 
marcha la Ley que regule la renta básica, tras el estudio de 
la demanda del Programa de Solidaridad y del incremento 
exponencial de solicitudes, desde el año 2008, se procediera, 
mediante los procedimientos legales oportunos, a ampliar la 
dotación presupuestaria del Programa de Inclusión Social 3.2.E, 
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previsto en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía para el año 2012, en la cuantía necesaria para que 
ninguna solicitud de las que se presenten, que reúna los requisitos 
legalmente exigidos, se quede sin atender.

Por otra parte, el derecho a una buena Administración en los 
términos que establezca la ley, consagrado en nuestro Estatuto de 
Autonomía, en su artículo 31, comprende el derecho de todas las 
personas a que sus asuntos sean resueltos en un plazo razonable.

Sin embargo, el carácter de prestación social que tiene el 
Programa de Solidaridad, con un procedimiento administrativo de 
tramitación que claramente estaba resultando totalmente ineficaz 
para los objetivos perseguidos, uno de los cuales era adecuar el 
concepto de Rentas Mínimas de Inserción a un nivel de protección 
asistencial allí donde la marginación y la desigualdad se hacen 
más patentes, y que requerían de una actuación no sólo eficaz, 
sino urgente, impedían en aquel momento que las personas 
solicitantes pudieran ver atendidas sus necesidades básicas con la 
urgencia que las situaciones requerían dado que,era la única ayuda 
económica de carácter social existente en aquel momento.

En consecuencia, recomendamos que se adoptasen las medidas 
necesarias para que los expedientes relativos al Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la de la 
Marginación y Desigualdad, en tanto subsista el mismo, en lo que 
atañe al reconocimiento del Ingreso Mínimo de Solidaridad, se 
resolvieran dentro de los plazos legalmente establecidos.

Para lo cual se deberían llevar a cabo las actuaciones oportunas 
de refuerzo de personal o de cualquier otra índole, especialmente 
en las provincias andaluzas en las que se acumulaba un mayor 
retraso en la tramitación y resolución de los expedientes.
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En lo que se refiere a las resoluciones del Programa de 
Solidaridad al amparo del artículo 20 del Decreto 2/1999, se 
venía produciendo un incremento no homogéneo en las distintas 
provincias, así como que existían provincias sin resolución alguna 
con cargo a este procedimiento, como eran Almería, Cádiz, 
Córdoba y Jaén, mientras se observaba en el año 2011 un notable 
incremento en las provincias de Málaga y Granada.

Por ello, entendiendo que las situaciones de emergencia 
podían ser cada vez mayores vinimos a recomendar que, en 
caso de que no existiera, se aprobasen instrucciones por parte 
de la Consejería, mediante la que se establecieran los criterios 
objetivos a tener en cuenta para la valoración de las situaciones 
de emergencia social.

De igual forma, en la misma se debería hacer constar que los 
informes que se elaboraran por los Servicios Sociales Comunitarios 
por vía de colaboración, tanto en los que se adjuntan a las 
solicitudes que por los mismos se remiten a las Delegaciones 
Territoriales, como los que se emitan previa solicitud de las 
Delegaciones, se hiciera constar expresamente si en la unidad 
familiar solicitante concurrían situaciones de emergencia social, 
para que el Organismo competente pudiera decidir la conveniencia 
de la tramitación conforme a lo previsto en el artículo 20 apartado 
1 del Decreto 2/1999.

Tras examinar la respuesta a esta resolución por parte de 
la citada Dirección General, pudimos concluir que, en líneas 
generales, se aceptaban las Recomendaciones formuladas, 
aunque no obstante, comunicamos que dada la importancia que, 
en la situación de persistencia de la crisis económica y de los 
efectos que estaba teniendo para muchas personas y familias 
de nuestra Comunidad, tenía el Ingreso Mínimo de Solidaridad 
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al haberse convertido para muchas de ellas en el único medio 
de subsistencia durante el plazo de su concesión, no pudimos 
sino insistir en el contenido de nuestras Recomendaciones, 
adelantando que seguiríamos llevando a cabo el seguimiento 
de las actuaciones puestas en marcha para solventar las 
disfuncionalidades y problemas detectados en el curso de 
tramitación del presente.

Pues bien, continuando con el relato de nuestras actuaciones en 
estos años, desde hace varios, veníamos asistiendo a una progresiva 
reducción de las ayudas públicas individuales y al creciente colapso 
de los servicios sociales, incapaces de atender, con los medios 
disponibles, las expectativas de la ciudadanía en general, y, en 
particular, de aquellos colectivos sociales en situación de mayor 
desprotección. Ello se había traducido en un claro empeoramiento de 
la cobertura pública de las necesidades sociales y en una reducción 
de la red de atención social.

Una de las peculiaridades de la actual crisis económica es que, 
no solo ha venido a deteriorar la situación de aquellas personas 
y familias que ya se encontraban en situaciones de exclusión o 
en riesgo de entrar en ella, sino que, además, ha propiciado que 
en el escenario del riesgo y la exclusión social aparezcan nuevos 
actores. Nos referimos a familias jóvenes, lastradas por un historial 
de pérdidas acumuladas de empleos, con problemas acuciantes 
de subsistencia al carecer de medios económicos y con hijos a su 
cargo; mujeres solas con cargas familiares; jóvenes desempleados 
en busca del primer empleo, con escasa formación y sin posibilidad 
alguna de incorporación al mercado laboral; familias normalizadas, 
con proyectos de vida bien estructurados y viables, arrastradas por 
la vorágine del desempleo, la acumulación de deudas, la pérdida 
de la vivienda y la aparición de problemas mentales, alcoholismo o 
drogadicción.
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El mayor drama de estos nuevos actores sociales de la 
exclusión no es su incorporación a las estadísticas de la pobreza 
o la marginación, sino su falta de recursos y habilidades para 
desenvolverse en esta nueva situación, lo que disminuye sus 
posibilidades de acceso a los medios y las ayudas que posibilitarían 
su reintegración social.

Pero, si el escenario puede ser terrible para las personas y 
colectivos que se incorporan por primera vez a esta situación, es 
aún peor para aquellos que llevan viviendo una “situación de crisis 
permanente” desde hace años y parecen instalados en ella. Nos 
referimos a los sectores tradicionalmente excluidos y marginados 
que han visto como se reducían las ayudas públicas que antes 
garantizaban su subsistencia o se ven abocados a repartir los 
escasos recursos con muchas mas personas. Son “los pobres 
entre los pobres” condenados en muchos casos a deambular de 
un lugar para otro en busca de los recursos que precisan para su 
subsistencia.

La generalización de la crisis y su larga duración ha llevado a 
las personas afectadas a recurrir para atender sus necesidades 
básicas a estrategias de subsistencia que comienzan con el recurso 
al apoyo de la familia, pasan por el trabajo en actividades de 
economía sumergida y culminan con la búsqueda de ayuda en las 
organizaciones sociales.

El hecho de que en este tránsito hacia la exclusión existan 
etapas exentas del control público o administrativo –apoyo 
familiar y economía sumergida- nos lleva a pensar que existe una 
ocultación relativa de la dimensión real de los problemas sociales 
generados por la crisis, mucho mayor de lo que reflejan las 
estadísticas oficiales, y una falta de visualización de esta realidad 
para una parte de la sociedad.
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Partiendo de esta situación resultaba preocupante comprobar 
los escasos medios que existían en aquellos momentos para 
equilibrar tales desajustes, y cómo ello afecta a los colectivos más 
vulnerables.

Uno de los escasos recursos disponibles, como venimos 
argumentando, era el Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad, al que han 
acudido para sobrevivir a los estragos de la crisis miles de personas 
y familias en todos los municipios de Andalucía, ya sea a través de 
los Servicios Sociales Comunitarios o directamente a través de las 
Delegaciones Territoriales de la Consejería de Igualdad, Salud y 
Políticas Sociales.

Sin embargo, la realidad de estos años, y especialmente la 
crudeza de la crisis, ha determinado que el programa sobreviva 
con una misión fundamentalmente asistencial y renunciando a 
sus objetivos de lograr la reinserción social, ya que las medidas 
necesarias para ello pivotaban sobre unos itinerarios de empleo 
que se han convertido en ilusorios.

Después de años de aplicación del programa, las carencias y 
deficiencias del mismo eran notorias y se veían agravadas por los 
efectos de una crisis económica que había multiplicado el número 
de solicitantes, desbordando las capacidades del sistema.

Así, era evidente que la inmediatez de la intervención social, 
que era una de las premisas de un programa destinado a solventar 
situaciones de emergencia social, había quedado sepultada por 
el marasmo de la lentitud burocrática y por la imposibilidad de 
resolver los procedimientos, no ya en los plazos normativamente 
previstos, sino ni siquiera en plazos aceptables para la demanda 
que atendían.
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También la suficiencia financiera del programa había quedado 
en entredicho después de años de verse continuamente 
superadas las previsiones presupuestarias por la realidad del 
incremento continuado en la demanda de ayudas. Una imprevisión 
presupuestaria que, no solo impedía atender con suficiencia 
las necesidades generadas cada año, sino que además parecía 
perpetuarse al repetirse inexorablemente un año tras otro.

Así, podíamos concluir que la realidad había venido a cercenar 
las ambiciones integrales e integradoras del Programa y en 
aquellos momentos, la norma subsistía a duras penas asentada 
sobre sus premisas mas asistenciales, huérfana de sus aspectos 
mas integradores y lastrada por sus deficiencias financieras y sus 
retrasos burocráticos.

Estos problemas crónicos de la insuficiencia presupuestaria 
y los retrasos en la tramitación de las solicitudes, como venimos 
relatando, habían llevado a esta Institución a acometer de oficio 
diversas quejas cuya finalidad no era otra que tratar de compeler 
a la Administración a adoptar medidas que, de una vez por todas, 
abordasen la realidad de estos problemas, dotando al programa 
de la suficiencia financiera necesaria y de los medios para agilizar 
la tramitación. Las Recomendaciones y Sugerencias dictadas 
en este sentido un año tras otro, aunque bien acogidas por la 
Administración, nunca acaban de dar los frutos pretendidos y las 
leves mejoras introducidas en el programa siguen sin resolver los 
problemas enquistados en el mismo.

Una de las últimas modificaciones introducidas por la 
Administración en el programa con la intención de atajar el 
endémico problema de los atrasos en la tramitación de los 
procedimientos había resultado a la postre tan inútil como las 
anteriores.
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Nos referimos a la publicación del Decreto-Ley 7/2013, de 30 
de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra 
la exclusión social, en el que se modificaba el Decreto 2/1999, 
estableciendo una reducción en el plazo previsto para resolver los 
procedimientos desde la presentación de la solicitud, que pasaba 
de tres a dos meses.

A pesar de que se preveía un refuerzo administrativo en 
aquellas Delegaciones Territorial con mayores cargas de trabajo 
para conseguir este objetivo, la realidad es que los resultados han 
sido muy pobres a partir de 2013, ya que esta Institución siguió 
recibiendo reiteradas quejas de ciudadanos cansados de esperar 
durante meses y meses la resolución de una solicitud de ayuda 
que se revelaba urgente al estar motivada por la absoluta falta 
de recursos. No obstante, hubo un incremento presupuestario 
importante en que llevo a acelerar el proceso de concesión, pero 
lejos de los dos meses previstos en el Decreto.

En relación al número de quejas recibidas por esta Institución 
por este programa en el período que comentamos, debemos decir 
que se ha producido un crecimiento exponencial en consonancia 
con el aumento de demandantes en los últimos años.

En cuanto a la tipología de quejas, el mayor porcentaje eran 
denuncias relacionadas con el retraso en la tramitación presentadas 
por personas impelidas por situaciones de precariedad absoluta. 
También fueron numerosas las quejas de personas disconformes 
con la denegación de su solicitud por incumplimiento de los 
requisitos establecidos normativamente. Muchas de estas quejas 
tenían que ver con los criterios para ser preceptores, que algunas 
personas consideran poco adaptados a la realidad actual y con 
el escaso uso de la posibilidad contemplada en el artículo 20 
del Decreto para situaciones de emergencia social. Además, 
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como consecuencia de la crisis, se daban situaciones que no se 
contemplaban en la norma.

Por todo ello, nuevamente en este año, abrimos de oficio la 
queja 13/1547, en el mes de febrero, a consecuencia esta vez 
de algunas quejas que recogían la paralización de los pagos en los 
primeros meses del año. En esta ocasión, junto a esta denuncia, 
nos centramos en las Recomendación segunda emitida del pasado 
año, a la que anteriormente nos hemos referido, y en la que 
hacíamos previsiones de un incremento notable en el número de 
solicitudes, como así fue, y en las disfunciones que ello podría 
producir en las resoluciones de 2013.

Trasladamos que la situación del Programa parecía debilitarse 
lejos de responder a nuestras demandas, de aumentar su cobertura 
e incrementar los fondos necesarios para su sostenimiento, ya 
que habíamos tenido conocimiento por varios perceptores del 
programa que venían recibiendo en estos meses el salario social, 
que se les había paralizado el pago en el mes de febrero, lo que 
parecía se debía a falta de liquidez de Tesorería o por motivos que 
desconocíamos.

Se nos vino a decir, en resumen que la tramitación del IMS 
era compleja, a lo que se añadía la documentación que también 
requería, y en muchos casos ello presentaba dificultades para las 
personas que habían de solicitar este ingreso.

Se argüía también el incremento considerable de expedientes 
en estos años y el incremento de su resolución lo que había 
supuesto un esfuerzo importante por parte de las Delegaciones 
Territoriales de la Consejería que habían destinado los recursos 
necesarios para dar respuesta adecuada a esta situación.
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Se concluía diciéndonos que nuestra Comunidad Autónoma 
contaba con un nuevo instrumento para hacer frente a la 
desigualdad, como era el Decreto-Ley 7/2013, de 30 de abril, de 
medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra la exclusión 
social en Andalucía. Con este instrumento se pretendía reforzar la 
red de seguridad para las personas y grupos más vulnerables y que 
pudieran situarse en condiciones de exclusión social.

En cuanto al Ingreso Mínimo de Solidaridad se reforzaba la 
obligatoriedad de adoptar medidas para dotar de mayor agilidad 
administrativa el procedimiento para la concesión del mismo hasta 
tanto se apruebe la normativa reguladora de la Renta Básica y, en 
consecuencia se modificaba el Decreto 2/1999, de 12 de enero, por 
el que se regulaba la creación del programa de Solidaridad de los 
Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
de Andalucía.

Para llevar a cabo esa agilización en la tramitación del salario, 
había una dotación económica extraordinaria de 44 millones de 
euros, que se añadían a los 70 millones con que ya contaba el 
Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Por último, se nos decía que “cabe esperar por tanto, 
que con las medidas contenidas en el Decreto se acotarán 
significativamente los tiempos de tramitación y de efectivo 
libramiento de las cantidades que conforman los diferentes salarios 
sociales de la unidades familiares solicitantes”.

En la valoración que hacíamos de esta queja, que abrimos en 
el mes de marzo y de la que recibimos información en octubre, 
partíamos de lo manifestado en la respuesta a nuestra resolución 
de 2012, donde se venía a asumir el compromiso de contar 
en esta legislatura con una normativa que regulase la 
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Renta Básica. Por otro lado, se reconocía la complejidad del 
programa y el incremento de demandantes en este año 2013, 
que superaba cualquier previsión realizada si se tomaba como 
referente los datos de años anteriores.

Ello no justifica que se hubiera realizado una proyección en este 
sentido o que ésta se hiciera tarde cuando los retrasos llegaban 
a ser significativos. Se justificaba diciendo que se había avanzado 
de forma considerable, y ello era cierto. Sin embargo, este avance 
quedaba desfigurado para muchos de nuestros reclamantes debido 
a la tardanza en la resolución de la petición. No era la agilidad 
administrativa un dato que pudiéramos destacar del Programa, a 
pesar de que hubiera existido intencionalidad con lo recogido en el 
Decreto-Ley 7/2013, ya que después de su publicación siguieron 
incumpliéndose los plazos, al menos en alguna provincias.

Mientras, los libramientos de presupuesto llegaron a finales 
de año y solo permitieron las resoluciones de las solicitudes 
presentadas hasta septiembre de ese mismo año. También es 
cierto que el esfuerzo de los 44 millones fue dirigido, casi en su 
totalidad, a fortalecer la gestión del programa.

En cuanto al número de solicitudes concedidas, creíamos que 
había existido una clara voluntad de mejorar y cubrir el mayor 
número posible de demandantes, pero los datos eran fiel reflejo 
de los efectos devastadores de la crisis en nuestra Comunidad 
Autónoma, por lo que resultaba necesario disponer de un 
incremento presupuestario mayor, en la medida de lo posible, y 
consolidado para años posteriores, ya que de no ser así estaríamos 
de nuevo ante situaciones parecidas a la vivida.

Consideramos que era necesario hacer proyecciones anuales 
previas con la suficiente antelación, evitando así situaciones 



142 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

como las pasadas durante varios meses del año, con suspensión 
de resoluciones y de pagos, al quedar éstas limitadas a los 
ingresos realizados por la Tesorería de la Consejería de Hacienda 
y Administraciones Públicas que a su vez lo eran al presupuesto 
consolidado y fijado en los Presupuestos Generales.

Por nuestra parte, existía el compromiso de seguir actuando 
en el seguimiento de este Programa, ya que como decíamos era 
una de las pocas herramientas eficaces que existen para atender 
las situaciones más desesperadas que vivían en esos momentos 
muchos ciudadanos y ciudadanas de Andalucía.

4.3. El Programa de solidaridad en la actualidad

Las quejas tramitadas en el año 2014 evidenciaban que 
persistían grandes problemas de disfuncionalidad en el Programa, 
muchos de ellos abordados en informes anteriores y que fueron 
trasladados a la Administración en aras a un mejor funcionamiento. 
Sin embargo, en este año los hechos que se nos describían en las 
quejas eran más desgarrados si cabe al haberse incrementado el 
número de familias que no podían hacer frente a los gastos básicos 
y tampoco podían acceder a otro tipo de prestaciones o no se les 
concedían en el momento que más lo necesitaban, produciéndose 
un proceso de espera que para muchos resultaba insoportable 
y muy doloroso, como vemos recogidos en expresiones como 
“carecemos de lo más básico”, “no tenemos para comer o cuando 
nos dan algo resulta insuficiente”, “mis hijos no prueban un yogur 
y solo comen caliente cuando lo hacen en el colegio, ya que no 
tengo ni luz ni gas”.

Asimismo, en este año, el número de personas que se habían 
dirigido a esta Defensoría manifestando su malestar por la 
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suspensión de la ayuda que ya venían percibiendo en esos meses, 
había sido significativamente mayor que en años anteriores, ello 
nos llevaba a considerar que estos hechos tenían que ver no solo 
con las dificultades de gestión del Programa, como se nos decía, 
sino con la gestión del Presupuesto Anual en el primer mes del año 
por la Administración Autonómica.

Ello, nos llevó a abrir de oficio la queja 14/1285. En ella 
hacíamos mención a la necesidad de incrementar los recursos 
humanos y económicos, mejorar los procedimientos y el 
cumplimiento de los plazos recogidos en la norma con el fin de 
que ninguna solicitud que cumpliera los requisitos quedara sin 
ser atendida por limitación presupuestaria, sobre todo por que 
las previsiones recogidas en la Ley de Presupuestos, a tenor del 
crecimiento de solicitudes, eran insuficientes cuando se venía 
arrastrando año tras año un elevado número de solicitudes que no 
se resolvían ante la falta de crédito.

Efectuada petición de informe a la Consejería competente, se 
nos informó de que los problemas surgidos en torno a los pagos 
correspondientes a las mensualidades de enero de 2014, habían 
existido de modo concreto y no generalizado tan solo en dos 
provincias, Huelva y Sevilla y que estas disfuncionalidades ya habían 
sido corregidas y no tenían por qué reaparecer en años sucesivos.

Con esta respuesta, y la información que se nos suministraba 
sobre la puesta en marcha de las diversas medidas normativas 
contempladas en los Decretos-Leyes 7/2013 y 8/2014, los hechos 
que dieron lugar a la incoación de la queja de oficio, habían 
quedado resueltos.

Sin embargo, en esta Institución se siguieron recibiendo 
un importantísimo número de quejas de la ciudadanía en 
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el ejercicio 2014 y primer cuatrimestre de 2015 relativas 
al retraso en el reconocimiento y pago de la medida del 
Ingreso Mínimo de Solidaridad (Salario Social), previsto en 
el citado Programa. Las situaciones que nos describían eran 
verdaderamente dramáticas, ya que en todos los casos, se nos 
decía que eran unidades familiares para las que el Salario 
Social suponía el único ingreso para su sostenimiento.

Admitidas las quejas a trámite, en la respuesta que se nos vino 
dando por parte de las Delegaciones Territoriales de la Consejería 
de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, se nos comunicaban las 
fechas de registro de entrada de las solicitudes presentadas, 
para a continuación informar que procederían a reconocer esta 
prestación por riguroso orden de entrada de los expedientes, sin 
que supiéramos la fecha aproximada en la que se informarían por 
parte de las Comisiones Provinciales de Valoración que son las que 
tienen que elevar la propuesta al órgano competente para resolver, 
y menos aún, la posible fecha de ingreso del pago en el supuesto 
de su aprobación.

Una vez recibida la preceptiva respuesta a las quejas 
individuales tramitadas, constatamos que hacía meses que no 
se venía reconociendo la concesión de esta prestación a 
ninguna de las solicitudes presentadas con posterioridad 
al mes de febrero del año 2014 y llegamos a una serie de 
Conclusiones que dieron lugar a que formuláramos a esa 
Consejería, Resolución de fecha 2 de febrero de 2015, del 
siguiente tenor literal:

“Recordatorio de los deberes legales recogidos en los 
preceptos citados en el cuerpo de la presente Resolución y a 
los que se debe dar inmediato y debido cumplimiento.
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Recomendación 1: para que sin más dilación que la 
estrictamente necesaria para la comprobación de los datos 
y requisitos previstos en la norma, se dicte resolución que 
ponga término al procedimiento de las personas afectadas, 
aprobando definitivamente el reconocimiento y concesión del 
Programa de Solidaridad a las solicitudes que hay en espera 
desde hace meses.

Recomendación 2: para que se adopten las medidas necesarias 
en lo que se refiere a la dotación de los medios materiales y 
personales a las Delegaciones Territoriales de esa Consejería, 
con la finalidad de que se resuelvan las solicitudes en espera 
que reúnan los requisitos exigidos, a la mayor brevedad y 
urgencia posibles y, las que se vayan presentando, en el plazo 
legalmente establecido de dos meses.

Recomendación 3: para que a lo largo del presente ejercicio 
económico y antes de que se agote la partida presupuestaria 
prevista para el Programa de Solidaridad de 2015, de ser 
necesario, se arbitre la dotación de los fondos suficientes 
para hacer frente a las solicitudes de acceso al Programa que 
se presenten en 2015, para lo que sería aconsejable tener en 
cuenta la evolución de la demanda de los años en los que se 
ha instalado la crisis económica, teniendo en cuenta que la 
aplicación presupuestaria con cargo a la que se reconoce y 
abona el Ingreso Mínimo de Solidaridad tiene la consideración 
de crédito ampliable, también con la finalidad de corregir el 
importante desfase que se viene arrastrando entre las solicitudes 
presentadas en cada ejercicio y el presupuesto anual con cargo 
al cual se abonan las mismas”.

Resolución que también hicimos extensiva a la Excma. Sra. 
Consejera de Hacienda en las cuestiones de índole presupuestaria.
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Pues bien, por la Dirección General de Servicios Sociales 
y Atención a las Drogodependencias, en respuesta a la 
Resolución aludida, entre otras cuestiones, se nos dijo que se había 
destinado un importe de 50.142.493,74 euros con la finalidad 
de dar respuesta a las solicitudes pendientes de 2014. En un 
escrito posterior, la Dirección General nos comunicaba que durante 
la primera semana de marzo de 2015, se celebraron nuevas 
comisiones de valoración, que resolvieron 10.879 expedientes que 
dieron lugar a la concesión del IMS a 8.685 solicitudes por importe 
de 20.329.608,63 euros.

Por su parte la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública contestó a nuestra Resolución diciéndonos, entre otras 
cosas, que el Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
se presenta como anteproyecto por la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública al Consejo de Gobierno, que lo aprueba como 
Proyecto de Ley. No obstante, resulta obligado recordar que la Ley 
que fija el presupuesto para cada año emana del Parlamento de 
Andalucía. Es por tanto el legislativo quien determina las partidas de 
gasto, correspondiendo al ejecutivo la ejecución del mismo, y en su 
caso la posibilidad de realizar algunas modificaciones presupuestarias 
tasadas dentro de los límites establecidos en la ley.

Pues bien, a pesar de que de la información recibida pudiera 
desprenderse que la problemática fundamental abordada en 
la queja podría estar en vías de solución, nada más lejos de la 
realidad, al menos en lo que atañe a las provincias de Sevilla 
y Cádiz, de las que seguimos recibiendo un gran número de 
quejas de personas solicitantes manifestando su desesperación 
por no saber nada de sus solicitudes de IMS, presentadas 
las más antiguas de ellas, entre los meses de febrero y 
marzo de 2014. A ello se unía los muchísimos comentarios que al 
respecto se nos hacían llegar por las redes sociales, describiendo 
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situaciones verdaderamente dramáticas y en los que se expresaba 
la desesperación de muchas de estas personas debido a la larga 
espera, en muchos casos de más de 14 meses, para recibir 
una prestación que les ayudase a subsistir. Además, 
cuando conocían que era un problema que no atañía a 
otras provincias.

Era una cuestión injusta entre ciudadanos y ciudadanas de unos 
territorios con respecto a otros en los que, en aquellos momentos, 
no afectaba la falta de liquidez. Podíamos decir, que el programa 
se encontraba bloqueado en dos provincias, Sevilla y Cádiz, lo que 
nos había llevado a realizar diversas gestiones y llamadas al órgano 
gestor para conocer las dificultades que entrañaba el Programa en 
estas provincias y que suponía la situación que hemos descrito de 
desigualdad territorial entre las personas solicitantes, con el fin de 
tener informada a la población perjudicada. Pudimos comprobar que 
el número de expedientes era superior en ambas provincias que en 
el resto de las otras, aunque el número de Comisiones de Valoración 
había sido el mismo en todas ellas.

De la respuesta que estábamos recibiendo en las quejas 
individuales que se nos habían presentado por personas solicitantes 
de ambas provincias, parece ser que los problemas detectados 
llevaban a situaciones que escapaban al órgano gestor por 
cuanto que a modo de ejemplo, en la Delegación Territorial de 
Sevilla había muchos expedientes pendientes desde el mes 
de febrero de 2014 que habían pasado ya por Comisión de 
Valoración y con propuestas favorables de resolución que, 
al parecer, se encontraban paralizados en la Intervención 
Delegada.

Sin embargo, con posterioridad, se daba la circunstancia 
de que aún cuando muchas de las solicitudes presentadas 
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correspondientes a los meses de febrero a junio de 2014, 
ya habían sido resueltas de forma definitiva, se había 
producido la paralización de su abono. En unas ocasiones 
esa interrupción del pago se había producido en el mes 
de mayo y en otras, en el mes de junio, desconociéndose 
por esta Defensoría, las causas de ello, más allá de los problemas 
conocidos atribuibles al cambio de la aplicación informática de 
gestión, del Programa Júpiter al Giro.

Entendíamos que los procedimientos de fiscalización de los 
expedientes estaban perfectamente determinados, siendo los 
mismos para todo el territorio, por lo que deseábamos conocer, 
mediante petición de informe a la Intervención General, 
cuáles eran los problemas que producían y que generaban 
tales diferencias territoriales y si se estaba abordando estas 
situaciones para poder responder con la agilidad necesaria que 
la situación de las personas que se dirigían a esta Defensoría en 
demanda desesperada de ayuda precisaba y que viniera a igualar 
en derechos a todos los ciudadanos y ciudadanas andaluces 
solicitantes de este Programa, sea cual fuere la Provincia en la que 
residan.

Pues bien, el Interventor General en su escrito de 
respuesta, en resumen nos decía lo siguiente:

“La Orden de 8 de octubre de 1999, es la que regula el pago 
del Ingreso Mínimo de Solidaridad establecido en el Decreto 
2/1999, de 12 de enero, en adelante IMS, y la Instrucción 
2/2002, de 3 de abril, de la Intervención General de la 
Junta de Andalucía, por la que se recopilan las Circulares, 
Instrucciones, Resoluciones y Comunicaciones vigentes. Esta 
Circular, ver página 7, declara en vigor la Circular n°2/1991.
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En el comienzo del ejercicio presupuestario 2015, con ocasión 
de la implantación del sistema GIRO se planteó diversa 
problemática en la tramitación de los expedientes de gasto 
de Ingreso Mínimo de Solidaridad. Esta problemática se 
abordó en una Instrucción enviada a todas la Intervenciones 
provinciales competentes. Es destacable que, en aras de una 
mayor agilidad contable, se decidió:

b) Mientras no se aborde por el órgano gestor competente 
la revisión de determinados aspectos de la regulación y 
configuración jurídica de la medida IMS, que esta Intervención 
General va a interesar de los correspondientes órganos de 
la Consejería afectada, no se exigirá la cumplimentación del 
Anexo de Terceros procediéndose a la Fiscalización ordinaria 
según lo descrito en la regla 6a de la Circular nº2/1991.”

Este Anexo de Terceros es cierto que se venia exigiendo solo 
en la Intervención Provincial de Sevilla y su no exigencia 
ha repercutido en una mejora en los tiempos de atención, 
incluyendo los tiempos de materialización de los pagos, que 
son competencia del ámbito de Tesorería. Esta mejora fue 
reconocida por los órganos gestores.

En cualquier caso se debe insistir en la oportunidad de una 
reforma normativa en esta materia que ya se apuntaba en 
esa comunicación y que será elevada próximamente a la 
Consejería competente una vez se materialicen las recientes 
reestructuraciones administrativas. Básicamente nos referimos 
a una serie de cuestiones clave, a plantear solo a título inicial 
y desde la perspectiva competencial de este Centro Directivo. 
Un examen exhaustivo aportará más elementos y asuntos 
a revisar. La manera de proceder a dicha revisión podrá 
determinarse a medio plazo.
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Examinados por la Intervención General los tiempos medios de 
fiscalización de los documentos contables relativos a la medida 
IMS en los ejercicios 2014 y 2015 (hasta el mes de julio), se 
comprueba que estos están dentro del plazo antes referido. 
Tan solo se observa una demora puntual en la provincia de 
Sevilla en los documentos AD de 2015, consecuencia de la 
implantación del sistema GIRO, este problema se encuentra 
actualmente en estudio para su inmediata solución.

En cualquier caso se realizará un seguimiento exhaustivo para 
lograr aminorar los tiempos medios de fiscalización, máxime 
sabiendo la importancia social del Programa de Solidaridad y 
de la medida IMS, especialmente en las provincias con mayor 
número de ayudas, como es el caso de Cádiz y Sevilla, dentro 
del conjunto de Andalucía. Debe tenerse presente que estas 
Intervenciones provinciales también son competentes en otros 
muchos programas/ayudas sociales de máxima prioridad.”

En vista de todo ello, a fin de profundizar más en las posibles 
causas de las funcionalidades del Programa en las Provincias de 
Sevilla y Cádiz, efectuamos visita Institucional a las Delegaciones 
Territoriales de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, 
en concreto a las Jefaturas de los Servicios de Acción e Inserción 
Social como órganos gestores y a las Intervenciones Delegadas 
de Sevilla, en el mes de julio, y Cádiz, en el mes de diciembre de 
2015.

No obstante, antes de proceder a efectuar la valoración 
final que nos ocupa sobre la problemática y disfuncionalidades 
del Programa de Solidaridad que recoja el fruto de nuestra 
investigación, nos propusimos visitar también el resto de las 
cinco Delegaciones Territoriales que quedaban por abordar, con 
la finalidad de tener una visión de conjunto sobre la gestión, 



Defensor del Pueblo Andaluz • 151 

25 años del Programa de Solidaridad

tramitación y pago de esta prestación en todo el territorio andaluz, 
a las que se les planteó una serie de cuestiones predeterminadas 
plasmadas en un cuestionario, cuyo resultado y para su mejor 
exposición intentaremos aglutinar, en aquellas cuestiones que 
sea posible, en torno a lo dispuesto en el articulado del Decreto 
2/1999, de 12 de enero, regulador del Programa de Solidaridad 
de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la 
Desigualdad en Andalucía, debiendo tenerse en cuenta que muchas 
de ellas están relacionadas entre sí.

4.3.1. Algunos datos numéricos

Número de solicitudes presentadas en 2015, reconocidas, 
denegadas y en espera

Por cada una de las Delegaciones Territoriales, se nos 
suministraron los datos globales de las solicitudes presentadas 
en el año 2015, desglosando el número de las denegadas: para 
su mejor visualización utilizaremos los cuadros estadísticos que 
elabora y publica la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales 
respecto del Programa de Solidaridad en su página web 
www.juntadeandalucia.es/export/drupaljda/ 
informe_web_de_2015.pdf
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Como puede verse, el número de solicitudes difiere bastante 
de unas provincias a otras, lo cual tiene incidencia en la gestión 
y tramitación de las mismas en las diferentes Delegaciones 
Territoriales como veremos a lo largo del presente documento, 
fundamentalmente en cuanto al tiempo de tramitación, gestión, 
reconocimiento, fiscalización y pago.

Sevilla es la provincia en la que más solicitudes del Programa de 
Solidaridad se presentan (13.010), seguida de Málaga (7.504) y Cádiz 
(6.721), muy igualadas en el número Córdoba (5.691), Granada 
(5.413) y Jaén (5.013), les sigue Almería (4.007) y a bastante más 
distancia y con el menor número de ellas, Huelva (2.069).

Como puede verse, los meses en los que se presentaron un 
número mayor de solicitudes fueron marzo, febrero y abril.

SOLICITUDES PRESENTADAS POR PROVINCIA Y MES (EJERCICIO 2015)

Provincia Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Ago Sep Oct Nov Dic Total

Almería 353 441 472 374 387 288 213 201 302 414 313 249 4.007

Cádiz 714 952 872 637 632 576 458 284 243 450 491 412 6.721

Córdoba 562 608 760 541 481 554 374 259 377 439 372 364 5.691

Granada 488 594 564 633 537 427 392 264 310 428 409 367 5.413

Huelva 180 288 236 215 145 120 112 85 193 180 167 148 2.069

Jaén 499 520 607 585 619 503 365 222 210 333 302 248 5.013

Málaga 744 921 1.003 896 626 597 493 325 400 548 488 463 7.504

Sevilla 1.193 1.445 1.445 1.180 1.286 1.091 998 710 792 1.154 990 726 13.010

Total 4.733 5.769 5.959 5.061 4.713 4.156 3.405 2.350 2.827 3.946 3.532 2.977 49.428

Cuadro número 1
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En cuanto al histórico de solicitudes presentadas, podemos 
observar que se ha ido produciendo un aumento constante de 
las mismas, desde 2008, años en los que venimos padeciendo la 
crisis económica, produciéndose el pico más alto en el año 2014 
que alcanzaron un número de total 70.661, si bien esto representó 
solo un 7,22% más de solicitudes respecto de 2014, alcanzándose 
el mayor aumento exponencial en el año 2013, que supuso un 
18,87% más de solicitudes que en 2012. En 2015 decrecen hasta 
las 49.428, lo que suponen un -30,05% que en 2014.

La explicación que puede darse a la bajada importante del 
número de solicitudes del Programa de Solidaridad, pudiéramos 
tenerla en la respuesta que nos envió en su día la Secretaría 
General de Servicios Sociales y Atención a las Drogodependencias, 
a la ultima de las recomendaciones que efectuamos en nuestra 
Resolución de fecha de 2 de febrero de 2015, y es que desde 
finales de 2014 se estaban desarrollando una serie de medidas o 
aprobado un conjunto de programas destinados a personas que 
tenían un perfil similar a las beneficiarias del IMS. Así el Decreto-
Ley 9/2014, de 15 de julio, por el que se aprobó el Programa 
Emple@30+, que iba a tener incidencias en las unidades familiares 
beneficiares del IMS, ya que las mismas tenían prioridad para 
el acceso a este Programa. Era difícil en aquella fecha medir la 

SOLICITUDES PRESENTADAS (HISTÓRICO 2008-2015)

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Solicitudes 
presentadas

2.134 41.043 43.955 51.222 55.441 65.901 70.661 49.428

Variación % 
ejercicio ant.

- 40,88% 7,09% 16,53% 8,24% 18,87% 7,22% -30,05%

Cuadro número 2
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incidencia definitiva de este Programa en el presupuesto disponible 
para el IMS, pero se nos decía que parecía evidente que sí iba a 
producirse un impacto, ya que al iniciar el contrato de trabajo estas 
personas dejarían de percibir la prestación.

También se citaba la contratación de personas con cargo al 
Programa Extraordinario de Ayuda a la Contratación, aprobado por 
Decreto-Ley 8/2014, de 10 de junio, de Medidas Extraordinarias y 
Urgentes para la Inclusión Social a través del Empleo y Fomento de 
la Solidaridad en Andalucía, que también iba a afectar al IMS, ya 
que muchas personas contratadas con cargo al referido Programa 
Extraordinario serían también potenciales beneficiarios del IMS.

Finalmente una tercera prestación que iba a tener incidencia, 
aunque imposible de cuantificar en aquella fecha, era el Programa 
de Activación para el Empleo (PAE) regulado por el Real Decreto-
Ley 16/2014, de 19 de diciembre.

Respecto de las solicitudes resueltas en 2015 en las distintas 
provincias, según el cuadro 3, fueron en total 73.319, de las que 
23.891 correspondían al ejercicio, o ejercicios anteriores. Esta 
cuantía, se extrae de la diferencia entre el número de solicitudes 
resueltas en 2015 y el número de solicitudes presentadas (73.319 
– 49.428 = 23.891).

Este dato vuelve a corroborar lo que ya sabíamos, por venirse 
produciendo desde hace ya algunos años y es que con gran parte 
del dinero presupuestado para cada anualidad para el Ingreso 
Mínimo de Solidaridad, se va a abonar solicitudes que quedan 
pendientes del Programa de Solidaridad correspondientes al año 
inmediatamente anterior, quedando un importante número de 
solicitudes de cada año pendiente de reconocimiento y abono al 
haberse agotado el presupuesto de ese ejercicio y teniéndose 
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que recurrir al presupuesto de anualidad futura, para poder 
proceder al reconocimiento y pago de la totalidad de las solicitudes 
presentadas, las cuales quedan en espera para su tramitación 
hasta el siguiente ejercicio, por tal causa, ocasionando todo ello 
que se vaya arrastrando un muy importante déficit anual.

Las consecuencias derivadas de estas circunstancias, han 
venido suponiendo hasta este año 2016, de una parte, un 
retraso en el reconocimiento y pago del IMS, en el mejor de 
los casos, de diez a doce meses y, de otra, el gran volumen, 
miles de solicitudes, en espera de resolución hasta que no 

SOLICITUDES RESUELTAS (EJERCICIO 2015)

Concedidas Denegadas Otras Resueltas7

Almería 3.355 561 2.145 6.061

Cádiz 5.015 2.187 1.320 8.522

Córdoba 6.936 901 1.513 9.350

Granada 6.200 481 1.403 8.084

Huelva 1.861 234 678 2.773

Jaén 5.295 735 1.001 7.031

Málaga 8.098 1.347 1.443 10.888

Sevilla 14.896 1.809 3.905 20.610

Total 51.656 8.255 13.408 73.319

Cuadro número 3

7. El concepto de “Solicitudes resueltas” engloba a todas las solicitudes, presentadas en ese ejercicio o 
pendientes de ejercicio anterior, que han tenido una resolución ya sea de estimación, desestimación o 
cualquier otra prevista en el Decreto 2/1999.
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hubiera consignación presupuestaria que garantice y habilite su 
reconocimiento y posterior pago.

En todas las Delegaciones Territoriales de Igualdad y Políticas 
Sociales visitadas, nos confirmaron tener un número importante 
de solicitudes de 2015 pendientes de tramitar y en espera del 
presupuesto de 2016.

En cuanto a la fecha en que se ha quedado parado el 
reconocimiento de solicitudes de 2015, por no haber disponibilidad 
presupuestaria, y por qué fecha se va valorando actualmente en 
comisión de valoración, prácticamente en todas las Delegaciones 
Territoriales se quedó parado el reconocimiento del IMS, en las 
presentadas en el mes de agosto de 2015, con alguna excepción 
en la que se quedaron pendientes las presentadas en septiembre 
y esperaban que en entre los meses de abril o mayo de 2016 
pudieran tener terminadas de valorar y resolver todas las 
solicitudes que había pendientes de 2015.

Como fácilmente se deduce de esta información, en el último 
año, el tiempo mínimo que media desde que se presenta una 
solicitud de reconocimiento de IMS, hasta que se valora en 
Comisión es de seis meses (las de agosto de 2015 se han valorado 
en febrero de 2016), aunque en este año 2016 este plazo se ha 
visto reducido.
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4.3.2. Análisis de la aplicación del Decreto 2/1999, 
de 12 de enero, por el que se regula la creación del 
Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
erradicación de la marginación y la desigualdad

4.3.2.1. Capítulo I. Las Disposiciones Generales

La crítica común y compartida por todas las Delegaciones 
Territoriales es que han trascurrido ya más de diecisiete años desde 
la aprobación del Decreto 2/1999, por lo que ha devenido obsoleto 
al no adaptarse a la realidades sociales actuales, planteándose 
muchas situaciones que no se pueden resolver.

El cambio de perfil que se ha producido en las personas 
solicitantes, en la actualidad muchas personas y familias 
normalizadas, incluso trabajadores pobres, todo ello a 
consecuencia de los efectos de la crisis económico-financiera que 
venimos padeciendo desde 2008, cuyos rasgos más característicos 
ha sido el gran aumento del paro y el mantenimiento de un 
alto volumen de desempleo, el crecimiento del empleo precario 
y el recorte o estancamiento del gasto social, apareciendo así 
nuevas bolsas de pobreza, dista mucho en la actualidad de los 
inicialmente concebidos como colectivos necesarios de atención 
por este Programa, pues con el mismo se pretendía procurar 
poner los medios para la erradicación de la marginación y la 
desigualdad en Andalucía, estableciendo medidas con clara 
vocación insertora dejando, en último término, las de carácter 
puramente asistencial, todo ello entendido en la lucha contra la 
exclusión social.

De ahí, por ejemplo, la previsión de la suscripción de un 
compromiso de inserción, cuyos aspectos objeto de regulación, 
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tienen mucho más que ver con los conceptos clásicos de 
marginación y exclusión social que con los posteriores de 
vulnerabilidad y de riesgo de exclusión, en los que la dimensión 
socioeconómica tiene un gran protagonismo.

Por otra parte, la regulación que contiene esta norma, en sí 
misma, excesivamente general y también plagada de conceptos 
jurídicos indeterminados que no han dado lugar a un desarrollo 
normativo posterior que los concrete o aclare, ha dado lugar a la 
necesidad de recurrir a otras normas para su interpretación y mejor 
adaptación a la variada casuística en la que se puede encontrar la 
persona solicitante y su unidad familiar.

Todo ello ha tenido como consecuencia que los órganos 
gestores provinciales hayan adoptado sus propios criterios de 
interpretación y actuación conforme a los mismos por cuanto que, 
de otro modo, este Programa no sería posible de gestionar, lo que 
da lugar a que se produzcan grandes desigualdades territoriales 
en cuanto a la gestión, según sean los criterios adoptados en una 
u otra provincia y, lo que es más grave, que directamente incide 
en las personas solicitantes y potenciales beneficiarias según sea 
el territorio en el que residan, todo lo cual, a nuestro juicio pone 
en cuestión los principios de igualdad y de seguridad jurídica 
consagrados en el artículo 9 de nuestra Norma Suprema, como a 
continuación veremos.

4.3.2.1.1. Las personas beneficiarias (art.2) y la unidad 
familiar (art.3)

«Serán beneficiarios del citado Programa las unidades 
familiares que cumplan los siguientes requisitos:
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a)  Estar constituidas de forma estable, con un año de 
antelación, como mínimo, a la fecha de la presentación de 
la solicitud, salvo en los casos de matrimonio, nacimiento 
de hijo o adopción, y ruptura familiar suficientemente 
acreditada.

b)  Estar todos sus miembros empadronados como residentes 
en un mismo domicilio, ubicado en un municipio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, al menos con un año 
de antelación a la fecha de presentación de la solicitud. 
No obstante, podrán admitirse excepciones a la residencia 
continuada cuando estén motivadas por causas de trabajo o 
análogas, así como por fuerza mayor.

c)  Disponer de unos recursos mensuales inferiores a la 
cuantía del Ingreso Mínimo de Solidaridad, calculada 
conforme establece el artículo 6.1 del presente Decreto, 
si bien tomando como referencia el Salario Mínimo 
Interprofesional vigente en la fecha de presentación de la 
solicitud.».

«1. Se entenderá por unidad familiar la constituida por dos 
o más personas que, conviviendo efectivamente en un mismo 
domicilio, estén relacionadas entre sí:

a)  Por matrimonio u otra relación análoga debidamente 
acreditada.

b)  Por lazos de parentesco por consanguinidad o por adopción 
hasta el segundo grado. 
 
El parentesco se computará en relación con el firmante de 
la solicitud, salvo en caso de matrimonio o relación análoga, 
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en que se contará indistintamente desde cualquiera de los 
cónyuges o miembros de la pareja.

2. Se estimará que una única persona constituye unidad familiar 
en los siguientes casos:

a)  Cuando sea mayor de 25 años y viva sola.

b)  Cuando alcance la mayoría de edad, habiendo estado 
previamente bajo la tutela de la Junta de Andalucía.

3. Sin perjuicio de su consideración como miembros de sus 
respectivas unidades familiares, no podrán conformar unidades 
unipersonales, ni ser destinatarios de las acciones previstas en el 
Programa de Solidaridad:

a)  Las personas mayores de 65 años.

b)  Las personas que no sean ciudadanos de la Unión 
Europea.

c)  Las personas internas en prisión, salvo que se acredite 
documentalmente que ser beneficiario del Programa de 
Solidaridad es una condición para acceder al régimen 
abierto, según la legislación penitenciaria.».

Como vemos, quienes se consideran beneficiarios de este 
programa, son las unidades familiares que reúnan una serie de 
requisitos, que podemos resumir en su constitución estable como 
tal y empadronamiento conjunto de todos sus miembros en un 
mismo domicilio en un municipio andaluz, todo ello con un año de 
antelación a la fecha de la solicitud, junto con el no superar una 
cuantía determinada de ingresos.
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Este precepto, ha de ser integrado con el siguiente, en el que 
se define el concepto de unidad familiar. Para la comprobación del 
cumplimiento de estos requisitos, no podemos sino remitirnos a los 
medios y formas para su acreditación, lo que ocasiona no pocos 
problemas a los órganos de gestión. A continuación se expone la 
diversa problemática con la que nos hemos encontrado y que se 
plantea en todas las Delegaciones Territoriales siendo la de las 
personas solas mayores de 25 años, la de las parejas de hecho, 
las unidades de convivencia en el mismo domicilio y las familias 
monoparentales. En todos estos casos el problema es que hay que 
determinar la unidad familiar por el padrón de habitantes, que es 
el que da derecho a acceder a una ayuda social. Así se nos dice 
el excesivo valor que tiene la certificación padronal única que se 
concreta en los certificados de empadronamiento histórico colectivos.

Una de las cuestiones que se plantea en este sentido es el caso 
de las personas mayores de 25 años a las que se les exige que 
vivan solas para poder ser consideradas unidades familiares con 
derecho a percibir el IMS, en caso de que cumplan el resto de los 
requisitos.

Se da la circunstancia de que precisamente muchas veces, 
estas personas se quedan fuera de la cobertura del Decreto 
2/1999, pues no pueden acreditar vivir solas con un año de 
antelación. Es el caso por ejemplo de personas que se alojan 
en una habitación de un piso compartido mediante pago, sin 
mediar ninguna relación de parentesco con los otros ocupantes. 
Esta solución habitacional no es nueva, aunque sí se ha puesto 
de manifiesto con una mayor relevancia a raíz de la tan traída y 
llevada crisis económica.

Este problema se viene solucionando con la acreditación de 
que se tiene un contrato de alquiler por habitación, cosa a la 
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que los propietarios de viviendas que llevan a cabo esta práctica, 
suelen ser reacios por lo que ello pudiera conllevar de obligaciones 
fiscales.

Otro supuesto que pone de manifiesto la enorme casuística 
que nos podemos encontrar, sobre las que el Decreto 2/1999 
no dice nada, es el de las personas sin hogar, colectivo este que 
debería ser objeto, si cabe, de una mayor protección, puesto que 
a nuestro juicio entraba de lleno en el perfil de personas a las que 
iba destinado tanto el Decreto 400/1990 como en el actualmente 
vigente. Teniendo en cuenta la alta movilidad territorial de 
éstas y la situación de exclusión en la que se encuentran al vivir 
literalmente en la calle, serían candidatas a no poder acceder al 
IMS por incumplimiento de los requisitos. El caso es que, a las 
personas más excluidas que viven en soledad y sin habilidades 
sociales, el Decreto no las ampara.

Sin embargo, el personal de los órganos de gestión del 
conocido salario social, tal como nos consta, altamente 
sensibilizados ante estas situaciones, suelen solventar la cuestión 
pidiendo un certificado de empadronamiento histórico para ver que 
tienen vecindad en Andalucía y también informe de los Servicios 
Sociales Comunitarios sobre la atención que se les da o sobre la 
entidad del Tercer Sector que se le atiende, al menos así se nos 
dijo en una concreta Delegación Territorial.

Otra cuestión en cierto modo relacionada con todo ello, es 
de las personas solicitantes que viven en viviendas gestionadas 
por entidades del Tercer Sector como dispositivos de atención 
de determinados colectivos, como pueden ser pisos de acogidas, 
comunidades terapéuticas para tratamiento de enfermedad o 
adicción etc.; en estos casos, en alguna Delegación Territorial se 
nos dijo que pedían informe a la Organización de que se trate, 
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de que el IMS va a apoyar su salida del recurso y permitir la 
incorporación social fuera del mismo.

Sin embargo, estas decisiones creemos que en ausencia de 
norma expresa que haya interpretado o completado el Decreto 
2/1999 a este respecto, pudiera considerarse de buena voluntad 
por parte de los Servicios de gestión de las Delegaciones 
Territoriales y hemos de decir al respecto que en solo una de 
ellas se nos habló de toda esta problemática, desconociendo esta 
Defensoría si hay instrucciones conjuntas en el mismo sentido 
elaboradas por los Servicios Centrales o cada Delegación adopta 
sus propios criterios para solventar la situación y problemática que 
se les plantee.

Otra consecuencia de la crisis económica ha sido el que en 
la vivienda de origen de los abuelos, a causa de la pérdida de la 
vivienda y el empleo por parte de los hijos, estos han retornado 
con sus propias familias nucleares a vivir con sus padres, al 
domicilio familiar, es decir, varias unidades de convivencia en 
el mismo domicilio, circunstancia esta que les perjudica a la hora 
de poder acceder a esta prestación.

Ello, por cuanto que, por un lado, el Decreto les exige el 
empadronamiento de todos los miembros de la unidad familiar 
solicitante en un mismo domicilio con un año de antelación a 
la solicitud y como en estos supuestos que comentamos, en la 
misma vivienda cohabitan dos o tres núcleos familiares ligados 
entre sí por relación de parentesco de hasta el segundo grado, 
se contabilizan los ingresos de absolutamente todos ellos, 
para valorar si se tienen derecho a acceder al IMS por nivel de 
ingresos, con lo que se da la paradoja de que muchas de estas 
familias jóvenes o de mediana edad, las más de las veces con 
personas menores a cargo y que más necesitan acceder a esta 



164 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

prestación para subvenir sus necesidades básicas, se quedan 
fuera de cobertura de la misma o acceden a ella en una pequeña 
cuantía puesto que se contabilizan como recursos computables, 
por ejemplo, los ingresos de trabajo o la pensión de los padres/
abuelos y los ingresos de otros miembros de la familia extensa 
que conviva en el mismo domicilio, como puede ser también los 
de los hermanos.

No obstante, en el caso de dos familias compartiendo el mismo 
domicilio y que acrediten que no tienen relación de parentesco 
alguna, se les puede conceder a las dos, siendo esta práctica la 
que se viene siguiendo.

Estos tipos de situaciones distintas, creemos que son 
verdaderamente injustas, por cuanto que parece que se atribuye 
a la solidaridad familiar la obligación de tener que solucionar o 
paliar la carencia de recursos necesarios y básicos en la que se 
encuentran muchas unidades familiares, produciéndose situaciones 
verdaderamente dramáticas, como bien conoce esta Defensoría a 
través de las quejas individuales que tramita.

Otro problema que se plantea es el de la acreditación de las 
parejas de hecho no inscritas en el Registro de Parejas de 
Hecho, ya que la norma dice en su artículo 3, 1 a), «Se entenderá 
por unidad familiar la constituida por dos o más personas 
que, conviviendo efectivamente en un mismo domicilio, estén 
relacionadas entre sí: a) Por matrimonio u otra relación análoga 
debidamente acreditada». Tienen claro que no pueden exigir 
que se inscriban en el Registro de Parejas de Hecho previsto en 
el artículo 6 de la Ley 5/2002, de 16 de diciembre, de Parejas 
de Hecho de Andalucía, si no quieren dado que la inscripción en 
el mismo es voluntaria y a petición o solicitud de las personas 
interesadas.
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Esta inscripción registral producirá ante las Administraciones 
Públicas de Andalucía la presunción de convivencia de los 
miembros de la pareja de hecho, salvo prueba en contrario. Con 
la inscripción en el Registro, las parejas de hecho gozarán de 
todos los derechos que les confieren los ámbitos municipales y 
autonómico dentro del territorio andaluz, por lo que el problema 
se plantea cuando las parejas no están inscritas es el de la 
acreditación de este tipo de relación, así como de la convivencia 
efectiva en un mismo domicilio.

Dada la gran problemática que se generaba y las múltiples 
consultas al respecto, los Servicios Centrales de la Consejería 
enviaron unas instrucciones que son las que se vienen siguiendo, 
para valorar las unidades familiares constituidas por parejas 
de hecho no inscritas en los registros oficiales como tales. 
Obviamente, esto es importante a la hora de computar los 
miembros de la unidad familiar para fijar el importe del IMS a 
percibir.

Así se ha establecido por estas Instrucciones que se les 
ha de pedir para la acreditación de pareja de hecho, la misma 
documentación que se exige para la Inscripción en el Registro 
oficial de Parejas de Hecho: empadronamiento conjunto mínimo de 
un año, estabilidad previa a la solicitud y otras certificaciones de 
situación similar o asimilada a pareja de hecho, que conste en otro 
registro oficial y certificación de estado civil.8

8.  Decreto 35/2005, de 15 de febrero, por el que se constituye y regula el Registro de 
Parejas de Hecho. Artículo 5. Requisitos de inscripción y casos de cancelación. 
1. Para la inscripción de una pareja de hecho deberán acreditarse documentalmente las 
siguientes circunstancias:

a) Identificación personal. 
b) Estado civil. 
c) Ser mayores de edad o menores emancipados. 
d) No estar incapacitados judicialmente. 
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De los requisitos que establece esta instrucción para su 
acreditación, uno de ellos es el más difícil y es el de la convivencia 
por más un año. En este supuesto, en caso de que no conste en la 
inscripción padronal uno de los miembros de la pareja, se requiere 
un certificado ante funcionario público, normalmente los Servicios 
Sociales, para lo que en alguna Delegación Territorial han elaborado 
un modelo a rellenar por los Servicios Sociales Comunitarios 
para la acreditación de la convivencia de estas parejas con el 
año de antelación. En el caso de que sean personas solicitantes 
reincidentes, en esta misma Delegación Territorial, esta convivencia 
se certifica en el propio Servicio de Acción e Inserción Social en base 
a los antecedentes que ya obran allí de otras solicitudes del Salario 
anteriores.

También se interpreta y presume que hay esa convivencia 
estable de más de un año, en caso de que haya hijos comunes de 
más de esa edad, y así conste en el Libro de Familia.

En otra Delegación Territorial se nos decía que, en el supuesto 
que aludíamos relativo a que el año estable de la convivencia 
hay muchas familias que no lo cumplen, estos expedientes 
se llevaban meses y meses paralizados pues, en su caso, la 
Intervención Provincial exigía la acreditación de la relación análoga 
al matrimonio, mediante certificación de más de un año de 
empadronamiento juntos y libro de familia en común.

e) No estar ligados con vínculo matrimonial, ni formar pareja estable no casada con otra 
persona, ni ser pareja de hecho anteriormente inscrita en el Registro o en cualquiera de 
los Registros de uniones o parejas de hecho creados por los municipios de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, sin que conste inscripción de baja por disolución de la pareja de 
hecho. 
f) Tener residencia habitual, al menos uno de los miembros, en cualquier municipio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 
g) No ser parientes en línea recta por consanguinidad o adopción ni colaterales por 
consanguinidad en segundo grado. 
h) Declaración de voluntad de constituir una pareja de hecho).
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Esta problemática se complica en el caso de uniones de hecho 
en las que uno de los miembros de la pareja sea extranjero. 
En este caso no se puede dar el IMS solo a uno de los miembros 
de la solicitud y al que sea de nacionalidad española, debiendo 
exigirse la acreditación de la unión de hecho, tal como se ha 
explicado antes, como si se fueran a inscribir en el Registro oficial 
que las regula, lo que obliga a las personas extranjeras a presentar 
documentación oficial que, en muchos casos, les obliga a ir a sus 
países de origen para conseguirla y además de que para su validez 
oficial han de venir con la denominada “Apostilla de la Haya”9

A nuestro juicio, todo esto carece de mucho sentido por las 
molestias y gastos que ello genera, teniendo en cuenta que el IMS 
se trata de una prestación que, en el mejor de los casos y a lo 
sumo, va a alcanzar el 100% del Salario Mínimo Interprofesional.

Enlazando con estas última cuestión, se plantea el supuesto 
de que las personas solicitantes sean extranjeras, siendo 
la situación diferente según se trate de una de una de las dos 
provincias Andaluzas en las que hay mayor presencia de personas 
trabajadoras extranjeras.

Al respecto, el artículo 3, 2 b) del Decreto 2/1999, establece 
que «Sin perjuicio de su consideración como miembros de sus 
9.  El trámite de apostilla consiste en colocar sobre un documento público, o una 
prolongación del mismo, una Apostilla o anotación que certificará la autenticidad de la 
firma de los documentos públicos expedidos en un país firmante del XII Convenio de La 
Haya, de 5 de octubre de 1961, por el que se suprime la exigencia de Legalización de 
los Documentos Públicos Extranjeros que deban surtir efectos en otro país firmante del 
mismo. Es en el Real Decreto 1497/2011, de 24 de octubre, por el que se determinan los 
funcionarios y autoridades competentes para realizar la legalización única o Apostilla prevista 
por el Convenio XII de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, de 5 
de octubre de 1961. Así, los documentos emitidos en un país firmante del Convenio que 
hayan sido certificados por una Apostilla deberán ser reconocidos en cualquier otro país del 
Convenio sin necesidad de otro tipo de autenticación. 
http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/tramites-gestiones 
personales/legalizacion-unica-apostilla.
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respectivas unidades familiares, no podrán conformar unidades 
unipersonales, ni ser destinatarios de las acciones previstas en el 
Programa de Solidaridad: b) Las personas que no sean ciudadanos 
de la Unión Europea».

Así, en Almería hay un alto porcentaje de personas extranjeras 
que solicitan esta prestación, dadas las características económicas 
de los campos de cultivo de la provincia ya que hay un número 
muy importante de trabajadores temporeros extranjeros, muchos 
de ellos no comunitarios, los cuales, en principio, no pueden ser 
solicitantes.

La cuestión en parte se resuelve, en el supuesto de que si bien 
los padres no sean ciudadanos de la Unión Europea, uno o más de 
sus hijos sean españoles, en cuyo caso sí se se puede conceder el 
IMS a la unidad familiar y así se viene haciendo.

Este es un problema al que no es ajeno esta Defensoría, 
habiéndose ocupado de él hace ya muchos años, y al que nos 
hemos referido de forma más exhaustiva en otros apartados de 
este informe, al considerar que se planteaban cuestiones relativas 
a los derechos de las personas extranjeras en nuestro país.

Ello nos llevó en su día, al hilo de la queja 04/1880 a formular 
Recomendación a la entonces Consejería para la Igualdad y 
Bienestar Social, en los mismos términos recogidos en otra 
realizada en el año 2001, en el sentido de que:

“Por parte de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social 
se eleve al Consejo de Gobierno para que se proceda a aprobar 
la modificación del artículo 3.3.b) del Decreto 2/1999, de 2 de 
enero, que regula el programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la erradicación de la marginación y la desigualdad en 
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Andalucía, en el sentido de hacer posible la aplicación del 
Decreto a los extranjeros no comunitarios residentes en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía”.10

Por significativa, no queremos dejar de recordar que 
esta ocasión la respuesta que recibimos del organismo 
competente por razón de la materia, en la que respecto a la 
reforma normativa propuesta, se alegaba el proceso iniciado 
en aquella fecha, condicionado por la reflexión derivada de 
los nuevos planteamientos legislativos y presidido por el 
proceso de modificación estatutaria en el que jugaba un papel 
la universalización de los derechos sociales. Un proceso de 
modificación estatutaria en el que los grupos parlamentarios habían 
propuesto el incluir una carta de derechos sociales. Así pues, se 
añadía que no podía olvidarse que este proceso de reflexión y 
reforma condicionará la adaptación y el desarrollo normativo de los 
derechos sociales y, por tanto, había de ser tenido en cuenta, todo 
lo cual determinarían el futuro de la regulación de los derechos 
sociales en Andalucía y por tanto de las rentas mínimas.

En vista de esta respuesta, el precepto cuya modificación 
proponíamos hace ya más de doce años, ha devenido inalterado 
hasta la fecha, quedando la misma diferida y al socaire de la 
modificación del Estatuto de Autonomía entonces en ciernes y 
que finalmente se produjo por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de 
marzo, y de que el nuevo EA estableciera en la Carta de Derechos 
Sociales, todo lo cual condicionaría la adaptación, regulación y 
desarrollo normativo de los derechos sociales y, por tanto, de las 
rentas mínimas.

10.  http://server.knosys.es/defand2012/knqry?bd=DEFAND2012&q=04/1880%20
.Y%20.EN%20SECCION%20:%22EXTRANJER%CDA%20%22 y http://server.knosys.
es/defand2012/knqry?bd=DEFAND2012&q=04/1880%20.Y%20.EN%20SECCION%20
:%22SERVICIOS%20SOCIALES%20%22#
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Para concluir hemos de remitirnos, por distinto, al caso de la 
provincia de Huelva en la que hay muchas personas extranjeras 
solicitantes del Programa de Solidaridad que son de países 
miembros de la UE, en su mayoría de Rumanía.

En vista de ello, no podemos sino afirmar que la regulación 
vigente del Programa de Solidaridad con la exclusión que efectúa 
de toda persona extranjera que no sea nacional de algún país de la 
Unión Europea, contradice lo previsto en la Ley Orgánica 4/2000, 
sobre los Derechos y Libertades de los Extranjeros en España, en la 
que se reconoce a las personas extranjeras residentes que no sean 
nacionales de la Unión Europea, el derecho a los servicios sociales, 
en las mismas condiciones que a las españolas y a las extranjeras, 
cualquiera que sea su situación administrativa, el derecho a los 
servicios y prestaciones sociales básicas11.

No podemos dejar de referirnos en este punto a la Ley 9/2016, 
de 26 de Diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, de la que 
es destacable, a nuestro juicio, que en el texto final de la Ley, 
como propuso esta Defensoría, se ha mejorado el tratamiento del 

11. Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social. Artículo 14 Derecho a la Seguridad Social y a los servicios 
sociales:

1. Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a las prestaciones y servicios de la 
Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles. 
2. Los extranjeros residentes tienen derecho a los servicios y a las prestaciones sociales, 
tanto a las generales y básicas como a las específicas, en las mismas condiciones 
que los españoles. En cualquier caso, los extranjeros con discapacidad, menores de 
dieciocho años, que tengan su domicilio habitual en España, tendrán derecho a recibir el 
tratamiento, servicios y cuidados especiales que exija su estado físico o psíquico. 
3. Los extranjeros, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen derecho a los 
servicios y prestaciones sociales básicas. 
Artículo 14 redactado por el apartado dieciséis del artículo único de la Ley Orgánica 
2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social («B.O.E.» 12 
diciembre).Vigencia: 13 diciembre 2009 http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/
lo4-2000.t1.html#a14
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acceso a los servicios sociales de sectores de población, como 
los extranjeros no residentes en Andalucía, a los que el Proyecto 
de Ley les reconocía únicamente el derecho a ser atendidos en 
situación de urgencia personal, familiar o social, mientras que la 
Ley aprobada les reconoce el derecho a acceder a las prestaciones 
que permitan atender tales contingencias de acuerdo con el 
desarrollo reglamentario y, en todo caso, el derecho a los servicios 
de información, valoración, diagnóstico y orientación tanto en el 
nivel primario como en el especializado.

No obstante surge entonces la duda de qué se considera 
una prestación o servicio social básico a la que se refiere la Ley 
Orgánica 4/2000, que distingue entre prestaciones garantizadas y 
condicionadas, pues no es esta la terminología que utiliza la nueva 
Ley de Servicios Sociales.

Por otra parte esta Ley sí considera prestación garantizada, que 
el Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales 
habrá de describir de forma clara: “«g) Las prestaciones económicas 
específicas y directas orientadas a la erradicación de la marginación 
y la desigualdad y a la lucha contra la exclusión social»; terminología 
que como puede verse coincide con la utilizada en el vigente 
Programa de Solidaridad. La cual, cuando se desarrolle el Catálogo 
de Prestaciones, quedará garantizada a las personas extranjeras no 
comunitarias con residencia legal en Andalucía.

Finalmente se plantea la problemática de las familias 
monoparentales y las diversas situaciones con las que nos 
podemos encontrar. Por ejemplo, en el caso de las custodias 
compartidas establecidas en los convenios o sentencias de 
separación o divorcio, pues la cuestión es con cual de los 
progenitores se incluyen los hijos como miembros de la unidad 
familiar.



172 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

En relación con ello, otra cuestión es la de las personas con hijos 
menores a su cargo que no tienen regulada la guardia y custodia de 
los mismos, normalmente en los casos de separaciones de hecho. 
Aquí la casuística en lo que a la acreditación de estas circunstancias 
se refiere, obviamente para poder tramitarse el Salario Social 
solicitado por estas unidades familiares, es variada y diferente según 
se trate de unas Delegaciones Territoriales u otras y todo ello tiene 
incidencia en la valoración de los requisitos a cumplir, especialmente 
en lo relativo a la consideración de los recursos económicos de la 
unidad familiar monoparental, como después veremos.

Así en unas Delegaciones se pide que se acredite mediante 
copia de la interposición de demanda judicial civil con tal finalidad; 
en otras se les insta a que soliciten tales medidas tramitándose el 
salario solo con la justificación de que se ha solicitado abogado de 
oficio para ello, mediante el beneficio de justicia gratuita.

En otra Delegación Territorial nos dijeron que en caso de que se 
trate de la segunda vez que se pida el salario, se les exige ya que 
tengan la sentencia de imposición de medidas paternofiliales en tal 
sentido.

Por curiosa relatamos la aportación de una Delegación 
Territorial y es que en caso de sospecha de que realmente no sea 
una familia monoparental, envían a la Policía Local al domicilio para 
averiguar el fraude. Al respecto opinaban que la normativa debe 
adaptarse a la realidad pero que el órgano gestor no tenga que 
convertirse en perseguidor del fraude.

Se da la circunstancia de que, como nos dijeron en otra 
Delegación, en estos supuestos estas cuestiones no se les exige 
a las parejas de hecho que se separan, todo lo cual pone de 
manifiesto que no existen criterios únicos ni homogéneos.
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4.3.2.1.2. Los Recursos computables

«Artículo 4. Recursos computables.

1.  A efectos de lo previsto en el artículo 2 c) del presente 
Decreto, se considerarán recursos computables de la unidad 
familiar las pensiones, subsidios, rentas e ingresos que, en 
cualquier concepto, perciban, o tengan derecho a percibir, 
todos los miembros de la misma en el momento de la 
presentación de la solicitud.

2.  Asimismo, tendrán la consideración de recursos computables 
los bienes muebles e inmuebles poseídos, por cualquier 
título jurídico, por los miembros de la unidad familiar.

3.  No se considerarán recursos computables la propiedad o 
mera posesión de la vivienda habitual, la prestación por hijo 
a cargo, ni las ayudas para el transporte que el desarrollo 
de alguna de las acciones previstas en este Decreto pudiera 
conllevar.».

Como en los preceptos anteriormente analizados, la crítica 
general que puede efectuarse a este precepto, es que la norma 
reguladora no dice por qué otra normativa ni cómo han de fijarse 
los recursos económicos de la unidad familiar solicitante, a afectos 
de su valoración respecto al cumplimiento de los requisitos 
económicos de la unidad familiar.

Así, como decíamos, todo lo relacionado con las familias 
monoparentales, no es una cuestión baladí. En una Delegación 
Territorial nos decían abiertamente que no sabían como se 
hacía en otras Delegaciones, y era el caso de que estas familias 
alegasen no tener impuestas judicialmente medidas paternofiliales 
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relativas a la obligación de alimentos del progenitor no custodio. 
En estos casos, se les instaba al que tenga asignada la guardia y 
custodia a que las soliciten.

Otro caso es el incumplimiento de la obligación de alimentos 
por parte de alguno de los progenitores obligado a ello, 
normalmente los padres, fijada en las medidas paternofiliales de 
carácter judicial; en este caso se pide que se acredite mediante la 
demanda o denuncia por impago.

En estos supuestos algunas de las Delegaciones Territoriales 
la pensión de alimentos a los hijos no la computan como 
recursos o ingresos de la unidad familiar, sin embargo la pensión 
compensatoria a la madre sí, salvo en el caso de impago de la 
misma, para lo que exigen copia de la presentación de demanda o 
denuncia por impago.

Sin embargo, en otras Delegaciones la pensión de alimentos 
a los hijos sí la consideran ingresos computables. En una de las 
Delegaciones se proponía que la pensión de alimentos a los hijos 
no cuente para valorar los ingresos de la unidad familiar.

En otra Delegación, la alegación de impago de pensiones de 
alimentos, impuestas en sentencias de separación o divorcio o 
convenios reguladores, piden que se acredite como ya vimos con 
la solicitud de abogado de oficio, pero además con la concesión del 
mismo y la interposición de la demanda.

Igual disparidad de criterio existe entre las diversas 
Delegaciones en cuanto a la contabilización de los ingresos de la 
Ley de Dependencia, pues en dos Delegaciones Territoriales sí 
se computan como parte de los integrantes de la unidad familiar, 
a efectos de valoración del cumplimiento de los requisitos de 
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carácter económico, diciéndonos que lo hacían así debido a que 
se recibieron unas instrucciones de los Servicios Centrales de que 
sí computaran. Respecto a esto último añadía una de ellas que 
estos ingresos se computan incluso cuando el cuidador no vive 
en el domicilio de la persona dependiente y que ahora también 
se contabilizan como ingresos de la familia, los destinados al 
cuidado en el entorno familiar, cuando la persona cuidadora está 
dada de alta en la Seguridad Social. En el resto de las provincias 
no computan como recursos económicos de la unidad familiar 
solicitante.

En cuanto a los recursos procedentes de los ingresos del 
trabajo y de prestaciones procedentes de la Seguridad 
Social por desempleo o de pensiones, ya sean contributivas o no, 
se lleva a cabo por cada miembro de la unidad familiar solicitante 
mayor de 18 años una consulta informática mediante el Programa 
Silcon, que es el programa informático estatal de las bases de 
datos de Seguridad Social y de Empleo.

En todas las Delegaciones nos dijeron que en caso de que la 
consulta sea negativa se aportan copias impresas de la misma en la 
pantalla del ordenador (los denominados pantallazos) que se hace, 
o en el momento del estudio de la solicitud, o en la fecha previa a 
la Comisión de Valoración y es la que se incorpora al expediente.

En el caso de la consulta de datos sea positiva se pide 
certificación expresa por persona, por parte del Servicio Público de 
Empleo Estatal, SEPES, en la que se exprese el período concedido y 
la cuantía, ya que el programa Silcon informa solamente de cuando 
la persona ha pasado a cobrar alguna prestación y en el caso de 
datos de empleo positivos, están obligados a pedir contrato y 
nómina, aún cuando se trabajen o consten de alta en la Seguridad 
Social solo días sueltos.
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Es en los supuestos de que sea positiva la consulta, es donde 
difiere las actuaciones de las distintas Delegaciones, pues alguna 
solicita al SEPES por correo electrónico la certificación formal, 
en otras han de ser las propias personas solicitantes las que se 
encarguen de pedirlas y aportarlas a su expediente.

En una de las Delegaciones Territoriales se nos dijo que se había 
llegado a firmar los certificados Individuales por el propio Secretario 
de la Delegación Territorial una vez hecha la comprobación mediante 
el cruce de datos. Sin embargo, la Intervención exigía certificados 
especiales, concretos e individuales, tanto del INSS como de Empleo, 
por lo que para evitar más molestias a las personas demandantes, 
habían hecho un acuerdo con el INSS, el cual una vez cruzados los 
datos de la relación de personas que enviaban, habían puesto una 
persona a expedir los certificados individuales que luego remitían a 
la Delegación Territorial.

La valoración común es que se debería dar validez formal a las 
consultas telemáticas de las bases de datos de la Seguridad Social y 
del SEPES, y no tener que pedir el papel para todo. Sería necesario 
que pudieran acceder al registro de prestaciones, a lo que hoy por hoy 
no pueden, al mismo tiempo que se deberían de habilitar sistemas 
ágiles de consulta e intercambio de información. Sin embargo, a todos 
los efectos la norma lo que dice al respecto es: Certificado.

Otra problemática es la de la compatibilidad del IMS con otras 
prestaciones. El SEPES cuando comprueba que además de alguna 
prestación en materia de empleo se percibe el Salario, suspende 
las suyas, en concreto se referían al denominado Programa de 
Activación para el Empleo (PAE), regulado en el Real Decreto-
Ley 16/2014, que es incompatible con cualquier otra prestación12.
12.  https://www.sepe.es/contenidos/personas/prestaciones/he_dejado_cobrar_paro/
program_activacion_empleo.html
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En el caso del IMS, si se sabe que la persona solicitante cobra 
el PAE, se paraliza la tramitación de la solicitud y no se emite 
resolución, con lo que se suprime el IMS y la persona se queda sin 
nada. En una de las Delegaciones nos dijeron que la fórmula que 
han encontrado para resolver esto ha sido pedir la devolución de lo 
percibido, certificarlo y reactivar la prestación.

No obstante, en otra nos decían que como quiera que el PAE se 
tramita y concede como mucho en el plazo de un mes, en el caso 
de que la persona solicitante reúna los requisitos, se concede esta 
prestación cuya cuantía es de 426 euros y si luego detectan que se 
le ha concedido el IMS, se la extinguen y piden el reintegro.

En el caso contrario, el IMS es compatible con dicha ayuda del 
PAE y en el supuesto de que se reúna los requisitos para el Salario, 
se concedería el mismo, aunque fuera en su cuantía mínima de 98 
euros.

El problema surge cuando a la persona que ya está percibiendo 
el PAE se le da un Salario, aunque sea el mínimo de 98 euros, 
precisamente se le concede esta pequeña cuantía por el hecho de 
percibir el PAE y éste, por el hecho de habérsele dado el salario, se 
le extingue, con lo que se queda sin ninguna de las prestaciones o 
con la mínima cuantía correspondiente al IMS. Se añadía que esta 
problemática la tienen las familias, las personas solas no.

Todo ello, tiene sus lógicas repercusiones en la cuantía del 
IMS a percibir, pues en el caso de que se pierda el PAE, esta 
variación de circunstancias daría lugar a que se revisara la cuantía 
de IMS y se incrementara el mismo. En este supuesto, el pago 
de la diferencia entre lo que se abona todos los meses y lo que 
le correspondería percibir al haber variado las circunstancias 
económicas, no se efectúa hasta la séptima mensualidad, cuando 
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ya se han extinguido los seis meses de pago que corresponden 
a esta prestación. Sin embargo, en el caso contrario, es decir 
que la familia esté percibiendo más ingresos que den lugar a la 
disminución del IMS a percibir mensualmente, esta medida se 
aplica de inmediato, todo lo cual es discriminatorio y perjudica 
sobremanera a las unidades familiares beneficiarias.

Se podría solucionar con que la solicitud de aumento por 
variación de las circunstancias se efectuara previamente a 
la resolución, ya que todas estas situaciones y las nuevas 
resoluciones que ocasionan no pasan por la Comisión de Valoración 
y actuar de igual forma para el pago de la ayuda PAE.

Otra cuestión a aclarar y dilucidar, es la de las personas 
trabajadoras autónomas, como beneficiarias del Decreto; se 
piensa que habría que limitar su acceso al Programa por cuanto 
que este perfil es contradictorio con el espíritu de la norma y sin 
perjuicio de que pudiera concedérseles otras ayudas pero con 
cargo a otros conceptos relacionados con el empleo, actividad 
empresarial etc. No obstante, no se les puede negar el IMS, si 
acreditan que no perciben ingresos derivados de su actividad 
profesional que superen los límites fijados en al artículo 2 c).

Las dificultades relativas al computo y valoración, a efectos 
de los recursos económicos computables de la unidad familiar 
solicitante, de los bienes inmuebles distintos de la vivienda 
habitual, propiedad de alguna persona miembro de aquella, 
también fue objeto de preocupación por parte de las Delegaciones 
Territoriales visitadas, ya que en caso de que aleguen no percibir 
rentas o ingresos por los mismos, cuestión esta muy difícil de 
probar a contrario, a las mismas no hay forma de denegarles el 
IMS si cumplen con los requisitos. Se iba a realizar una Instrucción 
General sobre este asunto que nunca llegó. El criterio que utilizan 
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es el de valorar estos inmuebles al igual que se hace en las 
Pensiones No Contributivas13, así tras la consulta al Catastro, se 
aplica el 2% del valor catastral de cada bien inmueble a todo el 
mundo. Sin embargo, en una Delegación nos dijeron que no a todo 
el mundo se les pide la consulta o certificación catastral, sino solo 
de los que tienen indicios de que puedan tener propiedades. 

4.3.2.1.3. Acciones y medidas. El Compromiso de 
Inserción

«Artículo 5. Acciones y medidas.

El Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía 
comprenderá la aplicación de las siguientes acciones:

a)  Ingreso Mínimo de Solidaridad.
b)  Itinerarios profesionales.
c)  Medidas educativas.
d)  Acceso a la vivienda.»

13.  La disposición reglamentaria que desarrolla esta previsión, es el artículo 12 del RD 
357/1991, que aclara que «se consideran rentas o ingresos computables, los bienes 
y derechos de que dispongan anualmente el beneficiario o la unidad económica de 
convivencia, derivados tanto del trabajo como del capital, así como cualesquiera otros 
sustitutivos de aquéllos”» entendiéndose como rentas del capital “«a totalidad de los 
ingresos que provengan de elementos patrimoniales, tanto de bienes como de derechos, 
considerándose según sus rendimientos efectivos. De no existir, éstos se valorarán conforme 
a las normas establecidas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, a excepción 
de la vivienda habitualmente ocupada.»

Según la normativa del IRPF, para el año 2015, la renta imputable por cada inmueble urbano 
se realiza mediante la aplicación de los siguientes porcentajes:

«1. Con carácter general se aplicará el 2 por 100 sobre el valor catastral del inmueble que 
figure en el recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles».



180 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

«Artículo 10. Compromiso de Inserción.

1.  Con carácter previo a la concesión de las acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad, los miembros 
mayores de edad de las unidades familiares, cuando 
fueren requeridos para ello, aceptarán, y se obligarán 
al cumplimiento, de un Compromiso de Inserción, que 
versará sobre los siguientes aspectos:

a)  Personal y familiar. Su contenido estará dirigido al 
desarrollo de actividades que permitan movilizar los 
recursos, destrezas y habilidades de los interesados, así 
como su grado de integración y responsabilidad familiar en 
los ámbitos de escolarización, salud y vivienda.

b)  Socioeconómico y laboral. Su contenido estará orientado 
a fomentar en los interesados sus posibilidades de acceso 
y mantenimiento como sujetos activos, procurando su 
inserción en el mercado laboral, mediante su formación 
y capacitación profesional, tanto individualmente como 
en el seno de proyectos empresariales de inserción o de 
economía social.

2.  Las Delegaciones Provinciales competentes, por sí mismas 
y, en su caso, con la colaboración de las Corporaciones 
Locales, controlarán, con carácter periódico, el correcto 
cumplimiento del Compromiso de Inserción por los 
miembros de la unidades familiares beneficiarias del 
Programa de Solidaridad.».

Todas las Delegaciones Territoriales fueron tajantes en afirmar 
y en ello coincidieron, en que la única acción que se está aplicando 
es la del Ingreso Mínimo de Solidaridad, sin que en las resoluciones 
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de concesión del Programa se establezca ninguna otra de las 
acciones y medidas adicionales en materia de empleo (itinerario 
profesional), medidas educativas (educación permanente de 
adultos) y de acceso a la vivienda pública.

No obstante, ante la pregunta general que hicimos a todas las 
Delegaciones sobre si se comprueba la existencia del Compromiso 
de Inserción, la respuesta es variada y muy distinta de unas a 
otras, siendo las siguientes:

yy Sí.

yy No se les obliga a la firma del Compromiso de Inserción, en 
cuanto que es voluntario.

yy Se han adoptado diversas soluciones, todo ello, en coordinación 
con los Servicios Sociales Comunitarios en la reuniones que 
mantienen con los mismos. Así, a las personas y familias que 
solicitan el IMS por primera vez no se lo piden, salvo que los 
SSCC lo consideren oportuno. Sin embargo, consideran que 
habría que solicitarles los compromisos de inserción a las 
personas solicitantes reincidentes, es decir a las que solicitan 
por segunda vez, habiendo unos casos más simples que otros. 
 
No llevan a cabo el seguimiento de los Compromisos de 
Inserción, aunque sí de los que se hacen en la propia 
Delegación. En alguna ocasión se ha comunicado por los SSCC 
el incumplimiento del Compromiso acompañado de propuesta de 
la pérdida o extinción del IMS. 
 
No obstante, se considera que el compromiso es importante, 
por cuanto que a través del mismo lo que se pretenden son 
pequeños cambios a una situación.
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yy Los expedientes que vienen a través de los SSCC sí traen el 
compromiso de inserción, los presentados en la Delegación, no.

yy Sí se comprueba y formalmente lo llevan todos los expedientes 
pero no se les exige a todos los miembros de la unidad familiar, 
solo a los mayores de 18 años, sobre todo para que no se 
renuncie a otras prestaciones o programas como el PACAS. 
En cuanto al resto de los compromisos el problema es el del 
seguimiento. Nos aportan un dato relevante y curioso y es que 
a los ocupantes ilegales de vivienda colaboran con AVRA en la 
legalización de la ocupación a través de este Compromiso.

yy Se exige el compromiso de inserción de manera formal aunque 
solo comprueban la asistencia regular a clase de los menores, 
es decir que no haya absentismo, para lo que contactan con los 
SSCC, el resto de medidas no se comprueba.

A la vista del precepto, puesto en conexión con el artículo 15 
del Decreto 2/1999, relativo a la documentación a presentar con 
la Solicitud del Programa de Solidaridad, hemos de concluir que 
el Compromiso de Inserción solo se ha de requerir a aquellos 
miembros de la unidad familiar mayores de 18 años, a los que se 
estime oportuno (el precepto dice: cuando fueren requeridos para 
ello), la aceptación y obligación de cumplimiento del Compromiso 
de Inserción, de ahí que el mismo no venga reflejado como 
obligatorio en la documentación a presentar junto con la solicitud 
y cuya ejecución y cumplimiento, en caso de que se conceda el 
Programa, ha de ser controlado periódicamente, bien por las propias 
Delegaciones o con la colaboración de las Corporaciones Locales.

Asimismo, hemos de aludir en este punto, a lo previsto en los 
artículos 16 y 17 del Decreto 2/1999, relativo a los Informes y a la 
elaboración del Compromiso de Inserción.
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De la lectura armonizada y conjunta de todos estos preceptos, 
podemos decir que cuando el informe al que se refiere el artículo 
16 (de cuya naturaleza nos ocuparemos más adelante), haya sido 
elaborado por la propia Delegación Territorial o por los Servicios 
Sociales Comunitarios por vía de colaboración, fuere favorable 
a la concesión del Programa de Solidaridad, es cuando se ha de 
elaborar el Compromiso de Inserción previsto en el artículo 10, 
atendiendo para ello a las circunstancias en que se encontrare la 
unidad familiar.

Ello es lógico y acorde con el espíritu de la norma, dado 
el carácter insertor de las medidas adicionales al IMS que los 
artículos 7, 8 y 9 preveían. Sin embargo, pensamos que hay que 
cuestionarse seriamente la oportunidad de este Compromiso, 
cuando las acciones del Programa de Solidaridad han quedado 
relegadas exclusivamente a la concesión del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, habiéndose reducido el compromiso aludido, salvo 
excepciones, a un puro y mero trámite documental.

4.3.2.1.4. Obligaciones de los beneficiarios. Modificación y 
extinción.

«Artículo 11

Serán obligaciones de los beneficiarios:

a)  Comunicar a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales 
correspondiente, en el plazo máximo de 15 días, la 
modificación sobrevenida de las circunstancias que 
determinaron la concesión de las acciones previstas en 
este Decreto.
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b)  Solicitar las prestaciones, contributivas o no contributivas, 
así como reclamar los derechos que por cualquier título 
pudiera corresponderles a fin de incrementar sus recursos 
económicos, ejerciendo las acciones pertinentes para 
hacerlos efectivos.

c)  No rechazar oferta de empleo adecuada, ni cualquiera de 
las acciones previstas en el Programa de Solidaridad.

d)  Prestar a la Administración la colaboración necesaria para 
una eficaz gestión del citado Programa.

e)  Firmar y cumplir el Compromiso de Inserción que, en su 
caso, se establezca, y realizar las actividades fijadas en el 
mismo.

f)  Reintegrar las cantidades indebidamente percibidas.».

«Artículo 12. Modificación.

La modificación sobrevenida del número de miembros de la 
unidad familiar, o de los recursos económicos declarados, 
deberán ser tenidos en cuenta, de oficio o a instancia de 
parte, para la concesión del Ingreso Mínimo de Solidaridad, 
y, en su caso, para el posterior aumento o minoración del 
mismo.».

«Artículo 13. Extinción.

1.  Las acciones previstas en el Programa de Solidaridad se 
extinguirán en los siguientes supuestos:
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a)  Transcurso del plazo para el cual fueron concedidas.

b)  Fallecimiento del beneficiario, en el caso de unidades 
familiares unipersonales.

c)  Cambio de alguna de las circunstancias que motivaron su 
concesión, cuando no procediere su modificación.

d)  Falseamiento en la declaración de ingresos, o cualquier 
otra actuación fraudulenta para la concesión o el 
mantenimiento de las acciones.

e)  Incumplimiento de alguna de las obligaciones de los 
beneficiarios.

f)  Traslado de la residencia a un municipio fuera de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

2.  No obstante, si el fallecido hubiere integrado, junto a otras 
personas, una unidad familiar, y hubiere sido destinatario 
de alguna de las acciones previstas en el presente Decreto, 
podrá acordarse su sustitución por otro de los miembros de 
dicha unidad.

3.  La extinción por las causas previstas en los dos primeros 
párrafos del apartado primero tendrá carácter automático, 
mientras que en los restantes casos habrá de ser declarada 
por el órgano competente, mediante resolución motivada y 
previa audiencia de los interesados.”»

Las consecuencias del incumplimiento de sus obligaciones por 
parte de las personas beneficiarias son bien distintas según se 
trate de unas Delegaciones u otras. En cualquier caso en todas 
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nos dijeron que cuando las personas beneficiarias no cumplen sus 
obligación de comunicación de sus circunstancias, provoca muchas 
incidencias en la tramitación de los expedientes.

Así, en unas Delegaciones no se hacen expedientes de reintegro 
o devolución de las prestaciones cobradas indebidamente.

En otras sí se hacen expedientes de reintegro en caso de 
IMS indebidamente abonados debido al cambio a mejor de las 
circunstancias económicas de las familias. Así se nos decía que 
antes de las Comisiones de Valoración, desde el año 2015, los 
Servicios Centrales les mandan unos listados con los resultados 
de los cruces con las bases de datos de la Seguridad Social y 
de Empleo de las personas mayores de 18 años de las unidades 
familiares solicitantes, a los que anteriormente ya hemos hecho 
referencia en apartados precedentes.

En la actualidad, esos cruces se realizan cada quince días y en 
el caso de que detecten personas de alta en Seguridad Social o 
percibiendo prestaciones por desempleo, se pueden dar dos tipos 
de situaciones:

yy Que se notifique la variación de las circunstancias a instancia 
de parte, por la persona beneficiaria, en el caso de la variación 
de las circunstancias iniciales de la unidad familiar que puedan 
dar lugar a la modificación o extinción de la prestación. En 
estos casos, por parte de la Intervención se considera que la 
notificación que se hace a instancia de parte, en cumplimiento 
del artículo 11 del Decreto, se toma como la fecha del hecho 
causante y para pedir el reintegro, se ha de haber extinguido 
el derecho al IMS por no reunir los requisitos en caso de que 
lo percibido por los meses trabajados superen el umbral de 
ingresos de la unidad familiar que da derecho a la prestación.
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yy Que no se notifique por la persona obligada y se detecte por 
la Delegación en los cruces de datos: En estos casos, de oficio 
se pide que reintegre y se advierten que si no le quitan el IMS. 
En este caso, se produce la extinción por incumplimiento de las 
obligaciones del artículo 11 y el reintegro.

En otra de las Delegaciones se nos decía en cuanto a los 
expedientes de reintegro, que se hacían muy pocos. El Sistema 
Informático Integrado de los Servicios Sociales, el denominado 
SISS no tiene habilitada esta posibilidad para el salario social 
pues en teoría todo está justificado, por lo que se tienen que 
hacer de forma manual. Asimismo, también influye en ello el que 
los documentos contables son por la totalidad de las personas 
beneficiarias pero mensuales, por ello intentan no hacer pagos 
(cobros) indebidos.

Finalmente en otra Delegación nos trasladaron que no se llevan 
a cabo expedientes de reintegro. A quien cumple su obligación por 
el artículo 11 y comunica la variación o cambio de circunstancias 
que dieron lugar a la concepción del IMS le tienen que aplicar la 
norma. A quien no comunica, se le aplica el artículo 12, es decir, 
comprobación de oficio y extinción del IMS.

4.3.2.2. Capítulo II.- Procedimiento

4.3.2.2.1. Solicitudes. (Artículo 14)

«1. Las solicitudes para la concesión de las acciones previstas 
en el Programa de Solidaridad podrán ser presentadas en todo 
momento por cualquier persona mayor de edad, que actúe en 
representación de su unidad familiar.



188 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

2. No se admitirá ninguna nueva solicitud de una misma 
unidad familiar, mientras otra anterior esté pendiente de 
resolución o no hayan transcurrido seis meses desde el 
término de la percepción del Ingreso Mínimo de Solidaridad 
concedido anteriormente.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, las solicitudes se presentarán en la Delegación 
Provincial de la Consejería de Asuntos Sociales que 
corresponda al domicilio de la unidad familiar solicitante.».

En cuanto a las propuestas que nos efectuaron en los diferentes 
Servicios de Acción e Inserción Social de las Delegaciones 
Territoriales de la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales que 
son los que se gestionan la tramitación del Programa de Solidaridad, 
van desde que las solicitudes no se deberían presentar en cualquier 
momento todos los días del mes, sino que quizás en el plazo que 
diera una orden de convocatoria de ayudas, a considerar que 
no se debería limitar las veces que pueda pedirse el salario, sino 
que debería poder solicitarse y concederse mientras duren las 
circunstancias adversas de la unidad familiar que de lugar a su 
concesión, o a que el IMS no se pueda pedir tantas veces como se 
quiera, sino que debería estar limitado, por ejemplo como la RAI a 
tres veces máximo. Como puede verse opiniones y propuestas, muy 
variadas y contradictorias.

A pesar de que el Decreto prevé que las solicitudes se 
presenten en la Delegación Territorial, tradicionalmente muchas se 
presentan en los Servicios Sociales Comunitarios de los municipios, 
encargándose estos de remitirlas después a las correspondientes 
Delegaciones Territoriales, siendo también muy diferente la 
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casuística que se da según se trate de una u otra provincia. 
Ello tiene su importancia, por cuanto que según sea la vía de 
información, recogida y presentación de las solicitudes, incide 
sobre manera en la mayor o menor carga de trabajo del órgano 
gestor y, por tanto, en las necesidades de medios personales y 
materiales, todo lo cual redunda a su vez en la eficacia y eficiencia 
de la tramitación del procedimiento de concesión.

Porcentaje aproximado de presentación de solicitudes a 
través de la Delegación Territorial y por los SSCC de los 
municipios

Partimos inicialmente de una heterogeneidad en las respuestas 
y de actuaciones no homogéneas en las distintas Provincias. Así, 
en unas, la inmensa mayoría de las solicitudes se presentan en 
la Delegación Provincial, lo que ha dado lugar a tener que dar 
números para ser atendidas las personas y a dedicar personal 
específico para la recogida de documentación, etc.

En otras tienen un porcentaje mayor de expedientes del 
Programa que les llega a través de los SSCC, sobre todo en las 
zonas rurales, dada la inmediatez y cercanía del personal de 
trabajo social municipal. Sin embargo, añaden que los nuevos 
perfiles de personas usuarias presentan su solicitud en la Ciudad, 
las de los pueblos cercanos y de la capital se presentan también en 
la propia Delegación Territorial.

Sobre el 60% de las solicitudes se presentan a través de los 
SSCC. Tienen una buena coordinación con ellos ya que así se 
facilita la tramitación, nos trasladaban en otra Delegación.

Por excepcional y curiosa destacamos la respuesta de una de 
las Delegaciones, en la que todos los expedientes del Programa 
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de Solidaridad vienen de los SSCC, en la Delegación no se recibe 
ninguno y si se presentan se derivan a los SSCC para contacto y si 
esto no se hace por las personas solicitantes, se archivan.

Veamos a continuación los datos estadísticos oficiales, sobre 
la residencia de la unidad familia, solicitantes del Programa de 
Solidaridad Correspondientes a 2015, por provincia.

Como puede verse, algo más de dos tercios de las unidades 
familiares solicitantes del Programa de Solidaridad (68,98%), viven en 
los municipios de las provincias y algo menos de un tercio (31,02%), 
en los municipios que conforman las capitales provinciales, lo que 
lógicamente influye en el lugar de presentación de las solicitudes.

La participación de los Servicios Sociales Comunitarios.

La primera reflexión que hay que hacer en cuanto a la 
tramitación del procedimiento de gestión es que el Decreto 2/1999 
no dice que se inicie en los SSCC, ya que contempla la intervención 
de estos a posteriori a requerimiento de elaboración del Informe 
al que se refiere el artículo 16 por el órgano gestor, sin embargo, 
lo normal es que las solicitudes se presenten en ellos y se remitan 
la Delegación Territorial con la documentación anexa, actuando de 
forma no oficial como órganos colaboradores.

RESIDENCIA DE LA UNIDAD FAMILIAR SOLICITANTE POR PROVINCIA (EJERCICIO 2015)

Almería Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla Total

Provincia 4,97% 12,55% 7,02% 7,77% 2,34% 8,45% 8,13% 17,76% 68,98%

Capital 3,14% 1,04% 4,48% 3,18% 1,85% 1,69% 7,08% 8,55% 31,02%

Cuadro número 4
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Ello, creemos que es así dada la mayor proximidad de los 
mismos y de los servicios que por Ley tienen encomendados, 
especialmente, los de información, valoración, orientación y 
asesoramiento y los de convivencia y reinserción social.

Como quiera que la participación de los SSCC es bastante 
importante en el momento inicial en lo que atañe a la presentación 
de la solicitud, otra de las preguntas de nuestro cuestionario 
fue si solían venir completos los expedientes o si había que 
efectuar muchas solicitudes de subsanación de la documentación 
a presentar. Las respuestas también son muy variadas y 
heterogéneas.

En la mayoría de las Delegaciones se opina que la cuestión 
es que al no estar regulada la participación de estos en el 
procedimiento en esta fase inicial, los expedientes llegan a la 
Delegación en muchas ocasiones incompletos siendo necesario dar 
trámite de subsanación lo que también contribuye a ralentizar o 
retrasar la gestión de la tramitación, a pesar de reconocer la labor 
impagable que a este respecto realizan.

En relación con ello, la reflexión que se nos trasladó es que 
los SSCC en la actualidad se encuentran desbordados, y con las 
exigencias del Decreto no se podrían dedicar a esta tarea, aunque 
en un principio sí podrían haber asumido las labores de información 
y orientación del Programa, pero apareció la Ley de Dependencia y 
los desbordó.

Por otra parte, de lo que se nos dijo en una de las Delegaciones 
Territoriales pudiera inferirse que los SSCC de los ayuntamientos de 
capitales de provincia, al menos, en algunos de ellos, no estarían 
dispuestos a asumir la citadas labores de información y orientación 
del Programa, lo que supone un importante elemento de carga 
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de trabajo para las Delegaciones al estar también radicadas 
físicamente en la ciudad capital de provincia, por lo que algunas 
han implementado un sistema de cita previa, al no dar a basto para 
la atención al público.

Para solventar este problema, las soluciones que se han dado 
en las Delegaciones, van desde que para el orden de tramitación 
se tiene en cuenta la fecha de registro de entrada para que las 
solicitudes vengan lo más completas posibles y no se retengan, a 
crear un equipo técnico que se encarga de la coordinación con los 
ayuntamientos de más de 20.000 habitantes, con la Diputación y 
con el Ayto de la Capital, funcionando muy bien la coordinación 
con la Diputación Provincial, con la que se mantienen reuniones 
semanales, en esta concreta Delegación territorial.

En resumen, en aquellas Delegaciones que existe buena 
colaboración con los SSCC y se relacionan con ellos con asiduidad, 
incluso por medios electrónicos, instaurando procedimientos de 
coordinación y llegando a dar también reuniones informativas, las 
solicitudes vienen bastante completas lo que sin duda influye y 
beneficia a la agilidad en la tramitación de los expedientes.

Por una de las Delegaciones Territoriales visitadas se nos 
trasladó que han llevado a cabo un plan de mejora de la calidad en 
la gestión del IMS en 2015 efectuando la gestión por procesos. El 
primer proceso que se abordó fue el de la información ya que se 
recibían al año más de 20.000 llamadas solo al servicio de acción 
e inserción social, por lo que se han habilitado 7 u 8 líneas de 
teléfono que están todo el tiempo contestando e informando.
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4.3.2.2.2. La documentación.

«Artículo 15. Documentación.

1.  Las solicitudes deberán ir acompañadas de la siguiente 
documentación:

a)  Fotocopia del Documento Nacional de Identidad de los 
miembros de la unidad familiar obligados a obtenerlo y, en 
su caso, fotocopia del Libro de Familia.

b)  En el caso de uniones no matrimoniales, certificación de 
estar inscritos en el Registro de Uniones de Hecho de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. En su defecto se 
acreditará la unión por cualquier otro medio admitido en 
Derecho.

c)  Certificación expedida por el Ayuntamiento, acreditativa 
de que todos los miembros de la unidad familiar se hallan 
empadronados como convivientes en un mismo domicilio, 
ubicado en un municipio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, al menos con un año de antelación a la fecha 
de presentación de la solicitud.

d)  Certificación de escolarización y de asistencia regular a clase 
de aquellos miembros de la unidad familiar que se encuentren 
en edad de escolarización obligatoria, expedida por la 
Dirección del Centro educativo correspondiente.

e)  Declaración de ingresos de todos los miembros de la 
unidad familiar, referida al mes de presentación de la 
solicitud.
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f)  Certificación expedida por los Organismos competentes 
de no percibir ninguno de los miembros de la unidad 
familiar prestación contributiva o no contributiva, y, 
en caso contrario, con indicación del período y cuantía 
reconocidos.

g)  Declaración de bienes, muebles e inmuebles, y de 
derechos de todos los miembros de la unidad familiar.

2.  Podrá requerirse a los miembros de la unidad familiar 
la aportación de cualquier otra documentación que se 
considere necesaria para la resolución del procedimiento.».

Nos remitimos en este apartado a todo lo ya dicho con 
anterioridad, respecto a las dificultades de acreditación de las 
uniones de hecho no inscritas en el registro oficial de parejas 
de hecho y, especialmente a las dificultades añadidas en lo 
que atañe a la prueba de la convivencia efectiva con el año de 
antelación a la solicitud. Como puede verse, en tales casos este 
precepto se remite a la acreditación de la unión por cualquier 
otro medio admitido en derecho, permitiendo esta regulación tan 
general del precepto que esta cuestión esté sometida a tantas 
interpretaciones como Delegaciones Territoriales hay, a pesar 
de que se hayan dictado unas instrucciones al respecto por los 
Servicios Centrales.

Respecto al apartado f) es cierto que el mismo en cuanto a la 
alusión al documento probatorio de la percepción de prestaciones 
contributivas o no contributivas, dice certificación, y que como 
ya hemos referido en otros apartados de estas valoraciones, no se 
respeta cuando la consulta de datos es negativa, sirviendo solo la 
copia del denominado “pantallazo” y cuando es positiva es cuando 
se pide el certificado del tiempo de concesión y cuantía, difiriendo 
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en cuanto a la fórmula de su obtención y aportación al expediente 
la actuación de unos a otros órganos territoriales de gestión.

No obstante, no podemos sino repetir que al no tener las 
consultas a las bases de datos de organismos de la Administración 
del Estado, a las que nos venimos refiriendo, validez formal, en 
caso de que la misma de positiva exige trámite de audiencia y, en 
su caso, la petición y aportación de la certificación correspondiente 
por el organismo encargado de ello, todo lo cual contribuye al 
retraso y dificulta la gestión del expediente con la necesidad de 
registrar todas estas incidencias.

Por ello, en una concreta Delegación Territorial proponían que 
se pudiera llevar a cabo la verificación de datos de prestaciones 
mediante la integración en la red SARA, mediante convenio entre 
el Ministerio Administraciones Públicas y la Comunidad Autónoma 
andaluza, conectando intranet y extranet, a efectos de la validez 
oficial, legal y jurídica, de la consulta de comprobación, verificación 
y aportación datos completos y definitivos14.

14.  SARA – Red de comunicaciones de las Administraciones Públicas Españolas:

La Ley 11/2007 de acceso de los ciudadanos a los servicios públicos establecía en su artículo 
43 la obligación para las Administraciones Públicas españolas de, cada una en su ámbito 
de competencia, adoptar las medidas necesarias a fin de crear una red de comunicaciones 
que interconectara sus sistemas de información, permitiera el intercambio de información y 
servicios entre ellas y sirviera de pasarela de interconexión con las redes de las Instituciones 
de la Unión Europea y de otros Estados miembros. Se daba con ello sostenibilidad legal a 
lo que por entonces se llamaba Red Interadministrativa, que comenzaba a revelarse como 
un instrumento imprescindible en la modernización administrativa debido a la naturaleza 
multipunto de las relaciones entre las Administraciones Públicas y la creciente necesidad de 
digitalización de las mismas.

Posteriormente, el artículo 13 del Real Decreto 4/2010 por el que se regula el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad, identificaba esta Red de Comunicaciones de las 
Administraciones Públicas españolas con la Red SARA. Desde el año 2005, la Dirección 
General para el Impulso de la Administración Electrónica (antes Dirección General para la 
Modernización Administrativa), adscrita a la Secretaria de Estado de Función Pública, ha sido 
responsable del despliegue y operación de la Red SARA. Dentro de un modelo multinivel 
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Si bien comprendemos que muchas de las decisiones tomadas 
a estos respectos van en la línea de facilitar lo más posible la 
aportación de documentos a las unidades familiares solicitantes, 
además de querer influir en la mayor agilidad en la tramitación 
del procedimiento, no demos dejar de afirmar con contundencia 
que al no estar utilizándose criterios de interpretación y actuación 
comunes, se ocasionan desigualdades territoriales entre las 
unidades familiares solicitantes, cuya inclusión o no en el Programa 
va a depender de esas interpretaciones y de la documentación 

de responsabilidades sobre la interconexión de las unidades administrativas, la Dirección 
General para el Impulso de la Administración Electrónica ha facilitado a Ministerios y 
Comunidades Autónomas los medios de interconexión a la red, siendo estos los que debían 
proveer idénticos medios, respectivamente, a los organismos a ellos adscritos y Entidades 
Locales.

Tal y como se ha indicado, la Red SARA facilita a las Administraciones Públicas conectividad 
entre sí y con las Instituciones de la Unión Europea. Pero, además, embebida en la 
infraestructura de SARA, están los servicios que permiten otorgar equivalencia legal a 
los trámites relacionados por medios electrónicos con los realizados de modo presencial. 
Ello hace de SARA una herramienta que permite el intercambio de información de modo 
automatizado dentro de las condiciones de confidencialidad y seguridad que requiere la 
actividad administrativa, pero se constituye además como una palanca de eficiencia en el 
uso de recursos tecnológicos, al facilitar el acceso a servicios comunes necesarios para la 
automatización del ciclo de vida de los procedimientos administrativos.
https://www.juntadeandalucia.es/rednerea/drupal/catalogo_red_sara/infosara

Por otra parte, en Andalucía existe la red NEREA que se trata de una red privada gestionada 
por la propia administración, aislada de las redes públicas (Internet), la privacidad de los 
datos está garantizada. Gracias a esta red, cualquier Administración Local puede acceder 
de forma segura a cualquier servicio publicado por la Junta de Andalucía, la Administración 
General del Estado (AGE) o la Unión Europea. Además, el uso de Red NEREA facilita el 
cumplimiento de los siguientes marcos normativos: 
- Ley 11/2007 de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, que regula 
la utilización de las TIC en todas las Administraciones Públicas. 
- Real Decreto 4/2010, Esquema Nacional de Interoperabilidad, donde en los artículos 
12 y 13, refiriéndose a la Red SARA (Red de la Administración General del Estado) se 
especifica «Se fomenta el uso de esta red o de otra equivalente conectada a la misma, 
que fomente el acceso seguro al resto de administraciones», y en el artículo 8, «Las AA.PP. 
publicarán aquellos servicios a disposición de otras administraciones a través de la red de 
comunicaciones de las AA.PP.»

http://www.juntadeandalucia.es/organismos/empleoempresaycomercio/areas/tic-
telecomunicaciones/serv-corporativos/paginas/red-nerea.html
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que como medio de prueba se exija en una u otra Delegación, sin 
criterios que queden garantizados los principios fundamentales de 
igualdad, de legalidad y de seguridad jurídica.

Finalmente no podemos dejar de referirnos a lo dispuesto en la 
letra d) de este precepto en cuanto a la necesidad de aportación 
de certificado de escolarización y de asistencia regular a clase de 
los miembros en edad de escolarización obligatoria, expedida por la 
Dirección del Centro educativo correspondiente.

La primera reflexión que se nos ocurre es que este documento 
tiene su lógica si a la familia se le ha requerido la firma del 
Compromiso de Inserción, en el que como vimos se pueden incluir 
aspectos relacionados con la responsabilidad familiar en el ámbito 
de la escolarización, sólo así comprenderíamos la exigencia de este 
documento, máxime si como dijimos al principio el perfil de las 
unidades familiares solicitantes ha cambiado en los últimos años, 
habiendo muchas de ellas normalizadas que se encuentran en una 
situación de pobreza y a las que no se tienen que imponer medidas 
de responsabilidad familiar en ningún ámbito.

La paradoja es que en este precepto no aparece como 
documentación obligatoria para todas las unidades familiares 
solicitantes el Compromiso de Inserción, remitiéndonos a lo 
comentado en el apartado correspondiente y sí se exija esta 
acreditación de la asistencia regular a clase a todas las unidades 
familiares sin excepción, en las que haya personas menores en 
edad de escolarización.

La cuestión es que el precepto exige certificado de asistencia 
regular a clase, sin que se exprese que se entiende por asistencia 
regular, por lo que se ha tenido que recurrir a la normativa de 
educación, en la que se considera que con un número de faltas 
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concreto, no hay asistencia regular. En alguna Delegación nos 
dijeron que aunque haya ese número de faltas ello no contribuye al 
absentismo.

No obstante los Centros lo que suelen es expedir un parte de 
faltas justificadas y no justificadas y que la Delegación valore si 
hay asistencia regular o no, por lo que para ello se recurre a la 
normativa de Educación15.

15.  Orden de 26 de octubre de 2012, de la Consejería de Educación, Formación y Empleo 
por la que se establece y regula el Programa Regional de Prevención, Seguimiento y Control 
del Absentismo Escolar y Reducción del Abandono Escolar.

Artículo 7 Definición de conceptos. 
1. Se establecen a continuación una serie de definiciones de conceptos con objeto de ganar 
en precisión a lo largo de la presente orden:

a) Falta de asistencia. Se considera falta de asistencia la ausencia debidamente registrada, 
en cualquiera de las sesiones en las que se organiza la jornada lectiva, en determinadas 
sesiones o en períodos completos en el centro escolar, con o sin motivo que la justifiquen. 
En este sentido, de cara al control y registro de las ausencias, se contabilizarán todas las 
faltas de asistencia con independencia de la causa que las provoque. 

b) Asistencia regular. La asistencia será considerada regular cuando las faltas de asistencia 
injustificadas no excedan del 10% de las jornadas o sesiones lectivas mensuales. 

c) Asistencia irregular. La asistencia será considerada irregular cuando el porcentaje de faltas 
de asistencia injustificadas esté comprendido entre el 10% y el 20% del total de las jornadas 
o sesiones lectivas mensuales. 

d) Absentismo. Falta de asistencia, frecuente o continuada, del alumnado menor de edad, 
que curse las enseñanzas de la educación básica a los centros docentes donde se encuentre 
escolarizado, sin motivo que lo justifique y consentida o propiciada por los padres, madres o 
tutores legales o por voluntad del propio alumno. Serán consideradas absentismo escolar las 
faltas de asistencia injustificadas cuando superen el 20% del total de las jornadas o sesiones 
lectivas mensuales.

e) Desescolarización o absentismo absoluto. Es la situación en la que se encuentran los 
menores de edad que, debiendo cursar la educación básica, no han formalizado matrícula en 
un centro educativo. Quedan incluidos en este concepto los menores que no se incorporan al 
centro educativo a pesar de haberse matriculado en el mismo. 

f) Abandono escolar. Situación del alumnado que abandona los estudios obligatorios sin 
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4.3.2.2.3.  El informe social

«Artículo 16. Informes.

1.  Las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Asuntos 
Sociales evacuarán, en caso necesario, un informe por 
cada una de las solicitudes recibidas, exponiendo las 
condiciones sociales y económicas en que se hallen las 
unidades familiares solicitantes, y valorando los efectos que 
sobre las mismas ocasionaría la aplicación de las acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad. En los casos en los 
que hubiera sido beneficiario de este Programa, se indicará 
y valorará, el grado de cumplimiento del compromiso de 
inserción, si hubiese sido suscrito.

2.  Para la emisión de dichos informes podrá requerirse, en 
su caso, la colaboración de las Corporaciones Locales, a 
través de los Servicios Sociales Comunitarios.».

De nuevo respecto de esta cuestión, hemos encontrado 
grandes diferencias entre las Delegaciones Territoriales. Como 
puede verse, el precepto dice, que dichos organismos evacuarán, 
en caso necesario, un informe por cada unidad familiar, en el 

obtener la titulación básica).

2. A partir de la definición del término absentismo escolar se establecen los siguientes 
indicadores:

a) Tasa de absentismo: Porcentaje de faltas sobre el total de asistencias posible. Se 
identificará una situación de absentismo cuando para un alumno se registre un 20% o más 
de faltas injustificadas en el período de un mes. 

b) Índice de absentismo: Porcentaje de alumnos absentistas dentro del total del alumnado 
del centro. Este índice se obtendrá por niveles y etapas educativas obligatorias y podrá 
servir para actuar de manera diferencial en centros o en zonas geográficas con un índice 
significativo de faltas de asistencia.
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que se expongan las condiciones socioeconómicas en las que 
se hallen, y en el que se valore también los efectos que sobre 
las mismas ocasionaría la concesión del Programa, también se 
valorará en su caso, el grado de cumplimiento del Compromiso de 
Inserción que hubiera sido suscrito, esto, en pura lógica, para las 
unidades familiares reincidentes, es decir que pidan la concesión 
del Programa por segunda o más veces.

Por otra parte, los Servicios Sociales Comunitarios podrán 
colaborar en la elaboración de dicho informe, en los casos que así 
se les requiera por la Delegación Territorial.

Pues bien, no hay acuerdo siquiera si el informe que prevé este 
precepto, si es un informe social o no, ni si es preceptivo o no, ni 
en qué casos hay que solicitar la colaboración de los SSCC para su 
emisión.

Así, por significativa y exclusiva, citamos la respuesta de una 
de las Delegaciones Territoriales para la que este informe, es un 
informe solo socieconómico, que no un verdadero informe social, 
de obligada existencia en el expediente de todas las unidades 
familiares solicitantes y a elaborar por los SSCC, para lo que 
incluso han elaborado un modelo común a rellenar por estos como 
organismos colaboradores.

A partir de aquí, se da diversa casuística, en el caso de los 
pequeños municipios estos informe los expiden los SSCC de la 
Diputación Provincial y siempre van en el expediente de solicitud, 
junto al Compromiso de Inserción.

Sin embargo, en el caso de la capital, piden a los SSCC del 
Ayuntamiento en cuestión que también elaboren este informe 
socioeconómico y son ellos lo que deciden a quién se lo hacen 
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y a quién no, dándose la circunstancia de que suelen hacérselo 
a las familias con las estén interviniendo. Para el resto de las 
familias que no se les hace, la entrevista y el informe lo realiza 
el/a trabajador/a social de la propia Delegación, lo que supone un 
mayor gasto de recursos humanos y económicos por parte de la 
Junta de Andalucía.

Se nos añadía que la reiteración sucesiva de solicitud del 
salario social por las mismas personas y unidades familiares, 
tienen una posible causa en la no intervención de los SSCC con las 
familias, siendo estos los que deben orientar y facilitar todo tipo 
de recursos. Otra Delegación, en la misma línea, nos decía que el 
IMS debía ser considerado como una herramienta más o recurso de 
intervención para los SSCC, por ejemplo, al igual que los ETF.

En otra Delegación se consideraba que estos informes sí eran 
verdaderos informes sociales y que como no son preceptivos en 
todos los expedientes, no los pedían. En otra pedían siempre el 
informe social y no solo Nota Informativa y en otra, siempre se 
pide y acompaña a la solicitud un informe social que no es tal sino 
una nota informativa.

Que los informes sociales sean vinculantes para acreditar la 
realidad de la convivencia, es lo que proponían en otra de las 
Delegaciones visitadas.

Finalmente, en otra de las Delegaciones Territoriales se 
proponía que, para el futuro, se deben de allegar más recursos 
no sólo de carácter económico, sino también de valoración e 
intervención social mediante la realización de convenios con 
los Ayuntamientos para su participación en este procedimiento, 
mediante la concesión incluso de subvenciones para la 
contratación de más personal.
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4.3.2.2.4. La terminación del procedimiento y la 
organización administrativa.

«Artículo 18. Propuestas de resolución.

1.  Las solicitudes, junto con su documentación, los informes 
evacuados y, en su caso, el Compromiso de Inserción, 
serán remitidos a las Comisiones de Valoración, que tras 
su análisis procederán a formular las correspondientes 
propuestas a los órganos competentes para resolver.

2.   Las propuestas de resolución habrán de pronunciarse 
en torno a la concesión o no del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, pudiendo sugerir, sólo en el primer caso, 
la aplicación de cualquiera de las restantes acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad.».

«Artículo 19. Resolución.

1.  A la vista de las propuestas formuladas, los órganos 
competentes procederán a resolver motivadamente las 
solicitudes presentadas.

2.  Las resoluciones estimatorias habrán de ir precedidas, 
en su caso, de la firma del Compromiso de Inserción 
por parte de todos los miembros mayores de edad de la 
unidad familiar.

3.  Transcurridos tres meses desde la presentación de una 
solicitud, no se hubiere dictado resolución expresa, podrá 
entenderse que ésta ha sido desestimada.».
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«Artículo 21. Comisiones de Valoración.

1.  Se crea en cada una de las provincias de Andalucía 
una Comisión de Valoración, que tendrá la siguiente 
composición:

a)  Presidente: Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía.

b)  Vocales: Delegados Provinciales de las Consejerías 
de Trabajo e Industria, Obras Públicas y Transportes, 
Educación y Ciencia, y Asuntos Sociales, dos vocales 
designados por las Organizaciones Sindicales 
más representativas de Andalucía y dos vocales 
designados por las Organizaciones Empresariales más 
representativas de Andalucía.

c)  Secretario: Un funcionario de la Delegación Provincial 
de la Consejería de Asuntos Sociales designado por el 
Presidente, que actuará con voz y sin voto.

2.  Asimismo podrán ser convocados para asistir a las 
sesiones de las Comisiones de Valoración, a instancia del 
Presidente, los representantes de otras Administraciones 
Públicas, y entidades sin ánimo de lucro al objeto 
de que puedan expresar cuantas observaciones 
estimen oportunas para una mejor resolución de los 
procedimientos.

3.  Las Comisiones de Valoración tendrán como función 
evaluar las solicitudes presentadas y formular las 
correspondientes propuestas de resolución.
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4.  Las Comisiones de Valoración se reunirán al menos una 
vez al mes, y se regirán en cuanto a su funcionamiento 
por lo dispuesto en el Capítulo II, del Título II, de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.».

«Artículo 22. Órganos competentes para resolver.

1.  Serán competentes para conceder o denegar el Ingreso 
Mínimo de Solidaridad los Delegados Provinciales de la 
Consejería de Asuntos Sociales.

2.  En los casos de concesión del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, los Delegados de las Consejerías de Trabajo 
e Industria, Obras Públicas y Transportes, y Educación 
y Ciencia, podrán reconocer, con carácter adicional y en 
el ámbito de sus respectivas competencias, el derecho 
a la aplicación de las restantes acciones previstas en el 
Programa de Solidaridad, que en su caso procedan.».

Para una mejor coherencia y claridad expositiva, hemos optado 
por tratar en un mismo apartado la terminación del procedimiento 
y la organización administrativa.

Como primeras conclusiones generales que se extraen de 
todo lo hasta aquí analizado, en relación a estos preceptos es 
que, sólo se está resolviendo sobre la concesión del Ingreso 
Mínimo de Solidaridad, sin que se imponga ninguna de las otras 
medidas que el Decreto prevé (empleo, educación y vivienda) y 
el Compromiso de Inserción, con diverso grado de implantación 
y exigencia según sea el territorio provincial de que se trate, se 
exige con independencia de que no se hayan establecido ninguna 
de dichas medidas, cosa que para esta Defensoría no tiene lógica 
alguna, pues el citado Compromiso se ha convertido en un mero 
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trámite formal, también de diverso calado, según se exija o no a 
todas las unidades familiares solicitantes, lo que no podemos dejar 
de relacionar nuevamente con las exigencias constitucionales de 
legalidad, igualdad y seguridad jurídica.

De igual modo, la existencia misma de las Comisiones 
de Valoración y su participación en el procedimiento queda 
cuestionada, desde el punto y hora en que no se está 
estableciendo en las resoluciones ninguna de las medidas que el 
Decreto prevé en materia de empleo, educación o vivienda, todo lo 
cual, a nuestro juicio, no hace sino introducir un importante factor 
que contribuye a la dilatación del procedimiento, por más que 
hayan venido funcionado muy bien hasta la fecha presente.

Como también puede observarse, la regulación normativa optó 
por el silencio negativo por el transcurso del plazo para resolver 
de tres meses. En cuanto al plazo de resolución, hemos de decir 
que el mismo fue modificado por el Decreto Ley 7/2013, de 30 de 
abril, en su disposición adicional segunda, que se mantuvo vigente 
por el Decreto Ley 8/2014, de 10 de junio, que mantuvo en vigor 
la disposición adicional referida del Decreto 7/2013, habiéndose 
reducido a dos meses el plazo para resolver motivadamente el 
Programa de Solidaridad, sin que tengamos constancia de que en 
ningún momento el mismo se respete.

Constatadas las enormes dilaciones en la resolución del 
Programa en prácticamente todas las Delegaciones Territoriales 
como hemos tenido ocasión de exponer en los Antecedentes de este 
informe, con el espíritu de ahondar y conocer en más profundidad 
las causas a las que ello pudiera deberse, con independencia de 
las de índole presupuestaria, incluimos en nuestro cuestionario la 
pregunta de cuánto suele tardarse desde que las solicitudes están 
completas hasta que pasan por Comisión de Valoración.
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La respuesta a esta pregunta es muy variada, según la 
Delegación Territorial de que se trate. En unas, de dos a tres 
meses, en otras, de tres a cuatro, en otra, de cuatro a cinco y 
sólo una informó que no había lapsus y que una vez completas se 
tardaba en llevarlas a Comisión de 15 días a un mes.

Significativa fue sin embargo la alusión al plazo que mediaba 
en 2015, habiéndosenos manifestado que en ese año se tardaba 
nueve meses desde que estaban completas hasta que podían 
llevarse a Comisión. La causa de ello se debía, fundamentalmente, 
a que tenían que esperar a contar con crédito para poder llevarlas 
a Comisión de valoración para su resolución.

Asimismo, preguntamos cada cuánto tiempo se celebraban las 
Comisiones de Valoración y si solía haber un número determinado 
de expedientes por Comisión, que fuese más o menos el mismo y 
constante.

En todas las Delegaciones Territoriales nos confirmaron que en 
este año 2016, se han dado instrucciones por los Servicios Centrales 
de la Consejería de que se celebren Comisiones de Valoración 
mensuales, así como las pautas sobre como ir resolviendo los 
expedientes y todo ello en función del importe que se transfiera a la 
Cuenta de Funcionamiento de las Distintas Delegaciones Territoriales 
para el IMS, habiéndose celebrado la primera en el mes de febrero 
de 2016, luego se ha venido celebrando otra Comisión cada mes, 
aunque se preveía que no se celebraran Comisiones ni los meses 
de agosto ni noviembre de 2016. Por contra, en todo 2015, solo se 
celebraron cinco Comisiones de Valoración.

La consecuencia que ha tenido la implantación de dicha 
medida, es que en este año 2016 el plazo desde que se presenta 
la solicitud, hasta que pasa por la Comisión de Valoración, 
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obviamente en el caso de los expedientes completos, se ha visto 
reducido bastante, aunque aún lejos de los dos meses establecidos 
en la últimas reformas normativas. Así, en alguna Delegación nos 
dijeron que en la Comisión de mayo se llevarían expedientes de 
diciembre de 2015, enero y parte de febrero de 2016.

En consecuencia, el número de expedientes que han de ir a 
cada Comisión, dependerá de los que haya completos y del crédito 
que haya en la Delegación Territorial para el IMS. Sin embargo 
a en una Delegación Territorial nos comentaron que desde los 
Servicios Centrales se les había dicho que a partir de junio de 2016 
el dinero no iba a ser problema, presupuesto ilimitado y por tanto 
los expedientes a llevar a cada Comisión de Valoración estaría en 
función de lo que pudieran gestionar.

Se da la circunstancia de que la mayor o menor eficiencia y/o 
agilidad en la tramitación de los expedientes de IMS por el órgano 
de gestión, influye enormemente en la reducción o alargamiento 
del plazo hasta su resolución y pase a la fase de fiscalización y 
pago, habiendo notables diferencias entre unas Delegaciones 
Territoriales y otras. Así en algunas, los expedientes se llevan 
totalmente al día estando preparados para pasar por Comisión de 
Valoración en cuanto que haya crédito y en alguna otra se nos dijo 
que si en ese momento le transfirieran crédito no tenía expedientes 
completos y preparados para llevarlos a Comisión de Valoración 
para su resolución.

Una de las causas reiteradamente alegadas como productora 
de disfuncionalidades en la gestión del IMS es lo dispuesto en la 
propia Norma, en especial, el artículo 12 del Decreto 2/1999, según 
el cual: «La modificación sobrevenida del número de miembros 
de la unidad familiar, o de los recursos económicos declarados, 
deberán ser tenidos en cuenta, de oficio o a instancia de parte, 
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para la concesión del Ingreso Mínimo de Solidaridad, y, en su 
caso, para el posterior aumento o minoración del mismo», por 
cuanto que ello, ocasiona unos problemas extraordinarios de 
gestión pues se ha de comprobar, de oficio, en cada fase de la 
tramitación del procedimiento si las unidades familiares propuestas 
como beneficiarias siguen reuniendo los requisitos para acceder al 
Programa, al menos creemos que en estos hitos fundamentales: 
una vez las solicitudes completas y antes de llevarlas a Comisión 
de Valoración para valorar el cumplimiento de los requisitos, una 
vez que ya cuentan las solicitudes con la propuesta de resolución 
y antes de emitir la resolución misma y en el momento de su 
fiscalización, todo lo cual entorpece y ralentiza sobre manera su 
tramitación.

Y es que en el momento de la resolución las familias 
beneficiarias han de reunir las condiciones fijadas por la norma, 
trámite que se produce cuando ya las solicitudes llevan en muchas 
ocasiones, al menos en ejercicios anteriores al actual de 2016, un 
año en las Delegaciones.

En relación con ello, hemos de recordar que el momento en el 
que las personas beneficiarias han de reunir los requisitos exigidos 
es el de presentación de la solicitud. Sin embargo, al tardarse tanto 
en la resolución de los expedientes, debido a diversas causas, es 
lógico que las circunstancias de la unidad familiar hayan variado al 
momento de la propuesta de resolución, por cuanto que no tienen 
más remedio que intentar conseguir recursos para poder satisfacer 
las necesidades básicas de sus familias, o también han podido 
variar en el número de miembros que componen la misma, lo que 
obliga a la aplicación del artículo 12, ya citado. Siempre se nos ha 
referido que la comprobación de oficio que se efectúa es la del 
cruce de datos con las Bases de Datos de la seguridad Social y del 
SEPES, y con la del Padrón de Habitantes.
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Una problemática añadida que se plantea a todo lo anterior, es 
que la plataforma informática de gestión de los servicios sociales 
el SISS, data de 2007 y no está adaptada a las incidencias que 
puedan plantearse por cuanto que no las recoge, todo lo cual 
ocasiona mucho trabajo y muchas necesidades de personal por 
cuanto que lo primero que se ha de hacer, en el caso de que el 
cruce de datos de positivo, es decir que se compruebe que alguno 
de los miembros la unidad familiar percibe otras prestaciones, haya 
trabajado o esté de alta en Seguridad Social, es la suspensión 
del cobro16, dar trámite de audiencia a la persona interesada y 
reajustar la cuantía del IMS ocasionando todo ello retrasos en 
expedientes que siguen estando vivos.

Esto nos lo corroboraron también en una Delegación distinta 
al decirnos que la herramienta informática con la que se tramita el 
Programa, el SISS, se considera arcaica ya que la carga de gestión 
administrativa de cada incidencia, conlleva contados 552 trámites 
en el SISS. Por otra parte, las Comisiones de Valoración enlentecen 
y no favorecen a que la gestión sea más ágil. Es el caso de tener 
que llevar todas las modificaciones de aumento o disminución de la 
cuantía.

16.  Orden de 8 de octubre de 1999 por la que se regula el pago del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad establecido en el Decreto 2/1999, de 12 de enero.

Artículo 3. Forma de pago.

1. El pago se realizará por meses vencidos. 
2. No obstante, podrá procederse al pago anticipado de todas o de algunas mensualidades 
en atendiendo a las circunstancias concurrentes en las unidades familiares, apreciadas por 
la Dirección General de Acción e Inserción Social, a propuesta de la Delegación Provincial de 
Asuntos Sociales Correspondiente. 
(...) 
5. Suspensión del pago.

El Delegado Provincial de Asuntos Sociales al iniciar el procedimiento para la extinción 
del derecho al Ingreso Mínimo de Solidaridad, podrá acordar como medida cautelar la 
suspensión de su pago hasta el momento de dictar la resolución definitiva).
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Reajuste de la cuantía que, como vimos, solo se aplica en 
caso de que haya que reducir la cantidad que corresponda abonar 
por el IMS debido al cambio favorable de las circunstancias 
económicas que se alegaron en el momento de la solicitud, por 
cuanto que cuando la diferencia del reajuste del IMS es a favor 
de la unidad familiar afectada por disminución de los ingresos, la 
compensación y pago no se produce hasta que transcurren los seis 
meses de cobro de esta prestación, en una denominada séptima 
nómina, como ya hemos referido en otro de los apartados de estas 
conclusiones, lo cual actúa en beneficio de la Administración y 
perjudica a las unidades familiares beneficiarias.

Para concluir, acudimos a lo que se nos decía en una de las 
Delegaciones Territoriales, en el sentido de que este procedimiento 
administrativo es totalmente farragoso pero que hay que respetarlo 
y a grandes rasgos sería: se graban los datos en el SISS, se 
efectúa requerimiento de subsanación, publicación en BOJA de 
las notificaciones en caso necesario, acuse de recibo y cuando 
los expedientes ya están completos al haberse aportado la 
documentación requerida, se efectúa la propuestas de resolución y 
es entonces cuando en esta Delegación se lleva a cabo la consulta 
en el Programa SILCON para efectuar el cruce de prestaciones, 
es decir en el hito previo a la emisión del documento contable AD 
con el que se inicia la tramitación económica, al que mas tarde nos 
referiremos. A ello se une las características sociales de muchas 
de las personas destinatarias de este Programa, con dificultades 
añadidas como es por ejemplo la compulsa de documentos, etc.
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4.3.2.2.5. Las situaciones de emergencia social

«Artículo 20. Situaciones de emergencia social.

1.  Cuando a la vista de la documentación presentada 
conforme al artículo 15 del presente Decreto se aprecie 
que concurren situaciones de emergencia social el 
Delegado Provincial de la Consejería de Asuntos Sociales 
podrá conceder el Ingreso Mínimo de Solidaridad con 
carácter provisional, continuándose la tramitación 
conforme al procedimiento ordinario.

2.  Las mensualidades percibidas con tal carácter se 
computarán dentro del período para el que se concede el 
Ingreso Mínimo de Solidaridad en la resolución que ponga 
fin al procedimiento.».

Esta tramitación especial, no puede sino ser calificada como 
tramitación de urgencia, para ello se requiere que a la vista de la 
documentación presentada se aprecie que concurren situaciones de 
emergencia social.

Muy variadas también son las actuaciones de las distintas 
delegaciones territoriales a este respecto, sin que exista una 
unidad de criterio sobre lo que ha de considerarse emergencia 
social, quedando tal decisión al albur de cada una de ellas.

Así en una nos decían que aplican el artículo 20, previo informe 
de los SSCC, que así lo diga y llevan a cabo el pago único y de una 
sola vez de los seis meses de prestación problemas sólo en los 
casos de «fuerza mayor».
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En otra se nos decía que los criterios de emergencia social, 
los han coordinado con los SSCC de la provincia en reuniones 
anuales, actualizados a mayo de 2016: desahucios, personas sin 
hogar con proyecto de intervención de los SS, casos de fuerza 
mayor o de salud graves y cuando la familia tiene muchas deudas. 
Aproximadamente llevan más o menos 10 expedientes de urgencia 
social por Comisión. Esta coordinación con los SSCC de la provincia 
se ha visto potenciada en los últimos años. Si los expedientes se 
resolvieran en plazo no tendría sentido tener que dar lugar a los 
supuestos de urgencia social. No llevan a cabo pagos únicos ya que 
si no, no se puede trabajar con la familia para que supere o salga 
de la situación.

Otra Delegación pide informes sociales especiales cuando hay 
que exonerar de algún requisito y consideraban urgencia para 
casos de enfermedad. La acumulación del pago a un pago único 
sólo se había hecho dos veces en 6 años y fue por catástrofe. Los 
desahucios no lo consideran urgencia puesto que se han dado 
muchos en los últimos años.

Finalmente, en otra se nos dijo que los supuestos de urgencia 
o emergencia solo se aplican a las personas que viven en la calle y 
a las que así viene informado por los SSCC. Se parte de la base de 
que situaciones y casos urgentes son todos. En estos supuesto lo 
que se hace es adelantar la concesión del Programa, no respetando 
el orden de prelación de la solicitud para resolver y no se hacen ya 
pagos únicos.

Esta problemática de qué ha de considerarse situaciones 
de emergencia social que den lugar a tramitación de urgencia 
de solicitudes del Programa de Solidaridad, ya tuvo ocasión de 
analizarla esta Defensoría en la queja 10/2419, tramitada de 
oficio, cuyo resultado de nuestra investigación nos llevó a emitir 
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en abril de 2012 Recomendaciones, pues observamos que se 
venía produciendo un incremento no homogéneo en las distintas 
provincias, así como que existían provincias sin resolución alguna 
con cargo a este procedimiento de resolución de las situaciones 
de emergencia, mientras se observaba en el año 2011 un notable 
incremento en otras.

Por ello, entendiendo que las situaciones de emergencia podían 
ser cada vez mayores, dada la situación de crisis económica que 
veníamos padeciendo, recomendamos que, en caso de que no 
existieran, se aprobasen instrucciones por parte de la Consejería, 
mediante la que se establecieran criterios objetivos a tener en 
cuenta para la valoración de las situaciones de emergencia social a 
las que se refiere este artículo 20 del Decreto.

De igual forma, en las mismas se debería hacer constar que los 
informes que se elaboraban por los Servicios Sociales Comunitarios 
por vía de colaboración, tanto en los que se adjuntaban a 
las solicitudes que por los mismos se remitían a las entonces 
Delegaciones Provinciales, como los que se emitían previa solicitud 
de las propias Delegaciones, se hiciera constar expresamente si en 
la unidad familiar solicitante concurrían situaciones de emergencia 
social, para que el Organismo competente pudiera decidir la 
conveniencia de la tramitación conforme a lo previsto en el artículo 
20 apartado 1 del Decreto 2/1999.

Recomendaciones que, como podemos observar, siguen 
plenamente vigentes en el momento actual.
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4.3.2.3. La gestión económica y la fiscalización de los 
expedientes

Una vez que los expedientes de solicitud del Programa pasan 
por la Comisión de Valoración y obtienen propuesta favorable de 
resolución, comienza la tramitación económica de los mismos 
que se concreta en la elaboración del documento contable AD 
por el Servicio de Acción e Inserción Social, la fiscalización de los 
expedientes y del AD global por la Intervención Delegada en la 
Provincia o Intervención Provincial, la elaboración de la Resolución 
y del OJ también global, las trasferencias bancarias individuales 
desde la cuenta de funcionamiento de la Delegación Territorial a 
las cuentas bancarias individuales de las personas beneficiarias y la 
emisión de los J o documentos de pago, que ya si son individuales 
por cada persona beneficiaria del IMS.

Como expusimos en los antecedentes de este informe, en el 
año 2015, visitamos junto a los Servicios de Acción e Inserción 
Social las Intervenciones Delegadas Provinciales de Sevilla y Cádiz, 
al ser estas provincias donde más retrasos se venían produciendo 
en la resolución de este Programa.

Así pudimos conocer que Sevilla y Cádiz, eran las únicas 
Provincias, hasta marzo de 2015, en las que el procedimiento 
de gestión económica del IMS era distinto a las del resto. 
El documento AD, se exigía por la Intervención que fuese 
acompañado del documento contable llamado Anexo de Terceros, 
en el que se incluía la relación nominal para identificación de 
todas las personas beneficiarias propuestas previamente por 
la Comisión de Valoración. En el resto de provincias todos los 
documentos contables eran globales, sin incluir relación nominal y 
se fiscalizaban sin el mencionado Anexo.
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Consecuencia, en parte, de lo anterior, era que al tener que 
fiscalizarse otras prestaciones también de carácter social y no 
haber suficiente personal, no había criterios oficiales de priorización 
de tramitación de la gestión económica de una sobre otras, aunque 
las PNC habían de estar aprobadas en un plazo determinado de 
cada mes.

También en relación con ello, influía el procedimiento de 
fiscalización en sí. La intervención de Sevilla, desde siempre, 
comprobaba los datos de cada una de las personas beneficiarias 
que iban en la relación efectuada por la Comisión de Valoración e 
incluidas en el Anexo de Terceros. Cádiz también venía haciéndolo 
así, desde primeros de año, hasta que se dieron unas instrucciones 
provisionales por la Intervención General de la Junta de Andalucía, 
para pasar a efectuarse esta comprobación mediante la técnica de 
muestreo.

Por otra parte, este procedimiento se venía haciendo en el 
anterior Programa Informático de gestión económica llamado 
Júpiter. No obstante, a primeros de año 2015, se cambió de 
Programa al denominado GIRO, el cual está diseñado de forma 
diferente ya que no reconoce ni permite que se incluya el 
denominado Anexo de Terceros, lo cual vino a introducir a primeros 
de 2015, nuevos problemas en la gestión económica y contable 
de los expedientes en estas dos provincias que, finalmente, fueron 
resueltos por la Dirección General de Política Digital.

En estas Intervenciones nos dijeron también que no hay una 
Instrucción en materia de Muestreo por parte de la Intervención 
General, aunque sí hay una especial, que es la que se venía 
utilizando. Así, si se produce un porcentaje de errores en la 
muestra, ello obliga a la ampliación de la misma y si nuevamente 
se producen más errores, podría conllevar a la fiscalización de 



216 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

todos y cada unos de los expedientes, todo lo cual necesariamente 
influye en los tiempos de tramitación del Programa.

En relación con ello, se alude a que la Instrucción existente al 
respecto, es del año 1991, la que se dictó para la primera norma 
reguladora del Salario de 1990, sin que haya sido adaptada a las 
modificaciones que sufrió esta y que dieron lugar a la aprobación 
del Decreto 2/1999. Dicha Instrucción permite la fiscalización por 
muestreo de expedientes solicitando un 15% de los mismos para 
llevarla a cabo. El muestro interrumpe el plazo de fiscalización, 
que es de diez días, manifestándosenos en una de dichas 
Intervenciones que dicho plazo no se cumplía en el trámite inicial 
de resolución y reconocimiento, debido a que no tenía personal 
suficiente para todas las materias y organismos a fiscalizar que 
tenía asignados.

Ambas Intervenciones no sólo fiscalizan las materias de la 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, sino también las de las 
Consejería de Salud, Empleo y el SAE, por lo tenían y acumulaban 
una gran sobrecarga de trabajo que se agravaba en la época 
estival a causa de las vacaciones reglamentarias del personal 
adscrito a las Intervenciones.

Por otra parte, existe una gran confusión, a nivel general, del 
carácter del IMS, opinándose que se trata de una norma híbrida, 
pues no se sabe a ciencia cierta si se trata de una subvención, o 
qué es desde el punto de vista contable, lo cual necesariamente 
influiría en su tramitación. Parece ser que actualmente se entiende 
que sería una subvención, dada la naturaleza del montante 
económico y aunque no se adecue su tramitación en puridad a la 
normativa general de subvenciones de la Junta de Andalucía. En 
cualquier caso, el Decreto 2/1999, no dice nada a este respecto, 
limitándose a remitir, en lo que a su financiación se refiere, a las 
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correspondientes partidas de los Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Corrobora este tesis el hecho de que aún cuando el volumen da 
gasto de los expedientes que van a alguna Comisión de valoración, 
supere los tres millones de euros como ha ocurrido en alguna 
ocasión, no sea necesaria la aprobación del Consejo de Gobierno 
como es obligatorio cuando se supera esa cuantía por una partida 
de gasto, pues se entiende que son subvenciones individuales.

Efectivamente el IMS en el Presupuesto de la Junta de 
Andalucía, tienen un código presupuestario como Subvención, que 
la Intervención de Sevilla interpretaba que era de concurrencia 
competitiva y por tanto la gestión económica del Programa la 
efectuaba como si de una subvención de estas características se 
tratase, lo que explicaba que exigiera que el AD llevase Anexo de 
Tercero.

En relación a todo ello, en unas de las Delegaciones Territoriales 
se nos decía que antes esta prestación tenía el tratamiento de una 
nómina y que ahora tiene el de una subvención y que este año se 
había comunicado por primera vez su concesión por los Servicios 
Centrales a la Agencia Tributaria, para su consideración como 
ingresos a efectos de IRPF, aunque según hemos comprobado 
en la Declaración de IRPF correspondiente a 2015, los ingresos 
procedentes de este tipo de prestaciones (rentas mínimas), se han 
declarado exentos de tributación. Sin embargo, se nos decía, todo 
esto solo es en teoría porque en la práctica no se exigen algunos 
trámites de subvención, como el de la justificación, el destino 
etc. En la aplicación informática SISS consta como motivo de 
denegación el incumplimiento de las obligaciones fiscales o frente 
a la seguridad social, lo que pasa es que ni se comprueba ni se 
aplica.
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Quisimos conocer como se llevaba acabo la fiscalización económica 
por la Intervención Delegada del resto de las provincias, por lo que 
introdujimos varias preguntas al respecto en nuestro cuestionario, 
así, en caso de que se efectuase mediante técnica de muestreo, qué 
porcentaje de muestra se suele exigir. Estas fueron las respuestas:

En dos Intervenciones Provinciales, no se llevaba a cabo 
muestreo de los expedientes. En las restantes, se había comenzado 
a fiscalizar por muestreo en distintas fechas, desde la entrada en 
funcionamiento del Programa Giro, que vino a sustituir al Júpiter 
para la tramitación económica y contable del Salario Social en un 
caso, y en enero y en octubre de 2015 en otros y se solía pedir 
una muestra de entre el 2 %y 5%, entre el 5% y el 10%, solo el 
5% o solo el 10% de los expedientes aprobados en la Comisión de 
Valoración que pasan a fiscalización para su pago.

Como puede verse, criterios no homogéneos de actuación en 
las distintas Intervenciones Delegadas, en cuanto a la fiscalización 
por muestreo y en la muestra de expedientes que se solicita para 
llevarla a cabo.

Una vez fiscalizados por muestreo, nos interesaba saber si 
la Intervención solía devolver todos o parte de los expedientes 
fiscalizados con nota condicionada a necesidad de subsanación o 
de reparo, dándose diversas situaciones.

Tres intervenciones Provinciales, no devuelven nunca los 
expedientes fiscalizados ni efectúan notas de reparo, existiendo 
en una de ellas muy buena comunicación con el órgano gestor, 
resolviéndose las dudas vía telefónica.

En otra, se alegaba además que la causa más común de las 
notas condicionadas suele ser la existencia de ayudas económicas 
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en materia de empleo, que son incompatibles en su percepción 
con el salario. En cuanto a la gestión, la dificulta el que cada vez 
que se hace un documento contable han de revisarse todos los 
expedientes y cada vez que se va a pagar tienen que comprobar 
el cumplimiento de los requisitos en todos ellos y esto lo pide la 
intervención con el OJ.

En el caso de que la Intervención descubra alguna anomalía en 
el expediente, y ponga nota de reparo, se devuelve el documento 
contable AD y tras la subsanación pertinente, se vuelve a mandar 
de nuevo el AD a la Intervención. En caso de que se trate de 
variación de circunstancias que de lugar a la modificación del 
importe del IMS, se saca a la persona afectada del AD y una 
vez corregido lo que haya que corregir, se incluye en el AD 
correspondiente a la siguiente Comisión de Valoración, se nos decía 
en otra Delegación territorial.

Finalmente, en otra de las Delegaciones Territoriales visitadas, 
se nos trasladaba que la Intervención provincial rechazaba todo 
el documento contable entero, de toda la Comisión de Valoración 
y que, de hecho, todos los documentos contables de todas las 
Comisiones eran rechazados cuando en el muestreo se encontraba 
alguna deficiencia.

En cuanto al tiempo que tardaba la Intervención Delegada en 
fiscalizar los expedientes desde que le eran remitidos por el Órgano 
gestor, todas las respuestas fueron que siempre se fiscalizaba 
dentro del plazo de diez días que tienen para llevar a cabo este 
actuación, los cuales iban, según una u otra, desde un día o en 
el mismo día (Intervención que no pide muestreo); de dos a tres 
días; de un día a una semana; tres días; entre cinco y diez días y 
aproximadamente de una semana a diez días.
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Finalmente, respecto a nuestras preguntas sobre si tuvieron 
problemas con el cambio de programa informático de gestión 
económica de JÚPITER a GIRO y, en su caso, si seguían 
teniéndolos, en todos los Servicios de Acción e Inserción Social 
provinciales se nos respondió afirmativamente a este pregunta, 
y que, en la actualidad, uno de los problemas que tiene el GIRO 
es el dar de alta las cuentas bancarias de los beneficiarios, los 
cuales tienen que aportar un certificado oficial de su banco  en la 
Tesorería de Hacienda y dar de alta una cuenta operativa oficial, 
además en 2016 ha habido más problemas por el desdoblamiento 
o cambio en el órgano gestor, es decir al separar las Consejería de 
Salud y de Igualdad y Políticas Sociales.

Asimismo, el GIRO sigue dando problemas en algunos otros 
aspectos: en el denominado CEIS de gestión de incidencias y 
en que no permite grabar el J o documento contable de pago 
individual a cada persona beneficiaria, por lo que el pago de cada 
Comisión de Valoración, se ha de grabar a mano en el SISS, todo lo 
cual conlleva un enorme trabajo por parte del del personal de estos 
Servicios.

4.3.2.4. El pago del IMS

Para concluir la tramitación de este procedimiento, el cual acaba 
con el pago de la primera mensualidad del IMS una vez reconocido, 
quisimos conocer el Intervalo de tiempo aproximado para que 
se produzca el pago desde la aprobación de los expedientes en 
la Comisión de Valoración, (Comisión-Intervención-Fiscalización, 
Resolución y Pago).

Según las distintas Delegaciones este plazo puede ir de mes, 
mes y medio a dos meses. En ello incluye el que el pago ha de 
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producirse a mes vencido, por lo que los expedientes resueltos 
positivamente en un mes, no pueden pagarse efectivamente hasta 
el mes siguiente.

También en relación al pago del IMS, suelen ser reiteradas 
ante esta Defensoría las quejas de las personas beneficiarias, 
en el sentido de que no hay un día o intervalo fijo del mes en el 
que se produzca el pago mensual del mismo, lo que les ocasiona 
muchos trastornos a sus economías, pues no saben cuando van 
a poder disponer del dinero en el que consiste esta prestación. 
No olvidemos que el IMS está destinado a satisfacer necesidades 
básicas de las familias beneficiarias.

De nuevo, las respuestas son distintas y variadas, aunque 
hay Delegaciones que procuran por todos los medios que el pago 
del IMS, una vez reconocido, se efectúe más o menos en una 
fecha fija: en la primera semana del mes; entre el uno y el diez 
del mes aunque pagan siempre el viernes procurando que sea el 
primer viernes de cada mes dado que es los miércoles cuando 
se transfieren el dinero a la cuenta de funcionamiento de la 
Delegación; un mes aproximadamente, pago a mes vencido. Antes 
no había fecha de cobro fija, ahora pagan del uno al diez siempre; 
se efectúa siempre a final de mes y se adoptó esta costumbre 
hace tiempo, el tratarlo en este sentido como una nómina aunque 
tienen fijado de plazo hasta el día 10 del mes siguiente, pero pagan 
siempre antes que termine el mes.

No hay período fijo de pago. Al día siguiente de la Resolución, 
a mes vencido10, que es lo que dice la norma y también lo que 
retrasa el pago de 15 a 18 días.

Finalmente, en una de las Delegaciones Territoriales, se 
quiso poner encima de la mesa la cuestión de los embargos de 
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la cuenta bancaria de las personas beneficiarias que efectúa, por 
ejemplo, la Seguridad Social. Los bancos no quieren saber nada 
del asunto y cuando se produce el ingreso en la cuenta del IMS, 
automáticamente el banco detrae el importe del mismo en virtud 
de los embargos comentados.

4.3.3. Cuestiones relativas al personal

Por tener bastante relevancia en la mayor o menor agilidad, 
eficiencia y eficacia, en la tramitación del Programa de 
Solidaridad, no queremos concluir este informe sin referirnos 
mínimamente a algunas cuestiones relativas al personal que se 
encarga de la tramitación de estos expedientes, de las que se 
extrae la gran carga de trabajo que el mismo viene soportando, 
así como los esfuerzos adicionales que en ocasiones tienen que 
realizar cuando se hacen necesarios planes de choque para poner 
al día y que no haya excesiva demora en la tramitación de los 
expedientes.

La queja común en todas las Delegaciones y en algunas 
Intervenciones, es la deficiente dotación de personal destinado a 
la gestión del Programa de Solidaridad y por lo tanto, de falta de 
recursos humanos, teniendo en cuenta el importante volumen de 
solicitudes del IMS en todos estos últimos años, todo lo cual puede 
justificar la ralentización del procedimiento de gestión, incluido el 
de gestión económica.

Por otra parte, se considera que es en la RPT donde se 
debería de dotar adecuadamente al mismo, puesto que hay muy 
poco personal de plantilla, teniendo adscritas personas de otras 
unidades y que no pertenecen al servicio, lo que se denomina 
coloquialmente “prestados”.
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Así, en una de las Delegaciones visitadas, se nos decía algo 
que ejemplifica esta situación y es que como quiera que hay déficit 
de personal, con personal “prestado” de otras unidades, se hacen 
necesarios planes de choque en los que el personal va a trabajar 
por la tarde, constituyendo una clave de preocupación el tener 
presupuesto y no tener expedientes preparados por problemas de 
personal.

En otra se nos comentaba que han necesitado refuerzos de 
personal y en épocas que hace falta se hacen horas extras.
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5. Conclusiones

I.- La necesidad de que el ser humano cuente con unos ingresos 
mínimos que le permitan satisfacer sus necesidades más primarias 
y básicas, se considera como un derecho humano fundamental, por 
cuanto que en ello está comprometida la dignidad de la persona y 
su propia vida.

II.- Son muchos los instrumentos internacionales y europeos, que 
partiendo de este derecho humano, reconocen el derecho de toda 
persona a tener un nivel de vida adecuado para garantizar unas 
condiciones de vida dignas, que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

III.- En España, son la Constitución primero, con la declaración de 
nuestro país, como un Estado Social y Democrático de Derecho y 
los Estatutos de Autonomía, los que atribuyen a la Administración 
Estatal y Autonómica, las competencias en materia de protección y 
asistencia social, en sus diferentes niveles, encaminadas a garantizar 
unas condiciones de vida dignas para todas aquellas personas que, 
por diferentes motivos, no pueden lograrlo por sí mismas.

IV.- Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones 
en cualquier parte del territorio del Estado, es decir, sin importar su 
lugar de residencia, esto afirma el artículo 139.1 de la Constitución, 
si bien esto no es así en cuanto al derecho humano a contar con unos 
ingresos mínimos de subsistencia, por cuanto que las condiciones de 
acceso, requisitos, cuantía, duración, etc. varían de una Comunidad 
Autónoma a otra.
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V.- Esta Defensoría se ha pronunciado en más de una ocasión sobre la 
necesidad de que el derecho a percibir una renta mínima garantizada 
debería formularse como un auténtico derecho subjetivo igual para 
todos los ciudadanos y ciudadanas de todo el territorio nacional, 
correspondiendo por tanto al Estado, en virtud del artículo 149.1.1ª, 
regular las condiciones básicas que garanticen ese derecho, articular 
el sistema y dotarlo de presupuestos suficientes.

VI.- La respuesta que desde los años ochenta han dado a estas 
situaciones de necesidad las Comunidades Autónomas ha sido 
establecer algún tipo de renta mínima, esté o no la misma supeditada 
al cumplimiento de determinadas condiciones y/o itinerarios de 
inserción y sea considerada o no como un verdadero derecho 
subjetivo, siendo patentes las diferencias entre unas y otras. Es lo 
que se conoce como Sistema de Rentas Mínimas de Inserción y en 
este se incardina el Programa de Solidaridad de los Andaluces para 
la erradicación de la marginación y la desigualdad.

VII.- Pionera entre las Comunidades Autónomas fue el País Vasco. 
Le siguieron Cataluña y Andalucía. Actualmente, las diferencias 
territoriales en las Rentas Mínimas de Inserción no permiten hablar 
de un sistema territorialmente equitativo, y además está necesitado, 
en algunas de aquellas, de una amplia mejora en la cobertura de las 
necesidades de pobreza.

VIII.- En el diseño en sus inicios, quizá lo más llamativo en perjuicio 
del inicial modelo andaluz fuera que tanto el vasco como el catalán 
establecían como duración de la prestación el período de 12 meses; 
pero, concluido dicho período, se evaluaba la medida y se decidía 
mediante resolución o acuerdo fundamentado expreso sobre la 
continuación o extinción de aquella, procediendo la prórroga si 
persistía la situación que motivó su aplicación. Por el contrario, el 
actualmente vigente, Decreto 2/1999, sobre una posible prórroga 
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del pago de la prestación económica, determina que se establecerá 
la medida por un máximo de seis meses, sin que se contemple en 
absoluto la posibilidad de que la prestación se prorrogue aunque 
persistan las circunstancias que motivaron su concesión.

IX.- El Programa de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación 
de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía tiene su antecedente 
en el «Diálogo Social en Andalucía. Acuerdos 1990/1991», suscrito 
entre la Junta de Andalucía y las Centrales Sindicales mayoritarias 
con fecha 26 de febrero de 1990. Este Acuerdo se plasma en el 
Decreto 142/1990, de 15 de Mayo, siendo la norma creadora del 
Programa que tenía como objetivo la erradicación de la marginación 
y la desigualdad en Andalucía, de sólo cinco meses de vigencia y 
sin ninguna aplicación práctica, siendo sustituido por el Decreto 
400/1990, de 27 de noviembre, siendo este a su vez derogado por 
el vigente Decreto 2/1999, de 12 de Enero.

X.- Desde que a finales de 1990 se implantase en nuestra Comunidad 
Autónoma, siguiendo al respecto modelos ya conocidos en otros 
puntos del Estado Español e incluso en otros países europeos, el 
“Programa de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación 
de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía”, ha sido una 
de las materias objeto de atención preferente por parte de esta 
Institución.

XI.- El especial interés del Defensor del Pueblo Andaluz por esta 
temática ha derivado, de una parte, del objeto mismo del programa 
que persigue la erradicación de la marginación y la desigualdad 
en Andalucía, ante la persistencia de estas situaciones que chocan 
frontalmente con las obligaciones que imponen a los poderes 
públicos los artículos 9.2, 39.1 y 41 de la Constitución Española y, de 
otra, de las propias quejas presentadas por los ciudadanos desde su 
inicio, a través de las cuales se empezaron a detectar con prontitud 
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las carencias que tanto desde un punto de vista normativo, como 
del de su aplicación práctica y de gestión, entrañaba este programa.

XII.- No nos hemos limitado a criticar sus deficiencias sino que, 
también, hemos señalado los resultados positivos de su aplicación, 
formulando en distintos momentos recomendaciones sobre la 
asunción de criterios para la aplicación del mismo o bien, sugiriendo 
la completa reforma normativa, como ocurrió con su primer Decreto 
regulador, que tuvimos ocasión de recoger íntegramente en nuestro 
Informe Anual de 1997.

XIII.- Si bien gracias al Programa de Solidaridad muchos miles 
de familias andaluzas han visto paliadas sus circunstancias de 
pobreza y quizás, incluso, algunas o muchas de ellas, hayan podido 
escapar de su marginación, esta Defensoría ha estimado oportuno 
recopilar en este Informe Especial al Parlamento de Andalucía, estos 
veinticinco años de actuaciones, teniendo como fuente principal, 
el pormenorizado relato de las mismas en los sucesivos Informes 
Anuales presentados ante la Cámara Andaluza desde el de 1990 
hasta el del año 2015, y en las que no nos hemos centrado en los 
aspectos claramente positivos, sino que en este documento hemos 
señalado y puesto de manifiesto la situación en que actualmente 
se encuentra dicho Programa hasta el punto de que estamos 
convencidos de lo inaplazable de su derogación y su sustitución por 
una nueva regulación.

XIV.- Es a partir de del año 1990, cuando TODOS nuestros 
Informes Anuales recogen extensas páginas sobre el Programa de 
Solidaridad, inicialmente dentro del apartado del Área de Trabajo 
puesto que la adscripción de la gestión esencial del mismo y su 
coordinación correspondieron en su inicio a la Consejería de 
Trabajo, y posteriormente en el Área de Servicios Sociales, a partir 
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de la adscripción del programa a la hoy denominada Consejería de 
Igualdad y Políticas Sociales, en sus diferentes denominaciones a lo 
largo de estos años.

XV.- Pues bien, a raíz de las quejas se iniciaban las oportunas 
investigaciones, incluso se abrieron en diversos años expediente 
de queja de oficio, todo lo cual nos permitió detectar las primeras 
disfunciones administrativas en la ejecución del Programa, desde 
los inicios de su puesta en marcha con el Decreto 400/1990, de 27 
de noviembre, lo que nos llevó, a emitir diversas Sugerencias de 
flexibilización, a través de una necesaria modificación o reforma de 
algunos de sus aspectos.

XVI.- Sobre el balance de los cinco primeros años de vigencia del 
Programa de Solidaridad a través de las quejas recibidas en esta 
Institución, en el Informe Anual de 1994 nos vimos obligados a utilizar 
calificativos ciertamente duros para epigrafiar algunos apartados, 
por ejemplo «Un Programa de Solidaridad no tan solidario» o 
«La deficiente gestión presupuestaria del Programa, causa de la 
paralización de expedientes».

XVII.- Un breve repaso por nuestros Informes Anuales de este 
período, 1990-1999, pone de manifiesto que el problema de las 
dilaciones en la tramitación de los expedientes ha sido el “punto 
negro” del Programa de Solidaridad desde que éste empezara a 
ser aplicado. Excepto en contadísimas ocasiones, en sus inicios, los 
dos o tres años de duración en la tramitación continuaba siendo 
lo “normal”, habiéndose comprobado que durante 1997 se habían 
concluido los expedientes que fueron iniciados, en su mayoría, en los 
años 1994 y 1995. Igualmente se había comprobado que, excepto en 
dos de los casos por nosotros conocidos, las solicitudes presentadas 
con posterioridad a los años señalados, aún seguían en tramitación; 
bien porque no se habían hecho efectivas las medidas de las que los 
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interesados habían sido beneficiarios, bien porque todavía estaban 
en la fase de propuesta y valoración por las respectivas Comisiones 
Provinciales de Valoración. También cabía destacar que aparecían 
quejas de todas las provincias, aunque en mayor número y con más 
graves retrasos en las de Sevilla y Cádiz.

XVIII.- Es a partir de 1993 cuando, desde algunos de los Órganos 
Gestores del Programa y con ocasión de los expedientes de queja 
en trámite, se nos comienza a informar sobre las dificultades 
presupuestarias a las que se enfrentaban para desarrollar el Programa 
de Solidaridad. Durante todos los años siguientes se han sucedido 
noticias sobre la carencia de créditos para hacer frente a las ayudas. 
Las dificultades presupuestarias son una de las causa de gran parte 
de las disfunciones administrativas que venimos denunciando con 
insistencia durante un año tras otro.

XIX.- Así mismo, lo que hemos dado en llamar problemas o 
dificultades presupuestarias, durante algunos años motivaron una 
situación de paralización generalizada de expedientes, muchos 
de ellos informados favorablemente. Pero además, los retrasos 
acumulados iban produciendo otros efectos perversos, como los 
derivados del cambio de circunstancias en las unidades familiares por 
el transcurso del tiempo o los efectos de la cronicidad de las mismas 
en las situaciones de necesidad, con la acumulación continua de 
solicitudes de acogida al Programa.

XX.- Sobre el primer Decreto, ya proponíamos la regulación con 
rango de Ley para el nuevo Programa contra la pobreza y exclusión 
social y el respeto a los derechos adquiridos por los solicitantes de 
años anteriores, sometidos a una espera “desesperante”. Sugeríamos 
que la nueva regulación configurase un Programa mucho más flexible 
que el actual, condicionado por tal sistema de incompatibilidades que 
lo habían hecho inviable. En tercer lugar, formulábamos propuestas 



Defensor del Pueblo Andaluz • 231 

Conclusiones

de agilización administrativa tendentes a evitar que un exceso de 
burocracia impidiese atender con prontitud las situaciones de pobreza 
más lacerantes y, con el mismo objetivo, la inversión del orden de 
prioridad de las nuevas medidas que se contemplasen, situando en 
primer lugar la concesión de ayudas económicas urgentes.

XXI.- Este Decreto fue sustituido por el Decreto 2/1999 de 12 de 
enero, aún vigente en la actualidad, y la Orden de 8 de octubre 
de 1999 ha sido la única norma de desarrollo del mismo que se 
ha dictado hasta la fecha regulándose por ella el pago del Ingreso 
Mínimo de Solidaridad. La única modificación normativa que ha sufrido 
este Decreto, se efectuó mediante el Decreto-Ley 7/2013, de 30 de 
abril, de medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra la 
exclusión social en Andalucía, cuya Disposición final segunda obliga 
a resolver motivadamente las solicitudes presentadas en el plazo 
máximo de dos meses desde la fecha de su presentación, añadiendo 
con carácter imperativo que, hasta tanto se apruebe la normativa 
que regule la Renta Básica en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
se adoptarán las medidas necesarias para dotar de mayor agilidad 
administrativa al procedimiento para la concesión del Ingreso Mínimo 
de Solidaridad al objeto de dar cumplimiento efectivo a este nuevo 
plazo de resolución de dos meses.

XXII.- Tras los difíciles años que atravesó la aplicación del Programa 
-especialmente duros fueron los cinco que van de 1993 a 1997- que 
culminaron en 1998 con la suspensión del mismo. La entrada en 
vigor del nuevo Decreto regulador, 2/1999, de 12 de Enero, trajo 
consigo una puesta al día, eliminando criterios restrictivos.

XXIII.- En los primeros años, a partir de la actual norma, 
disminuyeron las quejas que en años anteriores se basaban en 
la inejecución de resoluciones estimatorias o las motivadas por 
resoluciones denegatorias basadas en las incompatibilidades. A la 
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mayoría de las familias reclamantes les eran concedidos y abonados 
los ingresos mínimos correspondientes.

No obstante, poco a poco las quejas que se referían a dilaciones 
que se acercaban al año o lo superaban con creces fueron cada vez 
más numerosas, un retraso que a partir de 2008 comenzó a ser 
preocupante, sobre todo en las provincias con mayor número de 
solicitudes. En este momento el plazo de resolución y del silencio 
administrativo es ya de tres meses y empezaba a superarse.

XXIV.- El comienzo de la crisis económica supuso un importante 
crecimiento de peticiones. La Administración se vio obligada a 
aumentar los recursos para atenderlas sin que, en todos los casos, 
se percibiera que la situación de los demandantes cambiase o 
mejorase. En todas las consultas y quejas recibidas se planteba el 
tiempo excesivo de espera para el reconocimiento y/o la percepción 
de la ayuda.

XXV.- En el año 2008, en los inicios de la crisis económica, el crédito 
consolidado fue de 38.970.400 euros; en el año 2009 de 62.382.308 
euros; en el 2010 de 64.009.838 euros, y en 2011 de 77.947.770 
euros. En relación al número de solicitudes, se había pasado de las 
29.133 de 2008 a 43.953 de 2010, lo que suponía casi un incremento 
del 50%. Al mismo tiempo, se observaba que esta tendencia lejos 
de disminuir se incrementaba. A 30 de septiembre de 2011 había 
36.678 solicitudes presentadas, y la estimación para el año completo 
superaba las 45.000 peticiones.

XXVI.- En este período, asistimos también a una progresiva reducción 
de las ayudas públicas individuales y al creciente colapso de los 
servicios sociales, incapaces de atender, con los medios disponibles, 
las expectativas de la ciudadanía en general, y, en particular, de 
aquellos colectivos sociales en situación de mayor desprotección. 
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Ello se había traducido en un claro empeoramiento de la cobertura 
pública de las necesidades sociales y en una reducción de la red de 
atención social.

XXVII.- El carácter de prestación social que tiene el Programa de 
Solidaridad, con un procedimiento administrativo de tramitación 
que claramente estaba resultando totalmente ineficaz para los 
objetivos perseguidos, impedía en aquel momento que las personas 
solicitantes pudieran ver atendidas sus necesidades básicas con la 
urgencia que las situaciones requerían dado que era la única ayuda 
económica de carácter social existente en aquel momento.

XXVIII.- La crisis económica no sólo ha venido a deteriorar la 
situación de aquellas personas y familias que ya se encontraban 
en situaciones de exclusión o en riesgo de entrar en ella, sino que, 
ha propiciado que en el escenario del riesgo y la exclusión social 
aparezcan nuevos actores. Son familias jóvenes, lastradas por 
un historial de pérdidas acumuladas de empleos, con problemas 
acuciantes de subsistencia al carecer de medios económicos y 
con hijos a su cargo; mujeres solas con cargas familiares; jóvenes 
desempleados en busca del primer empleo, con escasa formación 
y sin posibilidad alguna de incorporación al mercado laboral; 
familias normalizadas, con proyectos de vida bien estructurados y 
viables, arrastradas por la vorágine del desempleo, la acumulación 
de deudas, la pérdida de la vivienda y la aparición de problemas 
mentales, alcoholismo o drogadicción.

XXIX.- Uno de los escasos recursos disponibles es el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación y 
la Desigualdad, al que acuden miles de personas y familias en todos 
los municipios de Andalucía. El programa subsiste con una misión 
fundamentalmente asistencial y renunciando a sus objetivos de 
lograr la reinserción social, ya que las medidas necesarias para ello 
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pivotaban sobre unos itinerarios de empleo que se han convertido en 
ilusorios. Después de años de aplicación del programa, las carencias 
y deficiencias del mismo son notorias y se ven agravadas por los 
efectos de una crisis económica que ha multiplicado el número de 
solicitantes, desbordando las capacidades del sistema. Es evidente 
que la inmediatez de la intervención social ha quedado sepultada por 
el marasmo de la lentitud burocrática y por la imposibilidad de resolver 
los procedimientos en unos plazos aceptables. También la suficiencia 
financiera del programa queda en entredicho después de años de 
verse continuamente superadas las previsiones presupuestarias.

XXX.- Las quejas tramitadas en el año 2014 evidenciaron que 
persistían grandes problemas de disfuncionalidad en el Programa. Los 
hechos eran más desgarradores si cabe, al haberse incrementado el 
número de familias que no podían hacer frente a los gastos básicos. 
La espera era insoportable y muy dolorosa, como vemos recogido 
en expresiones como “carecemos de lo más básico”,“no tenemos 
para comer o cuando nos dan algo resulta insuficiente”, “mis hijos 
no prueban un yogur y solo comen caliente cuando lo hacen en el 
colegio, ya que no tengo ni luz ni gas”.

XXXI.- En esta Institución se siguieron recibiendo un importantísimo 
número de quejas de la ciudadanía en 2014 y 2015 relativas al retraso 
en el reconocimiento y pago del salario social. Las situaciones que 
nos describían eran dramáticas, ya que en todos los casos, se nos 
decían que eran unidades familiares para las que el Salario Social 
suponía el único ingreso, detectándose retrasos excesivos en la 
tramitación hasta llegar al pago lo cual estaba íntimamente ligado 
al agotamiento de los  créditos presupuestados para cada anualidad 
mucho antes de que concluyera el año natural, quedándose un gran 
número de solicitudes en espera hasta que hubiera nuevas remesas 
de fondos, todo lo cual nos ha llevado a efectuar un análisis en 
profundidad del Programa de Solidaridad en la actualidad.
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XXXII.- Así concluimos, que la regulación que contiene esta norma, 
en sí misma, excesivamente general y también plagada de conceptos 
jurídicos indeterminados, que no ha dado lugar a un desarrollo 
normativo posterior que los concrete o aclare, ha dado lugar a la 
necesidad de acudir para su interpretación y mejor adaptación a la 
variada casuística que en la que se pueden encontrar las personas 
solicitantes.

XXXIII.- Por otra parte, ello también ocasiona que los órganos 
gestores provinciales hayan adoptado sus propios criterios de 
interpretación, lo que da lugar a que se produzcan grandes 
desigualdades territoriales, entre las unidades familiares 
solicitantes, cuya inclusión o no en el Programa va a depender de 
las interpretaciones que se haga de la regulación contenida en el 
Decreto 2/1999, y de la documentación que como medio de prueba 
se exija en una u otra Delegación.

XXXIV.- En las provincias de Sevilla y Cádiz, los retrasos y 
dilaciones en la tramitación del Programa de Solidaridad se han 
venido poniendo de manifiesto a lo largo de muchas años de forma 
reiterada, también en 2015, lo cual es una cuestión injusta entre 
ciudadanos y ciudadanas de unos territorios con respecto a otros 
en los que, en este año 2016, en el momento de las visitas a las 
Delegaciones, la falta de liquidez no era la causa de los retrasos.

XXXV.- Otra conclusión general es que en muchos años, gran parte 
del dinero presupuestado para cada anualidad para el Ingreso Mínimo 
de Solidaridad, se iba a abonar solicitudes que quedan pendientes del 
Programa de Solidaridad correspondientes al año inmediatamente 
anterior, quedando un importante número de solicitudes de cada 
año pendiente de reconocimiento y abono al haberse agotado el 
presupuesto de ese ejercicio esperando al crédito de anualidad futura, 
ocasionando todo ello que se vaya arrastrando un muy importante 
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déficit anual. Esto ha ocurrido tanto con el primer Decreto regulador 
del Programa, como con el vigente Decreto 2/1999.

XXXVI.- Han trascurrido ya más de diecisiete años desde la 
aprobación del Decreto 2/1999, por lo que ha devenido obsoleto, 
debido, entre otras razones, al cambio de perfil que se ha producido 
en las personas solicitantes y no adaptarse a las realidades sociales 
actuales, planteándose muchas situaciones que no se pueden 
resolver. A título de ejemplo citamos las siguientes.

yy Las unidades familiares unipersonales constituidas por mayores 
de 25, a las que la exigencia de vivir solas con un año de 
antelación a la formulación de la solicitud, hace que se queden 
fuera de la cobertura del Decreto, al no poder acreditar en 
muchas ocasiones formalmente esa circunstancia.

yy Las personas sin hogar, colectivo que debería ser objeto, si 
cabe de una mayor protección, al ser un colectivo que entraba 
de lleno en el perfil de las personas a las que iba destinado el 
Decreto resulta que se puede dar la paradoja de que esta norma 
no las ampara, al ser muy difícil que cumplan con el requisito 
de estabilidad previa con 12 meses de antelación en un mismo 
domicilio,  con lo que se produce, a nuestro juicio, una perversión 
del sistema, pues las verdaderas situaciones de marginación y de 
desventaja como manifestación última de la desigualdad social, 
cuya corrección y superación era la intencionalidad y finalidad 
de la norma, pueden quedar fuera de su aplicación, aunque 
ello, se solventa mediante la buena voluntad de los órganos 
gestores que con ideas imaginativas deciden la forma de acreditar 
mínimamente el cumplimiento de los requisitos.

yy La existencia de varias unidades familiares conviviendo en un 
mismo domicilio ligadas por relación de parentesco, fenómeno 
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hoy habitual a consecuencia de los efectos de la crisis 
económica que han provocado que muchas familias que han 
perdido su vivienda han tenido que irse a vivir con los abuelos, 
perjudica a las unidades familiares solicitantes la hora de 
poder acceder a esta prestación, en caso de que convivan con 
parientes que perciban alguna prestación, sea o no contributiva.

yy Otro problema que se plantea es de la acreditación de las 
parejas de hecho no inscritas en el Registro de Parejas de 
Hecho. Esta problemática se complica en el caso de uniones 
de hecho en las que uno de los miembros de la pareja sea 
extranjero no comunitario.

yy Quedan excluidas del Decreto las personas extranjeras no 
comunitarias que vivan solas y las unidades familiares extranjeras 
no comunitarias, aún cuando tengan reconocida y autorizada 
la residencia legal en España, a cuya cuestión hemos dedicado 
amplias parte de este Informe, llegándose a la conclusión de que 
la regulación vigente contradice lo previsto en la Ley Orgánica 
4/2000, sobre los Derechos y Libertades de los extranjeros 
en España, en la que se reconoce a las personas extranjeras 
residentes que no sean nacionales de la Unión Europea, el 
derecho a los servicios sociales, en las mismas condiciones que 
las españolas y a las extranjeras, cualquiera que sea su situación 
administrativa, el derecho a los servicios y prestaciones sociales 
básica.

yy Finalmente se plantea la problemática de las familias 
monoparentales, en el caso de las custodias compartidas 
establecidas en los convenios o sentencias de separación o 
divorcio, pues la cuestión es con cual de los progenitores se 
incluyen los hijos como miembros de la unidad familiar. Otra 
cuestión es la de las personas con hijos menores a su cargo 
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que no tienen regulada la guardia y custodia de los mismos, 
normalmente en los casos de separaciones de hecho. A ello 
se une todo la problemática que generan estas situaciones, 
en cuanto a la consideración y valoración de las pensiones de 
alimentos por parte del progenitor no custodio como ingresos 
de estas unidades familiares, especialmente en los casos en los 
que no se abonan materialmente pero sí están previstas en los 
convenios aludidos. 

XXXVII.- La crítica general que puede efectuarse al artículo 4, sobre 
los recursos computables,  es que la norma reguladora no dice por 
qué otra normativa ni cómo han de fijarse los recursos económicos 
de la unidad familiar solicitante, a efectos de valoración, respecto 
al cumplimiento de los requisitos económicos de la unidad familiar, 
tal es el caso, a título de ejemplo, de los inmuebles distintos de la 
vivienda habitual, los ingresos de la Ley de Dependencia, pensiones 
de alimentos en favor de los hijos etc.

XXXVIII.- En cuanto a la existencia del Compromiso de Inserción, la 
respuesta es variada y muy distinta según se trate de una provincia u 
otra, además de que cuando se solicita, en ocasiones, se trata de un 
mero trámite formal .Sólo se está resolviendo sobre la concesión del 
Ingreso Mínimo de Solidaridad, sin que se imponga ninguna de las 
otras medidas que el Decreto prevé (empleo, educación y vivienda), 
habiendo sido suprimidas por la vía de hecho y el Compromiso de 
Inserción, con diverso grado de implantación y exigencia según sea 
el territorio provincial de que se trate, se exige con independencia de 
que no se hayan establecido ninguna de dichas medidas, cosa que 
para esta Defensoría no tiene lógica alguna.

XXXIX.- Las consecuencias del incumplimiento de sus obligaciones 
por parte de las personas beneficiarias son bien distintas según se 
trate de unas Delegaciones u otras, sin que existan criterios unitarios 
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y homogéneos en cuando a que se efectúen expedientes de reintegro 
por prestaciones indebidamente percibidas y sin que la herramienta 
informática SISS tenga habilitada esta posibilidad para el IMS, por lo 
que se tiene que registrar todo el trámite manualmente.

XL.- La vía de información, recogida y presentación de las solicitudes, 
incide sobre manera en la mayor o menor carga de trabajo del 
órgano gestor y, por tanto, en las necesidades de medios personales 
y materiales, todo lo cual redunda a su vez en la eficacia y eficiencia 
de la tramitación del procedimiento de concesión, así como en las 
labores de información.

XLI.- Los expedientes que llegan a las Delegaciones desde los 
Servicios Sociales Comunitarios, suelen ir en muchas ocasiones 
incompletos, siendo necesario dar trámite de subsanación lo que 
también contribuye a ralentizar o retrasar la gestión de la tramitación. 
En aquellas Delegaciones que existe buena colaboración con los SSCC 
y se relacionan con ellos con asiduidad, las solicitudes vienen bastante 
completas lo que sin duda influye y beneficia a la agilidad administrativa. 
Todo ello trae causa de que la participación y colaboración de los 
Servicios Sociales Comunitarios en el procedimiento de gestión del 
Programa no está debidamente regulada.

XLII.- En cuanto a la documentación a presentar para acreditar 
el cumplimiento de los requisitos, una de las mayores dificultades 
la encontramos en que el Decreto exige sólo Certificados, lo que 
ocasiona no ya solo trastornos para su obtención a las personas 
solicitantes muchas de ellas con escasas habilidades al respecto, 
sino que también contribuye a la demora en la tramitación.

XLIII.- En cuanto al Informe Socioeconómico que prevé el artículo 
16, no hay acuerdo siquiera si el informe que prevé este precepto, es 
un informe social o no, ni si es preceptivo o no, ni en qué casos hay 
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que solicitar la colaboración de los Servicios Sociales Comunitarios 
para su emisión.

XLIV.- La existencia misma de las Comisiones de Valoración y 
su participación en el procedimiento queda cuestionada, desde el 
punto y hora en que no se está estableciendo en las resoluciones 
ninguna de las medidas que el Decreto prevé en materia de empleo, 
educación o vivienda.

XLV.- No se respeta en ningún caso el plazo de dos meses para 
resolver motivadamente las solicitudes del Programa de Solidaridad, 
habiéndose producido en los años de la crisis económica, tremendas 
demoras en la tramitación, aunque en este año 2016 el plazo desde 
que se presenta la solicitud, hasta que pasa por la Comisión de 
Valoración, obviamente en el caso de los expedientes completos, 
se ha visto reducido bastante, aunque aún lejos de los dos meses 
establecidos.

XLVI.- Una de las causas reiteradamente alegadas como 
disfuncionalidades es la gestión del IMS, es lo dispuesto en la 
propia norma ya que en virtud del artículo 12, se ha de comprobar, 
de oficio, en cada fase de la tramitación del procedimiento si las 
unidades familiares propuestas como beneficiarias siguen reuniendo 
los requisitos para acceder al Programa, lo que ocasiona unos 
problemas extraordinarios de gestión. Hemos de recordar que, según 
la norma, el momento en el que las personas beneficiarias han de 
reunir los requisitos exigidos es el de presentación de la solicitud, 
dándose la circunstancia de que en muchas ocasiones, cuando se va 
a resolver la solicitud, la misma, y los documentos acreditativos que 
la acompañaban llevan más de un año en el órgano gestor.

Todo ello obliga a la consulta a las bases de datos de la 
Seguridad Social y del SEPES en materia de empleo, a efectos de la 
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comprobación, en varias fases de la tramitación del procedimiento, 
de si las personas que forman parte de las unidades familiares 
solicitantes perciben algún tipo de prestación contributiva o no, o 
en materia de ayudas a trabajadores desempleados para valorar los 
ingresos de la unidad familiar solicitantes, dándose la circunstancia 
de que en caso de que la consulta sea positiva los resultados de 
la misma ha de constar en documentos oficiales expedidos por los 
organismos competentes, lo que nuevamente introduce retrasos 
en el procedimiento, proponiéndose que se pudiera llevar a cabo 
la verificación de datos de prestaciones mediante las plataformas 
informáticas de la Administración Central y Autonómica, vía 
convenio, para que tengan validez oficial, legal y jurídica  las 
consultas realizadas.

XLVII.- Una problemática añadida a la anterior es que la plataforma 
informática de gestión de los servicios sociales, SISS, la cual se 
considera arcaica, data de 2007 y no está adaptada a las incidencias 
que puedan plantearse en el procedimiento por cuanto que no las 
recoge, todo lo cual ocasiona mucho trabajo y mayores necesidades 
de personal.   

XLVIII.- Muy variadas también son las actuaciones de las distintas 
Delegaciones Territoriales en cuanto a la consideración de las 
situaciones de emergencia social, sin que exista una unidad, habiendo 
adoptado cada una de ellas sus propias decisiones al respecto, 
lo que como venimos reiterando también ocasiona desigualdades 
territoriales.

XLIX.- También hemos detectado criterios no homogéneos de 
actuación en las distintas Intervenciones Delegadas, en cuanto a la 
fiscalización por muestreo y en la muestra de expedientes que se 
solicita para llevarla a cabo.
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L.- No hay un día o intervalo fijo del mes en el que se produzca 
el pago mensual del IMS, lo que ocasiona muchos trastornos a las 
economías de las familias beneficiarias.

LI.- La queja común en todas las Delegaciones y en algunas 
Intervenciones, es la deficiente dotación de personal destinado a la 
gestión del Programa de Solidaridad, su inestabilidad y la inexistencia 
de RPT en estos Servicios.

LII.- Como hemos visto a lo largo de este Informe, desde el primer 
año de vigencia del Programa, hasta la actualidad con el aún vigente 
Decreto regulador, 2/1999, de 12 de enero, venimos insistiendo en la 
necesidad de proceder a una revisión seria y profunda del Programa 
que nos ocupa a la vista de las numerosas disfuncionalidades y 
lagunas que hemos venido observando en su aplicación y en su 
escasa normativa de desarrollo.

En ese sentido, hemos realizado varias actuaciones de 
oficio a lo largo de todos estos años, en las que formulamos 
recomendaciones y sugerencias en dicho sentido, hasta llegar a los 
tiempos presentes, llegando esta Defensoría a una seria conclusión 
y es que lo que procedería es la derogación de la actual norma y 
proceder a una nueva regulación que, a nuestro juicio, no podría 
ser otra que la Ley de Renta Básica para Andalucía, en desarrollo 
del artículo 23.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, si 
bien hasta tanto la misma se apruebe, la reforma del Programa de 
Solidaridad no puede aplazarse por más tiempo, como ciertamente 
se deduce del contenido de este documento.
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6. Recomendaciones y sugerencias

Recomendación nº1: La exposición de motivos del Decreto 
2/1999, tenía previsto realizar la regulación definitiva de todas 
las medidas sociales del Gobierno Andaluz, y las incluidas en el 
Programa de Solidaridad en una futura Ley contra la Exclusión 
Social que, a pesar de los años transcurridos y de que llegó 
a existir un anteproyecto de Ley de la misma, nunca llegó a 
aprobarse. Por otra parte, el artículo 23, apartado 2 de la Ley 
Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, por la que se aprobó el vigente 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, reconoce que todos tienen 
derecho a una renta básica que garantice unas condiciones de vida 
dignas y a recibirla, en caso de necesidad, de los poderes públicos 
con arreglo a lo dispuesto en la ley, sin que sepamos cuando va a 
ser desarrollado este importante derecho social previsto en nuestro 
Estatuto de Autonomía, habiéndose posicionado ya esta Defensoría 
en diversas ocasiones en sus Informes Anuales al Parlamento de 
Andalucía, e incluso mediante una Recomendación formal, sobre la 
necesidad de que esta tarea se aborde lo más pronto posible por 
parte del Gobierno Andaluz.

Teniendo en cuenta las importantes disfuncionalidades que se 
han venido dando en el vigente Programa de Solidaridad de los 
Andaluces para la erradicación de la marginación y la desigualdad, 
puestas de manifiesto en los 25 años de actuaciones de esta 
Defensoría en esta materia, recomendamos se proceda a la 
urgente derogación y su sustitución por una nueva regulación 
de este Programa que tenga en cuenta el cambio de perfil que 
se ha producido en las personas solicitantes, actualizándolo a las 
circunstancias y situaciones sociales y económicas actuales, hasta 
tanto se apruebe la Ley de Renta Básica de Andalucía, en 
cuanto importante instrumento de lucha contra la exclusión social 
y de que, en la actualidad, el IMS se ha convertido, en muchas 
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ocasiones, en el único ingreso de carácter económico con el que 
cuentan muchas unidades familiares andaluzas para subvenir a sus 
necesidades básicas.

Sería deseable que la nueva norma que se apruebe, garantice 
esta prestación como derecho subjetivo ante la Administración 
competente para las personas que cumplan las condiciones 
establecidas en cada caso y con arreglo a la normativa 
reglamentaria de desarrollo que asimismo pueda aprobarse y 
ello, en la línea de la prestación garantizada que se contempla 
en la recién aprobada Ley de Servicios Sociales de Andalucía, en 
lo relativo a las “prestaciones económicas específicas y directas 
orientadas a la erradicación de la marginación y la desigualdad 
y a la lucha contra la exclusión social», haya tanto se elabore el 
Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales, 
que se será el que describirá de forma clara las prestaciones 
garantizadas del Sistema.

Recomendación nº 2: Con carácter previo a la aprobación 
de la nueva norma que recomendamos, se habrán de estudiar 
necesariamente las siguientes cuestiones:

El análisis, redefinición y mejor regulación de las personas 
beneficiarias y la aclaración del concepto de unidad familiar 
adaptado a las actuales circunstancias sociales, debiendo tenerse 
en cuenta los aspectos que están ocasionando más problemas en 
cuanto a la adecuada cobertura de las situaciones de marginación, 
exclusión, riesgo de exclusión, vulnerabilidad y pobreza en la 
que se encuentran amplios sectores de la población andaluza 
a consecuencia de los efectos de la tan traída y llevada crisis 
económica que estamos padeciendo desde finales de 2008, tales 
como las unidades familiares unipersonales, la convivencia en el 
mismo domicilio de más de una unidad familiar ligadas por relación 
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de parentesco, debiendo regularse de modo menos restrictivo que 
en la actualidad no incluyendo en la misma parientes perceptores 
de pensiones mínimas cuando la convivencia con ellos obedezca a 
razones de necesidad, las relaciones análogas al matrimonio (parejas 
de hecho) y las unidades familiares monoparentales.

Recomendación nº 3: En relación con lo anterior, 
recomendamos que se definan mejor los recursos computables 
de la unidad familiar, su forma de determinación y valoración, con 
especial atención la problemática que al respecto se plantea en 
los casos de las familias monoparentales, debiendo tomarse en 
consideración y cuestionarse si en los mismos han de incluirse y 
computarse la pensión de alimentos a las personas menores de 
edad por parte de sus progenitores; los de las familias con alguna 
persona dependiente que perciba prestaciones procedentes de la 
Ley 39/2006; los de las personas trabajadoras dadas de alta en la 
Seguridad Social en el Régimen de Trabajadores Autónomos, así 
como la fórmula de atribución de ingresos de los bienes inmuebles 
que sean distintos a la vivienda habitual.

Recomendación nº 4: En cuanto a los recursos computables 
procedentes de los ingresos por prestaciones de la Seguridad 
Social, así como de las procedentes de los distintos programas de 
ayuda a las personas trabajadoras desempleadas, recomendamos 
que en el caso de que en virtud de las distintas normativas 
reguladoras de las prestaciones citadas las mismas sean 
incompatibles con el IMS, se articulen procedimientos de consulta 
e intercambio ágil de información con los organismos responsables 
de aquellas, debiendo instaurarse protocolos de coordinación 
con los mismos, vía convenio entre las Administraciones Públicas 
implicadas, con la finalidad de que ninguna de las personas o 
unidades familiares potencialmente beneficiarias del IMS, se 
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queden sin prestación o ingreso alguno, a pesar de que pudieran 
tener derecho a ello, por motivo de la falta de coordinación en la 
tramitación de los respectivos procedimientos de resolución.

Recomendación nº5: Como quiera que la norma vigente 
reguladora del Programa de Solidaridad, Decreto 2/1999, 
sólo permite respecto de las personas extranjeras que sean 
consideradas unidades familiares unipersonales o destinatarias de 
las acciones previstas en el Programa las personas ciudadanas de 
la Unión Europea, recomendamos que la nueva norma que se 
apruebe se armonice a este respecto con lo previsto en el artículo 
14 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre los derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social, 
en el que se reconoce a las personas extranjeras residentes, sin 
distinción de nacionalidad alguna, el derecho a los servicios y a 
las prestaciones sociales, tanto a las generales y básicas, como a 
las específicas, en las mismas condiciones que los españoles, por 
cuanto que a ello obligan los principios de legalidad y jerarquía 
normativa, consagrados en el artículo 9.1 y 3 de la Constitución 
española.

Recomendación nº 6: Dada la variada y enorme casuística 
que se puede presentar en la aplicación de una normativa de esta 
naturaleza, recomendamos que se prevea en caso de que se 
planteen por los órganos provinciales de gestión, dudas sobre la 
aplicación de algún aspecto de la nueva regulación, la necesidad 
de consulta obligatoria sobre la mejor y adecuada forma de 
interpretación del supuesto en cuestión y, en su caso, de su forma 
de acreditación, con la finalidad de que por los Servicios Centrales 
de la Consejería se dicten instrucciones generales de observancia 
obligatoria por parte de aquellos, debiendo instaurarse para ello 
un procedimiento ágil de consulta y respuesta, a fin de garantizar 
lo más posible el respeto a los principios de igualdad y seguridad 
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jurídica a todas las personas y unidades familiares solicitantes sea 
cual sea el territorio andaluz en el que residan.

Recomendación nº 7: Dado el contenido del artículo 12 
del Decreto 2/1999, que en todo caso exige certificación, 
como forma de acreditar documentalmente el cumplimiento 
de los diversos requisitos exigidos a las unidades familiares 
solicitantes, se considere la posibilidad de incluir otros medios 
de prueba admitidos en derecho a efectos de la acreditación del 
cumplimiento de los requisitos exigidos o, en su caso, se articule 
la fórmula más adecuada a efectos de facilitar lo más posible la 
aportación de la acreditación reseñada, mediante la utilización de 
medios electrónicos de consulta a las bases de datos públicas que 
corresponda, así como el acceso a los servicios electrónicos que 
permiten otorgar equivalencia legal a los trámites relacionados por 
medios electrónicos con los relacionados por medio presencial, 
pudiendo salvarse la normativa específica en materia de protección 
de datos de carácter personal, mediante la concesión de 
autorización expresa para ello por parte de las personas solicitantes 
a aportar junto con la solicitud de concesión del Programa.

A este respecto, como quiera que a mediados del mes 
de septiembre se tenía previsto que dejara de funcionar el 
Certificado SILCON, sugerimos que por parte de la Consejería 
competente de la Junta de Andalucía, se lleve a cabo convenio 
con la Secretaría de Estado de Función Pública (Dirección General 
para el impulso de la Administración Electrónica) a fin de que 
a los resultados de las consultas de comprobación de las bases 
de datos de organismos de la Administración del estado, que 
efectúen el personal de los órganos de gestión administrativa 
y/o económica, se les otorgue la necesaria validez oficial, legal y 
jurídica y sirvan de verificación y aportación de datos completos y 
definitivos a los expedientes de solicitud del nuevo Programa que 
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se articule, ganado así en eficiencia y eficacia en la gestión del 
procedimiento de resolución.

Todo ello, en aplicación y desarrollo del espíritu que impregna 
la nueva ley 39/2015, de 1 de Octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común y la Ley 40/1015, de 1 de Octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, en cuanto a la utilización de 
los medios electrónicos por las Administraciones Públicas y el deber 
de colaboración y cooperación entre las mismas. 

Recomendación nº 8: Teniendo en cuenta las dificultades 
que para los órganos gestores supone el que la aplicación 
informática de tramitación y gestión de servicios sociales, no esté 
debidamente adaptada a algunos trámites y gestiones, como por 
ejemplo el procedimiento de reintegro del IMS, recomendamos 
se adapte la aplicación informática SISS a las necesidades que al 
respecto pueden tener los órganos gestores, a fin coadyuvar a una 
mayor eficacia y eficiencia en la tramitación y resolución de este 
Programa.

Recomendación nº 9: Como quiera que en la actualidad solo 
se está concediendo la medida del Ingresos Mínimo de Solidaridad, 
sin que se estén aplicando ni reconociendo el resto de medidas que 
contempla el Decreto vigente en materia de empleo, educativas 
y de acceso a vivienda, recomendamos que se reconsidere si 
en la nueva norma que proponemos sigue siendo conveniente la 
previsión de medidas adicionales al IMS, en cuyo caso, las que 
se contemplen deben ser lo más realistas posibles en cuanto 
a su prestación por parte de la propia Administración que sea 
competente para ello, debiendo valorarse también su necesariedad 
para contribuir a la superación de las circunstancias desfavorables 
en la que se encuentren las personas y unidades familiares que 
puedan ser beneficiarias de las mismas.
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Recomendación nº 10: De igual modo, debe también 
cuestionarse y analizarse la conveniencia de la pervivencia del 
denominado Compromiso de Inserción, por cuanto que el espíritu 
que impregnaba su previsión en el Decreto 2/1999, como medio 
de implicar a los miembros de la unidad familiar como sujetos 
activos para su integración y asunción de responsabilidades y, en 
definitiva, para su empoderamiento, no tiene virtualidad práctica 
alguna si no se engarza con las medidas adicionales que con 
la misma finalidad se puedan otorgar por las Administraciones 
competentes en función de la materia, existiendo en tal caso, el 
riesgo de que nuevamente se convierta en un mero trámite de 
carácter formal.

Compromiso que en caso de que nuevamente se establezca 
y regule, la Administración competente, ha de controlar 
periódicamente y evaluar su correcto cumplimiento por parte de las 
unidades familiares a las que se les exija.

Recomendación nº 11: Dada la diversa casuística que se 
da en la práctica, en las diversas provincias andaluzas en cuanto 
al lugar de presentación de las solicitudes, la prestación del 
servicio de información, orientación y asesoramiento del Programa 
etc, se estudie y regule la participación de los Servicios Sociales 
Comunitarios como órganos colaboradores en esta fase inicial 
del Procedimiento, bien por la vía de la suscripción de Convenios 
con las Corporaciones Locales, bien mediante la regulación 
pormenorizada en la nueva norma que se apruebe, debiendo 
preverse, en su caso, los adecuados mecanismos de contribución 
a la financiación de esta labor de colaboración de los SSCC en 
el supuesto de que se decida que los mismos sean la puerta 
de entrada para la información y orientación, la recogida de la 
solicitud y la comprobación de que la documentación a presentar 
esté completa.
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Todo ello, consideramos que reviste su importancia, por 
cuanto que según sea la vía de información, presentación y 
recogida de solicitudes y comprobación de la documentación, 
incide sobre manera en la mayor o menor carga de trabajo 
del órgano gestor y, por tanto, en las necesidades de medios 
personales y materiales, todo lo cual redunda a su vez en la 
eficacia y eficiencia de la tramitación del procedimiento de 
concesión que teniendo en cuenta la finalidad del mismo, debería 
ser lo más corto y ágil posible.

Recomendación nº 12: Dada la diversidad observada en 
las distintas Delegaciones Territoriales en cuando a la prestación 
del servicio de información a las personas solicitantes, tanto 
en lo que se refiere a la inicial y previa a la presentación de la 
solicitud, como a la que se demanda durante la tramitación del 
procedimiento, ocasionándose desigualdades territoriales entre 
las personas residentes en una u otra provincia en cuanto a la 
satisfacción de este derecho a la información, y teniendo en cuenta 
la presentación de no pocas quejas ante esta Defensoría por parte 
de las personas solicitantes de este Programa, alegando la nula 
o escasa información que reciben al solicitar información sobre 
el trámite en el que se encuentra su solicitud, recomendamos 
que se destinen en todas las Delegaciones Territoriales, unidades 
o personal específico destinado a ofrecer la información   que 
demande la ciudadanía de todo lo concerniente a su petición, ya 
sea en fase inicial o durante la tramitación del procedimiento, 
especialmente en aquellos supuestos en que no sea posible 
tramitar completos los expedientes dentro del plazo que se 
establezca, evitando de este modo situaciones de indefensión y 
desconcierto. 

Recomendación nº 13: Dada la confusión que se genera en 
la actualidad con la naturaleza del informe que prevé el artículo 
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16 del Decreto 2/1999, y teniendo en cuenta que la medida que 
analizamos se incardina dentro de las que se consideran medidas 
sociales, recomendamos que la nueva norma que se propone, 
en caso de que opte por prever la emisión del mismo, debe aclarar 
aspectos tales como su naturaleza, organismo que ha de evacuarlo, 
casos en los que sea obligatoria su elaboración, si son vinculantes 
o no, así como las fórmulas de colaboración y coordinación al 
respecto con los Servicios Sociales Comunitarios al estar estos 
radicados en la Administración más cercana a la ciudadanía, la 
Administración Local, y ello, en caso de que se opte por la línea ya 
aludida de mayor implicación y participación de los mismos en la 
gestión y seguimiento del nuevo Programa.

Recomendación nº 14: Dada la problemática que genera en 
la actualidad lo previsto en el artículo 12 de la actual normativa, 
que obliga al órgano gestor a comprobar de oficio la modificación 
sobrevenida del número de miembros de la unidad familiar, o de los 
recursos económicos declarados, con carácter previo a la resolución 
de concesión del IMS y, en su caso, para el posterior aumento o 
disminución del mismo, provocando ello una mayor complejidad en 
la gestión de las solicitudes, teniendo en cuenta el alto volumen de 
las mismas, al tiempo que tampoco se cuenta con una herramienta 
informática que facilite esta tarea, recomendamos se estudie 
la conveniencia de la supresión del artículo 12 en este aspecto, 
y la toma en consideración para la concesión del IMS, de las 
circunstancias alegadas y acreditadas en la fecha de presentación 
de la solicitud por la persona demandante del Programa dentro del 
período legal de resolución.

Ello no ocasionaría perjuicio alguno si el procedimiento se 
tramitara en el plazo de dos meses previsto en la Disposición 
Adicional Segunda del Decreto-Ley 7/2013, declarada en vigor por 
el Decreto-Ley 8/2014, por cuanto que en dicho plazo es difícil 
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que puedan cambiar las circunstancias alegadas por las personas 
solicitantes en el momento de presentación de la solicitud.

No obstante, somos conscientes de que la modificación 
sobrevenida de las circunstancias debe conllevar la adaptación de 
la cuantía del IMS en función de aquellas, e incluso su extinción y, 
llegado el caso, el reintegro de lo indebidamente percibido, lo que no 
implica que la comprobación de dicho cambio no pueda efectuarse 
con posterioridad a la resolución de concesión de IMS.

Recomendación nº 15: Como quiera que a raíz de nuestra 
investigación ha quedado cuestionada la existencia y participación 
de las Comisiones de Valoración como órgano colegiado que lleva 
acabo la propuesta de resolución, debido a que su existencia tenía 
razón de ser cuando sí se establecieran medidas adicionales en 
materia de empleo, educación o vivienda, cosa que en la actualidad 
no se viene haciendo, recomendamos que con carácter previo 
a la elaboración de la nueva norma, se valore la necesidad de 
la existencia de este órgano colegiado, decidiéndose lo que en 
consecuencia proceda.

Recomendación nº 16: Dadas las desigualdades territoriales 
que igualmente se están provocando entre las personas solicitantes 
del Programa de Solidaridad, según residan en una u otra provincia 
en lo que atañe a la consideración de la situación de emergencia 
en las que las mismas se puedan encontrar, recomendamos se 
establezcan indicadores o criterios objetivos para valorar dichas 
situaciones que sean de obligado cumplimiento y aplicación 
homogénea por los órganos gestores.

Recomendación nº 17: Teniendo en cuenta la actual 
confusión sobre la naturaleza económica del IMS, recomendamos 
se aclare definitivamente si el IMS es una subvención u otro 
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tipo de prestación económica debiendo adaptarse y regularse su 
tramitación económica y contable, en función de lo que se decida 
al respecto.

Recomendación nº 18: De igual forma, una vez se apruebe 
la nueva normativa reguladora del Programa de Solidariad, por la 
Intervención General de la Junta de Andalucía se ha de dictar la 
Instrucción oportuna mediante la que se establezca la forma de 
fiscalización de los expedientes de concesión adaptada a la nueva 
normativa que lo regule, de obligado cumplimiento por todas las 
Intervenciones Delegadas en las provincias andaluzas.

Recomendación nº 19: Estudiar la posibilidad de que la 
Tesorería de la Junta de Andalucía se pagara el IMS como si de 
una nómina se tratase y no fuera todo el crédito del que se vaya 
disponiendo a la Cuenta de Funcionamiento de la Delegación 
Territorial, aunque previamente habría de darse un paso intermedio 
y es que se preparara el Programa Syrus para su conexión 
informática con las bases de datos de la Seguridad Social, los 
Servicios de Empleo y los Ayuntamientos (Empadronamiento) a 
efectos de comprobar las condiciones exigidas por la norma.

Recomendación nº 20: Ampliar anualmente el crédito 
presupuestario destinado al IMS, hasta la cuantía necesaria para 
absorber la demanda que en cada momento pueda existir para que 
se pueda cumplir lo recogido en el Decreto-Ley 7/2013, en cuanto 
al plazo de resolución de este procedimiento, cifrado en dos meses, 
de ser necesario mediante medidas presupuestarias extraordinarias 
y llegado el caso, con la concesión de un anticipo de tesorería para 
agilizar el pago de las ayudas de esta prestación, todo ello, previos 
los trámites legales que sean procedentes, a fin de evitar los largos 
meses de espera de muchas familias para poder percibir un ingreso 
concebido para satisfacer necesidades básicas.
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Recomendación nº 21: Dotar de efectivos de personal 
adecuados al volumen de trabajo actual tanto de las Delegaciones 
Territoriales de la Consejería de Igualdad Y Políticas Sociales 
como de la Intervenciones Delegadas, a las que también se las 
debe proveer de una Relación de Puestos de Trabajo acorde a su 
estructura y funciones.

Hasta tanto se solucione el problema de necesidad de personal 
estable, en caso de ser necesario, se lleve a cabo la descarga de 
trabajo de los órganos gestores e Intervenciones provinciales, 
mediante la articulación de planes de choque.
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7. Anexos

7.1. Cuestionario Delegaciones Territoriales de 
Igualdad, Salud y Políticas Sociales

1. Número aproximado de solicitudes presentadas en 2015, 
reconocidas y denegadas, en espera.

2. Hasta qué fecha se ha quedado parado el reconocimiento de 
solicitudes de 2015, por no haber disponibilidad presupuestaria, o por 
qué fecha se va valorando actualmente en Comisión de Valoración.

3. ¿Cada cuánto tiempo se celebran las Comisiones de Valoración?.

3.1. ¿Suele haber un número determinado de expedientes por 
Comisión, que sea más o menos el mismo y constante?.

3.2. ¿ Cuánto suele tardarse desde que las solicitudes están 
completas hasta que pasan por Comisión de Valoración?.

4. Porcentaje aproximado de presentación de solicitudes a través de 
la Delegación Territorial y por los SSCC de los municipios.
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5. SSCC MUNICIPALES. ¿Suelen venir completos los expedientes?.

5.1. ¿Hay que efectuar muchas solicitudes de subsanación de 
la documentación?.

6. ¿Cómo realizan la acreditación documental de los datos de 
Seguridad Social y de Empleo?.

6.1. ¿Solo consulta en el programa, certificación de esos 
organismos, certificación o informe de la Delegación 
Territorial?.

6.2. ¿Qué es lo que exige la Intervención Delegada al 
respecto?.

7. ¿Se comprueba la existencia del compromiso de Inserción?.

7.1. ¿Se suelen acordar en las resoluciones del Programa, 
medidas adicionales al IMS de las previstas en el Decreto 
2/1999?.

8. ¿Han tenido que efectuar anteriormente Anexo de Terceros en los 
documentos contables para la fiscalización?

 Si		   No
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8.1. En caso afirmativo, ¿desde cuándo no se hace?.

9. ¿Se lleva a cabo la fiscalización económica por la Intervención 
Delegada, mediante técnica de muestreo?

 Si		   No

9.1. En caso afirmativo ¿qué porcentaje de muestra exige?.

9.2. ¿Suele devolverlos con conformidad condicionada a 
subsanación?.

9.3. ¿Alguna vez ha emitido nota de reparo?.

10. ¿Cuanto tiempo tarda la Intervención Delegada en fiscalizar los 
expedientes desde que le son remitidos por el Órgano gestor?.

11. Intervalo de tiempo aproximado para que se produzca el pago 
desde la aprobación de los expedientes en Comisión. (Comisión-
Intervención-Fiscalización y Pago).

12. ¿Tuvieron problemas con el cambio de Programa informático de 
Júpiter a GIRO?.

12.1. ¿Tienen problemas en la actualidad con el GIRO?:
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 Si		   No

12.1.1.- En caso afirmativo: ¿Cuáles?.

13. ¿Qué problemas considera que tiene la aplicación y gestión 
del Decreto 2/1999, en cuanto al IMS, tal como el mismo está 
diseñado?.

13.1. ¿Qué cree que habría que cambiar o modificar para 
que fuese mucho más ágil el plazo de tramitación y pago 
(normativamente fijado en dos meses) y hasta tanto se apruebe la 
futura Ley de Renta Básica de Andalucía?.

7.2. Normativa

7.2.1. Decreto 142/1990, de 15 de mayo, por el que se 
aprueba el Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la erradicación de la marginación y la desigualdad en 
Andalucía

En el documento firmado el 26 de febrero de 1990, entre 
la Junta de Andalucía y las centrales sindicales UGT-A y COAN, 
sobre acuerdo en el diálogo social se reconocía que los Poderes 
Públicos en nuestra Comunidad han venido haciendo esfuerzos 
muy importantes para conseguir la igualdad efectiva de todos 
los andaluces. Pero, igualmente se reconocía, aún persisten 
situaciones de marginación y desigualdad en nuestra región, que 
son incompatibles con los principios de progreso y justicia social.

La marginalidad de algunos colectivos se presenta 
fundamentalmente por las grandes dificultades, o imposibilidad en 
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muchos casos, para acceder a un puesto de trabajo, dificultando 
como consecuencia de ello, una plena integración social.

Las causas por las que se produce esta marginalidad son 
múltiples, así como las consecuencias que ello genera, lo que 
hace que no pueda haber un tratamiento homogéneo para todos 
los casos, si bien los objetivos a perseguir con comunes y han 
de orientarse a garantizar un nivel de atención social, tendente 
a la integración plena en la sociedad. Para la superación de 
dicha situación se considera necesario asegurar, como objetivo 
general, su nivel socio-vital adecuado y la plena integración social 
y económica para todos los andaluces. Por ello se considera que, 
complementando las medidas que para fines de protección social 
se establezcan con carácter general, por el Gobierno de la Nación 
para todos los españoles y por el Gobierno de la Comunidad 
Autónoma para todos los andaluces, es preciso articular en 
nuestra Comunidad acciones que acaben con estas situaciones de 
marginalidad entre los andaluces.

Y en este sentido el artículo 9.2 de la Constitución española 
establece que corresponde a los Poderes Públicos promover 
las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo 
y de los grupos en se integra sean reales y efectivas; remover 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud, y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social.

En este mismo contexto el artículo 12.1 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía establece que la Comunidad Autónoma 
promoverá las condiciones para que la libertad y la igualdad 
del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y 
efectivas; removerá los obstáculos de todos los ciudadanos en 
la vida política, económica, cultural y social. Y ahondando en lo 
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antes expuestos, el mismo artículo 12 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, en su párrafo 3 n. 7, establece que para todo ello, 
la Comunidad Autónoma ejercerá sus poderes con los siguientes 
objetivos básicos: la superación de los desequilibrios económicos, 
sociales y culturales entre las distintas áreas territoriales de 
Andalucía, fomentando su recíproca solidaridad. Y en base a 
esta solidaridad entre los andaluces, teniendo en cuenta las 
desigualdades señaladas al principio, y las disposiciones legales 
mencionadas, por lo que e crea un Programa en Andalucía, para la 
“la erradicación de la marginación y la desigualdad” que comporta 
una serie de acciones, mediante las que, contemplando a los 
andaluces como sujetos activos de la sociedad, y no como meros 
sujetos pasivos de acciones benéficas, todos los ciudadanos en 
general, por el mero hecho de serlos, pueden adquirir unas pautas 
normales de comportamiento dentro de la sociedad andaluza.

Y, aún así, si se da el caso de no poderse llevar a cabo acciones 
concretas de actividad social, es necesario que todas las personas 
puedan conseguir cubrir sus necesidades más esenciales. Por ello 
el Programa que se crea contempla, en último caso, un “Ingreso 
Mínimo de Solidaridad”, para cubrir los mínimos vitales que viene 
amparado por el artículo 14 de la Ley 2/1988, de 4 de abril, de 
Servicios Sociales de Andalucía, al establecer que “sin perjuicio de 
la gestión de las prestaciones económicas de carácter periódico 
que han sido transferidas a esta Comunidad Autónoma, el Consejo 
de Gobierno de la Junta de Andalucía, el podrá establecer otras 
prestaciones de igual naturaleza, para aquellas personas que, 
por su situación socio-económica, no puedan atender a sus 
necesidades básicas de subsistencia”.

Para todo lo expuesto hasta aquí, y teniendo en cuenta el 
acuerdo de Diálogo Social firmado entre la Junta de Andalucía y 
las Centrales Sindicales UGT-A y COAN, el 26 de febrero de 1990, 
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a propuesta de la Consejería de la Presidencia, el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, en su reunión de 15 de mayo 
de 1990.

DISPONE:

Artículo 1. Se crea el Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la erradicación de la Marginación y la Desigualdad, en todo el 
ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 2. Serán destinatarios del programa, aquellas unidades 
familiares cuyos ingresos mensuales máximos, por todos los 
conceptos, y por cualesquiera de sus miembros, no alcancen el 
62% del Salario Mínimo Interprofesional, incrementado en un 8% 
del citado S.M.I., por cada ascendiente o descendiente en primer 
grado, que forme parte de la unidad familiar.

Quedan excluidas del Programa aquellas personas que reúnan 
las condiciones precisas para poder recibir cualquier tipo de 
pensión pública.

Los miembros de las unidades familiares destinatarias deberán 
estar censados y ser residentes en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía desde el 1 de junio de 1989.

Artículo 3. Las acciones o medidas de dicho programa son las 
siguientes:

a)  Educación Permanente de Adultos y de Formación 
Profesional Ocupacional y reciclajes par los hombres y 
mujeres desempleados mayores de 25 años.
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b)  Formación Profesional Ocupacional y Educación Permanente 
de Adultos para jóvenes comprendidas entre 16 y 25 años.

c)  Participación en empleos temporales de las diferentes 
Administraciones Públicas para trabajos de interés social.

d)  Para los que no dispusieran de vivienda, o ésta no reuniera 
las condiciones mínimas de dignidad, se les facilitarán 
viviendas de titularidad pública en régimen de alquiler, que 
será gratuito durante los dos primeros años.

Las acciones contempladas en los apartados anteriores, 
conllevan las ayudas económicas a los participantes que se 
contemplan con carácter general en estos programas. Estas ayudas 
podrán ser consideradas, en su caso, al objeto de determinar 
el nivel retributivo que hace a la unidad familiar destinataria del 
programa.

Artículo 4. Cuando a los distintos miembros de las familias 
destinatarias del Plan que se contempla en el presente Decreto no 
se les pueda incluir en ninguna de las acciones contempladas en 
el artículo anterior, a la familia en su conjunto se les establecerá 
una prestación económica, denominada “Ingreso Mínimo de 
Solidaridad”, de carácter periódico, cuya cuantía máxima será del 
62% del Salario Mínimo Interprofesional, incrementado en un 8% 
del citado S.M.I., por cada ascendiente o descendiente, en primer 
grado, que forme parte de la unidad familiar. Dicho Ingreso Mínimo 
de Solidaridad de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2. del 
artículo 2. es incompatible con cualquier prestación contributiva o 
no contributiva de cualquiera de los miembros de la unidad familiar.

Artículo 5. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto 
los representantes de las unidades familiares que se consideren 
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destinatarias de las acciones que se contienen en el Plan, 
solicitarán a la Administración Autónoma su inclusión en el mismo, 
mientras subsistan las condiciones objetivas para ello.

Artículo 6. El reconocimiento de la condición de destinatarios 
del Programa, de las unidades familiares solicitantes, se llevará a 
cabo por Comisiones de Valoración de ámbito provincial. En dichas 
Comisiones participarán las Centrales sindicales UGT-A y COAN, en 
virtud de su representatividad en la Comunidad Autónoma y del 
Acuerdo sobre Diálogo Social suscrito con la Junta de Andalucía, así 
como representantes de los municipios.

Estas Comisiones Provinciales, cuya composición y régimen de 
funcionamiento se determinarán reglamentariamente, tendrán, 
entre otras, la función de mantener vivo y actualizado el censo de 
las unidades familiares destinatarias.

Artículo 7. Las medidas cuya aplicación se reconozca a las 
unidades familiares destinatarias del Programa por las Comisiones 
Provinciales de Valoración del artículo anterior, serán propuestas 
a los órganos competentes de la Junta de Andalucía para las 
correspondientes resoluciones administrativas.

Artículo 8. Por la Consejería de Hacienda y Planificación se 
realizará las modificaciones presupuestarias necesarias para que las 
Consejerías afectadas llevan a cabo cuantas acciones se precisen 
para la puesta en marcha y continuidad del Plan, que será revisable 
anualmente.

DISPOSICION ADICIONAL

Se faculta a los Consejeros de Fomento y Trabajo, Obras 
Públicas y Transportes, Salud y Servicios Sociales y Educación y 
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Ciencia para dicta cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo del presente Decreto.

DISPOSICION FINAL

La presente disposición entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

7.2.2. Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, por el que 
se crea el Programa de Solidaridad de los Andaluces para 
la erradicación de la marginación y la desigualdad en 
Andalucía

En el documento firmado el 26 de febrero de 1990, entre 
la Junta de Andalucía y las Centrales Sindicales UGT-A y COAN, 
sobre acuerdo en el diálogo social se constataba el reconocimiento 
de los Agentes Sociales firmantes, del esfuerzo realizado por los 
Poderes Públicos en nuestra Comunidad para conseguir la igualdad 
efectiva de todos los andaluces, si bien persistían situaciones 
de marginación y desigualdad en nuestra región, que son 
incompatibles con los principios de progreso y justicia social.

La marginalidad de algunos colectivos se presenta 
fundamentalmente por las grandes dificultades, o imposibilidad en 
muchos casos, para acceder a un puesto de trabajo, dificultando 
como consecuencia de ello, una plena integración social.

Dentro del ámbito del Diálogo Social reflejado y al objeto de 
aportar un mecanismo de solidaridad, se crea el Programa para 
la erradicación de la marginación y la desigualdad en Andalucía. 
La filosofía que impregna este Programa de Solidaridad que se 
dirige a los ciudadanos andaluces como sujetos activos de la 
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sociedad, con actitudes y capacidades para integrarse en la misma, 
pretende, a través de alguna de las medidas que se desarrollarán, 
la integración de las capas marginadas de la sociedad andaluza, 
con acciones tendentes a la Educación Permanente de Adultos 
y de Formación Profesional Ocupacional y reciclaje para los 
mayores de 25 años. Formación Profesional Ocupacional y 
Educación Permanente para jóvenes comprendidos entre 16 y 
25 años, participación en empleos temporales de las diferentes 
Administraciones Públicas para trabajos de interés social, e incluso 
la posibilidad de acceder, en determinados casos, a viviendas de 
titularidad pública en régimen de alquiler de forma gratuita durante 
los dos primeros años. Además de todo ello, si se da el caso de no 
poderse llevar a cabo alguna de las acciones concretas de actividad 
social, la respuesta de la Administración Autonómica se dirige a 
contribuir a la cobertura de las necesidades más esenciales del 
mayor número posible de personas, contemplándose para ello, en 
último término, un Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Por otra parte, el Decreto concreta quiénes pueden ser 
destinatarios de las medidas, regulando el concepto de unidad 
familiar. Si bien el Programa prevé la necesidad de que aquélla esté 
constituida por dos o más personas para recibir las acciones que 
se contemplan, se ha entendido que hay circunstancias, en las que 
se hace necesario extender tales ayudas aunque el beneficiario no 
tenga familiares a su cargo. Este es el caso de las personas que 
habiendo sobrepasado la edad de 35 años, se ven necesitadas de 
una especial protección, dada la dificultad añadida que a partir de 
esa edad se presenta para integrarse en el marcado de trabajo 
andaluz.

La valoración de las solicitudes se efectuará a través de 
una Comisión de Valoración en cada una de las ocho provincias 
andaluzas, que tendrá como función la propuesta a los órganos 
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competentes de la medida cuya aplicación proceda, y que 
estará compuesta por representantes de la Administración y, 
en desarrollo estrictamente de funciones de representación de 
los intereses de los trabajadores, por los de las Organizaciones 
Sindicales más representativas en función a la representatividad 
obtenida en el último período de cómputo de las elecciones 
sindicales celebradas en el ámbito de la provincia. Vista la Ley 
6/1983, de 21 de julio, de Gobierno y Administración de la 
Comunidad Autónoma, el Consejo de Gobierno, a propuesta de 
las Consejerías de Trabajo, Gobernación, Educación y Ciencia, 
Obras Públicas y Transportes, y Asuntos Sociales en su reunión de 
27 de noviembre de 1990,

DISPONE

Artículo 1º. Destinatarios.

Serán destinatarios del programa, aquellas unidades familiares 
cuyo ingresos mensuales máximos , por todos los conceptos, y 
por todos sus miembros, no alcance el 62% del Salario Mínimo 
Interprofesional, incrementado en un 8% del citado salario mínimo 
interprofesional por cada ascendiente o descendiente a que se 
refiere el artículo 2º. Los miembros de las unidades familiares 
destinatarios deberán estar censados y ser residentes en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía antes del 1 de junio de 1989.

Artículo 2º. Unidad Familiar.

Se entenderá por unidad familiar la unidad convivencial 
constituida por dos o más personas relacionadas:

a)  Por vínculo de matrimonio u otra relación estable análoga a 
la conyugal suficientemente acreditado.
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b)  Por lazos de consanguinidad hasta el segundo grado o 
adopción. La relación de parentesco se contará a partir de 
los representantes de la unidad familiar.

La unidad familiar deberá estar constituida de forma estable 
con un año de antelación como mínimo a la fecha de presentación 
de la solicitud, salvo en caso de filiación.

Excepcionalmente podrá considerarse que una sola persona 
puede constituir a los efectos de este Decreto una unidad familiar 
siempre que sea mayor de 35 años.

Artículo 3º. Solicitudes.

Los representantes de las unidades familiares que se consideren 
destinatarias de las acciones que se contienen en el programa 
deberán presentar solicitud, según modelo normalizado que figura 
como anexo a este Decreto, en las Delegaciones Provinciales de la 
Consejería de Trabajo de la provincia donde residan.

Artículo 4º. Documentación.

1. A la solicitud se acompañará la siguiente documentación:

a)  Fotocopia del D.N.I. del solicitante y del resto de los 
miembros de la unidad familiar obligados a obtenerlo y, en 
su caso, fotocopia del Libro de Familia.

b)  Declaración de ingresos de todos los miembros de la unidad 
familiar referida a los doce meses anteriores a la fecha de la 
solicitud.
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c)  Certificado de no percibir pensión o prestación contributiva 
o no contributiva de todos y cada uno de los miembros 
de la unidad familiar expedido por los organismos 
competentes.

d)  Declaración de bienes muebles e inmuebles de todos los 
miembros de la unidad familiar.

e)  Certificado de residencia continuada del solicitante desde 
el 1 de junio de 1989, en cualquier municipio de Andalucía, 
expedido por el Ayuntamiento.

f)  Certificado acreditativo de la convivencia de todos los 
miembros de la unidad familiar durante al menos un año 
antes de la fecha de la solicitud, salvo filiación, expedido por 
el correspondiente Ayuntamiento. En el caso de la unidad 
familiar unipersonal deberá acreditar la existencia de un 
hogar independiente constituido como mínimo un año antes 
de la fecha de presentación de la solicitud.

2. La Administración podrá requerir cualquier otra 
documentación que acredite la voluntad de trabajar de los 
interesados o cualquier otro extremo que se considere necesario 
para la resolución del expediente. La Administración podrá 
comprobar la veracidad de los datos presentados.

Artículo 5. Informes.

Por la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo se 
realizarán dos informes por cada una de las solicitudes recibidas. 
En el primero se hará constatar cuantos extremos contribuyan a 
la mejor determinación de las condiciones sociales económicas de 
los solicitantes, y en el segundo los datos socio-profesionales a los 
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efectos de valoración de la medida idónea de inserción a aplicar en 
cada caso.

Para la elaboración de dichos informes podrán solicitarse 
la colaboración de los Servicios Sociales de las Corporaciones 
Locales.

Artículo 6º. Incompatibilidades.

1.  Las acciones o medidas de este Programa son incompatibles 
con la percepción de cualquier pensión o prestación 
contributiva de cualquiera de los miembros de la unidad 
familiar.

2.  No podrán ser beneficiarios del programa aquellas unidades 
familiares en las que hubiera personas que reúnan las 
condiciones precisas para poder recibir cualquier tipo 
de pensión o prestación económica o los que trabajen 
habitualmente en actividad económica protegida por 
programas especiales de empleo.

3.  En ningún caso podrán ser beneficiarios los mayores de 65 
años.

Artículo 7. Valoración de las solicitudes.

1.  En cada una de las provincias andaluzas y en la sede de la 
Delegación Provincial de Trabajo se constituirá una Comisión 
de Valoración que tendrá la siguiente composición:

Presidente: Iltmo. Sr. Delegado Provincial de Trabajo.

Vocales: Un representante por cada una de las Consejerías 
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de Gobernación; Educación y Ciencia; Obras Públicas y 
Transportes y Asuntos Sociales.

Dos representantes de las Organizaciones Sindicales más 
representativas en función a la representatividad obtenida 
en el último período de cómputo de las elecciones sindicales 
celebradas en el ámbito de la provincia.

Secretario: Obstentará el cargo de Secretario un funcionario 
de la Delegación Provincial de Trabajo correspondiente, que 
será nombrado por el Presidente.

Podrá incorporarse a la Comisión de Valoración, a criterio del 
Presidente, un representante del municipio de residencia de 
la unidad familiar.

2.  A la vista de las solicitudes, informes y documentación 
anexa, las Comisiones Provinciales de Valoración, 
propondrán a los órganos competentes de la Junta de 
Andalucía la medida cuya aplicación proceda en función de 
las condiciones específicas de la unidad familiar, de entre las 
contenidas en el artículo siguiente. 
 
En los supuestos en los que no concurran en el solicitante 
los requisitos exigidos para la inclusión en el Programa, la 
Comisión propondrá al Delegado Provincial de la Consejería 
de Trabajo su denegación.

3.  La Comisión se reunirá al menos una vez al mes, rigiéndose 
por las normas sobre Órganos Colegiados contenidas 
en el Capítulo II del Título I de la Ley de Procedimiento 
Administrativo.
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Artículo 8º. Acciones o medidas.

Las acciones o medidas del Programa son las siguientes:

a)  Educación Permanente de Adultos y de Formación 
Profesional Ocupacional y reciclaje para los hombres y 
mujeres desempleados mayores de 25 años.

b)  Formación Profesional Ocupacional y Educación Permanente 
de Adultos para jóvenes comprendidos entre los 16 y 25 
años

c)  Participación en empleos temporales de las diferentes 
Administraciones Públicas y entidades e Instituciones sin 
ánimo de lucro para trabajos de interés social.

d)  Para los que no dispusieran de vivienda, o ésta no reúna las 
condiciones mínimas de dignidad, se les facilitarán viviendas 
de titularidad pública en régimen de alquiler, que será 
gratuito durante los dos primeros años.

e)  Cuando a ningún miembro de las familias destinatarias del 
Programa que se contempla en el presente Decreto se le 
pueda incluir en ninguna de las acciones contempladas 
en los apartados anteriores, se establecerá una ayuda 
económica a la familia en su conjunto, denominada 
ingreso Mínimo de Solidaridad, de carácter periódico, cuya 
cuantía será el 62% del Salario Mínimo Interprofesional, 
incrementado en un 8% del citado Salario Mínimo por cada 
ascendiente o descendiente a que se refiere el artículo 
segundo.
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Artículo 9º. Resolución y órgano competente.

1.  Las resoluciones administrativas correspondientes a las 
propuestas de medidas a que se refiere el artículo 7º 
serán dictadas por los órganos competentes de la Junta de 
Andalucía. 
 
Las resoluciones establecerán los términos en los que 
se harán efectivas las acciones o medidas, así como su 
duración. En el caso de percibir el Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, se hará constar además su cuantía.

2.  Cuando se trate de las acciones previstas en los apartados 
a) y b) del artículo 8º, la resolución establecerá ayudas 
económicas similares a las establecidas para este tipo 
de acciones en la Orden de 23 de marzo de 1990 de la 
Consejería de Fomento y Trabajo o las que dispongan, 
complementándose las mismas, y para la unidad familiar 
en su conjunto, hasta el importe del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad en el caso de que fuesen inferiores.

3.  Cuando la Comisión de Valoración propusiera la aplicación 
de la medida a que se refiere el apartado d) del Artículo 8º 
se estará a lo establecido en las Disposiciones que se dicten 
al efecto por la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

Artículo 10º. Ingreso Mínimo de Solidaridad.

1.  Duración y cuantía. La Comisión de Valoración propondrá 
la cuantía del Ingreso Mínimo de Solidaridad, con el límite 
a que se refiere el apartado e) del artículo 8º, durante un 
período máximo de seis meses. 
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Caso de persistir las causas que motivaron la concesión a 
la finalización de dicho plazo, Las Comisiones Provinciales 
de Valoración podrán proponer una prórroga por tiempo 
no superior a seis meses, en las condiciones que se 
determinen. 
 
De las cuantía que resulte de aplicar el apartado e) del 
artículo 8º, a la unidad familiar se deducirán los ingresos 
y recursos económicos de cualquier tipo con que cuente la 
unidad familiar.

2.  Devengo. Resulta la aplicación de esta medida por la 
Consejería de Trabajo , se devengará desde el primer día del 
mes siguiente a la fecha de presentación de la solicitud.

3.  Modificación.

a)  Cuando la modificación de las circunstancias que motivaron 
su concesión provoque, a juicio de la Comisión de 
Valoración, la aplicación de alguna otra medida a las que se 
refiere el artículo 8º.

b)  La modificación sobrevenida del número de miembros de la 
unidad familiar o de los ingresos y recursos económicos que 
hayan servido de base para el cálculo del ingreso Mínimo de 
Solidaridad correspondiente, podrá dar lugar a la minoración 
o aumento del mismo, de oficio o a instancia de parte.

Artículo 11º. Obligaciones de los beneficiarios.

Son obligaciones de los beneficiarios:

1.  Comunicar a la Delegación Provincial de Trabajo 
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correspondiente en el plazo máximo de quince días , las 
modificaciones sobrevenidas que de conformidad con lo 
dispuesto en el presente Decreto pudieron afectar a la 
acción o medida que se le reconoce.

2.  Cumplir con las disposiciones que se derivan de la 
regulación específica de la medida que se le reconoce.

3.  No rechazar ofertas de empleo adecuada.

4.  Reintegrar las cantidades indebidamente percibidas.

5.  Los beneficiarios del ingreso Mínimo de Solidaridad deberán 
además presentarse periódicamente ante las Delegaciones 
Provinciales de Trabajo, o a requerimiento de éstas, a fin de 
verificar su situación.

Artículo 12º. Extinción de las acciones o medidas.

1.  Las acciones o medidas contempladas en el Programa se 
extinguirán por:

a)  El paso del tiempo reconocido o duración de la acción 
aplicada.

b)  El cambio de alguna de las circunstancias que motivaron su 
concesión, cuando no proceda la modificación conforme al 
artículo 10.3.

c)  Fallecimiento del beneficiario de la acción o medida. En este 
caso se podrán adoptar medidas con respecto al resto de la 
unidad familiar.
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d)  El falseamiento en la declaración de ingresos o cualquier 
otra actuación fraudulenta dirigida a obtener o conservar 
cualquiera de las medidas que se contempla este 
Programa.

e)  El incumplimiento de alguna de las obligaciones previstas en 
el artículo 11º por causa imputable al beneficiario.

f)  Traslado de la residencia a un municipio fuera del ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2.  La extinción por los motivos contemplados en los apartados 
b),d), e) y f) del número anterior, se declarará mediante 
resolución motivada del órgano competente en razón a 
la acción o medida del Programa que es de la misma, 
conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Artículo 13º. Seguimiento del Programa.

1.  Por los órganos competentes de la Junta de Andalucía o 
los dependientes de las Corporaciones Locales, en su caso, 
se realizará el seguimiento continuado de las unidades 
familiares beneficiarias, para comprobar si persisten las 
condiciones que motivaron su inclusión en el Programa.

2.  Periódicamente las Comisiones de Valoración Provinciales 
realizarán un informe que permita evaluar el grado de 
eficacia del Programa, de acuerdo con lo que se determine 
en las disposiciones de desarrollo.
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Artículo 14º. Dotación presupuestaria.

Los recursos económicos que se precisen para la financiación 
de la puesta en marcha y, en su caso, continuidad del Programa, 
que será revisable anualmente, serán para 1990 los habilitados al 
efecto por la Consejería de Economía y Hacienda, según acuerdo 
adoptado por el Consejo de Gobierno, y para 1991, procederán de 
las correspondientes partidas del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera: Además de las medidas incluidas en el Programa las 
unidades familiares de las que formen parte miembros en edad de 
escolarización obligatoria, podrán recibir gratuitamente los libros 
de texto de acuerdo con las disposiciones de la Consejería de 
Educación y Ciencia.

Las unidades familiares que formen parte miembros en edad 
de escolarización obligatoria, deberán acompañar a la solicitud 
que se establece en el Artículo 3º el correspondiente certificado de 
escolarización y asistencia regular a clase.

Segunda: El pago de las ayudas económicas que se contemplan 
en este Decreto se efectuará por la Consejería de Trabajo, de 
acuerdo con lo que se determine en las disposiciones de desarrollo.

Tercera: Al 1 de enero de 1992 se procederá a la revisión del 
Programa a la vista de la evaluación de sus resultados.

Cuarta: Se faculta a los Consejeros de Trabajo, Obras Públicas 
y Transportes, Asuntos Sociales y Educación y Ciencia para dictar 
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo del 
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presente Decreto.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan al presente Decreto, y expresamente el Decreto 
142/1990, de 15 de mayo.

DISPOSICION FINAL

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

7.2.3. Orden de 14 de diciembre de 1990, por la que se 
convoca a otras Administraciones y a Entidades a cooperar 
y colaborar en la ejecución de las medidas del Programa 
de Solidaridad de los Andaluces para la erradicación de la 
Marginación y la Desigualdad en Andalucía, creado por el 
Decreto 400/90, de 27 de noviembre.

Publicado el Decreto 400/90, de 27 de noviembre, se hace 
necesario dictar una norma complementaria que regule la forma 
en la que otras Administraciones Públicas, y entidades puedan 
participar en la ejecución de este Programa de inserción profesional 
que por primera vez se pone en marcha en nuestra Comunidad 
Autónoma.

Se prevé la citada participación respecto de las medidas de 
inserción de empleo y la de formación profesional ocupacional; 
esta labor tendrá un marco jurídico expresado bajo la fórmula de 
Convenio de Cooperación o de Colaboración, como se regula en la 
presente Orden.
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Para la firma de los Convenios antes citados se estima 
conveniente delegar la misma en la persona del Delegado 
Provincial de la Consejería de Trabajo; ello se hace según lo 
dispuesto en el artº. 47 de la Ley 6/1.983, de 21 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía así como teniendo en cuenta el principio de 
desconcentración administrativa contenido en el artº. 103.1 de la 
Constitución de 1.978.

La Administración de la Junta de Andalucía estima oportuno y 
necesario que existan los cauces formales para que la erradicación 
de la marginación y la desigualdad en Andalucía sea una labor 
en la que participan también otras Administraciones Públicas y 
entidades, en consecuencia con este deseo y en su virtud,

DISPONGO

Artículo 1º. Por la presente Orden se convoca a otras 
Administraciones Públicas y entidades a la cooperación o 
colaboración en las medidas previstas en el Decreto 400/1990, de 
27 de noviembre, por el que se aprueba el Programa de Solidaridad 
de los Andaluces para la erradicación de la marginación y la 
desigualdad en Andalucía.

Artículo 2º. La convocatoria contenida en el artículo anterior se 
dirige a:

a)  Corporaciones Locales de Andalucía.

b)  Otras Administraciones Públicas en sus actuaciones en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

c)  Instituciones sin fines de Lucro.
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d)  Empresas Públicas y otros entes públicos.

Artículo 3º. La cooperación y colaboración se dispone para las 
medidas de inserción siguientes:

a)  Empleos temporales de interés social.

b)  Formación profesional Ocupacional.

Artículo 4º.- La cooperación interadministrativa prevista en 
esta Orden entre la Junta de Andalucía y las Corporaciones 
Locales andaluzas se realizará mediante la fórmula de convenio de 
cooperación tal como prevé el artículo 57 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. Tales Convenios 
se formalizarán utilizando los modelos, que a tal efecto aparecen 
como Anexos I y II en esta Orden.

Artículo 5º. Los Convenios de colaboración previstos en esta 
Orden entre la Junta de Andalucía y las entidades citadas en los 
apartados c) y d) del artículo 2º se formalizarán en los modelos que 
como Anexos III y IV figuran en esta Orden.

Artículo 6º. Los Convenios con otras Administraciones Públicas, 
a las que hace referencia el apartado b) del artículo 2º, se 
publicarán necesariamente en el B.O.J.A.

DISPOSICION FINAL

Se delega la firma de los Convenios descritos en los artículos 4º 
y 5º de esta Orden en los Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de la 
Consejería de Trabajo, sin perjuicio del que el Excmo. Sr. Consejero 
pueda en determinados supuestos avocar la competencia que se 
delega.
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DISPOSICIÓN FINAL

La presente Orden de convocatoria entrará en vigor el día 
siguiente de su publicación en el B.O.J.A.

7.2.4. Decreto 113/1998, de 2 de junio, de creación de la 
Comisión para la reforma del Decreto 400/1990, de 27 de 
noviembre, por el que se regula el Programa de Solidaridad 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en 
Andalucía

En noviembre de 1990 veía la luz en nuestra Comunidad 
Autónoma la primera experiencia de lo que hoy se denominan: 
«Rentas Mínimas de Inserción», como complemento y desarrollo 
de las políticas de protección social entendidas éstas tanto en sus 
niveles contributivo como asistencial.

El Programa de Solidaridad de los Andaluces nació fruto del 
acuerdo en el Diálogo Social entre la Junta de Andalucía y los 
Agentes Sociales, procurando poner los medios necesarios para la 
erradicación de la marginación y la desigualdad en Andalucía.

La filosofía que contiene el Programa está basada en considerar 
a los ciudadanos andaluces como sujetos activos de la sociedad y 
en el desarrollo de medidas con clara vocación insertora, dejando, 
en último término, las de carácter puramente asistencial.

Tras siete ejercicios de gestión de un Programa de esta 
naturaleza se considera conveniente revisar algunos de sus 
contenidos, especialmente lo relativo a medidas, en la línea de 
mantener una atención de lo que podemos conceptuar como los 
niveles asistenciales y procurar desarrollar todo tipo de acciones 
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formativas y de inserción, a las que la Junta de Andalucía sigue 
dedicando importantes esfuerzos presupuestarios.

Esta opción tiene su apoyo en la necesidad de ir adecuando, 
a nivel de todo el Estado español, el concepto de Rentas 
Mínimas de Inserción como uno de los objetivos a cumplir en los 
sectores de la sociedad donde la marginación y la desigualdad 
se hacen más patentes, permitiendo que exista realmente una 
inserción social y laboral que facilite que las personas en estas 
circunstancias puedan desembocar en una adecuada y digna 
integración social.

La futura regulación deberá prever una realidad 
interdepartamental y pluricompetencial, el esfuerzo es, por tanto, 
de varios departamentos autonómicos, siendo especialmente 
destacado el papel globalizador y coordinador de la Consejería 
de Asuntos Sociales en la visión global e integral de todo lo 
concerniente a la lucha contra la exclusión social.

Para llevar a cabo este proceso, el Gobierno de la Junta 
de Andalucía estima conveniente, en primer lugar, crear una 
Comisión con estructura interdepartamental que redacte el 
proyecto de nuevo Decreto regulador y coetáneamente concluir 
los expedientes actualmente en trámite. La futura regulación 
tendrá en cuenta a los agentes sociales, la misma nacerá bajo los 
principios fundamentadores antes enunciados. El nuevo programa 
será finalmente evaluado según las directrices que emanen de la 
Consejería de Asuntos Sociales.

Vista la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Asuntos 
Sociales en su reunión de 2 de junio de 1998,
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DISPONGO

Artículo 1. Se crea la Comisión para la reforma del Programa de 
Solidaridad de los Andaluces, regulado por Decreto 400/1990, de 27 
de noviembre; la misma tendrá por objeto la evaluación del citado 
Programa y la elaboración de un proyecto de nueva norma reguladora.

Artículo 2.

1.  La Comisión tendrá la siguiente composición: 
 
Presidente: Ilmo. Sr. Viceconsejero de la Consejería de 
Asuntos Sociales. 
 
Vicepresidente: Ilmo. Sr. Director General de Acción e 
Inserción Social. 
 
Vocales: Un representante, con rango de Director General, 
de las Consejerías de Gobernación y Justicia, Trabajo e 
Industria, Obras Públicas y Transportes, Educación y Ciencia, 
a su vez cualquiera otra que resulte competencialmente 
afectada. Secretario: Un funcionario de la Consejería de 
Asuntos Sociales. 
 
El Presidente podrá convocar a representantes de otras 
Administraciones Públicas, agentes sociales y entidades con 
participación en la acción social. Los trabajos de la Comisión 
deberán culminar como máximo el 1 de octubre de 1998.

2.  La Comisión se regirá con carácter general por lo dispuesto 
para los órganos colegiados en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Con efecto desde la entrada en vigor del presente 
Decreto y hasta el 15 de octubre de 1998, se declara la 
suspensión temporal en la aplicación del Decreto 400/1990, de 
27 de noviembre, de creación del Programa de Solidaridad de los 
Andaluces para la erradicación de la marginación y la desigualdad 
en Andalucía, así como su normativa de desarrollo. Tras la entrada 
en vigor del presente Decreto no se tramitará ninguna nueva 
solicitud del citado Programa, ni de prórroga de Ingreso Mínimo de 
Solidaridad. Se faculta al Consejero de Asuntos Sociales a prorrogar 
la suspensión temporal contenida en esta Disposición.

Segunda. Las solicitudes y los recursos administrativos 
presentados antes de la entrada en vigor del presente Decreto 
serán tramitados conforme a lo dispuesto en el Decreto 400/1990, 
de 27 de noviembre, y en su normativa de desarrollo, si bien la 
resolución estimatoria de los mismos concederá, como medida 
preferente, el Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Tercera. Se mantendrá por la Consejería de Asuntos Sociales 
los recursos presupuestarios y de personal actualmente existentes 
para atender la gestión del Programa.

DISPOSICION FINAL UNICA

El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.
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7.2.5. Decreto 2/1999, de 12 de enero, por el que se 
regula el Programa de Solidaridad de los Andaluces para 
la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en 
Andalucía

Tras algunas experiencias de nivel autonómico, fue en 
noviembre de 1990 cuando se inició en Andalucía lo que hoy se 
denominan «Rentas Mínimas de Inserción», como complemento 
y desarrollo de las políticas de protección social entendidas éstas, 
tanto en sus niveles contributivo como asistencial. El Programa 
de Solidaridad de los Andaluces nació fruto del acuerdo en el 
Diálogo Social entre la Junta de Andalucía y los Agentes Sociales, 
procurando poner los medios necesarios para la erradicación de 
la marginación y la desigualdad en Andalucía. La filosofía que 
estaba contenida en el Programa tenía un apoyo fundamental en 
considerar a los ciudadanos andaluces como sujetos activos de la 
sociedad y en el desarrollo de medidas con clara vocación insertora 
dejando, en último término, las de carácter puramente asistencial.

Después de varios ejercicios de gestión de un Programa de 
esta naturaleza se considera conveniente revisar algunos de sus 
contenidos, especialmente en lo relativo a medidas, agilidad 
administrativa y seguimiento. Este deseo tiene su apoyo en la 
necesidad de ir adecuando, como objetivo a cumplir en todo el 
Estado español, el concepto de Rentas Mínimas de Inserción 
como una de las metas a conseguir en los niveles de protección 
asistencial donde la marginación y la desigualdad se hacen más 
patentes; permitiendo que exista realmente una primera fase de 
inserción social, donde se arbitren medidas o acciones que faciliten 
una adecuada y digna integración en la sociedad.

Es obvio que los argumentos fundamentadores antes 
expuestos están dentro de una óptica integradora, no ya de las 
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acciones que desarrolla la Junta de Andalucía sino de las que, en 
el presente o en el futuro, desarrollarán otras Administraciones 
Públicas. En este sentido la Administración Local tiene en la 
acción social un papel destacado y fundamental; también 
el conjunto de acciones o programas que la Unión Europea 
contempla, todo ello entendido en la lucha contra la exclusión 
social. Desde esta perspectiva la reforma que se realiza de la 
normativa vigente en el Programa de Solidaridad se concreta 
en la existencia de una medida inicial: El Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, junto a ella se podrán arbitrar otro tipo de acciones 
o medidas insertivas que desarrollen y capaciten a la unidad 
familiar beneficiaria. Es importante la orientación y función 
integradora de medidas como el empleo frente a medidas 
meramente asistenciales, así como la existencia de la medida de 
vivienda y educación que refuerza esa integralidad.

Se reforman ahora algunos conceptos y requisitos que son fruto 
de las experiencias acumuladas de cara a mejorar la tramitación 
y resolución de las solicitudes presentadas por las unidades 
familiares andaluzas. Destaca aquí al establecer en 25 años la edad 
de acceso para unidades familiares unipersonales, exceptuando de 
dicha exigencia a los menores tutelados de la Junta de Andalucía 
a los que bastará la mayoría de edad legal; mayor concreción de 
los ingresos económicos a tener en cuenta y, especialmente, el 
concepto de unidad convivencial como fundamentador de la unidad 
familiar beneficiaria, procurando así evitar situaciones injustas y 
posibles casos de fraude. Las unidades familiares deben residir en 
Andalucía y llevar constituidas un año como mínimo.

Los deseos de una mayor agilidad administrativa también 
están patentes en la reforma ahora planteada, especialmente en 
lo referente a la comprobación de los datos de la unidad familiar 
solicitante.
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Queda prevista la posibilidad de colaboración con otras 
Administraciones Públicas, especialmente con la Administración 
Local, en el caso de ésta por su cercanía al ciudadano y la 
radicación en ella de los Servicios Sociales Comunitarios, en esta 
línea se desea una mayor implicación y participación de los mismos 
en la gestión y seguimiento del Programa de Solidaridad.

Se recogen pues los compromisos adquiridos en el Decreto 
113/1998, de 2 de junio, de creación de la Comisión para la 
reforma del Decreto 400/1990, de 27 de noviembre, por el que 
se regula el Programa de Solidaridad para la Erradicación de la 
Marginación y la Desigualdad en Andalucía.

La presente norma sigue manteniendo una realidad 
interdepartamental y pluricompetencial, el esfuerzo es por 
tanto de varias áreas de la acción del gobierno andaluz, siendo 
especialmente destacado el papel globalizador y coordinador de 
la Consejería de Asuntos Sociales en la visión global e integral de 
todo lo concerniente a la lucha contra la exclusión social.

Dentro de este marco, la regulación definitiva de todas las 
medidas sociales del Gobierno Andaluz, y las incluidas en el 
Programa de Solidaridad está prevista realizarla en la futura 
Ley contra la Exclusión Social, cumpliéndose de esta forma el 
compromiso adquirido y previsto en el calendario legislativo de la 
Consejería de Asuntos Sociales.

Por último, resaltar que un Programa de esta naturaleza debe 
contar con unos instrumentos de Control, Seguimiento y Evaluación 
que sirvan eficazmente al conocimiento de la realidad social en la 
que debe actuar, estos instrumentos ya existían en la normativa 
que se reforma dándoles ahora un carácter más habitual.
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Vista la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad, el Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la Consejería de Asuntos Sociales en su reunión del 
día doce de enero de mil novecientos noventa y nueve,

DISPONGO

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.

El presente Decreto tiene por objeto regular el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía.

Artículo 2. Beneficiarios.

Serán beneficiarios del citado Programa las unidades familiares 
que cumplan los siguientes requisitos:

a)  Estar constituidas de forma estable, con un año de 
antelación, como mínimo, a la fecha de la presentación de 
la solicitud, salvo en los casos de matrimonio, nacimiento 
de hijo o adopción, y ruptura familiar suficientemente 
acreditada.

b)  Estar todos sus miembros empadronados como residentes 
en un mismo domicilio, ubicado en un municipio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, al menos con un año 
de antelación a la fecha de presentación de la solicitud. 
No obstante, podrá admitirse excepciones a la residencia 
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continuada cuando estén motivadas por causas de trabajo o 
análogas, así como por fuerza mayor.

c)  Disponer de unos recursos mensuales inferiores a la cuantía 
del Ingreso Mínimo de Solidaridad, calculada conforme 
establece el artículo 6.1 del presente Decreto, si bien 
tomando como referencia el Salario Mínimo Interprofesional 
vigente en la fecha de presentación de la solicitud.

Artículo 3. Unidad familiar.

1.  Se entenderá por unidad familiar la constituida por dos o 
más personas que, conviviendo efectivamente en un mismo 
domicilio, estén relacionadas entre sí:

a)  Por matrimonio u otra relación análoga debidamente 
acreditada.

b)  Por lazos de parentesco por consanguinidad o por 
adopción hasta el segundo grado. 
 
El parentesco se computará en relación con el firmante 
de la solicitud, salvo en caso de matrimonio o relación 
análoga, en que se contará indistintamente desde 
cualquiera de los cónyuges o miembros de la pareja.

2.  Se estimará que una única persona constituye unidad 
familiar en los siguientes casos:

a)  Cuando sea mayor de 25 años y viva sola.

b)  Cuando alcance la mayoría de edad, habiendo estado 
previamente bajo la tutela de la Junta de Andalucía.
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3.  Sin perjuicio de su consideración como miembros de sus 
respectivas unidades familiares, no podrán conformar 
unidades unipersonales, ni ser destinatarios de las acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad:

a)  Las personas mayores de 65 años.

b)  Las personas que no sean ciudadanos de la Unión 
Europea.

c)  Las personas internas en prisión, salvo que se acredite 
documentalmente que ser beneficiario del Programa de 
Solidaridad es una condición para acceder al régimen 
abierto, según la legislación penitenciaria.

Artículo 4. Recursos computables.

1.  A efectos de lo previsto en el artículo 2.c) del presente 
Decreto, se considerarán recursos computables de la unidad 
familiar las pensiones, subsidios, rentas e ingresos que, en 
cualquier concepto, perciban, o tengan derecho a percibir, 
todos los miembros de la misma en el momento de la 
presentación de la solicitud.

2.  Asimismo, tendrán la consideración de recursos computables 
los bienes muebles e inmuebles poseídos, por cualquier 
título jurídico, por los miembros de la unidad familiar.

3.  No se considerarán recursos computables la propiedad o 
mera posesión de la vivienda habitual, la prestación por hijo 
a cargo, ni las ayudas para el transporte que el desarrollo 
de alguna de las acciones previstas en este Decreto pudiera 
conllevar.
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Artículo 5. Acciones y Medidas.

El Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía 
comprenderá la aplicación de las siguientes acciones:

a)  Ingreso Mínimo de Solidaridad.
b)  Itinerarios profesionales.
c)  Medidas educativas.
d)  Acceso a la vivienda.

Artículo 6. Ingreso Mínimo de Solidaridad.

1.  El Ingreso Mínimo de Solidaridad consistirá en una 
prestación económica mensual del 62 por 100 del Salario 
Mínimo Interprofesional vigente en la fecha de resolución 
de la solicitud, incrementada en un 8 por 100 por cada 
miembro de la unidad familiar distinto del firmante de la 
misma, hasta un máximo equivalente al 100 por 100 de 
dicho Salario Mínimo Interprofesional.

2.  Los recursos computables de la unidad familiar reducirán 
la cuantía mensual de la prestación, sin que como 
consecuencia de ello pueda resultar ésta inferior al 15 por 
100 del citado Salario Mínimo Interprofesional.

3.  El Ingreso Mínimo de Solidaridad se devengará a partir del 
día siguiente al de la fecha de la resolución por la que se 
efectúe el reconocimiento de dicha prestación, y su duración 
máxima será de seis meses.
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Artículo 7. Itinerario profesional.

1.  Cualquiera de los miembros de las unidades familiares 
beneficiarias del Ingreso Mínimo de Solidaridad podrá 
ser incluido, adicionalmente, con carácter prioritario, en 
un itinerario profesional que, partiendo del análisis de su 
empleabilidad, le permita acceder a las siguientes medidas 
para la inserción laboral:

a)  Orientación profesional.
b)  Formación profesional ocupacional.
c)  Fomento del empleo.
d)  Inclusión o actualización de demanda de empleo en el 

Servicio Andaluz de Colocación.
e)  Cualquier otra medida que pueda aprobar la Consejería 

de Trabajo e Industria.

2.  Si alguna de las anteriores medidas implicare la percepción 
de ingresos, los beneficiarios deberán comunicarlo conforme 
a lo establecido en el artículo 11.a) del presente Decreto.

Artículo 8. Medidas educativas.

Los miembros de las unidades familiares beneficiarias del 
Ingreso Mínimo de Solidaridad podrán ser incluidos en programas 
de educación permanente de adultos, y en cualquier otra medida 
que pueda aprobar la Consejería de Educación y Ciencia.

Artículo 9. Acceso a la vivienda.

1.  A las unidades familiares beneficiarias del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad que no dispusieren de vivienda, se les aplicará 
el procedimiento especial de adjudicación singular o de 
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segunda adjudicación establecido para las viviendas de 
promoción pública en régimen de alquiler. Estas viviendas 
serán subvencionadas en su renta hasta el 90 por 100.

2.  Cuando la vivienda de que disponga la unidad familiar 
no reúna las condiciones mínimas de habitabilidad, se 
podrá disponer la aplicación del procedimiento anterior 
o la inclusión en un programa de rehabilitación que se 
esté ejecutando o se vaya a acometer en su municipio de 
residencia.

Artículo 10. Compromiso de Inserción.

1.  Con carácter previo a la concesión de las acciones previstas 
en el Programa de Solidaridad, los miembros mayores de 
edad de las unidades familiares, cuando fueren requeridos 
para ello, aceptarán, y se obligarán al cumplimiento, de un 
Compromiso de Inserción, que versará sobre los siguientes 
aspectos:

a)  Personal y familiar. Su contenido estará dirigido al 
desarrollo de actividades que permitan movilizar los 
recursos, destrezas y habilidades de los interesados, así 
como su grado de integración y responsabilidad familiar 
en los ámbitos de escolarización, salud y vivienda.

b)  Socioeconómico y laboral. Su contenido estará orientado 
a fomentar en los interesados sus posibilidades 
de acceso y mantenimiento como sujetos activos, 
procurando su inserción en el mercado laboral, 
mediante su formación y capacitación profesional, 
tanto individualmente como en el seno de proyectos 
empresariales de inserción o de economía social.
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2.  Las Delegaciones Provinciales competentes, por sí mismas 
y, en su caso, con la colaboración de las Corporaciones 
Locales, controlarán, con carácter periódico, el correcto 
cumplimiento del Compromiso de Inserción por los 
miembros de la unidades familiares beneficiarias del 
Programa de Solidaridad.

Artículo 11. Obligaciones de los beneficiarios.

Serán obligaciones de los beneficiarios:

a)  Comunicar a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales 
correspondiente, en el plazo máximo de 15 días, la 
modificación sobrevenida de las circunstancias que 
determinaron la concesión de las acciones previstas en este 
Decreto.

b)  Solicitar las prestaciones, contributivas o no contributivas, 
así como reclamar los derechos que por cualquier título 
pudiera corresponderles a fin de incrementar sus recursos 
económicos, ejerciendo las acciones pertinentes para 
hacerlos efectivos.

c)  No rechazar oferta de empleo adecuada, ni cualquiera de las 
acciones previstas en el Programa de Solidaridad.

d)  Prestar a la Administración la colaboración necesaria para 
una eficaz gestión del citado Programa.

e)  Firmar y cumplir el Compromiso de Inserción que, en su 
caso, se establezca, y realizar las actividades fijadas en el 
mismo.
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f)  Reintegrar las cantidades indebidamente percibidas.

Artículo 12. Modificación.

La modificación sobrevenida del número de miembros de la 
unidad familiar, o de los recursos económicos declarados, deberán 
ser tenidos en cuenta, de oficio o a instancia de parte, para la 
concesión del Ingreso Mínimo de Solidaridad, y, en su caso, para el 
posterior aumento o minoración del mismo.

Artículo 13. Extinción.

1.  Las acciones previstas en el Programa de Solidaridad se 
extinguirán en los siguientes supuestos:

a)  Transcurso del plazo para el cual fueron concedidas.

b)  Fallecimiento del beneficiario, en el caso de unidades 
familiares unipersonales.

c)  Cambio de alguna de las circunstancias que motivaron su 
concesión, cuando no procediere su modificación.

d)  Falseamiento en la declaración de ingresos, o cualquier 
otra actuación fraudulenta para la concesión o el 
mantenimiento de las acciones.

e)  Incumplimiento de alguna de las obligaciones de los 
beneficiarios.

f)  Traslado de la residencia a un municipio fuera de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.
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2.  No obstante, si el fallecido hubiere integrado, junto a otras 
personas, una unidad familiar, y hubiere sido destinatario 
de alguna de las acciones previstas en el presente Decreto, 
podrá acordarse su sustitución por otro de los miembros de 
dicha unidad.

3.  La extinción por las causas previstas en los dos primeros 
párrafos del apartado primero tendrá carácter automático, 
mientras que en los restantes casos habrá de ser declarada 
por el órgano competente, mediante resolución motivada y 
previa audiencia de los interesados.

CAPITULO II

PROCEDIMIENTO

Artículo 14. Solicitudes.

1.  Las solicitudes para la concesión de las acciones previstas 
en el Programa de Solidaridad podrán ser presentadas en 
todo momento por cualquier persona mayor de edad, que 
actúe en representación de su unidad familiar.

2.  No se admitirá ninguna nueva solicitud de una misma 
unidad familiar, mientras otra anterior esté pendiente de 
resolución o no hayan transcurrido seis meses desde el 
término de la percepción del Ingreso Mínimo de Solidaridad 
concedido anteriormente.

3.  Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
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de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, las solicitudes se presentarán 
en la Delegación Provincial de la Consejería de Asuntos 
Sociales que corresponda al domicilio de la unidad familiar 
solicitante.

Artículo 15. Documentación.

1.  Las solicitudes deberán ir acompañadas de la siguiente 
documentación:

a)  Fotocopia del Documento Nacional de Identidad de los 
miembros de la unidad familiar obligados a obtenerlo y, 
en su caso, fotocopia del Libro de Familia.

b)  En el caso de uniones no matrimoniales, certificación de 
estar inscritos en el Registro de Uniones de Hecho de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. En su defecto se 
acreditará la unión por cualquier otro medio admitido en 
derecho.

c)  Certificación expedida por el Ayuntamiento, acreditativa 
de que todos los miembros de la unidad familiar se 
hallan empadronados como convivientes en un mismo 
domicilio, ubicado en un municipio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, al menos con un año de 
antelación a la fecha de presentación de la solicitud.

d)  Certificación de escolarización y de asistencia regular 
a clase de aquellos miembros de la unidad familiar que 
se encuentren en edad de escolarización obligatoria, 
expedida por la Dirección del Centro educativo 
correspondiente.
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e)  Declaración de ingresos de todos los miembros de la 
unidad familiar, referida al mes de presentación de la 
solicitud.

f)  Certificación expedida por los Organismos competentes 
de no percibir ninguno de los miembros de la unidad 
familiar prestación contributiva o no contributiva, y, 
en caso contrario, con indicación del período y cuantía 
reconocidos.

g)  Declaración de bienes, muebles e inmuebles, y de 
derechos de todos los miembros de la unidad familiar.

2.  Podrá requerirse a los miembros de la unidad familiar 
la aportación de cualquier otra documentación que se 
considere necesaria para la resolución del procedimiento.

Artículo 16. Informes.

1.  Las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Asuntos 
Sociales evacuarán, en caso necesario, un informe por 
cada una de las solicitudes recibidas, exponiendo las 
condiciones sociales y económicas en que se hallen las 
unidades familiares solicitantes, y valorando los efectos que 
sobre las mismas ocasionaría la aplicación de las acciones 
previstas en el Programa de Solidaridad. En los casos en los 
que hubiera sido beneficiario de este Programa, se indicará 
y valorará, el grado de cumplimiento del compromiso de 
inserción, si hubiese sido suscrito.

2.  Para la emisión de dichos informes podrá requerirse, en su 
caso, la colaboración de las Corporaciones Locales, a través 
de los Servicios Sociales Comunitarios.
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Artículo 17. Elaboración del Compromiso de Inserción.

Cuando el informe evacuado fuere favorable, las citadas 
Delegaciones Provinciales procederán asimismo a elaborar el 
Compromiso de Inserción previsto en el artículo 10 del presente 
Decreto, atendiendo para ello a las circunstancias en que se 
encontrare la unidad familiar.

Artículo 18. Propuestas de resolución.

1.  Las solicitudes, junto con su documentación, los informes 
evacuados y, en su caso, el Compromiso de Inserción, 
serán remitidos a las Comisiones de Valoración, que tras 
su análisis procederán a formular las correspondientes 
propuestas a los órganos competentes para resolver.

2.  Las propuestas de resolución habrán de pronunciarse en 
torno a la concesión o no del Ingreso Mínimo de Solidaridad, 
pudiendo sugerir, solo en el primer caso, la aplicación 
de cualquiera de las restantes acciones previstas en el 
Programa de Solidaridad.

Artículo 19. Resolución.

1.  A la vista de las propuestas formuladas, los órganos 
competentes procederán a resolver motivadamente las 
solicitudes presentadas.

2.  Las resoluciones estimatorias habrán de ir precedidas, en su 
caso, de la firma del Compromiso de Inserción por parte de 
todos los miembros mayores de edad de la unidad familiar.
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3.  Si, transcurridos tres meses desde la presentación de una 
solicitud, no se hubiere dictado resolución expresa, podrá 
entenderse que ésta ha sido desestimada.

Artículo 20. Situaciones de Emergencia Social.

1.  Cuando a la vista de la documentación presentada conforme 
al artículo 15 del presente Decreto se aprecie que concurren 
situaciones de emergencia social el Delegado Provincial 
de la Consejería de Asuntos Sociales podrá conceder el 
Ingreso Mínimo de Solidaridad con carácter provisional, 
continuándose la tramitación conforme al procedimiento 
ordinario.

2.  Las mensualidades percibidas con tal carácter se 
computarán dentro del período para el que se concede el 
Ingreso Mínimo de Solidaridad en la resolución que ponga 
fin al procedimiento.

CAPITULO III

ORGANIZACION ADMINISTRATIVA

Artículo 21. Comisiones de Valoración.

1.  Se crea en cada una de las provincias de Andalucía 
una Comisión de Valoración, que tendrá la siguiente 
composición:

a)  Presidente: Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía.
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b)  Vocales: Delegados Provinciales de las Consejerías 
de Trabajo e Industria, Obras Públicas y Transportes, 
Educación y Ciencia, y Asuntos Sociales, dos vocales 
designados por las Organizaciones Sindicales 
más representativas de Andalucía y dos vocales 
designados por las Organizaciones Empresariales más 
representativas de Andalucía.

c)  Secretario: Un funcionario de la Delegación Provincial 
de la Consejería de Asuntos Sociales designado por el 
Presidente, que actuará con voz y sin voto.

2.  Asimismo podrán ser convocados para asistir a las sesiones 
de las Comisiones de Valoración, a instancia del Presidente, 
los representantes de otras Administraciones Públicas, 
y entidades sin ánimo de lucro al objeto de que puedan 
expresar cuantas observaciones estimen oportunas para una 
mejor resolución de los procedimientos.

3.  Las Comisiones de Valoración tendrán como función evaluar 
las solicitudes presentadas y formular las correspondientes 
propuestas de resolución.

4.  Las Comisiones de Valoración se reunirán al menos una vez 
al mes, y se regirán en cuanto a su funcionamiento por lo 
dispuesto en el Capítulo II, del Título II, de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Artículo 22. Órganos competentes para resolver.

1.  Serán competentes para conceder o denegar el Ingreso 
Mínimo de Solidaridad los Delegados Provinciales de la 
Consejería de Asuntos Sociales.
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2.  En los casos de concesión del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, los Delegados de las Consejerías de Trabajo 
e Industria, Obras Públicas y Transportes, y Educación 
y Ciencia, podrán reconocer, con carácter adicional y en 
el ámbito de sus respectivas competencias, el derecho 
a la aplicación de las restantes acciones previstas en el 
Programa de Solidaridad, que en su caso procedan.

Artículo 23. Comisión de Seguimiento.

1.  Se crea una Comisión de Seguimiento del Programa 
de Solidaridad, que estará integrada por los siguientes 
miembros:

a)  Presidente: Viceconsejero de la Consejería de Asuntos 
Sociales.

b)  Vicepresidente: Director General de Acción e Inserción 
Social de la Consejería de Asuntos Sociales.

c)  Vocales: Un representante, con rango de Director 
General, de cada una de las Consejerías de Gobernación 
y Justicia, Trabajo e Industria, Obras Públicas y 
Transportes, y Educación y Ciencia, dos vocales 
designados por las Organizaciones Sindicales más 
representativas y dos vocales designados por las 
Organizaciones Empresariales más representativas.

d)  Secretario: Un funcionario con categoría de Jefe de 
Servicio de la Consejería de Asuntos Sociales, que 
actuará con voz y sin voto.
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2.  Asimismo, podrán ser convocados para asistir a las sesiones 
de la Comisión de Seguimiento, a instancia del Presidente, 
los representantes de otras Administraciones Públicas, y 
entidades sin ánimo de lucro, a fin de que puedan plantear 
iniciativas y sugerencias que incidan en un desarrollo más 
eficaz del Programa de Solidaridad.

3.  La Comisión de Seguimiento tendrá como funciones el 
examen, la evaluación y el control de la ejecución del citado 
Programa de Solidaridad.

4.  La Comisión de Seguimiento se reunirá al menos 
semestralmente, y se ajustará en su funcionamiento a lo 
establecido para los órganos colegiados en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

CAPITULO IV

FINANCIACION

Artículo 24. Dotación presupuestaria.

El Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en Andalucía 
se financiará con cargo a las correspondientes partidas de los 
Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

DISPOSICION ADICIONAL UNICA

El pago de las prestaciones económicas a los beneficiarios del 
Programa de Solidaridad podrá efectuarse a través de entidades 
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colaboradoras, conforme a lo previsto en las disposiciones de 
desarrollo del presente Decreto.

DISPOSICION TRANSITORIA UNICA

Los procedimientos en que, a la entrada en vigor del presente 
Decreto, no se haya dictado resolución, se regirán por las 
disposiciones previstas en el mismo.

DISPOSICION DEROGATORIA UNICA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan al presente Decreto y, expresamente, el Decreto 
400/1990, de 27 de noviembre, por el que se crea el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía, y el Decreto 113/1998, de 2 de 
junio, por el que se crea la Comisión para la Reforma del Programa 
de Solidaridad.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación reglamentaria.

Se faculta a los Consejeros de Gobernación y Justicia, Trabajo 
e Industria, Obras Públicas y Transportes, Educación y Ciencia, y 
Asuntos Sociales, para dictar las disposiciones necesarias para el 
desarrollo y ejecución del presente Decreto.

Segunda. Entrada en vigor.

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.
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7.2.6. Orden de 8 de octubre de 1999, por la que se regula 
el pago del Ingreso Mínimo de Solidaridad establecido en 
el Decreto 2/1999, de 12 de enero

Tras varios ejercicios de experiencia en el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía, tuvo lugar al comienzo de 1999 la 
publicación de un nuevo Decreto regulador que, tras un período 
de suspensión del anterior, actualizó la normativa existente, 
procurando así conseguir los objetivos y finalidades dentro de la 
acción social y de inserción que desde la Junta de Andalucía se 
implementó hacia los colectivos más desfavorecidos de nuestra 
Comunidad Autónoma.

El Decreto nació con una vocación pluricompetencial, siendo 
varias Consejerías las competentes para su aplicación, en función 
de la medida o medidas dispuestas para las unidades familiares 
beneficiarias. Desde esta perspectiva, y junto a las labores globales 
de coordinación y seguimiento, la Consejería de Asuntos Sociales 
es responsable de la concesión y ejecución de la medida de 
Ingreso Mínimo de Solidaridad. Para la misma, se hace necesario 
dictar unas normas de desarrollo que garanticen una correcta 
y ágil gestión de los recursos asignados en pro de los derechos 
reconocidos a los beneficiarios, en concreto regulando la forma de 
pago de los mismos.

Las normas que ahora se arbitran están pensadas dadas las 
especiales circunstancias de un Programa donde de cotidiano 
exista un número elevado de solicitantes que obliga, en ocasiones, 
a tomar decisiones excepcionales en la ejecución de los derechos 
reconocidos a los interesados, procurando así la correcta y total 
ejecución del Presupuesto Público asignado en cada anualidad.
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En su virtud, en uso de las facultades que me han sido 
conferidas por la Disposición Final Primera del Decreto 2/1999, de 
12 de enero, y a propuesta de la Dirección General de Acción e 
Inserción Social,

DISPONGO

Artículo 1. Objeto.

La presente Orden tiene por objeto desarrollar el régimen de 
pago del Ingreso Mínimo de Solidaridad, establecido por el Decreto 
2/1999, de 12 de enero, por el que se regula el Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía.

Artículo 2. Devengo.

1.  El Ingreso Mínimo de Solidaridad se devengará a partir del 
día siguiente al de la fecha de la Resolución por la que se 
efectúe su reconocimiento.

2.  En la Resolución se indicará el miembro de la unidad familiar 
a quien, en representación de aquélla, se le efectuarán los 
pagos, la cuantía mensual de la prestación, el número de 
mensualidades concedidas, que en ningún caso podrá ser 
superior a seis, y forma de pago de las mismas.

Artículo 3. Forma de pago.

1.  El pago se realizará por meses vencidos.

2.  No obstante, podrá procederse al pago anticipado de todas 
o de algunas mensualidades en atención a las circunstancias 
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concurrentes en las unidades familiares, apreciadas 
por la Dirección General de Acción e Inserción Social, a 
propuesta de la Delegación Provincial de Asuntos Sociales 
correspondiente.

Artículo 4. Sujetos receptores del pago.

1.  El pago del Ingreso Mínimo de Solidaridad se realizará a 
la persona que, en representación de su unidad familiar, 
hubiere solicitado la concesión de las acciones previstas en 
el Programa de Solidaridad.

2.  No obstante, se podrá efectuar el pago a otros miembros 
de la unidad familiar mayores de edad cuando con ello se 
favoreciere, a juicio de la Delegación Provincial, una mejor 
aplicación del Ingreso Mínimo de Solidaridad, debiendo 
quedar justificada dicha circunstancia en el correspondiente 
expediente.

Artículo 5. Suspensión del pago.

El Delegado Provincial de Asuntos Sociales, al iniciar el 
procedimiento para la extinción del derecho al Ingreso Mínimo de 
Solidaridad, podrá acordar como medida cautelar la suspensión de 
su pago hasta el momento de dictar la Resolución definitiva.

Disposición Adicional Única. Sin perjuicio de lo dispuesto en la 
presente Orden, el pago del Ingreso Mínimo de Solidaridad podrá 
efectuarse a través de las Entidades financieras que suscriban 
los correspondientes convenios de colaboración con la Consejería 
de Asuntos Sociales, conforme a la disposición que establezca su 
régimen específico de aplicación.
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Disposición Final Primera. Se faculta al Director General de 
Acción e Inserción Social para dictar cuantas instrucciones sean 
precisas para el cumplimiento y ejecución de esta Orden.

Disposición Final Segunda. La presente Orden entrará en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.

7.2.7. Decreto-Ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas 
extraordinarias y urgentes para la lucha contra la exclusión 
social en Andalucía

(...). Disposición final segunda Modificación del Decreto 2/1999, 
de 12 de enero, por el que se regula la creación del Programa de 
Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 19 del Decreto 
2/1999, de 12 de enero, por el que se regula la creación del 
Programa de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de 
la Marginación y la Desigualdad en Andalucía, que queda con el 
siguiente tenor literal: «A la vista de las propuestas formuladas, 
los órganos competentes procederán a resolver motivadamente las 
solicitudes presentadas en el plazo máximo de dos meses desde la 
fecha de su presentación.»

Dos. Hasta tanto se apruebe la normativa que regule la Renta 
Básica en la Comunidad Autónoma de Andalucía, se adoptarán las 
medidas necesarias para dotar de mayor agilidad administrativa 
al procedimiento para la concesión del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad establecido en el Decreto 2/1999, de 12 de enero, por 
el que se regula la creación del Programa de Solidaridad de los 
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Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en Andalucía, al objeto de dar cumplimiento efectivo al plazo 
de resolución de dos meses previsto en el artículo 19 del citado 
Decreto.

7.2.8. Decreto-Ley 8/2014, de 10 de junio, de medidas 
extraordinarias y urgentes para la inclusión social a través 
del empleo y el fomento de la solidaridad en Andalucía

(...). Disposición derogatoria. Derogación normativa.

1. Queda derogado el Decreto-Ley 7/2013 de 30 de abril, 
de medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra la 
exclusión social en Andalucía, excepto el artículo 19, el Capítulo 
I del Título III, el artículo 33 y las disposiciones finales primera y 
segunda, que se mantienen en vigor durante el periodo de vigencia 
del presente Decreto-Ley.

7.3. Testimonios

7.3.1. Testimonios 2014

Queja 14/4749:

La promotora de la queja es madre de tres hijos y con un 
exmarido declarado insolvente que no abona las pensiones 
alimenticias de éstos. Ello lo ha denunciado sin resultado alguno, 
por lo que el día 1 de abril solicitó el Salario Social, sin haber 
recibido respuesta alguna.
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Ante su desesperación acude a nosotros para que mediemos en 
una pronta solución de su demanda.

Queja 14/2895:

Nos refiere en su escrito la interesada que tiene un grado de 
discapacidad del 33%, debido a una depresión y trastorno de 
personalidad. Nos dice que es madre de dos hijos, uno de 14 años 
y una discapacidad del 58% y otro de 4 años.

Se encuentra cobrando una prestación por desempleo de 211 
euros, que no llega a percibir debido a una deuda pendiente.

El pasado 17 de octubre de 2013 solicitó una ayuda a la 
Diputación Provincial de Sevilla,  Área de Cohesión Social e 
Igualdad, la cual aún se encuentra sin saber cuando se le 
concederá.

Posteriormente nos ha trasladado su problema con el Salario 
Social ya que se le ha solicitado justificación de la ausencia a clase 
del hijo mayor, del que nos dice que debido a su discapacidad y 
sus problemas de conducta le resulta imposible su manejo. Que al 
parecer ha acudido a los Servicios Sociales para exponer el asunto 
y no encuentra respuesta alguna, cuando dicha ayuda es de vital 
importancia en sus actuales circunstancias.

Queja 14/3146:

Una vecina de Alcalá de Guadaíra nos expone su malestar 
por la situación del Salario Social, en la que recoge las enormes 
dificultades que sufren los solicitantes cuando es el único ingreso 
de subsistencia que reciben. En su escrito hace mención a que 
“Este salario que supuestamente es para ayudar a personas que 
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estamos en dificultad extrema, ningún mes es pagado a tiempo. Mi 
último cobro fue el 23 de mayo, el anterior 21 de abril, el anterior 
18 de marzo. Cada vez que llamo a la Delegación Territorial 
responsable del pago sita en c/ Luis Montoto de Sevilla, la 
respuesta a la pregunta “buenos días, ¿podría informarme cuando 
se paga el salario este mes?” siempre es con tono despectivo, 
responden que no saben o que ya se pagará, que no tienen nada 
que decir puesto que no hay una fecha concreta como con el paro, 
o nos dicen “a lo largo de la semana “y pasa la semana y nada. 
Como yo hay muchísimas familias y no solo lo pasamos mal por no 
cobrar a tiempo es que también duele mucho que nos traten como 
a ciudadanos de segunda. A ello hay que añadir las noches de 
insomnio pensando de donde saco para comer mañana”.

Junto a esta reclamación, nos venimos encontrando muchas 
quejas, que hemos trasladado a las Delegaciones Territoriales 
competentes, en las que los retrasos en la aprobación, 
incumpliendo en lo recogido en el Decreto 7/2013, así como la 
interrupción de algunos meses, hace que el carácter de ayuda 
imprescindible genere mucha desconfianza en los propios usuarios.

Queja 14/4541:

“Hola buenos días. Hace unos días mandé el documento de 
la presentación del salario social, que fue en enero, no se si os 
ha llegado o es que aún no me habéis podido contestar. Me han 
dicho que este mes tampoco cobro, va para 9 meses, tengo dos 
niños, no cobro nada, ni siquiera la pensión de alimentos del 
padre, nada de nada, estoy desesperada, me ayudan mi hermano 
y mi madre lo que pueden. Mis hijos necesitan cosas, nos dan 
de comer mi familia, pero ellos tienen un sueldo mínimo y no se 
qué hacer, donde ir, no tengo derecho a nada. Necesito que me 
ayudéis”.
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Queja 14/4648:

La promotora de la queja, vecina de Andújar, nos refiere en su 
escrito que el pasado 21 de julio presentó la solicitud del Salario 
Social y no ha recibido información alguna al respecto.

Nos dice que son cuatro de familia, su marido y dos hijos, uno 
de 18 años y otro de 12. Llevan meses sin luz y sin alimentos, ya 
que no cuentan con ayuda alguna.

Queja 14/5590:

“Hola quisiera saber que está pasando con el salario social, esto 
es una vergüenza, tengo 4 hijos y ni yo ni mi marido trabajamos 
ni percibimos ninguna ayuda de ningún tipo hace cerca del año. 
Yo estoy desesperada y ahora unas navidades y nada, sin un euro, 
que no roben tanto y que paguen lo que nos deben”.

Queja 14/5667:

“Desde marzo que presenté la solicitud para el cobro del salario 
social, que se suponía eran seis meses de espera, se convierten en 
diez, y la situación cada vez más penosa y desesperante, no puedo 
pagar alquiler ni pasar manutención a mi hijo y busco trabajo con 
desesperación, y así estamos muchas familias, de pena. Solo le 
pido que nos apoye y ayude gracias”.
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Queja 14/5174:

“Tengo 40 años y un hijo de 6 años que depende de mi. 
Le escribo en nombre de todas aquellas personas que están 
esperando cobrar el salario social y en mi nombre. Existe un foro 
en internet dedicado al salario social y es frustrante leer que hay 
madres que tienen que decirle a sus hijos que no hay dinero para 
comprar comida, ropa o zapatos. Yo no me veo en este extremo 
pero podría llegar a estar. Por favor no permita que se den estas 
situaciones, haga algo. Sin más, reciba un cordial saludo”.

Queja 14/5521:

“Hola buenas tardes, soy madre de 4 hijos. Llevo cerca de 9 
meses esperando el salario social, voy al Muelle Heredia y lo único 
que dicen que si, que está aprobado, pero que no hay dinero. 
Bueno y mi pregunta es, si es una ayuda para personas en riesgo 
social ¿como que no hay dinero?.

La misma repuesta es la que me dan cuando voy a preguntar 
por una beca de un curso del Oren que hice en el año 2010, igual, 
que no hay dinero. Entonces ¿por qué ponen ayudas a las que la 
Junta no puede afrontar?. La verdad que la desesperación es la 
dueña de mí en estos momentos, no tengo como darle de comer 
a mis nenes, y los pagos de luz y agua que no se como ya no me 
han cortado. Porque ya han venido 2 veces el corte y la verdad no 
se que hacer, siempre he trabajado y salido adelante. Esta ayuda 
es la 2ª vez que la pido, la otra vez fue hace unos 5 años y esta 
vez ya no se que puedo hacer, solo se que mis hijos son pequeños 
para entender que no hay dinero ni para yogur, ni para leche, 
ni para la cena de Navidad ni Reyes, es muy triste hacerle eso 
entender a niños de 12, 5, 4, 1 año que tienen.
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La verdad tampoco se si usted me podrá ayudar solo que si 
usted puede écheme una mano se lo agradecería eternamente si 
no, igualmente agradezco que lea este mensaje. Gracias por todo, 
un saludo”.

Queja 14/5313:

“Buenos días me dirijo a usted porque presenté mi solicitud 
de salario social el tres de febrero de este año; ya hace más 
de nueve meses, esta mañana ha llamado mi marido y le han 
dicho ustedes que mande el mail para que les conste. Estamos 
desesperados, tenemos dos hijos menores, yo no cobro ningún tipo 
de prestación, estamos en paro y en el salario aquí en Málaga nos 
dicen que mi solicitud está aceptada y correcta pero que resulta 
que no hay dinero para pagar, que no están a la espera de que 
llegue la partida de dinero pero que no saben cuando llegará y 
quisiera saber como es posible habiéndose comprometido la Junta 
a hacer el pago en tres meses, puesto que somos los que más lo 
necesitamos. Por favor les ruego una respuesta porque nuestra 
situación es desesperada. Gracias”.

Queja 14/5649:

“Me dirijo a Vd. para contarle mi situación. En el mes de junio 
2014 eché el salario social, pues no tengo ningún ingreso.

Me encuentro con 3 hijos, uno con 13 años, otro de 8 años y 
una bebé de 6 meses.

Mi marido está en prisión desde el mes de abril 2014 y en la 
fecha que estamos todavía no he recibido ninguna respuesta de 
ellos. Necesito ayuda urgentemente, le pido por favor que tome mi 
carta en consideración. Se lo agradezco mucho. Un saludo”.
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Queja 14/5353:

“Hola buenas. Necesito saber que pasa con el salario social. 
Eché la ayuda el 4 de febrero de 2014, tengo 2 menores a mi 
cargo, una niña de 3 años y otra de 4 años: Llevo 1 año y 3 meses 
sin cobrar nada, tanto yo como mi pareja llevamos 6 meses sin 
pagar el préstamo de la casa y ya mismo el banco se quedará con 
ella. Estoy realmente mal. ¿Podría informarme cuando se cobrará el 
salario social?. Es que ya no se que hacer, por favor, dígame algo. 
Se lo suplico, necesito saber algo, la asistenta social de Bujalance 
(Córdoba) no nos dice nada. Por favor, si me pudiera informar se lo 
agradecería mucho”.

Queja 14/5938:

“Buenos días. Me dirijo a usted porque no es la primera vez que 
me ayuda y confío en usted. Solicité el salario social a últimos de 
abril, me lo solicitó la asistenta social. A día de hoy dicen que no 
tienen dinero y que van a empezar a pagar los de febrero. Faltan 2 
o tres semanas para Reyes y tengo dos hijos de 3 y 7 años, que no 
se como explicarles que ese día no van a tener regalos, aparte el 
día a día en mi casa es muy duro porque no cobro nada. Vivo sola 
con mis hijos y lo único que tengo es que echo unas horas. Tengo 
que pagar piso, comunidad, luz, agua, seguro del piso, seguro de 
muertos, etc. No tengo familia y estoy sola, no se que hacer. Le 
agradezco me escuche. Un saludo”.

Queja 14/4162:

Nos refiere en su escrito la promotora, que con fecha 26 
de febrero de este año solicitó el salario social y a la fecha no 
ha recibido respuesta. Es madre de varios hijos pequeños y no 
cuenta con medio alguno, ya que vive en una vivienda de ocupa 
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y teme que de no contar con medios, pueda verse arrojada a la 
calle.

Queja 14/5520:

La promotora de la queja, vecina de Sanlúcar la Mayor, nos 
refiere en su escrito que es mujer divorciada con una hija a su 
cargo, nos comenta que no tiene ayuda alguna ya que el exmarido 
no le pasa la pensión alimenticia y sin ingreso.

En el mes de mayo solicitó el Salario Social y no ha tenido 
información alguna.

Por este motivo solicita nuestra mediación para que se le abone 
ya que no tienen medio con que subsistir, a no ser las ayudas de 
familiares y vecinos.

Queja 14/5728:

El promotor de la queja nos dice que son una familia de cuatro 
miembros, dos de ellos menores con 5 y 3 años de edad. Llevan 
un año sin ingreso alguno y el pasado dos de mayo presentaron 
la solicitud del salario social, no habiendo recibido respuesta a la 
misma, cuando su situación es desesperada.

Queja 14/3142:

“Hola, buenos días. Antes de nada pedirle disculpas por mis 
posibles faltas de ortografía. El motivo por el que me pongo en 
contacto con ustedes es porque estoy cobrando el salario social. 
Soy de Sevilla capital pero resulta que cada mes se retrasan más 
en los pagos, no hay una fecha concreta de pago, cada mes te lo 
ingresan un día diferente y por ejemplo en enero nada y este mes 
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de junio, día 26, no tenemos noticias del pago. Tengo a mi cargo 
mi pareja junto con dos hijos, una niña de 6 años y un bebe de 
10 meses. Llamamos y lo que nos dicen, de muy malas maneras. 
que no saben cuando se hará efectivo ese pago y nos cuelgan 
el teléfono. No se si ustedes nos podrían ayudar o aconsejarnos 
y asesorarnos un poco puesto que no sabemos ni lo que hacer. 
Estamos desesperados, necesitamos medicinas, dar de comer a 
nosotros mismos y a nuestros pequeños. Estoy registrado en la 
web de ayudas a parados y todos están igual en Sevilla, Málaga, 
Huelva, etc. Por favor, si ustedes pueden hacer algo por nosotros 
me gustaría que me lo comentara, para solucionar este tema 
lo más cordial posible y lo antes posible ya que en mi caso, por 
ejemplo, ese es mi único ingreso que tengo. Gracias y espero 
respuesta lo antes que podáis. Un saludo”.

Queja 14/5419:

La promotora de la queja, vecina de Sanlúcar La Mayor, nos 
refiere en su escrito que en el mes de abril solicitó el salario social 
y que, hasta la fecha, no ha recibido respuesta alguna.

Nos dice que se encuentra enferma y que debe cuidar de una 
hija menor y no cuenta con ingreso alguno.

Queja 14/3971:

“Hola. Soy de Alcalá de Guadaíra y mi queja es porque solicité 
el salario social en noviembre de 2013 y aun no he cobrado el 
primer mes y hay gente que ya lo ha cobrado, habiéndolo solicitado 
después que yo. Esto es una vergüenza, se supone que es una 
ayuda a los más necesitados y me van a volver a echar de la 
vivienda por segunda vez. Soy madre divorciada con dos hijos a mi 
cargo. Gracias por atenderme”.
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Queja 14/1962:

Nos refiere que hace varios meses solicitó el Programa de 
Solidaridad con los Andaluces, y que aún no sabe nada. La 
promotora de la queja refiere que es viuda, con tres hijos, y sin 
derecho alguno a percibir la pensión de viudedad, por lo que no 
tiene medios para sostener su casa.

Queja 13/6187:

Nos refiere que tanto él como su esposa no cuentan con 
ingreso alguno. Su esposa a veces hace alguna limpieza por 
vivienda pero él se encuentra con una limitación en un brazo 
debido a un accidente como cocinero, pero sin prestación por 
ello. Tienen en común un hijo de 8 años, y llevan meses sin poder 
pagar el alquiler de la vivienda.

En el mes de junio solicitaron el Programa de Solidaridad con 
los Andaluces, y a la fecha no han recibido respuesta alguna.

Queja 14/13:

La interesada nos refiere en su escrito que el pasado 6/5/2013 
solicitó en su localidad el Salario Social, informándole en octubre que 
lo tenía concedido por una cuantía de 96,80 euros porque le habían 
contabilizado el subsidio por desempleo que estaba cobrando (426 
euros). Éste finalizaba el 2/12/2013 y no teniendo ingreso en ese 
momento. El 7/11/2013 solicitó un recálculo del salario volviendo 
a aportar el documento del INEM con la fecha que se le terminaba 
la ayuda, recibiendo sin embargo, resolución el 28/11/2013 con el 
mismo importe 96.80 euros por 6 meses, de ese modo le abonan en 
diciembre la primera mensualidad. Vuelve a reclamar el 20/2/2013 
ante la Delegación y oponiéndose a la resolución anterior.
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Recibe con posterioridad un escrito en el que se le comunica 
que después de recibir el 6º pago su expediente pasaría de nuevo 
a estudio, y si procedía pasaría de nuevo a comisión y valoración, 
pudiendo recibir un 7º pago de la diferencia.

Nos refiere que se encuentra desesperada, ya que es madre 
soltera, con dos hijos a su cargo, no percibiendo manutención a 
pesar de tener firmado convenio regulador.

Además de encontrarse en trámites para reclamar esos impagos, 
se encuentra sustentando a sus dos hijos con 96.80 euros.

Considera injusta esta decisión y nos solicita mediemos para 
una rápida solución de esta situación.

Queja 14/2560:

El reclamante nos refiere en su escrito que desde el mes de 
mayo no percibe cuantía alguna y con 61 años y siete en situación 
de paro nadie le ofrece trabajo.

En los primeros días del mes de mayo presentó la 
documentación de solicitud del programa, sin que haya recibido 
respuesta a la fecha.

Subsiste gracias a las ayudas de Cáritas, y está sin poder hacer 
frente a la pensión alimenticia de sus hijos.

Por ello, nos solicita nos interesemos por su petición.
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Queja 14/4269:

Se han dirigido a la Institución varios miembros de una 
Plataforma, quienes ponen de manifiesto las situaciones sociales de 
extrema gravedad que dicen haber constatado en su municipio y 
que suponen generalizado en la Comunidad Andaluza.

Son aquellas familias y personas que se encuentran en una 
situación de extrema necesidad, sin recursos ningunos, sin ayudas 
públicas de ningún tipo y habiendo hecho todos los trámites 
posibles e inimaginables para poder percibir la renta mínima de 
inserción.

Hacen referencia al Decreto 2/1999 cuando dice que «Esta 
renta mínima de inserción de la Junta de Andalucía es un programa 
asistencial de protección social para familias en situación de 
necesidad. El importe mensual es de 397 euros por solicitante y 51 
euros más por cada miembro de la familia.».

Consideran que esta renta mínima es insuficiente y no da ni 
para comer y menos para pagar todos los gastos que tiene una 
familia como puede ser luz, agua, ropa... ¡sin hablar de hipotecas o 
alquiler!.

Pero lo peor, lo más grave y a nuestro juicio inaceptable es 
que además, nos consta que hay familias que tienen solicitada 
esta ayuda desde enero de 2014 y que no han percibido NADA a 
septiembre de 2014, ni tan siquiera una respuesta a la solicitud, 
lo único que se les ha comunicado es que “está en proceso de 
resolución” o reciben requerimientos de más y más papeles 
dificultando enormemente las gestiones.
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Es por ello que manifiestan su indignación por la forma en la 
que se trata a las personas, dejándolas en una situación de miseria 
insostenible.

Por este motivo piden y exigen que se solucione este problema 
con la mayor urgencia, poniendo todo en marcha para que estos 
casos se vean atendidos con la mayor brevedad posible.

Queja 14/5037:

El promotor de la queja, vecino de Chiclana de la Frontera, nos 
refiere en su escrito que es padre de dos hijos de 12 y 5 años de 
edad. Que se encuentra en desempleo, cansado de buscar trabajo 
sin resultado alguno. Que no percibe ningún tipo de ayuda y que 
en el mes de marzo presentó la solicitud del Salario Social, sin 
haber recibido a la fecha, después de siete meses ningún tipo de 
respuesta.

Queja 14/4864:

La promotora de la queja nos refiere en su escrito que presentó 
la solicitud del Programa de Solidaridad el pasado 2 de diciembre 
y a la fecha no ha recibido respuesta alguna a dicha petición. Su 
situación se hace irresistible ya que son cuatro personas, dos de 
ellas niños pequeños. Tienen un cúmulo de facturas impagadas.

Por ello, solicita nuestra mediación ante la Administración para 
una pronta solución de su expediente.

Queja 14/2717:

“Buenos días. Quiero informar de que yo solicité el salario 
social en junio de 2013, hoy, a día 2 de junio de 2014, todavía 
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no se sabe nada de esta ayuda que se supone que es para los 
que no cobran nada. Llevo un año esperando y no hay intención 
de pagar todavía. Cuando he visto por internet que decía una 
política que no tardarían más de 3 meses en pagarse; esto es 
una vergüenza, que tengo dos niños pequeños y hoy no tenía ni 
para un colacao pero para otras cosas si hay, ya han pasado las 
elecciones, que son más importantes, por lo visto, que una ayuda 
al necesitado y yo me pregunto, si los presupuestos para estas 
ayudas se dan a primero de año y yo estoy en la 1ª comisión 
del año, ¿donde está ese dinero destinado a primero de año a 
eso?, porque estamos a junio y no se ha pagado ni una comisión. 
Por favor, pido que se mire mi caso y no quede en el correo de 
alguien sin leer siquiera, que lo necesito. Gracias”.

Queja 14/2792:

“Me dirijo a ustedes por no veo salida. En la Junta de Andalucía 
no responden. Solicité el salario social en noviembre de 2013 
y, a día de hoy, 2 de junio de 2014, no hay respuesta. Muchas 
familias españolas, andaluzas y niños van a pasar y están pasando 
necesidad. Esta ayuda no debe tardar más de 3 meses por ley, 
sin embargo mi caso es de 8 meses, y hay casos que el tiempo 
de espera es de más de un año. Ruego esta queja no caiga en 
saco roto por necesidad, pues Susana Díaz ha de tener en cuenta 
las necesidades de los andaluces y dar la salida a los salarios 
bloqueados”.

Queja 14/5518: Noviembre

“Buenas tardes. He presentado una solicitud para el salario 
social en 11/03/2014 y todavía no tengo la respuesta. Cumplo con 
todos los requisitos y mi situación es desesperante. He demostrado 
con papeles que estoy en busca de trabajo de forma activa, que 
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estoy haciendo siempre cursos, que no tengo ningún tipo de 
ingreso, no tengo ningún familiar que me ayude (no tengo familia). 
Estoy desempleada de larga duración y yo no tengo ninguna culpa 
que no encuentro trabajo. He ido muchísimas veces de forma 
personal para informarme sobre la situación de mi expediente 
y siempre se me dice lo mismo, que está en trámite. Muchas 
veces el personal me mira como que, por qué pregunto tanto, por 
qué tengo que ir tantas veces si ellos me han dicho que está en 
trámite.

Bueno, no me lo han dicho a la cara, pero si que me han dicho 
que esto tarda y que tengo que esperar. El problema es que no 
puedo esperar más. Llevo casi 9 meses esperando, esto es muy 
desesperante. Por favor, necesito que me ayuden en cobrar lo que 
me corresponde. Gracias.”

Queja 14/5519:

“Más brevemente posible explicaré mi situación:

Mujer de 55 años, con hija menor, desempleada desde hace 
cuatro años, sin cobro de ningún tipo, saliendo adelante con ayuda 
de los demás, divorciada, sin manutención alguna.

Por fin me informan de que puedo solicitar el Salario Social. 
Así lo hago, hace más de un año. Cual es mi sorpresa que hace 
dos meses, al ir, como voy, periódicamente a preguntar por mi 
expediente, me comunican que lo tengo aprobado, pero “con 
rebaja”. Pido explicaciones, éstas son: al estar usted divorciada 
y constar en su divorcio que la hipoteca de la vivienda en la que 
convive con su hija, sería pagada por las dos partes, al 50%, y al 
estar abonándola exclusivamente la otra parte, será considerado 
una ayuda.
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Yo me pregunto, ¿a quién ayuda?. ¿A mi es, que tiene que 
vivir pagando la hipoteca, el alquiler de su vivienda, no dejando 
abandonada a su hija, y para ello tiene que contar con la ayuda de 
sus padres jubilados?. ¿A mi hija, una sobresaliente estudiante, que 
no puede contar con ayuda?. O a mi, que me vería abocada a vivir 
en la calle con ella, si no fuera por su impagable ayuda, cuando 
estamos viendo, día a día, casos de padres, que se despreocupan 
de sus familias?.

No entiendo nada. Por favor atiendan mi caso, mal explicado, 
por mi estado actual: estoy sumergida en una importante 
depresión, afectada ya del corazón y del estómago. No puedo 
continuar mendigando allí o aquí. La gente se cansa de ayudar y te 
deja en el olvido.

Necesitamos ya unos ingresos para mínimamente sobrevivir.

Exijo se me pague lo que verdaderamente me corresponde.

Quiero que se aplique la demora que estamos sufriendo en el 
pago y estoy pagando con mi salud.

No quiero más excusas de crisis. ¿Nos dejarán morir?.

Gracias. Contéstenme, por favor”.

Queja 14/6044:

“Buenos días. Me gustaría saber para cuando se van a resolver 
los expedientes de marzo de 2014, porque estoy en una situación 
que no tengo ni para leche. Ni para comer, eché el salario social el 
día 21/03/2014 en La Algaba y aún no tengo ninguna respuesta. 
¿Para cuando tendré respuesta?”.
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Queja 14/5356:

“Buenos días. Les escribo porque ya estoy desesperada. Soy 
madre soltera, tengo un hijo de once años y no percibo nada. 
Estoy a punto de que me echen del piso y no tengo ni para comer. 
Eché el salario social en marzo y a fecha de hoy no se nada 
todavía, hace ya diez meses, y esto es vergonzoso. Se supone que 
es una ayuda, pero la ayuda no llega. Me gustaría que si pudiéseis, 
me ayudéis, por favor. Muchas gracias”.

7.3.2. Testimonios 2015.

Queja 15/43:

“Hola buenas, quería saber porqué mes están pagando el 
salario, yo lo eché en abril de 2014 y todavía (enero 2015) no me 
han ingresado nada, tengo una niña y estoy separada, no tengo 
ninguna ayuda y estoy ya desesperada, por favor ¿cómo puedo 
saber cuando me lo ingresaran? Espero que me contestéis, porque 
no se que hacer ya”.

Queja 15/71:

Nos refiere en su escrito que el pasado 7 de marzo de 2014 
presentó la solicitud del Salario Social, lo que hace un año de la 
misma. A la fecha (enero 2015) no ha recibido nada y cuando ha 
acudido a esa Delegación Territorial se le ha ido difiriendo el pago a 
distintas fechas, sin que en ninguna de ellas se le haya abonado.



328 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

Queja 15/77:

En enero de 2005 el promotor de la queja nos refiere en su 
escrito que el pasado 11 de septiembre de 2014 presentó solicitud 
del Programa del Salario Social de la Consejería de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales que se regula por el Decreto Ley 2/1999, de 12 
de enero, y de lo que no ha recibido respuesta alguna por parte de 
la Administración. Dice encontrarse en situación de exclusión social 
y pobreza severa, debido a su condición de persona de color y sin 
trabajo ni posibilidad alguna.

Queja 15/139:

“Solicito al Defensor Andaluz del Pueblo ayuda para resolver 
un problema, yo estoy divorciado con familiares a cargo, estoy sin 
trabajo de larga duración, con lo cual mi poder económico es nulo. 
Yo pedí el salario social a la Junta de Andalucía por mediación del 
Ayuntamiento local, con fecha primero de marzo del 2014 y a fecha 
de hoy (enero 2015) no tengo respuesta de nada con lo cual, le 
pido ayuda a usted para ver que puede hacer, ya que mi situación 
es insostenible e incluso con ganas de quitarme la vida, sin mas 
espero respuesta de usted”.

Queja 15/387:

Nos refiere la promotora de la queja que el pasado 6 de agosto 
presentó solicitud del Salario Social ante la Delegación Territorial; 
que son cuatro de familia y sin ingreso alguno. Hasta la fecha 
(enero 2015) dice no haber recibido respuesta alguna a su petición, 
por lo que solicita nuestra mediación para una pronta solución a su 
situación.
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Queja 15/399:

El compareciente nos traslada que en el mes de mayo 
del pasado año 2014, solicitó su inclusión en el Programa de 
Solidaridad y el reconocimiento del salario social, sin que hasta la 
fecha (enero 2015) haya recibido ninguna comunicación.

Destaca el interesado la situación de precariedad económica 
en la que se encuentra, al vivir solo y no percibir ninguna ayuda 
ni contar con trabajo que le permita atender sus necesidades más 
básicas.

Queja 15/434:

Acude en febrero 2015 y nos manifiesta que es madre de dos 
niños pequeños, que no percibe ningún tipo de ayuda y solicito el 
Salario Social en el mes de Mayo. Solicita que se agilice su abono.

Queja 15/440:

Han solicitado con fecha 8 de abril el Programa de Solidaridad. 
Además de reclamar porque sólo se dan números los martes y 
jueves. Una vez que ya se ha solicitado, le comentan que no saben 
cuando puede cobrarlo, y hace ya más de 10 meses, cuando el 
tramite debe de durar 2 meses Y todo este retrasolme lleva a no 
poder pagar el alquiler social de 400 euros a Servicaixa, adjunta 
documento reclamándole la cantidad adeudada y con orden de 
desahucio en 5 días. Ruegan se agilice dicho tramite ya que se 
encuentran en una situación desesperada.
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Queja 15/457:

“Buenas tardes, desde marzo 2014 llevo esperando que me 
ingresen el salario social, el expediente está bien, pero me dicen 
que Sevilla no manda el dinero. Tengo una menor a cargo y ningún 
tipo de ingreso. Estoy desesperada. Gracias”.

Queja 15/553:

“Hola mi consulta es porque aún a febrero de 2015 no sé nada 
del salario, le di entrada en abril del 2014 y aún no me ha llegado 
ninguna resolución. Está puesto a nombre de mi mujer. Fui a la 
Junta de Andalucía en Luis Montoto pero ahí me dijeron que la 
documentación está correcta pero que no saben para cuando 
entraría en Comisión, la verdad es que no lo entiendo como una 
ayuda tan necesitada puede llegar a tardar tanto siendo tan 
necesaria en la situación en que nos encontramos con dos niños, 
7 y 8 años, y sin percibir ningún ingreso por ningún lado,. Esto se 
está volviendo un poco insoportable, espero saber algo pronto, si 
no vamos a perder la cabeza, gracias”.

Queja 15/555:

“Buenas tardes por favor ¿cuando se cobra el salario social 
en Granada? lo eché a primero del año pasado y me han dicho 
(febrero 2015) que lo tengo aprobado pero que no lo saben. Lo 
estamos pasando muy mal en Granada, a ver por favor, ¿nos dicen 
ustedes algo?. Gracias”.

Queja 15/629:

Se dirige a nosotros para decirnos que es madre de un hijo de 9 
años y sin ingreso alguno. Que presentó solicitud en la Delegación 
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Territorial el pasado 24 de marzo; es decir, hace casi un año de 
ello. A la fecha no tiene noticias de cuando se le va a realizar el 
pago y su situación resulta insoportable.

Queja 15/690:

Nos refiere en su escrito que son cuatro de familia, ya que 
junto a su esposa tiene dos hijos de 3 y 7 años. Que el pasado 2 
de octubre presentó la solicitud del Salario Social sin que a la fecha 
(febrero 2015) haya tenido respuesta alguna, habiendo dejado de 
pagar la vivienda debido a que no cuenta con ingreso alguno.

Queja 15/714:

“El 13-05-2013 sufrí un accidente laboral, perdí mi casa, mi 
vida, mi salud espero sentencia desde hoy. Estoy mal curado, fatal, 
errores médicos, abuso, etc. Casi 2 años en albergue, horrible 
comportamiento de trabajadores sociales. Puedo enseñarlo con 
papeles y grabación de vídeo. Solicitando salario desde 2013 hasta 
ahora 2015. Medicina que tomo por enfermedades reconocida desde 
accidente laboral vale más de 100 euros mensual. Enfermedad de 
Sudek, escoliosis, miopía, lumbalgia, todo reconocido con papeles. 
Sin recursos, sin salud, sin derechos, hasta el día de hoy. Tenia 40 
años ahora tengo 43 ¿hasta cuando voy a sufrir por dolores? . No se 
puede aguantar, no, señoría. Tanta hipocresía tanto dolor. Pido mis 
derechos humanos hasta cuando. ¿Alguien puede decirme si voy 
recibir salario social?. Hasta que no pueda ver sol. O en otra vida”.

Queja 15/971:

Se dirige a nosotros para solicitar nuestra mediación debido 
a que el pasado 22 de abril solicitó el Salario Social y a la fecha 
(febrero 2015) no sabe nada de su expediente. Al parecer es padre 
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de tres hijos, uno de 31 años, y dos pequeños de 1 y 3 años. No 
cuenta con ingreso alguno, por lo que no encuentra forma de 
subsistir, si no es con la ayuda de Cáritas y alguna ONG.

Queja 15/983:

Refiere en su escrito la promotora de la queja que no cuenta 
con ningún tipo de ingreso, por lo que no ha podido afrontar el 
alquiler de la vivienda en la que vive, por lo que el próximo 11 de 
septiembre tiene señalado el lanzamiento de la vivienda, sin que 
tenga un lugar donde estar con su hijo. Ha acudido a la UTS de 
Polígono de San Pablo donde se le ha informado que no tienen 
recursos para atenderla y que en el tema de la vivienda depende 
de la Junta de Andalucía.

Que en estos momentos (febrero 2015) está inscrita en el 
Registro de Demandantes de Vivienda desde el mes de septiembre 
de 2014. Al mismo tiempo, en junio del pasado año, solicitó el 
Salario Social de lo que aún no ha recibido aviso alguno. Junto a 
ello, el 24 de septiembre pasado presentó solicitud de valoración 
de discapacidad, sin que a la fecha haya pasado por el Equipo de 
Valoración.

Queja 15/1234:

“Tengo 31 años y estoy casado y somos 4 miembros en casa. 
Soy parado de larga duración tengo cargas familiares, dos niños 
de 7 y 3 años de edad y me encuentro en una situación límite y 
desesperante porque no tengo recursos económicos, ni ingresos 
de ningún tipo. Me están ayudando mis familiares, sobre todo mis 
padres y ellos tampoco están muy bien económicamente, porque 
ayudan también a mis hermanos y tengo 8. Solicité el salario social 
a primeros de diciembre de 2013, llamé a últimos de febrero de 
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2015 y me comentaron que mi expediente estaba en Comisión. No 
puedo hacerle frente a las facturas de luz, agua, gas y cada mes 
siguen llegando más facturas y no es porque yo no quiera pagarlas, 
pero dada mi situación no puedo”.

Queja 15/1287:

“Quería poner una queja sobre el salario social, lo eché el 7 
de marzo de 2014 y después de esperar un año sigo sin cobrarlo, 
tengo dos niños pequeños, hipoteca y los gastos que conlleva una 
familia, no tenemos ningún tipo de ingreso y del banco no paran 
de llamarme. Por favor os agradecería mucho que me pudierais 
ayudar, no tengo copia de la solicitud porque lo solicitó mi asistenta 
social. Gracias”.

Queja 15/1540:

Nos expone que hace 11 meses que ha solicitado la ayuda de 
salario social. Son una unidad familiar de 5 miembros, tres de ellos 
menores y el marido está enfermo. Hasta la fecha no han recibido 
ninguna información. Reclaman nuestra intervención ya que vive en 
la precariedad.

Queja 15/1547:

Ha presentado la solicitud de Salario Social hace ya más de 4 
meses. Vive en su casa con su marido y 2 hijos que están parados. 
Su marido tampoco cobra nada.

Solicita la agilización de los tramites ya que la situación en casa 
es muy delicada, ya que están a punto de desahuciarlos.
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Queja 15/1771:

Manifiesta que con fecha 26/03/2014 presentó solicitud para 
que le reconocieran el salario social. Se encuentra en una situación 
desesperada ya que tienen un hijo pequeño y ningún otro tipo de 
recursos. Ha acudido varias veces a interesarse por su expediente 
a los Servicios Sociales de Jerez, incluso se ha personado en la 
Delegación Territorial donde le han comentado que hasta el mes 
de julio o agosto no lo percibiría, es decir más de 1 añosy 3 meses 
después de la solicitud. Solicita que se agilice dicho trámite ya que 
no tiene para darle a su hija de comer.

Queja 15/1892:

El promotor de la queja nos refiere que en el mes de 
febrero de 2014, al no tener trabajo ni ningún tipo de ingresos 
por ninguna parte, solicitó el Programa de Solidaridad con los 
Andaluces. En aquel momento al carecer de ingresos y ayuda 
familiar no podía pagar la vivienda de alquiler en la que vivía por 
lo que comunicó a la Delegación Territorial su nueva dirección 
para posteriores comunicaciones. Sin embargo, cuando se le 
comunicó información del Salario Social se procedió a archivar su 
expediente debido a que la carta no fue enviada a la dirección 
que había comunicado. A través de la trabajadora social de 
Cáritas reclamó información de este error, a lo que se le comunicó 
que no se podía hacer nada y que lo mejor era proceder a 
presentar nueva solicitud. Presentó ésta, en un momento donde 
convivía en un piso alquilado por Cáritas, con otra persona 
y cuyos ingresos eran de 400 euros. Por dicho motivo se le 
comunicó el pasado 22 de febrero que no podía ser perceptor 
de dicha ayuda debido a que existía en el domicilio censado una 
persona que recibía una ayuda económica.
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Consideraba injusta esta situación y no entendía como podía 
arreglarla ya que el lugar de convivencia, abonado por Cáritas, era 
la única alternativa para no estar en la calle.

Queja 15/2025:

“Solicité el salario en junio de 2014, mi asistenta llamó el 
25/03/2015 y ya lo tenía favorable. Todavía ni carta ni dinero. 
Tengo dos niñas de 7 y 10 años, tengo la luz cortada desde hace 
meses y estoy ilegal enganchada a la luz, no tenemos ingresos 
ninguno. La única ayuda que tengo es de mis padres y la Cruz Roja 
que nos da alimentos una vez cada 3 meses. Por favor a ver si 
ustedes podéis hacer algo. Un saludo”.

Queja 15/2228:

Con fecha de 18/07/2014 solicitaron el abono del salario social. 
Son una familia de 5 miembros, con 1 hijo de 7 años y 2 mellizos 
de 3 años. Su situación es desesperada ya que no tienen ningún 
tipo de ingreso. Solicita se agilice el reconocimiento y abono del 
Salario Social.

Queja 15/2311:

“Hice traslado de Málaga a Chiclana hace dos meses, aún 
pendiente de estudio, … ¿nueve meses para estudiarlo?. Ahora 
no vivo en ningún lado fijo porque me echan de los alquileres y 
la asistenta me dice que no cambie más el traslado del salario. Mi 
madre en la residencia ahora está ingresada para morir en breve y 
mis hermanos y yo ni para un entierro tenemos, que lo harán los 
servicios sociales, … ni comemos ya. Que me lo paguen y juro que 
no se de lo que seré capaz de hacer cuando fallezca mi madre que 
ni para llevarle agua tengo ya”.
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Queja 15/2314:

La interesada nos comunica que es madre soltera con dos hijos 
menores, y que no tiene recursos. Que en el 2014 recibió alguna 
ayuda del Ayuntamiento pero en la actualidad no tiene ningún tipo 
de ayuda. En julio de 2014 solicitó el salario social, pero no ha 
tenido ninguna contestación.

Queja 15/2668:

Nos refiere en su escrito que solicitó el salario social el pasado 
mes de julio. Debido a que su situación es terrible al carecer de 
ingreso alguno. Su marido, extranjero, fue expulsado del país 
hace ya cinco años a pesar de tener varios hijos en común. A 
los tres meses de haber presentado la solicitud se personó en 
esa Delegación Territorial para informarse de dicha solicitud, a 
lo que se le comenta que ha archivado al no haber contestado 
al requerimiento realizado de documentación y del que no había 
tenido conocimiento. Posteriormente aporta la documentación de 
la expulsión y no pudiendo presentar el convenio regulador, como 
se le pedía al no encontrarse en situación de divorcio. Lo último 
que conoce de su expediente que no están pagando en estos 
momentos por falta de liquidez.

Queja 15/2718:

“Mi queja es referente al salario social que recibimos algunos 
andaluces que como yo no tenemos recursos, en mi caso particular 
veo vulnerado todos los derechos que me confieren desde que me 
otorgaron el salario social, pues leyendo todo los párrafos incluido 
los de la carta que nos entrega, dice que la ayuda será pagada a 
mes cumplido cosa que no es real, pues los pagos se hacen, mes 
sí mes no, causando un estrés por no saber si ese mes vamos a 
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poder darle de comer a nuestros hijos, por ello elevo mi queja 
a usted por si estuviera en su mano la regularización de este 
problema”.

Queja 15/2856:

“Hola me dirijo a usted, solicité el salario social en diciembre 
2014 y hasta el día de hoy (22-06-15) no he recibido respuesta de 
nada y estoy en un momento duro ya que no tengo ingresos por 
ningún lado ni puedo pedir ayudas porque no cumplo los requisitos 
que me piden. Lo solicité porque es lo único que podía solicitar, soy 
madre soltera con un niño de once años y somos tres en casa y sin 
ingresos, sobrevivimos a lo que de tarde en tarde nos da Cáritas y 
Cruz Roja, pero con eso no basta. Espero que esto se agilice lo más 
pronto posible. Espero respuesta por vuestra parte. Un saludo”.

Queja 15/3173:

Como representantes de la plataforma de afectados por la RMI 
(Salario Social) se han dirigido a nosotros para hacernos entrega 
de un escrito en el que manifiestan su malestar por la situación del 
programa del Salario Social y las consecuencias que ello tiene para 
las familias en el momento actual.

Queja 15/3261:

“Hola estoy desesperada soy de un pueblo de Jaén y desde 
el 30 de mayo no se nada más del salario, en junio no cobré y 
en abril tampoco, estoy indignada. Ayúdeme por favor tengo tres 
niños pequeños”.



338 • Defensor del Pueblo Andaluz

25 años del Programa de Solidaridad de los Andaluces 
para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad 
en las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz. Diciembre 2016

Queja 15/3692:

“Me pongo en contacto con ustedes para ver si me pueden 
ayudar. Llevo varias semanas intentando me den información sobre 
la solicitud del salario social; lo eché en diciembre del 2014 y a día 
de hoy (24 de julio 2015) no he recibido información alguna. Llamo 
a un teléfono que me dieron de Córdoba, el 957005400 y es casi 
imposible que me cojan el teléfono y cuando por fin te lo cogen, te 
piden el dni y nombre y te dicen: que te llamarán al día siguiente 
para darte información, bueno pues ya lo he intentado tres veces 
y nunca me han devuelto la llamada. Mi situación es lamentable 
y de emergencia; por favor, pido ayuda, solo quiero me ayuden a 
poder tirar para adelante con mi familia, les pido si pueden mediar 
en esta situación alarmante para mi familia, ya no pido el salario 
si es casi imposible, un puesto de trabajo para salir adelante de 
esta situación ya lo he intentado con el Inem, Ayuntamiento, 
trabajadora social y sin éxito. Por favor ayúdenme a poder trabajar, 
tengo 2 hijas y créanme, no se merecen esta situación en pleno 
siglo 21”.

Queja 15/3983:

La interesada nos comenta que lleva más de dos años y medio 
sin ningún tipo de ingresos y que no puede trabajar por problemas 
médicos. Nos expone que solicitó el salario social en marzo de 
2015, al igual que una revisión del grado de discapacidad, ya que 
tenía un 50%.También tiene problemas porque expone que le van 
a cortar el agua y solicita nuestra intervención con Aqualia para 
que no se la corten y pueda pagarla cuando reciba alguna de las 
prestaciones que tiene pendiente de aprobar.
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Queja 15/3984:

“Tengo tres hijos menores y estoy en riesgo de exclusión social 
y lo estoy pasando muy mal.”

Queja 15/3987:

“El 6 de febrero de 2015 solicité la ayuda social, no tengo 
ningún ingreso y para colmo de mis males estoy recién operada de 
cáncer de mama; se que tengo aprobada la ayuda y me gustaría 
saber cuando hacen el ingreso. Por favor, agradecería que me 
informaran lo antes posible”.

Queja 15/4135:

“Soy una enferma, con 61 años, sin ningún tipo de ingresos y 
vivo con mi hijo que ahora voy a solicitar la PNC por invalidez. Hace 
siete meses solicité el Salario Social a través de la UTS Macarena 
y todavía no me han notificado nada y en breve espero que me 
llamen del tribunal de valoración para que valoren mi situación 
de enfermedad. Pido su ayuda, no tenemos para comer. El lunes 
solicité cita de nuevo en Macarena”.

Queja 15/4351:

“En mayo del 2014 solicitamos mi familia el salario social en 
Jerez de la Frontera, mi asistente social me dice que lo tenemos 
aprobado desde mayo del 2015. A la fecha en la que nos 
encontramos no sabemos nada, ni carta, ni cobramos. Tenemos 
dos hijas una de 6 años de edad y 10 años, no tenemos ningún 
tipo de ingresos ni ayuda, solamente nos ayuda Cruz Roja. Vivimos 
en una vivienda de alquiler del Ayuntamiento, la cual llevamos 1 
año sin poder abonar el alquiler”.
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Queja 15/4354:

“He solicitado el salario social desde el mes de enero de 2015 y 
hasta ahora finales de septiembre no me dan ninguna información. 
En el mes de junio me dieron un vale por 20 euros para obtener 
alimentos en el economato, pero en julio dijeron que ya no había 
alimentos. Soy parado de larga duración, tengo una esposa y un 
hijo menor. Estamos pasando muchas dificultades”.

Queja 15/4496:

“Hola, soy madre soltera con dos hijos menores a mi cargo 
y quiero trasmitir mi desesperación al Defensor del Pueblo. En 
marzo de este año solicité el salario social y aún (septiembre) 
no he recibido nada. Vivo con mi madre la cual cobra la ayuda 
familiar y éste es el último mes que la percibe y no en su totalidad. 
No tenemos trabajo ni cobramos nada. La pensión alimenticia de 
mis hijos es lo único que percibo y no todos los meses. Tengo 
denunciado el impago más los gastos extras de uniformes, 
medicinas, etc. Necesito que me den una solución lo antes posible, 
es que no se qué voy hacer, tengo un niño que necesita una buena 
alimentación ya que está operado de estómago y es intolerante a 
la fructosa”.

Queja 15/4513:

El compareciente expone que es viudo y junto a su hija 
conforman su unidad familiar, siendo usuario del comedor 
social San Juan de Dios. Que el 29 de enero de 2015 solicitó el 
salario social y que a la fecha de 8 de septiembre, su expediente 
se encuentra en “comisión de valoración-propuesta”, pide su 
agilización pues carece de ingresos y no percibe ayudas públicas.
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Queja 15/4829:

“Llevo esperando el salario social desde el 29 de mayo del 
2014. Mi situación es alarmante, vivo de ocupa con una niña de 
dos años. El padre de ella se encuentra en prisión y vivo de la 
ayuda de las Hermanas de la Caridad (El Salvador) a la espera 
del salario social, que ya va para dos años. Mi situación es 
desesperante ya que ni buscarme la vida puedo, ya que he tenido 
la mala suerte de que mi hija se ha quedado fuera de la guardería. 
Por favor ayuda”.

Queja 15/4859:

“Hola solicité el salario social en enero el día 26 de 2015 y a día 
de hoy día 10/10/2015 aún estoy esperando el salario social. Tenía 
un desahucio pendiente para el día 1 de septiembre, presenté 
todos los papeles en la Junta de Andalucía, de la sentencia y 
denuncia por no poder pagar el alquiler del domicilio en el que 
estaba y en verano sobre el mes de junio, recibí una llamada de 
la Junta de Andalucía, diciéndome que “por mi caso que tenía un 
desahucio pendiente, iban a acelerarme el salario social y que tenía 
prioridad” y a día de hoy, aún estoy esperando el salario social.

Estoy desesperada me he visto en plena calle y me he 
visto obligada a ocupar una vivienda ya que estuve varios días 
durmiendo en un coche. Gracias a Dios pude ocupar una vivienda 
y por lo menos mis hijos tienen un techo. Llamé a primeros de mes 
a Muelle Heredia de Málaga, porque no tengo transporte ni como 
ir allí para informarme sobre el salario social y después de muchas 
llamadas me dijeron que “tenía el salario social propuesto que en 
este mes lo cobraría”, pero aún no he cobrado, cuando en teoría los 
salarios sociales máximo iban a tardar en pagarlos 3 meses. Pues 
yo ya llevo 9 y tengo toda la documentación correcta y la Junta de 
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Andalucía sabe mi situación. !! POR FAVOR UNA AYUDA YA ¡¡ 
Tengo un niño de 3 y una bebé de 5 meses”.

Queja 15/5101:

El 25 de septiembre del 2014 solicitó el acceso al programa 
de solidaridad de los andaluces y teniendo cuatro hijos a los que 
mantener, hasta la fecha (22/10/15) nada sabe de su petición, por 
lo que pide ayuda.

Queja 15/5183:

El 5 de junio de 2014 solicitó el salario social y los servicios 
sociales le comunican que lo tiene aprobado pero que desconocen 
cuando empezará a cobrarlo, por lo que lleva mas de año y medio 
en espera.Septiembre

Queja 15/5307:

“Hola, llevó 8 meses esperando cobrar el salario social y 
nada, se acerca el invierno y el frío, estoy en la calle y espero 
cobrar el salario para poder alquilar un habitación. Yo y algunos 
amigos y conocidos estamos usando los servicios del albergue 
Municipal de Málaga (lavandería, higiene y comedor) pero el 
servicio del comedor sólo lo podemos usar 15 días al mes por 
decisión de las trabajadoras sociales. La mayoría de los usuarios, 
incluido yo, dormimos en la calle, en la acera de enfrente y los 
alrededores, a pesar de que hay un módulo recién abierto que 
permanece cerrado por la noche y la gente duerme en la calle en 
la intemperie.

Muchos de nosotros estamos esperando el salario social para 
que podamos alquilar alguna habitación este invierno, algunos 
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llevamos esperando el salario 8 meses, como mi caso, otros 9 
meses y hasta 12 meses. A pesar de todos los informes enviados 
por las trabajadoras sociales con la situación que tenemos, la 
Junta de Andalucía no contesta nada, permanece en silencio. 
Sólo queremos saber cuando se resolverá esta situación para 
que podamos salir de la calle, por lo menos para que pasemos el 
invierno. Si necesitáis más datos o detalles de nuestra identidad 
y situación sólo tenéis que pedirla. Muchas gracias por todo y en 
especial por su labor.”

Queja 15/5379:

Que a través de los servicios sociales de Camas, solicitó en 
enero de este año al salario social y hasta la fecha no tienen 
noticias, precisándolo mucho pues tienen dos hijos menores y ya 
agotadas todas las prestaciones por desempleo. Que ni siquiera 
pueden pagar los cien euros que le pide el banco, de alquiler 
social, permitiéndoles con ello seguir en la vivienda, de manera que 
terminarán por desahuciarles.

Queja 15/5610

“Tengo 43 años, casado, y padre de 7 hijos, 2 de ellos mayores 
de edad (20 y 21 años) que no trabajan y sin estudios y otro 
de 16 años estudiando 1º bachillerato y luego niños (8, 6, 4 y 2 
años). Yo no trabajo, mi mujer tampoco, y estamos sin recursos. 
Llevo 15 años viviendo en España y nunca cogí nada de los 
servicios sociales porque en aquel momento trabajaba y vivía bien 
y cubriendo mis necesidades básicas de mi familia. Ahora, como 
sabemos todos con la crisis que hay, lo que estaba ahorrado en la 
hucha, se agotó todo y ahora, ya no tengo nada ni para pagar el 
alquiler de 550 euros/mes.
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Fui a la asistenta social en el Ayuntamiento pero nada, 
sin ninguna ayuda económica, porque hay salario social pero 
solamente se lo dan a los españoles, yo tengo mis hijos que 
nacieron aquí, con libro familiar español pero para presentar la 
nacionalidad necesito mucha documentación y para traducirla y 
certificarla en el Consulado de España, cada hoja cuesta más de 
100 euros. Lo que estoy pidiendo es que solucionen conmigo este 
salario social o alguna vivienda de protección, pero que sea lo más 
pronto posible porque ya no tengo para pagar el alquiler y ya debo 
dos meses al dueño y me está echando del piso. No tengo donde 
irme yo y mis hijos, somos 9 personas y no tengo familia aquí en 
Andalucía. Por favor ayúdame que estoy muy apurado”.

Queja 15/5703:

“Hola soy de Jerez, solicité el salario social el 2 de mayo del 2014, 
a día de hoy sigo sin cobrar nada, hace ya casi 19 meses. Llevo varias 
reclamaciones y miles de llamadas, a las que responden siempre 
“que no saben nada. Estoy casada y con dos niñas, mi marido y yo 
en paro y no percibimos ayuda de ningún tipo. Esto es desesperante, 
levantarte cada día sin saber que vamos hacer y que vamos a comer. 
Por favor necesito el salario ya creo que después de 19 meses ya me 
pertenece. Dicen que es una ayuda de emergencia, no sé a qué se 
referirán con emergencia. Gracias y espero vuestra respuesta”.

Queja 15/5790:

“Hola ya no sabemos que hacer. Solicitamos el salario social 
a primeros de junio y todavía nada de nada. Tenemos un niño 
que necesita la medicación para la epilepsia y el trastorno déficit 
de atención por Hiperactividad (TDH) que sufre. Ya no podemos 
apuntar más en la farmacia y no sabemos nada, ni que hacer para 
saber del salario”.
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Queja 15/5879:

“Hola soy una madre de cinco hijos en paro, llevo 18 meses 
esperando mi salario social y no me dan ninguna razón. Necesito 
ese dinero para comer, porque me van a echar de mi casa por no 
pagar y también me gustaría comer con todos mis niños el día de 
Navidad aunque fuera un caldo caliente porque para nosotros no 
existe la Navidad. Espero respuesta, perdone, muchas gracias y 
felices fiestas”.

Queja 15/5975:

Expone que es divorciada, sufre discapacidad visual y carece 
de empleo e ingresos. Añade que subsiste gracias al catering a 
domicilio de lunes a viernes que los servicios sociales le facilitan, 
pero los fines de semana no come. Que lleva una semana sin 
luz y que ha solicitado con los mismos cita urgente, teniéndola 
concertada para el próximo día 15 de diciembre. Refiere también 
que en febrero de este año solicitó el salario social pero que no le 
llega.

Queja 15/6129:

“Presenté solicitud el día 18 de junio de 2014 para el salario 
social y estamos a final de año. Cuando he preguntado en 
Delegación me dicen que la documentación es correcta pero 
que aún no pasó por Comisión. Me parece indignante este 
retraso,espero puedan hacer algo al respecto. Estoy convocando 
concentración de protesta por el exagerado retraso en concesión 
del Ingreso Mínimo de Solidaridad por parte de la Junta en 
Málaga; Me consta es algo que pasa en otras provincias también. 
No entiendo como se puede dejar a los más necesitados, que 
no disponen de otro recurso, esperando durante meses. Por mi 
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parte he pedido permiso a Subdelegación del Gobierno para poder 
manifestarnos en la puerta de Asuntos Sociales de Muelle Heredia, 
también he presentado reclamaciones en la propia Delegación, 
el día 11 de enero a las 10:00. Estoy intentando usar las redes 
sociales e informar a los medios, a ver si los que deciden hacen 
algo por ayudar a los que más sufren. P.D. ¡Ah que ya tengo 
autorización de Subdelegación del Gobierno!”.

Q16/147:

El pasado 15 de octubre solicitó el salario social y pide ayuda 
para que se agilicen los trámites, pues vive con sus dos hijos de 
21 y 14 años junto a su pareja sentimental y que solo cuentan con 
la pensión de invalidez de éste que asciende a 394,60 euros, a los 
que hay que descontar los 250 euros de pensión de manutención 
que a su vez satisface a sus propios dos hijos.
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